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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allende Bussi, Isabel

--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 13 señores Senadores.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 57ª, ordinaria, en 21 de octubre; 58ª, especial, y 59ª, ordinaria, ambas de 22 de octubre, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).
IV. CUENTA

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que aprobó el proyecto de acuerdo que aprueba la “Enmienda al artículo 8 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, de 10 de junio de 2010” y las “Enmiendas al Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional relativas al crimen de agresión, de 11 de junio de 2010”, ambas adoptadas en la Conferencia de Revisión del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, celebrada en Kampala, Uganda (boletín N° 8.182-10) (Véase en los Anexos, documento 1). 



--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.


Con el segundo informa que aprobó las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que instaura el Día Nacional del Medio Ambiente (boletín Nº 9.330-12).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.


Del señor Secretario Ejecutivo del Consejo Regional, Región del Libertador General Bernardo O’Higgins:



Pone en conocimiento de esta Corporación que ha designado Presidente del referido órgano, por el período legal pertinente, al consejero señor Fernando Verdugo Valenzuela.



--Queda a disposición de Sus Señorías.
Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sustituye el sistema electoral binominal por uno de carácter proporcional inclusivo y que fortalece la representatividad del Congreso Nacional (boletín Nº 9.326-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (boletín N° 6.499-11) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 3).



Segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fija porcentajes mínimos de emisión de música nacional y música de raíz folklórica oral a la radiodifusión chilena (boletín N° 5.491-24) (Véase en los Anexos, documento 4).



De la Comisión Especial de Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece la conmemoración del Día Mundial del Agua el 22 de marzo de cada año (boletín N° 9.622-09) (Véase en los Anexos, documento 5). 



--Quedan para tabla.
Moción



De la Senadora señora Allende, con la que se inicia un proyecto de ley que declara feriado para la Región de Atacama el día 26 de octubre de cada año como reconocimiento a su memoria e identidad (boletín N° 9.697-06) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.
Proyectos de acuerdo



De los Senadores señores Ossandón, García-Huidobro y Guillier, con el que piden a Su Excelencia la Presidenta de la República que evalúe destinar recursos para implementar bebederos públicos de agua potable en colegios, universidades, bibliotecas, consultorios, hospitales, plazas, parques y, en general, en las oficinas de la Administración del Estado, con el objeto de fomentar alternativas al consumo de bebidas azucaradas sin alcohol (boletín Nº S 1.747-12) (Véase en los Anexos, documento 7).



De los Senadores señor Girardi, señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Guillier, Horvath, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Patricio Walker y Zaldívar, con el que expresan su satisfacción por el trabajo desarrollado por las autoridades superiores del Ministerio de Salud con el fin de generar una propuesta de reglamento de la ley N° 20.606, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, y el compromiso de la Corporación de respaldar las acciones dirigidas claramente a salvaguardar la salud de la población nacional, y en especial de los niños gravemente afectados por la obesidad y las enfermedades asociadas a esta (boletín Nº S 1.748-12) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.
Solicitud de permiso constitucional



Del Senador señor Girardi, para ausentarse del territorio de la República a contar del día de hoy.



--Se accede a lo solicitado.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la Cuenta.



Sobre la Cuenta, tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señora Presidenta, quiero solicitar que se establezca un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto relativo a la erección de un monumento en memoria de Juan Amador Barrientos Adriazola.



Ello, porque me gustaría que se tomara la opción de que los Senadores que representan a la Región de Los Lagos participaran en la comisión especial que deberá formarse, dado que la alternativa es que la presidan o convoquen el intendente o el alcalde. Y, en mi concepto, quienes están mejor informados acerca de los propósitos de dicho memorial en la región son, precisamente, los Senadores que la representan.



En consecuencia, les pido a esos colegas que cierren aquella opción y presenten la indicación pertinente.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- La Mesa sugiere fijar como nuevo plazo para presentar indicaciones el lunes 10 próximo, a las 12.

El señor ORPIS.- Sí.



--Así se acuerda.

)--------------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, quiero pedir que se amplíe el plazo para formular indicaciones con relación a dos iniciativas: 



Primero, para el proyecto relativo a la identidad de género, hasta el día viernes 14 de noviembre.



Segundo, respecto del que modifica la Ley sobre Control de Armas, solo hasta el viernes 7 de noviembre, porque el Ejecutivo va a ingresar una indicación sustitutiva acordada por todos los integrantes de la Comisión de Constitución.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En cuanto a la primera petición, ya habíamos acordado fijar esa misma fecha, por haberlo solicitado así el Senador señor Letelier.



Por lo tanto, ese punto ya fue resuelto.



En cuanto a lo segundo, ¿habría acuerdo?

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Un poquito más largo, señora Presidenta.



¿Podría ser hasta el lunes?

El señor HARBOE.- Pido la palabra.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede hacer uso de ella, señor Senador.

El señor HARBOE.- Lo que pasa es que este proyecto ya fue discutido en la Comisión de Defensa y en la de Constitución. Y solo se trata de dar tiempo para presentar una indicación sustitutiva, lo que ya fue acordado por esos órganos técnicos.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Está bien.



--Se fija plazo para presentar indicaciones al proyecto el viernes 7 de noviembre, a las 12.



SALUDO A SELECCIÓN FEMENINA DE HOCKEY POR OBTENCIÓN DE TERCER LUGAR EN MUNDIAL DE FRANCIA

La señora ALLENDE (Presidenta).- Señoras y señores Senadores, antes de entrar al Orden del Día, quiero decirles que hemos invitado a quienes nos acompañan en las tribunas: nuestras deportistas conocidas como “las marcianitas”.



Les pido un gran aplauso para ellas.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



¡Sean muy bienvenidas al Senado! 



Estas deportistas ganaron el tercer lugar (medalla de bronce) en el último mundial de hockey femenino jugado en Francia, en la ciudad de Tourcoing.



Quiero agregar un par de cosas más.



La selección femenina de hockey se creó en el año 2002, rompiendo barreras de discriminación, porque hasta ese momento en Chile ese deporte era exclusivamente para varones.



En el año 2004 se desarrolló en Alemania el primer mundial en el cual nuestra selección femenina participó. Con el apoyo de la federación y el financiamiento de sus padres estas deportistas pudieron asistir y competir. 



Luego, con financiamiento del Estado, en 2006 la selección se coronó campeona en el mundial jugado en nuestro país. 



Aparte de ello, compitieron en 2008, cuando obtuvieron el sexto lugar en Japón; en 2010, en que ocuparon la novena posición en España; en 2012, cuando alcanzaron el sexto lugar en el mundial de Brasil, y durante el mes de noviembre de este año nuestras deportistas, conocidas como “las marcianitas”, lograron el tercer lugar en el torneo disputado en Francia -como ya señalé-, adjudicándose la medalla de bronce.



Las integrantes del equipo son las siguientes:



Arqueras: Fernanda Hidalgo y Macarena Valenzuela. 



Jugadoras: Alexa Tapia (campeona en 2006), Macarena Ramos, Gigliola Berloffa, Beatriz Gaete, Francisca Donoso (quien actualmente juega en España), Tadish Prat (campeona en 2006), Valentina Fuentes y Catalina Flores.



El cuerpo técnico está conformado por Rodrigo Quintanilla (director técnico), Fernando Vergara (preparador físico), Alejandro Villalobos (kinesiólogo) y Armando Quintanilla (jefe de misión).



Corresponde que el Senado les haya rendido este tributo y debo decir que es un orgullo contar con su presencia.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)--------------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Aprovecho de saludar a los alumnos del Colegio Nueva Era Siglo XXI, de la comuna de La Florida.



¡Bienvenidos al Senado!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)--------------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Corresponde pasar al Orden del Día.



Señoras y señores Senadores, como ya está sesionando la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y el proyecto que figura en el primer lugar de la tabla requiere quórum especial (se necesitan 18 votos para su aprobación), apenas el señor Secretario haga la relación del proyecto procederemos a abrir la votación.

El señor LETELIER.- No.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se mantendrían los tiempos. Y ahora tenemos los 18 votos requeridos. Pero el Senador señor Letelier se opone.



Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señora Presidenta, quiero pedir segunda discusión para el proyecto relativo a la pesca artesanal. 




Originalmente, esta iniciativa buscaba resolver un problema relativo a las áreas de manejo. Sin embargo, se incorporó un asunto referido a una pesquería con un arte de pesca especial y, aunque no tengo objeción en sí a eso, de hecho se aumentan cuotas y, vinculado con ello, no se resuelve el problema de los boteros en nuestro país, quienes se encuentran en una situación muy compleja en algunas regiones.



En definitiva, en esa materia el proyecto no está bien enfocado.



Yo soy partidario, dado que no hay una definición diferenciadora entre pescadores artesanales y boteros, de incorporar una norma especial para estos.



Repito: la iniciativa está mal planteada.



Por eso, algunos queremos pedir segunda discusión o que vuelva a la Comisión para un nuevo primer informe, a fin de poder resolver el problema de los boteros sin adulterar lo relativo a las cuotas, como aquí se propone.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Desde luego, el Honorable señor Letelier está en su derecho. 



Así que la iniciativa iría a la Comisión o quedaría para segunda discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, el Senador Letelier, el Comité Socialista, está en su derecho de pedir segunda discusión, pero yo voy a solicitar que se proceda a llevar adelante la primera y que votemos el próximo martes, porque seguramente la Comisión tendrá que revisarlo de nuevo y se le harán las observaciones del caso.



Lo digo, porque volver el proyecto a Comisión sin votarlo en general acá, en la Sala, me parece que no corresponde.



Esta iniciativa lleva más de un año de tramitación y, efectivamente, buscaba solucionar un problema de aquellas organizaciones que solicitaban áreas de manejo y que, por el cambio de la Ley de Pesca, quedaron imposibilitadas de seguir tramitando tales peticiones, pues se estableció determinado reglamento o criterio que las dejó fuera. Y llevamos un año sin que esas organizaciones puedan acceder a las áreas de manejo. 



Después se agregó lo relativo a la pesca con línea de mano del jurel, que busca favorecer justamente a los pescadores artesanales, a los chicos, porque esta es, por lo demás, la tradición que siempre han seguido nuestros pescadores en las distintas caletas de Chile.



Yo entiendo que eso también se hizo para buscar una solución a las demandas de esos pescadores, que no tienen acceso a tales recursos y se hallan limitados.



No obstante, lo planteado por el Senador Letelier es un tema distinto: hay boteros que no se encuentran en los registros, que es completamente diferente. Y atrasar este proyecto para agregar otro punto significaría, creo yo, dañar finalmente a los que se quiere beneficiar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En todo caso, por supuesto el debate quedará abierto.



Lo que pasa es que el Honorable señor  Letelier pidió, primero, segunda discusión para el proyecto y, después, un nuevo informe.

El señor PIZARRO.- No corresponde aplazar la discusión. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- El debate se hará de todas maneras.

El señor PIZARRO.- Se realizaría ahora la primera discusión y la iniciativa se votaría en la siguiente sesión. Y, de aprobarse en la Sala, volvería a la Comisión si se presentaran indicaciones.



¡Aplique el Reglamento, señora Presidenta!

La señora ALLENDE (Presidenta).- Entonces, procederemos a entrar a la discusión en general de este proyecto. 

V. ORDEN DEL DÍA

EXCEPCIÓN PARA PESCA ARTESANAL DE JUREL Y ENMIENDA A REGULACIÓN DE RÉGIMEN APLICABLE A RECURSOS BENTÓNICOS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece excepción para la pesca artesanal con línea de mano de la especie jurel y que modifica regulación para establecimiento de ampliación de régimen de áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos, con informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.097-21) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 26ª, en 18 de junio de 2014.



Informe de Comisión:



Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura: sesión 59ª, en 22 de octubre de 2014.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los objetivos principales de la iniciativa son los siguientes:



-Modificar los artículos pertinentes de la Ley General de Pesca y Acuicultura, para establecer una excepción a la cuota global de captura respecto de la extracción de jurel con línea de mano por los pescadores artesanales a bordo de embarcaciones artesanales de hasta doce metros de eslora.



-Permitir que se sigan estableciendo las áreas de manejo solicitadas con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley N° 20.657, y su ampliación.



La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señoras Goic y Muñoz y señor Letelier.



Cabe hacer presente que los numerales 5) y 10) del artículo 1° son de quórum calificado, por lo que para su aprobación se requieren 18 votos favorables.



Hago presente que la urgencia de la iniciativa, calificada por el Ejecutivo de “suma”, vence el día de hoy.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión general.



Tiene la palabra la Honorable señora Van Rysselberghe. 

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señora Presidenta, solicito que, en el momento adecuado, se fije plazo para formular indicaciones a este proyecto, de manera que puedan hacerlo oportunamente los señores Senadores.



Quiero informar esta iniciativa, en segundo trámite constitucional, que establece una excepción para la pesca artesanal de jurel con línea de mano y que modifica la regulación para la ampliación del régimen de áreas de manejo.



El proyecto se originó en mensaje del Presidente señor Sebastián Piñera, ingresado a la Cámara de Diputados el 11 de septiembre del 2013.



Esa rama legislativa lo remitió para su informe a las Comisiones de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos y de Hacienda, y la Sala aprobó la iniciativa en general y en particular en la sesión de 17 de junio de este año.



Al día siguiente ingresó al Senado.



En nuestra Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura se escucharon los planteamientos de representantes del Ejecutivo, que indicaron que el proyecto tiene por propósito subsanar algunos defectos de índole formal que contiene la ley N° 20.657 y establecer una excepción a la cuota global de captura del jurel realizada solo con línea de mano y a bordo de embarcaciones de hasta doce metros de eslora.



Al respecto, creo que para el resguardo de la sustentabilidad del recurso la Subsecretaría debería fijar un límite o una cuota a esta pesca de subsistencia, que debería ser cercana a las cuotas históricas capturadas por estas embarcaciones. Cualquier aumento de este límite debería contar con el visto bueno del comité científico.



También parece delicada la eliminación del artículo N° 111, inciso 3°, que consagra en resumen las multas y sanciones a personas naturales o jurídicas que realicen actividades de acuicultura a cualquier título y que entreguen información falsa acerca de operaciones de centros de cultivo de que son titulares o sobre su condición sanitaria referida a enfermedades de alto riesgo.



El cuerpo legal incorporó además un artículo transitorio que impedía entregar nuevas áreas de manejo durante el plazo de tres años, y que permitía solo aquellas ingresadas con anterioridad a la ley N° 20.657 o hasta seis meses después de su entrada en vigencia.



Según el Ejecutivo, eso está mal redactado, porque se facultaba el ingreso sin ningún tipo de excepción. De acuerdo a la información existente, habría cerca de 500 solicitudes que no podrán ser revisadas, ya que en la práctica quedaron bloqueadas pues no existe la posibilidad de establecer nuevas áreas de manejo para quienes ya presentaron solicitudes.



La Comisión consideró los antecedentes y argumentos entregados por el Ejecutivo, y tal como se consigna en el informe respectivo, se sometió a votación el proyecto de ley, el cual fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes en la Comisión.



Es cuanto puedo informar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señora Presidenta, aquí se ha informado que esta iniciativa persigue, en términos genéricos, dos objetivos: establecer una excepción a la cuota global de captura del jurel que se realice por pescadores artesanales con línea de mano, y permitir que se sigan estableciendo aquellas áreas de manejo y ampliación solicitadas con anterioridad a la ley N° 20.657.



En verdad, señora Presidenta, la ley va más allá de esos dos objetivos. Yo la calificaría directamente como “ley miscelánea”.



Yendo al contenido, el Ejecutivo argumentó que la ley anterior permitía esta excepción en relación con los pescadores artesanales que usaban línea de mano a bordo de embarcaciones de hasta doce metros.



Al respecto, surge un problema tremendamente delicado. 



A diferencia de la ley anterior, la normativa vigente consagra un principio fundamental en su artículo 1º: “A las disposiciones de esta ley quedará sometida la preservación de los recursos hidrobiológicos”.



Es decir, la legislación actual persigue un fin de preservación.



Por esta razón -y aquí hago el hincapié más importante-, la ley estableció una cuota global que no contempla ninguna excepción. Aquella no se puede sobrepasar y en su determinación tienen un papel relevante los comités científicos.



Desgraciadamente, el proyecto que nos ocupa rompe ese principio precautorio al proponer que la actividad pesquera artesanal que se ejerza con línea de mano puede ser establecida por la Subsecretaría al margen de la cuota global.



Reconozco que se debe buscar una solución para estos pescadores artesanales, pero no me parece que el mecanismo para ello sea exceptuarlos de la cuota global. Y es eso lo que propone la iniciativa: “El desarrollo de la actividad de pesca artesanal de jurel ejercida sólo con línea de mano a bordo de embarcaciones sin cubierta de hasta 12 metros de eslora quedará exenta de la cuota global de captura. Para estos efectos, la Subsecretaría podrá establecer un límite anual de las toneladas que quedarán exentas.”.


Tan categórica es la ley en cuanto al respeto de la cuota global que de ella se deduce hasta un 2 por ciento para la pesca de investigación; hasta un 1 por ciento para imprevistos y hasta un 1 por ciento para la cuota de reserva destinada a consumo humano para empresas de menor tamaño.



Todo ello se descuenta de la cuota global. ¡Esta jamás puede sobrepasarse!



Sin embargo, en esta oportunidad se está sentando un precedente en sentido contrario.



Incluso más, en la determinación de la cuota global, según indica la ley, se deberá mantener o llevar el rendimiento máximo sostenible considerando las características biológicas y fijar el monto sobre el rango definido por el comité científico. Además, cualquier modificación de la cuota global deberá sustentarse en nuevos antecedentes de carácter científico.



En consecuencia, la normativa en vigor es categórica en cuanto a la preservación de los recursos hidrobiológicos.



Por esa razón, si queremos resolver el problema que aqueja a estos pescadores artesanales, debemos hacerlo con cargo a la cuota global, como ocurre con el porcentaje de investigación, de imprevistos o de cuota de captura para consumo humano orientado a pequeñas empresas.



Esa es mi primera observación.



En segundo lugar, el proyecto de ley incorpora aspectos muy discutibles con relación a la inversión extranjera. Me refiero, concretamente, al contenido de los numerales 2 y 4 del artículo 1º.



El numeral 2 agrega a la ley Nº 18.892 el siguiente artículo 28 B: “Los titulares de licencias transables de pesca clase A o B deberán dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 17.”.


¿Qué establece el artículo 17? Que si el solicitante de una autorización de pesca es una persona natural, debe ser chileno o extranjero con residencia definitiva. Tratándose de una persona jurídica, la sociedad deberá estar constituida legalmente en Chile. Y si en ella hubiere participación de capital extranjero, deberá acreditarse el hecho de haber sido autorizada previamente la inversión.



Me parece muy discutible la modificación que se pretende incorporar. A mi juicio, esto podría traducirse en una mayor concentración del sector pesquero.



Actualmente, las licencias clase A o B son plenamente transables, independiente de que se trate de personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, lo cual, a la larga, facilita la incorporación de nuevos actores al sector. Así lo indica el artículo 30 de la Ley de Pesca: “Las licencias transables de pesca serán divisibles, transferibles, transmisibles y susceptibles de todo negocio jurídico”.


La enmienda propuesta, en la práctica, limita la transferibilidad a los chilenos o extranjeros que tengan residencia permanente o a las sociedades constituidas legalmente en Chile. Por lo tanto, se corre el riesgo de restringir la entrada de nuevos actores en el sector pesquero.



En esta misma línea, el numeral 4) dispone: “En el artículo 44 incorpórase, entre las expresiones ‘autorización’ y ‘o permiso’, la expresión ‘, licencia’.”.



El referido artículo dice: “Cuando el titular de una autorización o permiso sea una persona jurídica con aporte de capital extranjero, las naves pesqueras que requiera para hacerlo efectivo deberán estar matriculadas a su nombre”. El proyecto agrega lo relativo a las licencias A o B.



También tengo mis dudas respecto de esta enmienda, pues, como indica el artículo 30 de la ley, estas licencias son plenamente transables y divisibles.



¿Qué pasa, por ejemplo, si un capital extranjero adquiere un 0,00001 por ciento de una licencia? Deberá tener una nave e inscribirla a su nombre. Resulta absurdo que con ese porcentaje de participación el solicitante tenga necesariamente que ser dueño de una nave. 



Ello limita la transferibilidad y la entrada de nuevos actores al sector pesquero.



En materia de sanciones, el numeral 3) del artículo 1º del proyecto me parece razonable y correcto. 



Todas las sanciones fijadas en la ley partían de la base de que se tenía licencia o permiso extraordinario. El legislador entonces no se colocó en el caso de que alguien efectúe operaciones de pesca en pesquerías administradas por tales instrumentos, sin contar con ellos o sin haberlos inscrito. 



Por lo tanto, me parece razonable intercalar este nuevo inciso cuarto en el artículo 40 C.



Sí me preocupa un tema delicado en materia de sanciones: la derogación del inciso tercero del artículo 113.



¿Qué dispone esta norma? Señala que las personas naturales o jurídicas que realicen actividades de acuicultura a cualquier título y entreguen información falsa acerca de la operación de los centros de cultivo de que son titulares, o sobre la condición sanitaria de los mismos referida a las enfermedades de alto riesgo, serán sancionados con multas de 500 a 3.000 UTM y suspensión de operaciones hasta por dos ciclos de cultivo consecutivos.



Pese a que hemos sufrido el problema del virus ISA, estamos eliminando la norma que permite multar drásticamente a quienes no entreguen la información pertinente o proporcionen información falsa respecto de ese tipo de cultivos.



También referido a sanciones, en el inciso cuarto del artículo 113 se sustituye la frase “a que se refiere el artículo 63 ter” por “a que se refieren los artículos 63, 63 bis y 63 ter”.



Esa enmienda me parece correcta. Con el artículo 63 ter solo se debe informar el descarte. Al ampliar la información al artículo 63, también se deben poner en antecedentes los desembarques y las recaladas. 



Por lo tanto, me parece adecuado incorporar mayor información. 



Seguidamente, se propone intercalar el siguiente inciso quinto, nuevo: “En caso que la información entregada en cumplimiento del artículo 63 ter sea falsa, la sanción será de multa de 50 a 300 unidades tributarias mensuales.”. 



Estimo que tal modificación es razonable.



El artículo 113 sanciona a quien no informe sobre los descartes (artículo 63 ter), pero no consideraba la hipótesis de proporcionar información falsa.



Por otra parte, el numeral 17) deroga el artículo 114, eliminación que me resulta muy discutible. 



Objetivamente, se estaban desarrollando actividades pesqueras con artes o aparejos prohibidos en embarcaciones o desde tierra. Cosa distinta es que no se materialicen las capturas. Más que eliminar, creo que hay que perfeccionar la norma, por cuanto no se señala a quién se sanciona.



Las referencias legales, en general, están bien hechas y se corrigen ciertos errores de redacción.



Pero se propone, en relación con el IFOP, un aspecto que me parece tremendamente discutible.



En el inciso tercero del artículo 92 de la ley, se reemplaza la frase “mediante licitación pública” por “de conformidad con la ley Nº 19.886”.


¿Qué se está haciendo en la práctica?



El artículo 92 vigente establece que el programa de investigación básica o permanente para la regulación pesquera podrá ser efectuado por el IFOP. Para ello, el inciso tercero faculta a dicho organismo para “subcontratar la ejecución de los proyectos que constituyan el programa de investigación básica, lo que deberá efectuar mediante licitación pública.”. 



Se propone eliminar este mecanismo y no me parece adecuado. Por el contrario, lo más transparente en este ámbito es proceder, precisamente, a través de licitación pública. 



Finalmente, respecto de las áreas de manejo, creo que es acertada la regulación que se plantea. Había un problema de plazos que no estaba resuelto y que impedía darle curso al establecimiento de nuevas áreas de manejo.



He dicho.

)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Antes de continuar con el debate, solicito el consentimiento de la Sala para que el Senador señor Pizarro asuma como Presidente accidental.



Acordado.



--Pasa a dirigir la sesión el Honorable señor Pizarro, en calidad de Presidente accidental.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, como ha señalado el Senador Orpis, esta es una iniciativa de ley de carácter misceláneo. Sin embargo, conviene hacerse cargo de los temas del sector pesquero en términos generales. Por la vía de las indicaciones, probablemente más adelante se vayan acometiendo otros asuntos vinculados a la pesca.



En primer lugar, cabe reconocer que aquí se da una contradicción.



Chile es un país oceánico: tiene casi un cuadrante completo del Océano Pacífico. Normalmente, se nos enseña que somos una nación larga y angosta, pero no nos hacemos cargo del mar. 



Además, se dice que hay alrededor de 4.600 kilómetros desde Arica hasta el Cabo de Hornos. Sin embargo, si nos damos el trabajo de medir todas las costas chilenas -en particular, de Puerto Montt al sur-, sumando el perímetro de cada isla, fiordo y canal del territorio, obtendremos una cantidad de 83.550 kilómetros de longitud. 



Eso habla del potencial que tenemos como país, porque en torno de nuestro borde costero se puede hacer acuicultura, cuidar los ecosistemas, desarrollar caletas, realizar actividades turísticas. Incluso, solo desde el punto de vista de las posibilidades que ofrecen las algas y los ecosistemas asociados, es factible ser una potencia en el ámbito de los alimentos, de los medicamentos, de los cosméticos y de muchas otras cosas.



A pesar de ello, la actividad pesquera no ha sintonizado con ese potencial. 



Al revisar nuestros recursos naturales y los ecosistemas, se observa que las distintas especies marinas han ido a la baja. Sin embargo, las leyes que se han dictado al respecto han permitido agregarles valor a los recursos. 



Si uno lee las investigaciones de Juan Carlos Castilla, por ejemplo, advierte que, pese a que va bajando la cantidad de recursos disponibles y va subiendo el número de pescadores artesanales en la actividad propiamente tal, el valor económico desarrollado, a nivel tanto interno como externo, ha ido aumentando.



La idea es que la ley se haga cargo de esa situación y asuma los potenciales en plenitud.



Una de las maneras de hacerlo es elevar el consumo de productos del mar en nuestro país. El promedio nacional es de 8 kilos per cápita, en circunstancias de que Japón -con mucho menos mar- llega a 80. Es un problema cultural. Debemos incorporar este hábito en nuestro quehacer.



Ahora bien, en el ámbito pesquero hay asuntos mucho más sensibles que los que trata esta iniciativa.



Uno de ellos se refiere a las artes de pesca dañinas. Hay que definirlas y, desde luego, restringirlas o prohibirlas.



También está la aplicación del posicionador satelital. En verdad, esta norma hoy es vulnerada permanentemente, y no por naves industriales, sino por embarcaciones semiindustriales que pasan por artesanales y que se mueven de una región a otra depredando los recursos.



Además, sigue pendiente lo del Instituto de Fomento Pesquero. Se requiere que sea un organismo verdaderamente autónomo y que el Consejo Directivo no esté manejado por intereses pesqueros de distinta naturaleza, que terminan subiendo a las naves observadores científicos ciegos, sordos y mudos. Tal realidad no se condice con lo que realmente necesitamos.



En cuanto a la armonización entre los distintos actores, hago presente que hemos logrado introducirla en épocas de crisis, porque entonces se aprovechan oportunidades en un sentido positivo. Ello se evidencia en el establecimiento de una zonificación del borde costero con carácter vinculante, donde los pescadores artesanales, el sector turístico, los pueblos originarios y las demás actividades involucradas se ponen de acuerdo para darle un uso armónico a ese importante territorio.



También queda pendiente un mejor cuidado de nuestra zona económica exclusiva. En torno a Rapa Nui, a Salas y Gómez, a Juan Fernández y a las islas Desventuradas, otros países realizan pesca ilegal, sin control. Debemos hacernos cargo de ello.



Luego de reiterar la importancia de agregarles valor a nuestros recursos, paso a referirme al contenido de esta iniciativa de ley.



El hecho de que se abra la posibilidad de extraer jurel con línea de mano a bordo de embarcaciones artesanales nos parece bien, pero tal opción debe implicar la fijación de una cuota. No corresponde aumentar el esfuerzo pesquero si el recurso es escaso. Este, de sobre 4 millones de toneladas anuales, ha decrecido a apenas 300 mil. 



Algo no anda bien en ese ámbito y, por la vía de las indicaciones, hay que buscar una solución.



Otro punto sensible hoy en día es el relativo a la fauna acompañante. Cuando se pesca determinada especie, hay que preocuparse de lo que sale asociado en las redes o en las artes de pesca que se usen. El proyecto amplía tal restricción a las especies bentónicas, lo cual nos parece positivo.



También se plantean normas sobre información. Esta, como es obvio, debe ser completa, fidedigna y oportuna.



En este punto cabe llamar la atención del Ejecutivo. Tenemos que hacernos cargo de cuánta información estamos exigiendo para desarrollar determinada actividad. Creo que en ese ámbito estamos sobresaturados. Pedimos más antecedentes de los que efectivamente somos capaces de procesar. Finalmente, esto causa que la actividad en sí misma se ahogue y se destinen esfuerzos a labores inútiles. En lugar de llenarnos de información, trámites y procedimientos, esa energía podría usarse en tareas muchísimo más creativas.



Con respecto al Instituto de Fomento Pesquero, el numeral 14 del artículo 1º del proyecto plantea eliminar la expresión “así como al Instituto de Fomento Pesquero” en el inciso cuarto del artículo 91 de la Ley de Pesca. 



Dicho inciso señala: “la Subsecretaría podrá requerir propuestas de investigación a los Consejos Nacional y Zonales de Pesca y a la Comisión Nacional de Acuicultura, así como al Instituto de Fomento Pesquero.”.


Y sigue: “Asimismo, deberá requerir propuestas” -ahí se propone agregar “de investigación”- “a los Comités Científicos Técnicos, así como al Instituto de Fomento Pesquero.”. 



No sé si esta modificación viene del proyecto original del Ejecutivo. Pero hay que perfeccionarla, porque la idea es empoderar como corresponde al IFOP.



Y respecto de las áreas de manejo, cabe recordar que son una fórmula mediante la cual las distintas organizaciones de pescadores artesanales se hacen cargo de porciones de mar. Aquí no se trata de que el que llega primero extrae. Esto se halla regulado. 



Por lo tanto, perfeccionar ese sistema, desde luego, nos parece positivo.



En resumen, esta es una iniciativa de ley miscelánea, en la que se han incorporado distintos temas pendientes a la Ley de Pesca por la vía de indicaciones. 



En términos generales, es conveniente aprobarla.

El señor PIZARRRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, este proyecto en su idea original planteaba dos objetivos principales. 



Primero, reponer la excepción, como se ha señalado aquí, respecto a la extracción del jurel que realicen los pescadores artesanales con línea de mano. Con ello se busca reconocer una actividad de subsistencia que siempre se realizó sobre dicho recurso.



Y segundo -a mi juicio, este propósito le da mayor urgencia a la iniciativa en términos de agilizar su tramitación-, corregir el vacío que quedó en la llamada “Ley larga de Pesca” (la Nº 20.657), con relación al régimen de las áreas de manejo y la explotación de recursos bentónicos.



En el proyecto se intenta enmendar lo relativo a las peticiones de ampliación de las áreas de manejo. 



La finalidad precisa es permitir que sigan estableciéndose aquellas áreas de manejo, y la ampliación de estas, que fueron solicitadas con anterioridad a la ley N° 20.657, así como las que fueron presentadas hasta el 9 de agosto de 2013 (seis meses antes de la entrada en vigencia de la referida normativa).



Adicionalmente, se ha sostenido que el texto que se nos presenta es más bien una propuesta miscelánea, dado que durante el trámite en la Comisión de Pesca de la Cámara Baja se fueron incorporando otros aspectos, que están relacionados fundamentalmente, como ya se ha señalado, con el régimen de acceso al sector industrial, con el programa de investigación para la regulación de la pesca y la acuicultura, con multas y con otras correcciones.



En la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura aprobamos la idea de legislar, pero luego de debatir varios temas, los que habrá que mejorar en la discusión en particular.



Me gustaría referirme a dos de ellos, los que ya han sido abordados por otros colegas y en los cuales creo que hay voces comunes.



Lo primero tiene que ver con que el proyecto propone en su artículo 1° una excepción que en la práctica deja libre sin límite, exenta de la cuota global, la pesca artesanal de jurel ejercida con línea de mano a bordo de embarcaciones sin cubierta (estamos hablando de embarcaciones de hasta 12 metros de eslora). Al mismo tiempo, entrega al Subsecretario de Pesca la facultad de establecer un límite anual de las toneladas que quedarán exentas.



Nos parece que esa excepción genera un precedente que puede ser muy complejo, por el estado de sobreexplotación de la pesquería del jurel.



Lo anterior se halla refrendado en distintos documentos. Y cito uno: el Informe Anual sobre el Estado de las Principales Pesquerías Chilenas 2013, elaborado por la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, donde se señala que la biomasa del recurso ese año se encuentra bajo la masa desovante y, en consecuencia, en estado de sobreexplotación.



Aquí nos interesa ver qué sucede con la pesca artesanal y la pesca de subsistencia y cómo se desarrollan tales actividades. Pero es necesario dar resguardo seguro a la explotación racional y sostenible del recurso jurel.



Nos parece -por lo menos es la postura que planteé en la Comisión- que ello no puede quedar como facultad discrecional de la autoridad política de turno, sino que más bien ha de entregarse al Comité Científico (es lo que aprobamos en la Ley de Pesca) la obligación de proponer el límite anual de toneladas exentas de la cuota global, para de esta forma regular esta excepción y contar, además, con un mecanismo de control efectivo.



El segundo aspecto que deseo señalar en esta etapa de la tramitación se refiere a que el proyecto de ley incluye una norma que no se encuentra en el texto original y que propone incorporar una modificación al artículo 28 B de la Ley larga de Pesca. En ella se establece una nueva obligación para los titulares de licencias transables de pesca clase B, que son aquellos que se adjudicarían en el futuro cuotas de pesca vía la licitación prevista en el artículo 27 de la ley. Finalmente, impone al solicitante persona jurídica con participación de capital extranjero la obligación de “acreditar cuando corresponda el hecho de haber sido autorizada previamente la inversión, conforme con las disposiciones legales vigentes”.



Tal como se ha señalado, esa modificación en la práctica cierra o limita la posibilidad de que exista interés de postores extranjeros en las licitaciones de las licencias clase B. Esta medida afecta la competitividad del sector y no se halla en la línea del planteamiento realizado por el mismo Ministro de Economía en orden a incentivar la inversión extranjera en Chile.



Lo que queremos, dentro de los pocos espacios que quedan, es incorporar a otros actores.



Por eso, considero necesario revisar dicha norma.



Por último, y solo para la discusión que hagamos en torno a este proyecto, quizás debemos analizar la conveniencia de separar el aspecto más urgente, relativo a la tramitación de las ampliaciones de áreas de manejo con solicitudes que están pendientes. Quizás a eso le podamos dar vía rápida. Porque hay otras materias que a mi juicio requieren una discusión más larga y una tramitación más compleja.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, solicité segunda discusión -la verdad es que hubiera preferido que el proyecto volviera a la Comisión para un nuevo primer informe- porque, como siempre nos ocurre cuando modificamos la Ley de Pesca, legislar sobre una materia -en este caso, las áreas de manejo- nos ha llevado a discutir otras. Y, en el fondo, aquí estamos a punto de borrar con el codo lo que escribimos con la mano.



Eso es lo grave.



Lo digo porque en la iniciativa anterior, conocida como “Ley Longueira”, cuando se planteó el criterio positivo de incorporar a la comunidad científica para evaluar el estado de la masa hidrobiológica como parámetro técnico frente al cual determinar las cuotas, no fuimos capaces de establecer una nueva definición de pescador artesanal, ni tampoco de diferenciar a los boteros -me refiero a las embarcaciones simples que uno ve en las caletas, en la arena- de los armadores industriales, quienes tienen una capacidad de extracción de más de 40 toneladas en cada zarpe.



Aquí se ha querido atender la situación de un grupo de boteros sobre la base de un recurso y de un arte de pesca. Pero sería también muy injusto abordar solo esta relación de subsistencia de pescadores artesanales boteros.



En nuestro país hay un par de regiones con economía pesquera de subsistencia. Es la realidad de la que yo represento, la de O’Higgins, y de la Araucanía, que son probablemente las dos regiones que exhiben mayor subdesarrollo de la pesca artesanal: todos son boteros.



Existen realidades en la Séptima Región, y también en el norte. Y con esta normativa se quiere abordar en particular lo que sucede en esta última zona, a partir del argumento de la tradición histórica.



La tradición histórica es que los pescadores artesanales boteros no tenían límite para la extracción.



Eso se quiere discutir nuevamente al hablar de los pescadores artesanales con línea de mano.



Creo que se trata de un debate muy válido. Porque los boteros no son los que sacan un porcentaje relevante del recurso hidrobiológico. Probablemente, lo que extrae una nave industrial es más de lo que obtienen todos los boteros de nuestro país en un año. Entonces, habrá que evaluar el peso relativo.



Por eso quise plantear esta inquietud, señor Presidente.



En tal contexto, estoy de acuerdo con lo que señaló la Senadora Goic en el sentido de que quizás sería importante separar la discusión sobre las áreas de manejo de toda esta otra parte miscelánea.



Me parece necesario abordar lo misceláneo. No quiero dejarlo pendiente. Pero pienso que hay que discutirlo en forma separada.



Con relación a las áreas de manejo, que constituyen una parte esencial de la ley en proyecto, estimo importante también diferenciar lo que pasa en nuestro país.



No en todas las regiones las áreas de manejo se han usado de la misma forma; no en todas las regiones las áreas de manejo han tenido éxito. Porque se requiere incorporar un concepto que tiene que ver con las parcelas. Es decir, no solo áreas de manejo entregadas a una organización sindical, de pescadores: también, en algunas ocasiones, la cultura de las regiones, de los territorios es hacer explotación por parcelas.



Aquello significa establecer un proceso de asignación de áreas de manejo para que personas naturales puedan realizar ese esfuerzo con sus familias y no necesariamente asociados a una organización.



Señor Presidente, por las razones expuestas, y habiéndole requerido a la Subsecretaría de Pesca que presentara indicaciones, ya para separar las materias de este proyecto, ya para perfeccionarlo, pedí segunda discusión. Asimismo, le solicité que se hiciera parte de las inquietudes planteadas por nuestra Corporación y que entendiera lo peligroso que es el camino de abrirse a un aumento de cuotas sin base científica y discriminado solo para algunos boteros, para un arte de pesca y para un recurso que no es adecuado.



Por ello, insisto en la separación de este debate. Espero que el Ejecutivo acoja tales planteamientos en las próximas etapas de la tramitación.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Se pidió segunda discusión para esta iniciativa. Conforme al Reglamento, ella se realizará en la próxima sesión ordinaria.



En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



--El proyecto queda para segunda discusión.

ACUERDO ENTRE CHILE Y ARGENTINA SOBRE MODIFICACIÓN DE CONVENIO SOBRE TRÁNSITO DE PASAJEROS

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Argentina para modificar el Convenio de Tránsito de Pasajeros suscrito por ambas repúblicas el 30 de octubre de 1947 y modificado por cambio de notas de fecha 2 de agosto de 1991, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.556-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:



En segundo trámite, sesión 52ª, en 7 de octubre de 2014.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 60ª, en 4 de noviembre de 2014.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es modificar los documentos con los cuales los beneficiarios de la franquicia pueden ingresar al país respectivo.



La Comisión de Relaciones Exteriores discutió la iniciativa en general y en particular, por ser de artículo único, y la aprobó en los mismos términos en que la despachó la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Chahuán, García-Huidobro, Lagos, Letelier y Pizarro. 

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- El Comité Partido Demócrata Cristiano pidió segunda discusión para este proyecto.



En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



--La iniciativa queda para segunda discusión.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Ministro de Bienes Nacionales, solicitándole información sobre INMUEBLES O TERRENOS FISCALES RECIBIDOS POR EMPRESAS, SOCIEDADES O PERSONAS PARA REALIZACIÓN DE PROYECTOS EN REGIÓN DE ATACAMA EN ÚLTIMO LUSTRO. Y a la señora Directora General de la Corporación de Asistencia Judicial de la Región de Valparaíso, para que entregue diversos antecedentes acerca de POLÍTICA DE CAPACITACIÓN Y PERFECCIONAMIENTO A PERSONAL DE CORPORACIÓN DE ASISTENCIA JUDICIAL DE VALPARAÍSO.



Del señor BIANCHI:



Al señor Alcalde de Punta Arenas, requiriéndole INFORMACIÓN SOBRE CONSTRUCCIÓN O APERTURA DE CALLE MONSEÑOR FAGNANO ENTRE DOS PASAJES. Al señor Comandante en Jefe de la V División de Ejército, pidiéndole informar en cuanto a SITUACIÓN DE EJÉRCITO ANTE EVENTUAL ENAJENACIÓN DE TERRENOS DONDE SE EMPLAZA REGIMIENTO PUDETO. Y al señor Jefe de la XII Zona de Carabineros, para que informe acerca de SITUACIÓN DE TERRENO DE SECCIÓN AEROPOLICIAL EN COMUNA DE PUNTA ARENAS (todos de la Duodécima Región).



Del señor NAVARRO:



Al señor Subsecretario de Pesca, para que se sirva informar sobre MEDIDAS ADOPTADAS Y AVANCES LOGRADOS EN FIJACIÓN DE PUNTOS BIOLÓGICOS DE REFERENCIA A LA LUZ DE LO DISPUESTO EN ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO DE LEY N° 20.657 RESPECTO DE PESQUERÍAS ADMINISTRADAS CON CUOTAS (reiteración de oficio).
)--------------(
El señor PIZARRO (Presidente accidental).- En Incidentes, ofrezco la palabra en el tiempo del Comité Independientes y Partido MAS. 


Ofrezco la palabra.



En el turno del Comité Partido Unión Demócrata Independiente e Independiente, tiene la palabra el Senador señor Moreira.

EXPRESIONES DE SENADOR SEÑOR ROSSI SOBRE ABORTO Y NECESIDAD DE RESPETO Y TOLERANCIA EN TEMAS VALÓRICOS

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, durante el último tiempo en nuestro país ha habido una gran discusión sobre temas valóricos.



Obviamente, pueden existir distintas posturas, que uno respeta.



Pero hay un problema: quienes más hablan de tolerancia son los más intolerantes.



Hoy, con sorpresa, leí en un medio de comunicación  declaraciones del Senador Rossi respecto del aborto.



Ese parlamentario manifestó que le da vergüenza estar en un Congreso Nacional que no respeta a la mujer; agregó que el Parlamento no puede seguir siendo cómplice de una tremenda vulneración a derechos humanos, e insistió en la urgencia de legislar sobre la materia.



¡Los mismos que abolieron la pena de muerte hoy quieren matar al niño que está por nacer!



A mi parecer, no se trata de la complicidad que señaló el Senador Rossi, sino de una actitud bastante contrapuesta: por un lado se habla de los derechos humanos y por otro se llama, de alguna manera -por muy duro que suene-, a matar al niño que está por nacer.



Podemos discutir acerca de cuándo comienza la vida. Es legítimo.



Empero, en los temas valóricos, nosotros hemos planteado la necesidad de que haya un debate respetuoso, en el cual exista verdadera tolerancia.



Así como nos hemos manifestado en contra del matrimonio igualitario, de la legalización de la marihuana, del aborto, nosotros creemos, a diferencia del Senador Rossi, que no ha llegado ninguna “hora de establecer el deber del Estado de respetar a nuestras mujeres”.



Nosotros respetamos a nuestras mujeres. Queremos respetar la vida. Y hay un gran porcentaje de sectores políticos que han tratado de levantar una serie de iniciativas para legislar siempre “con los derechos de la mujer”. Pero la mujer tampoco tiene derecho a matar a través del aborto.



Ahora, si bien puede haber situaciones muy especiales y que son totalmente entendibles, como la violación de una niña o de una mujer, nosotros hemos intentado con comprensión buscar otros caminos.



Pero me violentan expresiones como las que ya mencioné: “Me da vergüenza estar en un Parlamento que no respeta a la mujer, siendo cómplice de una verdadera forma de tortura como es obligar a proseguir con un embarazo contra su voluntad a una mujer violada o portadora de embarazo inviable”.



Nosotros no somos cómplices de ninguna tortura, de ninguna situación como las planteadas por el Senador Rossi. Entendemos que hay otros caminos para alivianar la carga en esos casos especiales. Y no vamos a abrir la puerta ni para el aborto terapéutico, ni para una ley de aborto, situaciones ante las cuales cada uno tiene que hacerse responsable.



Señor Presidente, termino señalando que no hay que tratar de neutralizar, con una actitud bastante intolerante, las opiniones de quienes pensamos distinto.



Tal cual nosotros respetamos a quienes formulan planteamientos como el señalado, pedimos que nos respeten, y sobre todo, que se respete a un pueblo cristiano que, con su trabajo, con su fe, con su defensa, ha dado el valor necesario para tener una sociedad mejor y en la cual cada uno defiende los principios y lo que representa un mejor porvenir para nuestros ciudadanos.



He dicho.

)------------(

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Los Comités Partido Por la Democracia e Independiente, Partido Demócrata Cristiano e Independiente, Partido Renovación Nacional y Partido Socialista no harán uso de sus tiempos.



Si bien ya habíamos nombrado a su Comité, tiene la palabra el Senador señor Navarro, en el tiempo del Comité Independientes y Partido MAS, por 5 minutos.

SOLUCIONES PARA PIRQUINEROS DE CARBÓN DE REGIÓN DEL BIOBÍO. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito que se oficie al SERNAGEOMIN y al Ministerio de Minería en lo relativo a las condiciones de la oficina PAMMA (Programa de Apoyo a la Modernización de la Minería Artesanal) de la provincia de Arauco y a la asistencia que se está brindando a los productores pirquineros del carbón, particularmente a los de Curanilahue y Lebu.



Allí se han acumulado más de 30 mil toneladas de carbón fino que no hay a quién vender, dado su alto contenido de azufre. Si bien se trata de un carbón altamente calórico -6 mil a 7 mil kilocalorías-, desde el punto de vista medioambiental no es procesable.



Pido a la señora Ministra de Minería que se lleven adelante las evaluaciones necesarias, a fin de viabilizar el consumo de ese carbón, que constituye la principal fuente de ingreso de los referidos pirquineros.



Hemos propuesto que dentro del programa de trabajo de la Alianza Estratégica Público-Privada se realicen estudios conducentes a generar filtros -existe tecnología en el mundo-, al objetivo de que los servicios públicos puedan calefaccionarse con ese carbón, por supuesto tomando la debida precaución ambiental para capturar el azufre. La idea es que la producción de carbón se alterne. Son más de 2 mil los pirquineros que participan directa e indirectamente en esta línea de producción en la provincia de Arauco.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

SOLICITUD DE INFORMES SOBRE PLAN ARAUCO. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido que la Intendencia Regional del Biobío y la CORFO nos remitan los informes del Plan Arauco correspondientes a los últimos 4 años: de 2010 a 2013.



Es necesario tener claridad acerca de qué se hizo o no se hizo en la provincia de Arauco, que fue declarada zona de rezago.



Los problemas de los pescadores artesanales, de los pirquineros, de los mapuches, que han derivado en un conjunto de hechos que tensionan la Región, dan cuenta de que se requiere una nueva política.



Por tanto, se precisa la información de los años 2010 a 2013, más la de 2014, respecto de las propuestas para enfrentar el proceso de zona rezagada y de conflictividad social, que no tiene otro origen que la falta de empleo, de desarrollo productivo.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

FACTIBILIDAD DE AGUA POTABLE RURAL PARA COLIUMO, COMUNA DE TOMÉ. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido que se oficie al Ministerio de Obras Públicas con respecto a la factibilidad de agua potable rural para Coliumo, comuna de Tomé, Región del Biobío.



Es preciso conocer las factibilidades operacionales para dicha localidad, por parte de ESSBIO o directamente mediante la realización de una acción especial conducente a generar el abastecimiento necesario.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

CONSULTAS SOBRE NATURALEZA JURÍDICA DE AGUA DE MAR. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido que se oficie a la Dirección de Obras Hidráulicas, a la DIRECTEMAR y al Ministerio de Defensa para recabar información acerca de un hecho que se está registrando en la zona norte, particularmente en las Regiones Primera y Segunda. 



¿De quién es el agua de mar? ¿Es de propiedad fiscal? ¿Es un bien nacional de uso público?



Se está capturando agua de mar para desalinizarla, de manera que pueda servir para usos industriales y también para consumo humano.



Yo pregunto: ¿tendrán un costo para la minería los miles de millones de metros cúbicos de agua de mar que va a utilizar? 



Ya Endesa, en Bocamina II, y Colbún, en la comuna de Coronel, emplean cientos de miles de metros cúbicos para el enfriamiento en sus procesos de producción termoeléctrica. 



La pregunta para el Ministerio de Obras Públicas; para la Contraloría General de la República; en definitiva, para el Estado en su conjunto es qué calidad jurídica tiene el agua de mar usada en los procesos industriales para diversas producciones: termoeléctrica, minera, en fin.



Lo consulto porque no hay efecto cero. En el caso de las termoeléctricas, la captura de miles y miles de metros cúbicos lleva fitoplancton, crustáceos, etcétera, lo que ha provocado gran mortandad. Y, después, la elevada temperatura con que se devuelve el agua al mar ha acabado con la producción de algas en todo el borde costero de Coronel, lo que implica que las algueras -y también las pescadoras- se encuentren movilizadas y que la planta Bocamina II esté paralizada por grave incumplimiento ambiental.



La cuestión de fondo, señor Presidente, es la legislación nacional con respecto al uso del agua de mar. Porque día a día va a haber mayor tecnología. Empero, si bien ello resuelve un problema, es preciso conocer la condición jurídica de esa agua. 



¿Existen inscripciones de derechos de agua sobre el mar como las hay en el caso de las aguas subterráneas o en el de las superficiales? 



Ya ha se ha registrado un abuso tremendo. Las aguas tienen dueño: las subterráneas y las superficiales. Eran perpetuas, gratuitas, pero hay quienes manejan más del 67 por ciento de los derechos de aguas, que se hallan concentrados en una sola mano: Endesa España-Enel.



Por lo tanto, solicito que se oficie a la Contraloría General de la República, a la Dirección de Obras Hidráulicas, a la Dirección de Aguas, al Ministerio de Obras Públicas para consultarles sobre la determinación de la calidad jurídica del agua de mar, a fin de preservar este recurso.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

DETERMINACIONES Y MONTOS DE SUBSIDIOS DE AGUA POTABLE RURAL. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido que se oficie al Ministerio de Obras Públicas con relación a los subsidios de agua potable rural que se están entregando, a fin de conocer exactamente las determinaciones y los montos.



Como se acaba mi tiempo, me limitaré a señalar que la información que he solicitado sobre el agua potable obedece a la increíble sequía que viven 41 comunas de la Región del Biobío, donde, pese a las fuertes lluvias caídas y a que los embalses están llenos, no hay agua potable.



Por tanto, a ese respecto se requiere una respuesta urgente.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

)---------(

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 17:22.








Manuel Ocaña Vergara,








Jefe de la Redacción
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SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 362

ACTAS APROBADAS

SESIÓN 57ª, ORDINARIA, EN MARTES 21 DE OCTUBRE DE 2014


Presidencia de la titular del Senado, Honorable Senadora señora Allende; del Vicepresidente, Honorable Senador señor Tuma, y, accidentalmente, de los Honorables Senadores señores Navarro y Guillier.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda; Secretaria General de la Presidencia, y de Minería subrogante, señor Alberto Arenas, señora Ximena Rincón y señor Ignacio Moreno, respectivamente.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 55ª, ordinaria, de 14 de octubre, y 56ª, ordinaria, de 15 de octubre, ambas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_________

CUENTA

Mensajes


Trece de S. E. la Presidenta de la República:


Con los nueve primeros, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (Boletín N° 8.335-24).


2.- Proyecto de ley que modifica el régimen de probidad aplicable al Consejo Nacional de Televisión (Boletín N° 9.398-04).


3.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, y modifica normas legales que indica (Boletín N° 9.287-06).


4.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal (Boletín N° 6.201-02).


5.- Proyecto de ley que establece ley interpretativa que adecua la legislación penal chilena a los tratados internacionales en materia de derechos humanos (Boletín N° 6.422-07).


6.- Proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (Boletín N° 7.765-07).


7.- Proyecto de ley que sustituye el sistema electoral binominal por uno de carácter proporcional inclusivo y fortalece la representatividad del Congreso Nacional (Boletín Nº 9.326-07).


8.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública, con el objeto de crear cargos para la defensa penal especializada en adolescentes (Boletín N° 9.529-07).


9.- Proyecto de ley que establece excepción para la pesca artesanal con línea de mano de la especie jurel y que modifica regulación para establecimiento de ampliación de régimen de áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos (Boletín Nº 9.097-21).


Con los otros cuatro, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, para el despacho de los asuntos que se enuncian a continuación: 


1.- Proyecto de ley que autoriza erigir un monumento a la ex Diputada señora Gladys Marín Millie (Boletín Nº 7.523-24).


2.- Proyecto de ley que declara la nulidad del decreto ley N° 2.191, de 1978 (Boletín N° 4.162-07).


3.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (Boletín N° 8.810-07).


4.- Proyecto de ley que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso (Boletín N° 7.130-07).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De S. E. la Presidenta de la República, con el que requiere el acuerdo del Senado para nombrar, como integrantes del Consejo para la Transparencia, a los señores Marcelo Fernando Drago Aguirre y Jorge Andrés Jaraquemada Roblero (Boletín N° S 1.744-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental. 


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

De la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia (S)


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativa a la tramitación del proyecto de ley que aplica la Convención Internacional sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres, CITES (Boletín N° 6.829-01).

De la señora Ministra de Salud


Contesta acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath y Quinteros, que solicita la asignación de recursos en la ley de presupuestos del año 2015 para construir un hospital público en la comuna de Puerto Varas, Región de Los Lagos (Boletín    N° S 1.668-12).

Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas


Atiende solicitud de antecedentes, formulada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, respecto de las causas de las enfermedades profesionales del sargento segundo de la Fuerza Aérea de Chile, don José Quintullanca Álvarez, y de la legalidad de su llamado a retiro, al tenor de lo establecido en el artículo 232 del Estatuto de las Fuerzas Armadas.

Del señor Subsecretario del Medio Ambiente (S)


Atiende solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre diversos aspectos relacionados con la importación de petcoke, la regulación de este insumo en las termoeléctricas y actividades industriales y su  incidencia en la extracción de carbón por los pirquineros.

Del señor Presidente del Consejo Directivo del Servicio Electoral


Expone en respuesta a solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre factibilidad de crear nuevas circunscripciones electorales en la Región de Los Ríos, que la misma fue remitida al señor Director del Servicio Electoral por ser materia de su competencia.

Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile


Atiende solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, relativa al estado en que se encuentra el proyecto “Construcción Cuartel PDI Panguipulli”, código BIP N° 30097646-0. 

Del señor Director de Presupuestos


Da respuesta a solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, sobre avances en los estudios tendientes a satisfacer las necesidades de los funcionarios públicos de la Región de Atacama.

Del señor Fiscal de la Corporación de Fomento de la Producción


Responde consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre instrumentos y programas para atraer inversiones y fomentar emprendimientos de las pequeñas y medianas empresas de la Región del Bío Bío; montos estimados de inversión en los años 2014 y 2015 e innovaciones en capacitación y reconversión.

Del señor Superintendente de Seguridad Social (T y P)


Responde solicitud de información, hecha en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, relativa a la reconsideración de la incapacidad que afecta a don Juan Fernando Muñoz Saavedra, RUT                    N° 7.516.444-0. 

De la señora Superintendente de Servicios Sanitarios


Remite minuta que responde solicitud de información relativa al estado del alcantarillado de viviendas de la Población Manuel Montt, del sector Chacra Alicia y del sector Población Los Lagos, todas de la localidad de Dichato; materias que fueron consultadas a Essbío en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

Del señor Superintendente del Medio Ambiente (T y P)


Contesta solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, en materia de fiscalizaciones del proyecto de construcción de la central hidroeléctrica San Pedro de Colbún, en la comuna de Los Lagos, tendientes a verificar eventuales incumplimientos de la normativa ambiental.

Del señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización,

Región del Bío Bío


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a proyectos de ese servicio para recuperar el Mercado de Concepción, declarado monumento histórico por el Consejo de Monumentos Nacionales.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el oficio de S. E. la Presidenta de la República, con el que requiere el acuerdo del Senado para nombrar a las señoras Marigen Ariadna Julia Hornkohl Venegas y Mabel Natali Iturrieta Bascuñán, como integrantes del Consejo Nacional de Televisión (Boletín Nº S 1.718-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República).


- Queda para la Tabla de la sesión especial respectiva.


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Memorándum de Entendimiento entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Dinamarca, en materia de programa de vacaciones con permiso de trabajo (Working Holiday Programme)”, suscrito en Copenhague, Dinamarca, el 8 de diciembre de 2008 (Boletín N° 9.439-10).


- Queda para Tabla.

Certificado


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un aporte de capital extraordinario para la Corporación Nacional del Cobre de Chile y la autoriza para contraer endeudamiento (Boletín Nº 9.530-08).


- Por acuerdo de la Sala, queda para la Tabla de esta sesión.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Chahuán y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, para excluir a las empresas de menor tamaño de la clase de los proveedores que dicho cuerpo legal establece (Boletín N° 9.660-03).


- Pasa a la Comisión de Economía.


De los Honorables Senadores señores Espina, Allamand, Chahuán, García y Prokurica, con la que se da inicio a un proyecto de ley que sustituye el texto de la ley N° 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad, a fin de dar mayor protección a la ciudadanía y fortalecer la paz social (Boletín N° 9.669-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, se manda poner el proyecto en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema. 

Declaración de inadmisibilidad


Moción del Honorable Senador señor Letelier, con la que propone un proyecto de ley que hace extensivos los derechos y obligaciones que establece el Estatuto Administrativo y el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales a las personas contratadas a honorarios.  


-Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto N°s 2° y 4° del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
- - -

Durante el curso de la sesión, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Oficios

Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, informa que aprobó la proposición de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que crea el Administrador Provisional y Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales (Boletín Nº 9.333-04).


- Queda para Tabla.


Con el segundo, comunica que ha aprobado el proyecto de ley que regula la admisión de los y las estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado (Boletín N° 9.366-04) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y a la de Hacienda, en su caso.

Informes


Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las plantas de personal de Carabineros de Chile; modifica la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros (Boletín Nº 9.336-25).

- Quedan para Tabla.
_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1.- Tratar como se fueran de Fácil Despacho, en la sesión ordinaria de hoy, las siguientes iniciativas signadas en la Tabla con los números 5, 6 y 4, respectivamente:


a) Proyecto de acuerdo que aprueba las “Enmiendas a las Cuantías de Limitación que figuran en el Protocolo de 1992, que enmienda el Convenio Internacional sobre Responsabilidad Civil Nacida de Daños Debidos a Contaminación por Hidrocarburos de 1969”, aprobadas por Resolución Leg. 1 (82) del Comité Jurídico de la Organización Marítima Internacional, el 18 de octubre de 2000 (Boletín Nº 9.165-10).


b) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Moldova sobre Exención de Requisito de Visa para Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y de Servicio”, suscrito en Chisinau, República de Moldova, el 18 de julio de 2013 (Boletín Nº 9.420-10).


c) Proyecto de ley que crea un registro voluntario de contratos agrícolas (Boletín N° 8.829-01).


2.- Colocar en el tercer lugar del Orden del Día, de la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de acuerdo signado con el número 2 en la Tabla, esto es, el que aprueba el Reglamento de los Registros de Agenda Pública y de Lobbistas y Gestores de Intereses Particulares del Senado (Boletín N° S 1.742-09) y, en todo caso, votarlo en general en la sesión ordinaria de mañana miércoles 22 de octubre.


3.- Citar a sesión especial para el día de mañana, entre las 15:30 horas y las 16:00 horas, para resolver sobre el oficio de S.E. la Presidenta de la República con el que requiere el acuerdo del Senado para nombrar a las señoras Marigen Ariadna Julia Hornkohl Venegas y Mabel Natali Iturrieta Bascuñán, como integrantes del Consejo Nacional de Televisión (Boletín Nº S 1.718-05).


4.- Tratar en el primer lugar del Orden del Día, de la sesión ordinaria de mañana, miércoles 22 de octubre, el proyecto de ley que aumenta las plantas de personal de Carabineros de Chile; modifica la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros (Boletín N° 9.336-25), siempre que se haya dado cuenta del respectivo informe de la Comisión de Hacienda.

- - -

Posteriormente, la señora Presidenta señala que el día 15 del mes en curso se aprobó en general el proyecto de ley que prohíbe la discriminación laboral frente a análisis genéticos (Boletín N° 7.709-13), quedando pendiente la fijación de un plazo para presentar indicaciones, proponiendo para tal efecto, hasta el día 10 de noviembre próximo a las 12:00 horas.


Así se acuerda.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Letelier solicita que se reconsidere la declaración de inadmisibilidad de la Moción que presentara, con la que propone un proyecto de ley que hace extensivos los derechos y obligaciones que establece el Estatuto Administrativo y el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales a las personas contratadas a honorarios.

- - -


Seguidamente, el Honorable Senador señor Pizarro pide recabar el acuerdo de la Sala para tratar en esta sesión la proposición de la Comisión Mixta relativa al proyecto de ley que crea el Administrador Provisional y Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales (Boletín    Nº 9.333-04).

Así se acuerda.

- - -


En su oportunidad, la Sala acuerda colocar en el segundo lugar de la Tabla de la sesión ordinaria de mañana, miércoles 22 de octubre, el proyecto de reforma constitucional sobre protección de los derechos de los consumidores, con informe de la Comisión de Economía (Boletines N°s 7.563-07 y 9.463-03, refundidos).

- - -

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba las “Enmiendas a las Cuantías de Limitación que figuran en el Protocolo de 1992, que enmienda el Convenio Internacional sobre Responsabilidad Civil Nacida de Daños Debidos a Contaminación por Hidrocarburos de 1969”, aprobadas por Resolución Leg. 1 (82) del Comité Jurídico de la Organización Marítima Internacional, el 18 de octubre de 2000, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 9.165-10.


Agrega que el objetivo principal de la iniciativa es garantizar una indemnización suficiente a las personas que sufren daños causados por la contaminación resultante de derrames o descargas de hidrocarburos procedentes de barcos petroleros.

Destaca que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió el proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo en los mismos términos en que fuera despachado por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Chahuán, García-Huidobro, Lagos, Letelier y Pizarro.

- - -


La señora Presidenta pone en votación el proyecto, en general y en particular, que es aprobado por 27 votos a favor.

Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Letelier, García-Huidobro y Chahuán y señora Pérez San Martín.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase las “Enmiendas a las Cuantías de Limitación que Figuran en el Protocolo de 1992 que Enmienda el Convenio Internacional sobre Responsabilidad Civil Nacida de Daños Debidos a Contaminación por Hidrocarburos, 1969”, aprobadas por Resolución Leg.1 (82) del Comité Jurídico de la Organización Marítima Internacional, el 18 de octubre de 2000.”.

_________

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Moldova sobre Exención de Requisito de Visa para Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y de Servicio”, suscrito en Chisinau, República de Moldova, el 18 de julio de 2013, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 9.420-10.

Agrega que el objetivo principal de la iniciativa es eximir del requisito de visa a los nacionales de ambos Estados que posean pasaportes diplomáticos, oficiales y de servicio.

Resalta que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió el proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo en los mismos términos en que fuera despachado por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, García-Huidobro y Letelier.
- - -


La señora Presidenta pone en votación el proyecto, en general y en particular, que es aprobado por 25 votos a favor.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros y Zaldívar.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Moldova sobre Exención del Requisito de Visa para Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y de Servicio”, suscrito en Chisinau, República de Moldova, el 18 de julio de 2013.”.

_________

Informe de la Comisión Mixta, constituida conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley que crea un registro voluntario de contratos agrícolas

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que este proyecto tiene el Boletín N° 8.829-01, y las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, de tres enmiendas efectuadas por el Senado, las recaídas en los artículos 3°, 4° y 16 (17 del Senado).

a) La Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo 3° que incluye nueve literales que definen los conceptos que deben utilizarse para una correcta aplicación de esta ley. Al efecto, define contrato agrícola, producto agrícola, productor agrícola agroindustrial, intermediario, primera transacción, formulario, registro y fecha de término del contrato.

El Senado, en segundo trámite constitucional, aprobó dos modificaciones al citado artículo 3°; en particular, a las letras b), sobre producto agrícola, y g), que define el formulario.

b) La segunda diferencia se produce en que la Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo 4° cuyo inciso primero establece los requisitos para que las partes de un contrato agrícola se acojan a esta ley, mientras que su inciso segundo señala que, para los efectos de esta ley, la fecha del contrato será la de su registro.

El Senado, en segundo trámite constitucional, sustituyó el artículo 4° por otro que elimina la referencia a la forma en que se suscribirá el formulario y suprime su inciso segundo, que determina que la fecha del contrato será la de su registro.

c) La Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo 16 (que pasó a ser 17) que regula la eventual responsabilidad solidaria  por los perjuicios causados al comprador.

El Senado, en segundo trámite constitucional, sustituyó el texto de este artículo por otro que reemplaza la solidaridad por una indemnización legal de perjuicios.

Destaca que la Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias entre ambas Cámaras, efectuó una proposición que consiste en:

- Aprobar el texto propuesto por la Cámara de Diputados para la letra b) del artículo 3° y el literal g) del artículo 3° propuesto por el Senado, que introduce una modificación de mera concordancia.

- Aprobar en los mismos términos el artículo 4° despachado por el Senado y efectuar enmiendas en los artículos 12 y 13 (13 y 14 del Senado) con el fin de armonizarlos y de entregar una mayor certeza para la comparecencia del contrato.

- Sustituir el texto propuesto para el artículo 16 (17 del Senado).

Añade que la Comisión Mixta adoptó este acuerdo por la unanimidad de sus miembros presentes: Honorables Senadores señores García, Moreira, Quinteros y Walker (don Patricio) y Honorables Diputados señoras Carvajal y Pascal y señores Barros y Chahin, respecto del artículo 3°; por la unanimidad de sus miembros presentes: Honorables Senadores señores García, Moreira y Walker (don Patricio), y Honorables Diputados señoras Carvajal y Pascal y señores Chahin y Paulsen, en lo referente al artículo 4°, y por la unanimidad de sus miembros presentes: Honorables Senadores señores García, Quinteros y Moreira y Honorables Diputados señora Pascal y señores Barros, Chahin y Paulsen, en lo que dice relación con los dos primeros incisos del artículo 17. Por último, el inciso final fue aprobado por la unanimidad de presentes, conformada por los Honorables Senadores señores García, Moreira y Walker (don Patricio) y los Honorables Diputados señoras Carvajal y Pascal y señor Chahin.

Finalmente, informa que la Cámara de Diputados, en sesión de 14 de octubre de 2014, aprobó la proposición de la Comisión Mixta.

- - -


La Comisión Mixta, como forma de resolver las discrepancias entre ambas Corporaciones, propone lo siguiente:
ARTÍCULO 3°
Letra b)


Aprobarlo en los términos que lo hizo la Cámara de Diputados. 

Letra g)


Contemplarla en los mismos términos que lo hizo el Senado.

ARTÍCULO 4°

Aprobarlo en los mismos términos que lo hizo el Senado.

Artículo 12

(pasa a ser 13)


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 13.- La suscripción de los formularios de inscripción, modificación o cancelación, para los efectos del registro señalado en la letra h) del artículo 3° de esta ley, se realizará mediante documento electrónico, con la firma electrónica avanzada de las partes que hayan suscrito el contrato, si la tuvieren, o de un notario público, para el caso de que una o más partes no cuenten con la misma.


Los notarios públicos sólo podrán cobrar, por la firma electrónica avanzada que estampen, la tarifa fijada mediante decreto supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, emitido bajo la fórmula “Por orden de Presidente de la República” y suscrito, además, por el Ministro de Justicia.”. 

Artículo 13

(pasa a ser 14)


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 14.- Una vez transcurrido un plazo de siete días hábiles, a contar de la primera firma, se tendrá por no suscrito aquel formulario que no haya sido firmado por todas las partes del contrato con arreglo a alguna de las formas previstas en el artículo precedente.


El reglamento dispondrá la manera de identificar el formulario, una vez que las partes hubieren comenzado a completar sus campos. Con la suscripción de una de las partes, dicho formulario no podrá modificarse posteriormente.”.

Artículo 16

(pasa a ser 17)


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 17.- Cuando una persona distinta de quien hubiere comparecido como comprador en el contrato agrícola registrado, adquiera los productos objeto de dicho contrato, será para todos los efectos legales, solidariamente responsable con quien hubiere comparecido como vendedor a dicho contrato, por los perjuicios causados al comprador.


La responsabilidad solidaria a la que se refiere este artículo, no se extenderá a las ventas posteriores a aquella a la que se refiere la letra f) del artículo 3°.


En todo lo no regulado por la presente ley, la solidaridad se regirá por las disposiciones contenidas en el Código Civil.”.

- - -

La señora Presidenta pone en votación la proposición de la Comisión Mixta, que es aprobada por 24 votos a favor.

Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Matta, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.
- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:
“TÍTULO PRELIMINAR

Disposiciones Generales


Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto establecer un sistema de inscripción voluntaria de los contratos de compraventa de productos agrícolas con entrega a plazo en un registro público, nacional y único.


Artículo 2°.- Las disposiciones de esta ley serán aplicables a los contratos agrícolas con entrega a plazo que consten por escrito, siempre que se trate de la primera transacción de dichos productos.


Artículo 3°.- Para los efectos de la presente ley se entenderá por:


a) Contrato agrícola o contrato: aquellos contratos de compraventa de productos agrícolas celebrados entre un productor agrícola y un agroindustrial o un intermediario.


b) Producto agrícola o producto: el que proviene directamente de la agricultura, esto es, aquella materia prima de origen vegetal o animal obtenida del cultivo de la tierra o de la ganadería, sea que se encuentre cosechada o pendiente.


c) Productor agrícola, productor o agricultor: persona natural o jurídica que produce las materias primas a que se refiere la letra b) de este artículo.


d) Agroindustrial: persona natural o jurídica que procesa o utiliza el producto agrícola. 


e) Intermediario: persona natural o jurídica que concurre a la primera transacción de productos agrícolas como comprador con ánimo de vender, posteriormente, dichos productos.


f) Primera transacción: aquella en la que participan, por una parte, como vendedor el agricultor y, por la otra, como comprador el agroindustrial o intermediario.


g) Formulario: extracto electrónico que contiene las menciones del contrato agrícola o las de su modificación o cancelación, que serán publicadas en el registro, conforme a lo dispuesto en los artículos 6°, 7° y 8°.


h) Registro: el Registro de Contratos de Compraventa de Productos Agrícolas con Entrega a Plazo.


i) Fecha de término del contrato o fecha de término: aquella estipulada por las partes que fija la época de cumplimiento de la última de las obligaciones principales del contrato, esto es, la entrega de los productos vendidos o el pago del precio.


Artículo 4°.- Las partes de los contratos agrícolas que se acojan a la presente ley deberán suscribir el formulario a que se refiere la letra g) del artículo precedente. Una vez suscrito dicho formulario, se incorporará al Registro de Contratos de Compraventa de Productos Agrícolas con Entrega a Plazo y producirá los efectos establecidos en el Título IV.

TÍTULO I

De la inscripción del contrato de compraventa de productos agrícolas con entrega a plazo, de su modificación y su cancelación


Artículo 5°.- El formulario del contrato agrícola o de su modificación o cancelación, se inscribirá en el registro a que se refiere el artículo 10.


Artículo 6°.- Sin perjuicio de los elementos esenciales que debe contener el contrato agrícola, el formulario de inscripción contendrá las siguientes menciones:


a) Nombres y apellidos o razón social, y número de R.U.T., R.U.N., pasaporte o documento de identidad, según corresponda, de las partes contratantes.


b) Fecha de término del contrato agrícola.


c) Rol de avalúo del bien raíz en que se producen los bienes objeto del contrato.


d) En caso que el productor agrícola no sea el dueño de la propiedad raíz, la identificación precisa del título en virtud del cual explota el predio a que se refiere la letra precedente.


e) La indicación de los productos objeto del contrato.


f) Total de la superficie cuya producción sea objeto del contrato, y el rendimiento de la producción estimada en volumen o peso.


g) La indicación de estar comprándose el total o una parte de la producción señalada en el contrato agrícola, de conformidad a la letra f) anterior.


h) La autorización expresa de las partes para el tratamiento de los datos que contenga el formulario.


i) La cláusula penal, en caso de pactarse, que se hará efectiva ante el incumplimiento de cualquiera de las partes.


j) La circunstancia, en caso de existir, de que los productos objeto del contrato cuentan con cobertura de seguro, cualquiera sea la naturaleza de éste.


k) La estipulación expresa de que las partes acuerdan someterse a las normas de esta ley.


l) En general, aquellas menciones que las partes convengan en publicar.


Artículo 7°.- En el formulario de modificación de los contratos  agrícolas se registrarán:


a) El número de inscripción que se modifica.


b) Nombres y apellidos o razón social, y número de R.U.T., R.U.N., pasaporte o documento de identidad, según corresponda, de las partes concurrentes, que deben ser las mismas que concurrieron a la primera inscripción, o a la cesión en su caso, sus representantes o continuadores legales.


c) La circunstancia de haberse cedido en todo o en parte los derechos provenientes del contrato, con la individualización del cesionario, conforme a la letra a) del artículo 6°.


d) Toda mención de las señaladas en el artículo anterior, que se modifique.


Artículo 8°.- En el formulario de cancelación de los contratos agrícolas se registrarán:


a) El número de inscripción que se cancela.


b) Nombres y apellidos o razón social, y número de R.U.T., R.U.N., pasaporte o documento de identidad, según corresponda, de las partes concurrentes, que deben ser las mismas que concurrieron a la primera inscripción, o a la cesión en su caso, sus representantes o continuadores legales.


c) Causal que se invoca para la cancelación.


Artículo 9°.- El productor, una vez entregados los productos objeto del contrato en la cantidad o rendimiento de la producción a que se refiere la letra f) del artículo 6°, podrá solicitar al comprador la cancelación de la respectiva inscripción en el Registro, quien deberá proceder de inmediato y sin más trámite.

TÍTULO II

Del Registro de Contratos de Compraventa de Productos Agrícolas con Entrega a Plazo


Artículo 10.- Créase el Registro de Contratos de Compraventas de Productos Agrícolas con Entrega a Plazo, que deberá constar en un sitio electrónico y al que se incorporarán los contratos agrícolas que se acojan a esta ley, su modificación y cancelación, para los efectos que se indican en el Título IV de la misma.


Este registro es único, rige en todo el territorio de la República, es público y deberá estar permanentemente actualizado, de manera que asegure la fiel y oportuna publicidad de la información incorporada en él. Todo interesado podrá consultar gratuitamente los contratos agrícolas inscritos en el registro.


El Ministerio de Economía, Fomento y Turismo estará encargado de la administración del registro, y de que éste cumpla, en todo tiempo, las normas de la presente ley y de su reglamento. Para estos efectos, estará facultado para licitar la administración del registro a una entidad externa, caso en el cual mantendrá la responsabilidad de velar por el cumplimiento de las normas antes señaladas. El administrador del registro podrá certificar las inscripciones, modificaciones y cancelaciones que se practiquen. 


Artículo 11.- Una vez suscrito el formulario de inscripción por todos quienes hubiesen comparecido al acto, en conformidad con esta ley y su reglamento, se incorporará automáticamente y sin más trámite en el registro. Asimismo, toda modificación o cancelación del extracto ya inscrito será incorporada de inmediato y sin más trámite al registro. La fecha de registro del contrato será aquella en que el formulario sea suscrito por la última de las partes que concurran a él.


Artículo 12.- El reglamento determinará la forma en que los formularios serán incorporados al registro, así como los demás aspectos necesarios para su correcto funcionamiento y publicidad.


La incorporación de los contratos al registro se hará por estricto orden de ingreso.

TÍTULO III

De la suscripción de los formularios


Artículo 13.- La suscripción de los formularios de inscripción, modificación o cancelación, para los efectos del registro señalado en la letra h) del artículo 3° de esta ley, se realizará mediante documento electrónico, con la firma electrónica avanzada de las partes que hayan suscrito el contrato, si la tuvieren, o de un notario público, para el caso de que una o más partes no cuenten con la misma.


Los notarios públicos sólo podrán cobrar, por la firma electrónica avanzada que estampen, la tarifa fijada mediante decreto supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, emitido bajo la fórmula “Por orden de Presidente de la República” y suscrito, además, por el Ministro de Justicia. 


Artículo 14.- Una vez transcurrido un plazo de siete días hábiles, a contar de la primera firma, se tendrá por no suscrito aquel formulario que no haya sido firmado por todas las partes del contrato con arreglo a alguna de las formas previstas en el artículo precedente.

El reglamento dispondrá la manera de identificar el formulario, una vez que las partes hubieren comenzado a completar sus campos. Con la suscripción de una de las partes, dicho formulario no podrá modificarse posteriormente.

TÍTULO IV

De los efectos del registro


Artículo 15.- El registro de un contrato, lo hará oponible a terceros, dará a las partes los derechos e impondrá las obligaciones que se señalan en la presente ley y su reglamento. 


Dicho registro producirá sus efectos mientras no se cancele mediante el procedimiento establecido en esta ley. Sin perjuicio de lo anterior, se eliminarán del registro todas las inscripciones de contratos agrícolas transcurrido un año, contado desde la fecha de término del contrato.


En caso de existir discordancia entre lo señalado en el contrato objeto de inscripción, su modificación o cancelación, y lo consignado en el formulario, primará, respecto de terceros, lo establecido en el formulario. 


Artículo 16.- Sin perjuicio de las normas generales en materia de prueba de las obligaciones, la inscripción del contrato en el registro hará fe entre las partes:


a) Del hecho de haberse otorgado el contrato respectivo y su fecha.


b) De las partes del mismo.


c) Del objeto del contrato. 


d) De la fecha de término.


e) De las demás disposiciones del contrato que se incorporen en el formulario del registro. 


Respecto de terceros, el contrato y sus modificaciones sólo serán oponibles a partir de la fecha de su registro y mientras tales inscripciones no sean canceladas.


Artículo 17.- Cuando una persona distinta de quien hubiere comparecido como comprador en el contrato agrícola registrado, adquiera los productos objeto de dicho contrato, será para todos los efectos legales, solidariamente responsable con quien hubiere comparecido como vendedor a dicho contrato, por los perjuicios causados al comprador.


La responsabilidad solidaria a la que se refiere este artículo, no se extenderá a las ventas posteriores a aquella a la que se refiere la letra f) del artículo 3°.


En todo lo no regulado por la presente ley, la solidaridad se regirá por las disposiciones contenidas en el Código Civil.


Artículo 18.- Toda controversia entre las partes relativa a la interpretación, aplicación o ejecución de los contratos regidos por las normas de la presente ley, se sustanciará mediante el procedimiento sumario contenido en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil, ante el juez de letras en lo civil del domicilio del productor, sin que proceda lo dispuesto en el artículo 681 del mismo cuerpo legal, respecto de la sustitución del procedimiento sumario a ordinario.


Las declaraciones de la autoridad, de emergencia o catástrofe agrícola, que afecten al objeto del contrato, serán apreciadas por el juez de la causa, como una presunción grave para establecer la existencia del caso fortuito o fuerza mayor alegada por las partes.


Artículo 19.- La inscripción del contrato conforme a esta ley en ningún caso afectará los derechos reales que correspondan a personas distintas del productor agrícola, constituídos sobre el predio en el cual se produzcan los bienes objeto del contrato.


Corresponderá al agroindustrial o intermediario en los contratos regulados en esta ley verificar el título por el cual el productor explota el predio en el que se producen los bienes objeto del contrato.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia transcurridos seis meses desde su publicación en el Diario Oficial.


Artículo segundo.- El reglamento de esta ley deberá dictarse en el plazo de tres meses a contar de su publicación en el Diario Oficial, y será suscrito por los ministros de Agricultura y de Economía, Fomento y Turismo.


Artículo tercero.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año de su publicación, se financiará con cargo a la partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

_________
Informe de la Comisión Mixta, constituida conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley que crea el Administrador Provisional y Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior y establece regulaciones en materia de administración

provisional de sostenedores educacionales

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que este proyecto tiene el Boletín N° 9.333-04, y la divergencia suscitada entre ambas Cámaras deriva del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, de la sustitución del artículo 8° del proyecto (9° en el texto del Senado).

Añade que en el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó como artículo 8° una disposición que establece la posibilidad de que se nombre un administrador provisional, que cumpla con ciertos requisitos, sin que exista previamente un período de investigación preliminar, cuando se den algunas de las causales que se contemplan.

En el artículo 10, la Cámara de Diputados establece la facultad, para los representantes legales o quienes ejerzan la dirección académica y administrativa de la institución de educación superior, de impugnar administrativamente dicha resolución ante el Consejo Nacional de Educación. 

Por su parte, el Senado, a raíz de una indicación presentada por     S. E. la Presidenta de la República, reemplazó el referido artículo 8° por otro que, como artículo 9°, establece y regula el procedimiento de reclamación de la resolución que nombra al administrador provisional, entregando a la Corte de Apelaciones respectiva su conocimiento.

Destaca que la Comisión Mixta, como forma de resolver la divergencia entre ambas Cámaras, efectúa una proposición que consiste en aprobar el artículo 9° del texto despachado por el Senado, fijando la competencia en la Corte de Apelaciones. 

Agrega que la Comisión adoptó este acuerdo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Rossi, Quintana y Walker (don Ignacio) y Honorables Diputados señora Girardi y señores Bellolio, Edwards, Espinoza y Venegas.

Hace presente que el artículo 9° contenido en la propuesta de la Comisión Mixta es una norma que tiene el carácter de orgánica constitucional. 

Finalmente, informa que la Cámara de Diputados, en sesión del día de hoy, ha aprobado la proposición de la Comisión Mixta. 

- - -


La señora Presidenta pone en discusión la proposición de la Comisión Mixta y otorga la palabra al Honorable Senador señor Walker (don Ignacio).

Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión Mixta, se aprueba por 24 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del artículo 9° del proyecto.

Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Montes, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Título I

Del Administrador Provisional y el Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior

Párrafo 1°

Disposiciones generales


Artículo 1°.- La presente ley establece y regula el procedimiento de nombramiento y las facultades del Administrador Provisional de Instituciones de Educación Superior y del Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior, cuyo objeto será resguardar el derecho a la educación de los y las estudiantes, asegurando la continuidad de sus estudios y el buen uso de todos los recursos de la institución de educación superior, de cualquier especie que éstos sean, hasta el cumplimiento de sus respectivas funciones.


Artículo 2°.- Las disposiciones de la presente ley serán aplicables a las Instituciones de Educación Superior autónomas, de aquellas contempladas en el artículo 52, letras a), b) y c) del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley     Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, en adelante decreto con fuerza de ley N° 2.


Artículo 3°.- El Ministerio de Educación, de oficio o por denuncia, y por resolución fundada, dará inicio a un período de investigación preliminar, de carácter indagatorio, en aquellos casos que, en uso de las facultades que le confiere la ley, tome conocimiento de antecedentes graves que, en su conjunto o por sí solos, hagan presuponer que la institución de educación superior se encuentra en peligro de:


a) Incumplimiento de sus compromisos financieros, administrativos o laborales;


b) Incumplimiento de los compromisos académicos asumidos con sus estudiantes;


c) Infracción grave de sus estatutos o escritura social, según corresponda, o a las normas que las regulan, en especial aquellas derivadas de su naturaleza jurídica en el caso de las universidades, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 53 del decreto con fuerza de ley N°2, en relación con los artículos 64, 74 y 81 del mismo cuerpo legal.


El Ministerio de Educación podrá, para los fines de esta investigación, ingresar a la institución, acceder y recopilar toda la información que estime necesaria, sin impedir el normal funcionamiento de las actividades académicas de la misma. Para estos efectos podrá, además, solicitar a cualquier órgano de la Administración del Estado los antecedentes que consten en su poder y que sean pertinentes a los fines de la investigación, con la sola limitación de aquellos que, por disposición de la ley, tengan carácter de secreto o reservado.


Una vez cerrada la investigación, el Ministerio de Educación elaborará un informe que dará cuenta de los resultados de la misma. Este informe, junto con la formulación de cargos, será notificado a la institución investigada, la que tendrá un plazo de quince días para realizar sus descargos y solicitar que se abra un período de prueba no superior a igual término.


De acogerse los descargos o no constatarse las circunstancias a que hacen referencia los literales del inciso primero, se dictará resolución de término dando por finalizada la investigación, sin perjuicio de lo cual el Ministerio de Educación podrá formular recomendaciones para el mejor funcionamiento de la institución.


Expirado el plazo para los descargos o rechazados estos, el Ministerio de Educación dictará resolución de término en conformidad al artículo siguiente.


Artículo 4°.- En la resolución de término de la investigación preliminar, el Ministerio de Educación podrá, fundadamente y atendida las características de la institución y la naturaleza y gravedad de los problemas constatados, adoptar una de las siguientes medidas:


a) Ordenar la elaboración de un plan de recuperación, si se verifican incumplimientos graves de los compromisos financieros, administrativos, laborales o académicos asumidos por la institución. 


b) Nombrar un administrador provisional si se constatan problemas que pudieren configurar alguna de las causales previstas en el inciso primero del artículo 6º.


c) Dar inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial en caso que se constaten problemas de entidad tal que pudieren ser constitutivos de causales de aquel. De decretarse la revocación, se procederá al nombramiento de un administrador de cierre.


En lo no previsto en esta ley, el procedimiento se regirá por las disposiciones de la ley Nº 19.880.


Artículo 5°.- De aplicarse la medida del literal a) del artículo anterior, la institución tendrá un término de sesenta días para elaborar y presentar al Ministerio de Educación un plan de recuperación que tendrá por objeto que ella adopte las medidas necesarias para subsanar los problemas identificados. Dicho plan podrá considerar, entre otras medidas, la suspensión de ingreso de nuevos estudiantes durante uno o más períodos y el cierre de sedes, carreras o programas. El plazo de implementación del plan no podrá ser mayor a dos años.


El Ministerio de Educación deberá pronunciarse dentro del plazo de diez días, sea aprobando el plan o formulándole observaciones, las que deberán ser subsanadas por la institución dentro del plazo de quince días, contado desde la notificación de las mismas. Presentadas las enmiendas, el Ministerio deberá resolver sobre ellas en un plazo de cinco días.


Una vez aprobado el plan, corresponderá al Ministerio de Educación supervigilar su cabal cumplimiento. Para estos efectos, la institución deberá remitir al Ministerio de Educación informes trimestrales del estado de su implementación. Sin perjuicio de lo anterior, en cualquier momento, el Ministerio podrá requerir antecedentes para dicho efecto. Asimismo, podrá designar un delegado ministerial para supervigilar su implementación, pudiendo al efecto ejercer las facultades señaladas en el inciso segundo del artículo 3º.


Al término del plazo de implementación del plan, el Ministerio de Educación decretará el alzamiento de la medida, salvo que proceda lo dispuesto en literal e) del inciso primero del artículo siguiente.

Párrafo 2°

Del Administrador Provisional


Artículo 6°.- La medida de nombramiento de administrador provisional podrá ser adoptada por el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, cuando se constate la concurrencia de una o más de las siguientes circunstancias:


a) Riesgo serio de no garantizar la viabilidad administrativa o financiera de la institución, afectando la continuidad de estudios de los y las estudiantes.


b) Incumplimientos graves y reiterados de los compromisos académicos asumidos por la institución con sus estudiantes a causa de no contar con los recursos educativos o docentes adecuados para ofrecer el o los títulos profesionales o técnicos que pretenda otorgar.


c) Imposibilidad de mantener las funciones académicas de la institución, a consecuencia de sanciones, medidas precautorias, embargos, ejecuciones o retiros de especies que la afecten, a sus sedes o a sus bienes muebles o inmuebles.


d) Cuando se haya dictado resolución de reorganización de la institución de educación superior o de la entidad organizadora de ésta en conformidad a la ley Nº 20.720. 


e) Cuando el plan de recuperación, regulado en el artículo 5°, no fuere presentado oportunamente, habiendo sido presentado hubiere sido rechazado, o aprobado, posteriormente se incurriere en su  incumplimiento.


No procederá la adopción de esta medida, cuando la concurrencia de la o las causales a que se refiere el inciso anterior sea atribuible a un caso fortuito o fuerza mayor, o a circunstancias que no sean imputables a culpa o negligencia de las autoridades responsables del gobierno o administración de la institución.


El acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación, a que se refiere el inciso primero, deberá ser adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión convocada a ese solo efecto.


La institución objeto de la medida a que se refiere este artículo tendrá un plazo de cinco días para presentar sus alegaciones y antecedentes ante el Consejo, previo a su pronunciamiento.


Si el Consejo estima pertinente recabar mayor información, podrá solicitar antecedentes a la institución afectada y a otros órganos de la Administración del Estado.


Con todo, el Consejo deberá resolver dentro del plazo de quince días desde que recibe los antecedentes para su pronunciamiento. Ratificada la medida, el Ministerio de Educación, dentro del plazo de cinco días, procederá a nombrar al administrador provisional.


Artículo 7°.- La designación a que se refiere el inciso primero del artículo anterior deberá recaer en una persona que cumpla con los siguientes requisitos: 


a) Estar en posesión de un grado académico o título profesional de alguna institución reconocida oficialmente por el Estado.


b) Acreditar experiencia de al menos cinco años en gestión de instituciones de educación superior o diez años en la administración de empresas de mayor o mediano tamaño, conforme a la ley Nº 20.416. En el segundo caso contemplado en esta letra, además, deberá acreditar experiencia relevante en actividades académicas en una o más instituciones de educación superior.


La idoneidad de la persona a designar en el cargo de administrador provisional deberá ser evaluada considerando las características, el tamaño y complejidad de la institución, así como el proyecto educativo de ésta.


Artículo 8°.- No podrán ser nombrados como administrador provisional de una institución de educación superior:


a) El cónyuge, los parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad de los organizadores, representantes legales, directivos, autoridades superiores o administradores de la institución de educación superior o de alguna de sus entidades relacionadas.


Se entienden incorporados en la inhabilidad, asimismo, los acreedores o deudores de la institución de educación superior o de aquellas personas señaladas en el párrafo anterior.


b) Fundadores, miembros, asociados o quienes tengan intereses económicos o patrimoniales comprometidos en la institución de educación superior de que se trate o en alguna de sus entidades relacionadas.


c) Los administradores de bienes de cualquiera de las personas señaladas en la letra a).


d) Quienes, en el plazo de cinco años contados hacia atrás desde cuando proceda su nombramiento, se hayan desempeñado como administradores, gerentes o prestadores de servicios a la institución de educación superior de que se trate o de alguna de sus empresas relacionadas o de instituciones que hayan sido sancionadas en virtud de los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley  N° 2.


Para efectos de este artículo, se entenderán que son entes relacionados, las personas jurídicas y naturales señaladas en el artículo 100 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores.


Sin perjuicio de lo anterior, regirán respecto de estas personas las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de ley          Nº 1-19.653, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


Artículo 9°.- La institución de educación superior afectada por la medida de nombramiento de administrador provisional podrá reclamar la legalidad de la misma, a través de sus representantes, dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación de la respectiva resolución, ante la Corte de Apelaciones correspondiente a su domicilio.


La Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación al Ministerio de Educación, notificándolo por oficio. Éste dispondrá del plazo de diez días hábiles contado desde que se notifique la reclamación interpuesta, para formular observaciones.


Evacuado el traslado por el Ministerio, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y escuchar los alegatos de las partes.


La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días, la que será inapelable.


Artículo 10.- El administrador provisional, dentro de los treinta días siguientes a su nombramiento, deberá levantar un acta que dé cuenta del estado administrativo y financiero en que recibe la institución de educación superior, así como también un informe respecto de la situación financiera y patrimonial en que se encuentra la misma. Este informe comprenderá, a lo menos, la gestión de la institución de educación superior realizada durante los sesenta días anteriores a que haya asumido sus funciones.


Dentro del mismo plazo de treinta días a que se refiere el inciso anterior, el administrador provisional deberá presentar, previa consulta con las autoridades de la institución de educación superior vigentes al momento de su designación, un plan de administración provisional tendiente a garantizar la adecuada gestión de la institución de educación superior afectada por la medida, el que deberá ser aprobado por el Ministerio de Educación. En dicho plan se deberán señalar las acciones para subsanar las deficiencias que motivan el nombramiento del administrador provisional, pudiendo considerar incluso la reestructuración de la respectiva institución.


El administrador provisional deberá presentar informes trimestrales del avance de su gestión al Ministerio de Educación y al Consejo Nacional de Educación, así como también dar cuenta documentada de ella al término de su cometido.


Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Educación podrá solicitar, cuando lo estime pertinente, informes parciales del estado de avance de la gestión desempeñada por el administrador provisional.


Una vez que dichos informes hayan sido aprobados por el Ministerio de Educación, éstos serán incorporados a un registro de carácter público que para tal efecto deberá llevar la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.


El administrador provisional, en el desempeño de su cargo, deberá establecer mecanismos de consulta e información con representantes elegidos democráticamente de cada uno de los estamentos de la institución educativa.


Artículo 11.- La reestructuración a que hace referencia el inciso segundo del artículo anterior, deberá respetar los fines específicos de la institución expresados en su proyecto institucional, así como la limitación establecida en el inciso tercero del artículo 13. Con todo, dicha limitación no operará cuando sea indispensable para garantizar la continuidad de estudios o titulación de los y las estudiantes.


En el caso que el administrador provisional decida que debe procederse a la enajenación de bienes raíces de la institución de educación superior, ello deberá estar consignado en el plan de administración provisional.


La adopción de la medida de reestructuración deberá ser aprobada por la máxima autoridad colegiada de la respectiva institución, vigente a la fecha del nombramiento del administrador provisional, si la hubiere, o, de no existir aquella, por la máxima autoridad unipersonal a igual fecha. La aprobación deberá verificarse dentro del plazo de quince días contados desde la comunicación de la medida que realice el administrador provisional a dichas autoridades.


Rechazada la solicitud, o si dentro del plazo señalado en el inciso anterior la institución no ha dado respuesta a ella, el administrador podrá requerir, dentro del plazo de cinco días, la autorización de la misma al Consejo Nacional de Educación, mediante una solicitud fundada, acompañada de todos los antecedentes que la justifiquen.


Dentro del plazo de diez días contados desde la solicitud al Consejo, la institución, a través de la autoridad que se haya opuesto a la medida, podrá hacer presente sus alegaciones y acompañar los antecedentes justificativos.


El Consejo resolverá dentro de los veinte días siguientes a la presentación de la solicitud o de las alegaciones de la institución, según corresponda.


Artículo 12.- El administrador provisional durará en su cargo un año, plazo prorrogable por una sola vez hasta por igual período, cuando ello sea necesario, según disponga el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por mayoría de sus miembros en ejercicio.


En la resolución que nombra al administrador provisional se consignarán la o las causales que justifican dicha designación, siendo la solución de aquellas la función específica del administrador.


El Ministro de Educación, mediante resolución fundada, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión convocada para ese solo efecto, podrá remover al administrador provisional cuando:


a) Incumpla gravemente el plan de administración provisional a que se refiere el inciso segundo del artículo 10;


b) Le fuere imposible, por cualquier causa, ejercer las atribuciones que le confiere el artículo 13, o


c) Infrinja lo establecido en el artículo 28.


Artículo 13.- Para el cumplimiento de su objeto, el administrador provisional asumirá, desde el momento de su designación, con plenos poderes, y para la única finalidad de solucionar los problemas detectados en la investigación, el gobierno y la administración de la institución de educación superior, correspondiéndole en consecuencia, la representación legal y todas aquellas facultades que la ley y los respectivos estatutos o escritura social, según corresponda, le confieren a cualquier autoridad unipersonal o colegiada que desempeñe funciones directivas, llámese esta asamblea de socios, directorio, junta directiva, gerente general, rector o cualquier otra nomenclatura que confiera alguna de las facultades señaladas en el presente inciso.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el administrador provisional tendrá, especialmente, las siguientes facultades:


a) Ejercer toda acción destinada a garantizar el interés público asociado a la continuidad de los estudios de los y las estudiantes.


b) Solicitar al Servicio de Impuestos Internos, o a cualquier otra entidad del Estado, toda aquella información que estime conveniente para el buen cumplimiento de sus funciones.


c) Asumir aquellas funciones propias de las autoridades académicas de la institución que administra. Especialmente, a nombre de la institución de educación superior que administra, deberá otorgar los títulos y grados que correspondan y realizar las certificaciones que fueran necesarias en caso de ausencia del respectivo ministro de fe.


d) Adoptar la medida de suspensión de matrícula de nuevos alumnos durante el período que dure su administración.


e) Poner en conocimiento de las autoridades competentes cualquier hecho que pueda constituir una infracción de la ley, en particular denunciar ante el Ministerio Público cualquier hecho que pueda ser constitutivo de delito.


f) Ejercer las acciones que correspondan para la recuperación de los recursos que, en vulneración de la ley, no hayan sido reinvertidos en las instituciones de educación superior, así como aquéllas destinadas a perseguir la responsabilidad de quienes incurrieron en dichos actos.


g) Suscribir convenios con alguna de las universidades o instituciones de educación superior que cuenten con acreditación vigente por un período de a lo menos tres años, conforme a lo previsto en la ley N° 20.129, con el objeto de delegar, parcialmente, las facultades que le otorga la presente ley. Dichos convenios deberán ser aprobados por el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada para ese efecto.


Con todo, el administrador provisional no podrá alterar el modelo educativo ni los planes y programas de la institución de educación superior sujeta a la medida.


Los honorarios del administrador provisional serán pagados con cargo a los ingresos que perciba la institución de educación superior, debiendo determinarse su cuantía conforme a las normas que señale el reglamento a que se refiere el artículo 27.


Las acciones que ejecute el administrador provisional se realizarán con cargo a los recursos de la institución sujeta a dicha medida. En ningún caso, la adopción de ella podrá significar asignación o aporte de recursos del Estado a la institución de educación superior respectiva, distintos a los que pudieren corresponderle de no encontrarse sujeta a la misma.


Artículo 14.- El administrador provisional tendrá la acción revocatoria que otorga el artículo 2468 del Código Civil.


Artículo 15.- La acción revocatoria a que se refiere el artículo anterior se tramitará conforme al siguiente procedimiento:


1. Deducida la demanda por el administrador provisional, el tribunal citará a una audiencia el quinto día hábil después de la última notificación, plazo que se ampliará si el demandado no está en el lugar del juicio, con todo o parte del aumento que concede el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.


2. La audiencia se celebrará sólo con la parte que asista y en ella se recibirá la contestación y se rendirán las pruebas. La parte que quiera rendir prueba testimonial deberá presentar, antes de las doce horas del día anterior al de la audiencia, una lista de los testigos de que piensa valerse.


3. Si el juez lo estima conveniente, oirá el informe de un perito, nombrado en la misma audiencia por los interesados y, a falta de acuerdo, por él. El juez fijará un plazo al perito para que presente su informe, el que no podrá ser superior a cinco días hábiles.


4. La sentencia se dictará dentro de quinto día contado desde la fecha de la audiencia, o de la presentación del informe pericial, en su caso.


5. La sentencia definitiva será apelable en el sólo efecto devolutivo, salvo que el juez, por resolución fundada no susceptible de apelación, conceda el recurso en ambos efectos. Las demás resoluciones son inapelables.


6. La apelación gozará de preferencia para su vista y fallo.


Artículo 16.- Si, con motivo del desempeño de sus funciones, el administrador provisional toma conocimiento de algún hecho que pudiese ser constitutivo de alguna de las causales señaladas en los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley N° 2, deberá informar al Ministerio de Educación.


Artículo 17.- Desde la fecha de la notificación de la medida de administración provisional, las autoridades de la institución de educación superior a que hace referencia el inciso primero del artículo 13, quedarán, para todos los efectos legales, suspendidos en sus funciones, y estarán en consecuencia inhabilitadas para ejercer cualquier función o celebrar cualquier acto o contrato en nombre de la institución de educación superior respectiva. La misma prohibición afectará a el o los organizadores o propietarios, según corresponda.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el respectivo administrador provisional podrá autorizar que una o más autoridades de las allí referidas pueda continuar ejerciendo sus funciones, percibiendo remuneración, en la institución de educación superior.


Con todo, las personas señaladas en el inciso primero serán responsables de todas las obligaciones que se hubieren generado en virtud del funcionamiento de la institución de educación superior con antelación a la designación del administrador provisional y persistirá cualquier tipo de garantías que se hubieren otorgado por éstos.


Artículo 18.- Corresponderá al administrador provisional, una vez finalizada su gestión, la elaboración de un informe final que dé cuenta del resultado de ésta y del estado general de la institución de educación superior, en el cual deberá hacer mención expresa de la circunstancia de haberse o no subsanado los problemas detectados antes o durante su gestión.


El informe señalado en el inciso anterior deberá ser entregado a más tardar un mes después del término de la gestión del administrador provisional, el cual deberá ser aprobado por la mayoría de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional de Educación. La designación del administrador provisional será alzada por el Ministerio de Educación, mediante resolución fundada, y previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada para ese efecto, una vez aprobado dicho informe y habiéndose subsanado los problemas y deficiencias que dieron origen a dicha medida, circunstancia que deberá ser debidamente acreditada por el administrador provisional.


En la resolución que levante la medida, se consignará que la administración y gobierno de la institución de educación superior sea asumida por las autoridades y directivos que correspondan de acuerdo a sus estatutos o escritura social, según sea el caso.


La referida resolución podrá establecer que la institución de educación superior efectúe adecuaciones o modificaciones en su estructura organizacional, con el objeto de evitar la reiteración de los problemas que motivaron la adopción de la medida de administración de que trata esta ley, o que hayan sido detectados por el administrador provisional durante su gestión.


Artículo 19.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, si el Ministerio de Educación determina que las circunstancias que dieron origen a la medida de administración provisional son imputables, en todo o parte, a algunas de las personas señaladas en el inciso primero del artículo 13, podrá declarar en la misma resolución la inhabilidad de éstas para continuar ejerciendo en aquélla los cargos o funciones de que se trate. Siempre habrá audiencia del afectado y podrá abrirse término probatorio por al menos diez días. Si, por aplicación de lo señalado precedentemente, se hace imposible la continuidad del servicio educativo, la administración provisional subsistirá hasta la designación de nuevas autoridades, según lo dispuesto en los estatutos o en la escritura social, según sea el caso.

Párrafo 3°

Del Administrador de Cierre y disposiciones especiales para la revocación del reconocimiento oficial de instituciones de educación superior


Artículo 20.- En aquellos casos en que, terminada la gestión del administrador provisional, no haya sido posible subsanar los problemas o deficiencias que dieron origen a su nombramiento por causas no imputables a su gestión, o se haya dictado resolución de liquidación de la respectiva institución o de su entidad organizadora en conformidad a la ley Nº 20.720, o se tome conocimiento de hechos que pudiesen constituir alguna de las causales que señalan los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley N° 2, el Ministerio de Educación, dará inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior.


Cuando se decrete la medida de revocación del reconocimiento oficial de una institución de educación superior, el Ministerio de Educación deberá nombrar un administrador de cierre, lo que requerirá el acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto.


Quien sea designado como administrador de cierre, deberá cumplir con los mismos requisitos establecidos para el administrador provisional, y tendrá las facultades que se enumeran en el artículo 13 y aquellas que se indican en los artículos siguientes.


Sin perjuicio de lo anterior, el administrador provisional podrá, en cualquier momento durante su gestión, informar al Ministerio de Educación respecto de la inviabilidad de subsanar los problemas o deficiencias que originaron su designación para que éste adopte las medidas que corresponda. El Ministerio de Educación, si lo estima pertinente, podrá dar inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior.


Para el caso que se decrete la revocación del reconocimiento oficial de acuerdo al inciso anterior, el nombramiento del administrador de cierre podrá recaer en quien haya sido designado administrador provisional.


La resolución que decrete la revocación del reconocimiento oficial de conformidad al inciso primero de los artículos 64, 74 u 81 del decreto con fuerza de ley N° 2, deberá consignar el plazo para proceder al cierre definitivo de la institución de educación superior. Para la determinación de este plazo deberá tenerse en consideración el tamaño de la institución, la cantidad de alumnos matriculados cursando sus estudios o en proceso de titulación, y la complejidad de las causales que dieron origen a la revocación del reconocimiento oficial. 


Por el ministerio de la ley, la personalidad jurídica de la institución de educación superior cuyo reconocimiento oficial haya sido revocado, se mantendrá para el solo efecto de la implementación del plan de administración establecido en el artículo 23, y en especial, para que las instituciones receptoras de estudiantes que hayan celebrado convenios puedan otorgar a nombre de aquélla, los títulos y grados académicos que correspondan a los y las estudiantes reubicados, incluso una vez cerrada definitivamente la institución de origen, según lo prevé el artículo 24.


Artículo 21.- Las facultades del administrador provisional o del administrador de cierre, nombrados a causa de una resolución de reorganización o de liquidación, según corresponda, prevalecerán sobre las del liquidador o veedor, según sea el caso, únicamente respecto a los bienes muebles e inmuebles esenciales para asegurar la continuidad de estudios de los y las estudiantes.


Todo conflicto que pudiere suscitarse entre el liquidador o veedor y el administrador provisional o de cierre será resuelto por el juez que dictó la respectiva resolución de reorganización o liquidación, según sea el caso, oyendo previamente al Ministerio de Educación y al Superintendente de Insolvencia y Reemprendimiento, y propendiendo a la preeminencia del interés público asociado a la continuidad de estudios de los y las estudiantes de la institución afectada.


Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser firmado además por los Ministros de Hacienda y de Economía, Fomento y Turismo, determinará los mecanismos de coordinación entre ambos procesos. Dicho reglamento deberá dictarse en el plazo de  un año contado desde  la publicación de esta ley.


Artículo 22.- En caso de revocación del reconocimiento oficial de una institución de educación superior, la resolución que nombra al administrador de cierre deberá establecer el procedimiento a seguir para tales efectos.


Artículo 23.- El administrador de cierre deberá presentar un plan de administración, dentro de los treinta días siguientes a su nombramiento. Este plan deberá siempre contener las medidas para asegurar la continuidad del servicio educativo de los y las estudiantes de la institución de educación superior y los plazos y procedimientos para concretar el cierre de la institución de educación superior de que se trate.


En el cumplimiento de lo previsto en el inciso anterior, el administrador de cierre deberá resguardar el buen uso de los recursos públicos comprometidos en virtud de alguna de las medidas previstas en el inciso tercero del artículo siguiente, debiendo preferirse siempre aquéllas que impliquen un menor costo para el fisco en su aplicación.


Artículo 24.- Dentro de las medidas conducentes a asegurar la continuidad del servicio educativo de los y las estudiantes a que se refiere el artículo anterior, deberán considerarse aquellas que permitan su reubicación en otras instituciones de educación superior.


El administrador de cierre tomará en consideración la situación particular de los y las estudiantes, velando siempre porque se respeten los planes y programas de estudios y el avance académico por ellos alcanzado.


Si se determina la necesidad de contar con programas de nivelación académica u otros de similar naturaleza, éstos serán financiados con cargo a todos los recursos o aportes que reciba la institución sujeta a la medida de cierre. Con todo, en casos excepcionales y en función de la protección de los derechos de los y las estudiantes, se podrán financiar con recursos fiscales los antedichos programas, mediante decreto expedido por el Ministerio de Hacienda bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, el que deberá ser firmado por el Ministro de Educación.


Los y las estudiantes reubicados, respecto al plantel que los acoja, mantendrán plenamente vigentes los beneficios o ayudas estudiantiles otorgados por el Estado, tales como becas y créditos, como si no hubiesen cambiado de institución de educación superior.


Para efectos de lo señalado en el presente artículo, el administrador de cierre podrá suscribir convenios con alguna de las instituciones de educación superior que cuenten con acreditación institucional vigente de al menos tres años, conforme a lo previsto en la ley Nº 20.129. 


Dichos convenios tendrán por objeto posibilitar la continuidad y término de los estudios de los y las estudiantes reubicados, incluyendo sus procesos de titulación. Se podrá exceptuar a dichos estudiantes en la ponderación de los indicadores utilizados para evaluar a las instituciones, facultades y carreras receptoras, para efectos de la acreditación de las mismas, así como de aquellas evaluaciones que incidan en la obtención de financiamiento y cumplimiento de metas.


Respecto de los alumnos reubicados en virtud de tales convenios, el otorgamiento del título o grado respectivo corresponderá a la institución de educación superior objeto de la medida de cierre. En caso que el título o grado sea concedido una vez que se haya procedido al cierre definitivo de la institución de origen, se estará a lo dispuesto en el inciso final del artículo 20.


En ningún caso podrán admitirse o matricularse nuevos estudiantes una vez decretada la revocación del reconocimiento oficial conforme a las disposiciones de este párrafo.

Párrafo 4°

Disposiciones finales


Artículo 25.- Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de la División de Educación Superior, administrar los procesos asociados a las tareas del administrador provisional o de cierre.


Artículo 26.- Las instituciones de educación superior que hayan sido objeto de la revocación del reconocimiento oficial, mediante el decreto respectivo, perderán de pleno derecho la autonomía institucional que hayan alcanzado en virtud de lo dispuesto en el artículo 100 del decreto con fuerza de ley N° 2. Con todo, los grados académicos o títulos profesionales y técnicos de nivel superior podrán ser otorgados por la institución cuyo reconocimiento oficial se revoca, en los términos previstos en la presente ley.


Artículo 27.- Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda, regulará las materias que trata esta ley, en especial el contenido de los informes que deben presentar, en cada caso, el administrador provisional y el administrador de cierre, de conformidad con la misma.


Artículo 28.- Los administradores creados por esta ley responderán de culpa leve en su administración, debiendo observar una conducta intachable y un desempeño honesto y leal de su función, con preeminencia del interés general por resguardar el derecho a la educación de los y las estudiantes, en los términos de los artículos 52, 53 y 62 del decreto con fuerza de ley Nº1-19.653, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Título II

Otras Disposiciones


Artículo 29.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 20.529:


1) Modifícase el artículo 89 en el siguiente sentido:


a) Incorpóranse las siguientes letras f) y g) nuevas: 


“f) Cuando, tratándose de los establecimientos municipales, se solicite por parte del sostenedor la renuncia al reconocimiento oficial del establecimiento educacional y de ello se derive una grave afectación al derecho a la educación de los y las estudiantes matriculados en dicho establecimiento. 


g) Cuando un sostenedor abandone, durante el año escolar, su proyecto educativo, dejando de prestar el servicio educacional en el establecimiento de su dependencia.”.


b) Sustitúyese en el inciso segundo la letra “y”, la primera vez que ésta aparece, por una coma (,) y agréganse, a continuación, de la letra “e)” las expresiones “, f) y g)”.


2) Agrégase al artículo 92 la siguiente letra h) nueva:


“h) Coordinar, en caso de pérdida definitiva del reconocimiento oficial del Estado por parte del establecimiento educacional, por renuncia o revocación, la reubicación de los y las estudiantes en conjunto con la Secretaría Regional Ministerial de Educación correspondiente, y adoptar todas las medidas necesarias para asegurar su derecho a la educación.”.


Artículo 30.- El que sin autorización del administrador provisional o de cierre, con posterioridad a la designación de éste, realizare cualquiera de las conductas que se señalan en las siguientes letras, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado medio a máximo y multa de 200 a 500 unidades tributarias mensuales:


a) Ejercer cualquier autoridad que corresponda a funciones directivas, llámese esta asamblea de socios, directorio, junta directiva, gerente general, rector o cualquier otra equivalente.


b) Celebrar cualquier acto o contrato sobre los bienes destinados a la prestación del servicio educativo, que utilice la institución de educación superior sometida a la medida señalada.


Artículo 31.- El gasto fiscal que irrogue la aplicación de la presente ley será financiado con cargo al presupuesto de la Subsecretaría de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.

Artículos transitorios


Artículo primero.- Las medidas y procedimientos previstos en la presente ley aplicables a instituciones de educación superior serán complementarias y se integrarán a las facultades fiscalizadoras y sancionatorias que le sean conferidas a una Superintendencia que en conformidad a la ley se cree.


Artículo segundo.- Las disposiciones del Título I de esta ley podrán ser aplicadas a instituciones de educación superior que hayan sido objeto de la revocación del reconocimiento oficial con anterioridad a la publicación de la misma, y cuyo cierre definitivo se encuentre pendiente de acuerdo al decreto que se haya dictado en virtud de los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley Nº 2.


Asimismo, se podrán aplicar estas disposiciones a aquellas instituciones respecto de las cuales, a la fecha de dicha publicación, se encuentre en curso un procedimiento de investigación tendiente a verificar la existencia de causales para la revocación de su reconocimiento oficial, en virtud de los artículos citados en el inciso anterior.


Artículo tercero.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 97 de la ley Nº 20.529, cuando no sea posible el nombramiento de un administrador provisional incluido en el respectivo registro, en casos excepcionales y por motivos de urgencia, el Superintendente de Educación podrá, mediante resolución fundada, en los casos establecidos en el artículo 89 de la ley Nº 20.529, designar un funcionario de su dependencia para que administre un establecimiento educacional y arbitre las medidas que permitan mantener su funcionamiento normal, que aseguren la continuidad del servicio educacional y el derecho a la educación de los y las estudiantes.


Lo dispuesto en el presente artículo regirá por el plazo de dos años contado desde la entrada en vigencia de la presente ley.”.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un aporte de capital extraordinario para la Corporación Nacional del Cobre de Chile y la autoriza para contraer endeudamiento, con certificado de la Comisión de Hacienda

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 9.530-08.

Añade que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 15 de octubre, y cuenta con un certificado de la Comisión de Hacienda que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 1° y 2° del proyecto no fueron objeto de indicaciones o de modificaciones, por lo que deben darse por aprobados, salvo que algún Senador, con el acuerdo unánime de los presentes, solicite su votación o discusión.
- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, la señora Presidenta da por aprobados los referidos preceptos.

- - -


Luego, el señor Secretario General agrega que la Comisión de Hacienda efectuó enmiendas al inciso primero del artículo 3° del proyecto de ley aprobado en general, las cuales fueron acordadas por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas.
- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Hacienda, en su certificado, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo 3º

Inciso primero


Sustituir la expresión “hasta 2018” por “hasta el año 2018”; reemplazar la frase “deberá poner a disposición de la Junta de Accionistas y de la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados”, por “deberá poner a disposición de la Junta de Accionistas y de las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados”; incorporar, a continuación del guarismo “2014”, un guión (-) seguido del guarismo “2018”, e intercalar, entre la palabra “ejecución” y la frase “y el financiamiento utilizado”, los términos “, desagregado por cada uno de los proyectos estructurales y sus correspondientes inversiones,”. 

- - -


Luego, la señora Presidenta pone en votación las referidas enmiendas unánimes propuestas por la Comisión de Hacienda, que son aprobadas por 29 votos a favor y una abstención.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Coloma, García, Orpis, Prokurica, Zaldívar, Guillier y García-Huidobro.


Se abstiene, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.
- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Girardi.

- - -


Luego, hace uso de la palabra el señor Ministro de Hacienda.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Autorízase, a contar de la entrada en vigencia del artículo siguiente y hasta el 28 de febrero de 2018, al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, efectúe aportes extraordinarios de capital por un monto de hasta 3.000.000.000 de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, a la Corporación Nacional del Cobre de Chile, en una o más transferencias, las que se financiarán con activos financieros disponibles en el Tesoro Público, sean estos en moneda nacional o en moneda extranjera.


Artículo 2°.- Autorízase, a contar de la publicación de esta ley y hasta por el mismo plazo a que se refiere el artículo anterior, al Presidente de la República para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, en moneda nacional o en monedas extranjeras, hasta por la cantidad de 3.000.000.000 de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, que por concepto de endeudamiento se incluirán en los Ingresos Generales de la Nación.


Para los fines de este artículo, se podrá emitir y colocar bonos y otros documentos en moneda nacional o extranjera, los que podrán llevar impresa la firma del Tesorero General de la República.


La autorización que se otorga al Presidente de la República será ejercida mediante decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los que se identificará el destino específico de las obligaciones que se contraigan e indicará las fuentes de recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda.


Artículo 3°.- A partir de la entrada en vigencia del artículo anterior y hasta el año 2018, el directorio de CODELCO deberá poner a disposición de la Junta de Accionistas y de las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados un informe anual de avance del “Plan de Negocios y Desarrollo 2014-2018”. Dicho informe deberá evacuarse antes del 30 de marzo de cada año y sus contenidos serán definidos en una junta extraordinaria de accionistas realizada, a más tardar, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de publicación de esta ley. Sin perjuicio de lo anterior, tal informe deberá dar cuenta, a lo menos, del avance de las inversiones contenidas en dicho Plan al término del año anterior, incluyendo su ejecución financiera, el detalle de los principales componentes de su ejecución, desagregado por cada uno de los proyectos estructurales y sus correspondientes inversiones, y el financiamiento utilizado.


La Junta de Accionistas evaluará el informe anual señalado en el inciso anterior, y lo considerará como antecedente para el pronunciamiento que emita acerca del monto de recursos que la empresa podrá destinar a la formación de fondos de capitalización y reserva para el año respectivo, según lo dispuesto en el artículo 6° del decreto ley N° 1.350, de 1976, del Ministerio de Minería, el que en todo caso, en el período a que se refiere el inciso anterior, no podrá superar los 800.000.000 de dólares, moneda de los Estados Unidos de América.


Por su parte, el Ministerio de Hacienda podrá utilizar dicho informe anual, así como cualquier otro antecedente, incluyendo los que entregue el Ministerio de Minería o los organismos o entidades del sector público que lo asesoren sobre la materia, para la determinación de el o los montos del aporte de capital a traspasar a la empresa, conforme a lo dispuesto en el artículo 1°.


Con todo, la Corporación Nacional del Cobre deberá presentar a la opinión pública y a las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía del Senado y de la Cámara de Diputados, un análisis detallado del cumplimiento de las metas durante el período a que se refiere el artículo 1°, respecto de los recursos a que se refiere esta ley y que les sean transferidos.”.

_________
Proyecto de acuerdo que aprueba el Reglamento de los Registros de Agenda Pública y de Lobbistas y Gestores de Intereses Particulares del Senado, con informe de la Comisión de Ética y Transparencia

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° S 1.742-09.

Añade que su objetivo principal es dar cumplimiento al mandato legal contenido en los artículos 10, inciso cuarto; 12, N° 4; 13, inciso final, y segundo transitorio de la ley N° 20.730, que regula el lobby y las gestiones que representen intereses particulares ante las autoridades y funcionarios, en el sentido de que la Comisión de Ética y Transparencia proponga a la Sala las normas que regulen, para el Senado, los registros a que se refiere la aludida ley y las otras disposiciones administrativas que sean convenientes y necesarias en las materias que le conciernen específicamente.

Destaca que la Comisión de Ética y Transparencia, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores García, Guillier, Larraín, Montes y Zaldívar, propone la aprobación en general del proyecto y sugiere que, atendida la cercanía de la fecha en que debe comenzar a regir el reglamento, así como las diversas actuaciones que deben efectuarse previamente, se abra un plazo breve para la recepción de indicaciones.
- - -


Enseguida, se pone en discusión en general el proyecto y se otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Larraín, Quinteros, Zaldívar, Guillier, Pizarro y Navarro.
- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día, quedando pendiente la discusión de este asunto.

_________
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti, Horvath y Matta, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 58ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 22 DE OCTUBRE DE 2014



Presidencia de la titular del Senado, Honorable Senadora señora Allende.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretaria General de la Presidencia, y Secretario General de Gobierno, señora Ximena Rincón y señor Álvaro Elizalde, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

___________

Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DIA

Oficio de S.E. la Presidenta de la República con el que requiere el acuerdo del Senado para nombrar a las señoras Marigen Ariadna Julia Hornkohl Venegas y Mabel Natali Iturrieta Bascuñán como integrantes del Consejo Nacional de Televisión


La señora Presidenta anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del oficio de S.E. la Presidenta de la República en que se solicita el acuerdo del Senado para nombrar a las señoras Hornkohl e Iturrieta como integrantes del Consejo Nacional de Televisión, que tiene el Boletín N° S 1.718-05 y la urgencia del párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.


Agrega que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, informa que en la designación en trámite, se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos en el ordenamiento jurídico, y propone a la Sala dar su acuerdo para el nombramiento de las señoras Hornkohl e Iturrieta como integrantes del Consejo Nacional de Televisión.


Finalmente, hace presente que el Senado debe pronunciarse respecto del conjunto de la proposición y que el acuerdo para nombrar a los Consejeros requiere el voto favorable de la mayoría de los Senadores en ejercicio.
- - -



En votación la solicitud en examen, es aprobada por 37 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo prescrito en el inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 18.838.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señor Rossi, señora Pérez San Martín y señor Quintana.
- - -



Queda terminado el tratamiento de este asunto.

- - -



Luego, la señora Presidenta anuncia que ha concluido el Orden del Día y levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 59ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 22 DE OCTUBRE DE 2014


Presidencia de la titular del Senado, Honorable Senadora señora Allende; del Vicepresidente, Honorable Senador señor Tuma, y, accidentalmente, del Honorable Senador señor Pizarro.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros Secretaria General de la Presidencia; Secretario General de Gobierno, y de Economía, Fomento y Turismo, señora Ximena Rincón y señores Álvaro Elizalde y Luis Felipe Céspedes, respectivamente. Asisten, también, el Subsecretario del Interior, señor Mahmud Aleuy; el jefe de la Unidad Jurídica y el asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señores Cristóbal Osorio y Eugenio San Martín, respectivamente, y el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel De la Fuente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 55ª, ordinaria, de 14 de octubre, y 56ª, ordinaria, de 15 de octubre, ambas del presente año, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Oficios


De la Honorable Cámara de Diputados


Comunica que aprobó el proyecto de ley que extiende la cobertura del mecanismo de estabilización de precios de los combustibles creado por la ley N° 20.765 (Boletín N° 9.668-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Pasa a la Comisión de Hacienda.

Del señor Ministro de Energía


Expresa su agradecimiento por la declaración pública mediante la cual esta Corporación expresó su rechazo a las agresiones de las que él fue víctima junto con autoridades de esa Secretaría de Estado y edilicias, en la comuna de San José de Maipo, el día 15 de este mes.

Del señor Director (S) de la Biblioteca del Congreso Nacional


Da respuesta a petición, cursada en nombre del Honorable Senador señor Larraín, relativa a la elaboración de un estudio que revise, en el ordenamiento jurídico nacional, la existencia de normas que constituyan discriminaciones arbitrarias respecto de las personas con capacidades distintas o especiales.

Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Espina, acerca del número de personas que registran orden de detención pendiente por delitos de mayor entidad o de alto reproche social, con referencia al número de personas que se encuentran prófugas de la justicia con motivo de tales delitos. 

Del señor Jefe de Gabinete del Subsecretario de Pesca y Acuicultura


Atiende consulta, hecha en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, respecto de la ubicación de 46 peticiones de concesión de acuicultura para salmónidos y algas en la Región de Los Ríos, la eventual afectación de áreas de manejo de organizaciones de pesca artesanal y su compatibilidad con la propuesta de macrozonificación de la Comisión Regional de Uso del Borde Costero.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe


De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece excepción para la pesca artesanal con línea de mano de la especie jurel y que modifica regulación para establecimiento de ampliación de régimen de áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos (Boletín Nº 9.097-21) (con urgencia calificada de “suma”).


- Queda para Tabla.

Moción


Del Honorable Senador señor Bianchi, con la que da inicio a un proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.968, que crea los tribunales de familia, en materia de informes periciales (Boletín N° 9.674-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyectos de acuerdo


Del Honorable Senador señor Ossandón, con el que solicita a S. E. la Presidenta de la República que el señor Ministro de Hacienda y la señora Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes evalúen la posibilidad de un proyecto de ley que declare exenta del impuesto al valor agregado la venta de libros o, en su defecto, reduzca la tasa del mismo (Boletín   Nº S 1.745-12).


De los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Girardi, Lagos, Larraín, Moreira, Pizarro y Prokurica, con el que piden a S. E. la Presidenta de la República la pronta apertura de una sede diplomática en Bakú, República de Azerbaiyán, con el fin de intensificar las relaciones de Chile con aquel país y, en general, con las naciones de la zona del Cáucaso (Boletín Nº S 1.746-12).


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

- - -


Durante el curso de la sesión, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Certificado


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de S. E. la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia, a los señores Marcelo Fernando Drago Aguirre y Jorge Andrés Jaraquemada Roblero (Boletín N° S 1.744-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República).


- Queda para Tabla.

Mensaje


De S. E. la Presidenta de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley que extiende la cobertura del mecanismo de estabilización de precios de los combustibles creado por la ley N° 20.765 (Boletín N° 9.668-05).


- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes. 

Solicitudes de permiso constitucional


De la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, para ausentarse del territorio de la República a contar del día 26 del presente mes.


Del Honorable Senador señor Araya, para hacerlo a contar del día 29 del mes en curso.


- Se accede a lo solicitado.
- - -


Luego, la Sala acuerda tratar, en primer lugar del Orden del Día de hoy, el oficio de S.E. la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia, a los señores Marcelo Fernando Drago Aguirre y Jorge Andrés Jaraquemada Roblero (Boletín N° S 1.744-05).

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Oficio de S.E. la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia, a los señores Marcelo Fernando Drago Aguirre y Jorge Andrés Jaraquemada Roblero, con certificado de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento


La señora Presidenta anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del oficio de S.E. la Presidenta de la República en que se solicita el acuerdo del Senado para nombrar como miembros del Consejo Directivo del Consejo para la Transparencia, por el período de seis años, a los señores Marcelo Fernando Drago Aguirre y Jorge Andrés Jaraquemada Roblero, que tiene el Boletín N° S 1.744-05 y para el cual se ha hecho presente la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.


Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recibió en audiencia a los señores Drago y Jaraquemada, quienes realizaron una exposición sobre los objetivos y desafíos de la labor que debe cumplir el Consejo.

Destaca que la Comisión deja constancia, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe, Larraín y Walker (don Patricio), de que en la proposición en estudio se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por nuestro ordenamiento para la designación de los integrantes del Consejo para la Transparencia.

Finalmente, hace presente que el Senado debe pronunciarse respecto del conjunto de la proposición y que el acuerdo para nombrar a los Consejeros requiere el voto favorable de dos tercios de los Senadores en ejercicio.

- - -


Puesta en votación la solicitud en examen, es aprobada por 32 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 36 de la ley N° 20.285. 

Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Harboe, Larraín, Espina, Walker (don Patricio), Navarro y Letelier.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las plantas de personal de Carabineros de Chile; modifica la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de la Comisión de Hacienda

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia y solicita la anuencia de la Sala para el ingreso del Subsecretario del Interior, señor Aleuy; del jefe de la Unidad Jurídica y del asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señores Cristóbal Osorio y Eugenio San Martín, respectivamente, y del asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel De la Fuente. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 9.336-25.

Añade que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 8 de octubre, y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y con informe de la Comisión de Hacienda.

Destaca que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 1°, 3°, 4° y 5°, permanentes, y los artículos primero y segundo, transitorios, no fueron objeto de modificaciones o de indicaciones, por lo que conservan el mismo texto aprobado en general. Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que algún Senador, contando con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación. 
- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, la señora Presidenta da por aprobados los referidos preceptos, dejándose constancia de que se cuenta con los votos de 23 Senadores, de un total de 38 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del artículo 3° del proyecto.

- - -

Agrega, el señor Secretario General, que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización rechazó una de las cuatro indicaciones formuladas a la iniciativa y declaró inadmisibles las tres restantes. 

La Comisión de Hacienda, por su parte, deja constancia de que, en conformidad con su competencia, se pronunció acerca de los artículos 1°; 2°, número 2); 4° y 5°, y los artículos primero y segundo transitorios, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe, y de que no realizó enmiendas, por lo que el proyecto de ley aprobado en general conserva el mismo texto.
- - -


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

- - -


Oportunamente, la señora Presidenta ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Prokurica, Quinteros, Montes, Pérez Varela, Moreira, Orpis, Guillier y Espina, señora Pérez San Martín y señor Harboe. Interviene, también, el señor Subsecretario del Interior.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1º de la ley Nº 18.291, que Reestructura y fija la planta y grados de Carabineros de Chile:

1) Auméntase la planta de Personal de Nombramiento Supremo del Escalafón de Oficiales de Orden y Seguridad, en los siguientes empleos y grados:
N° de empleos




        Grados


5


Generales


 3

        16

Coroneles


 5

        29

Tenientes Coroneles

 7

        47

Mayores


 8

      111

Capitanes


 9

      165

Tenientes


11

      169

Subtenientes


12


2) Auméntase la planta de Personal de Nombramiento Supremo del Escalafón de Oficiales de Intendencia, en los siguientes empleos y grados:

N° de empleos




        Grados

         1

Generales


 3

         5

Coroneles


 5

         2

Tenientes Coroneles

 7

         5

Mayores


 8

       32

Capitanes


 9

       43

Tenientes


11

       70

Subtenientes


12


3) Auméntase la planta de Personal de Nombramiento Supremo del Escalafón de Oficiales de Justicia, en los siguientes empleos y grados:
N° de empleos




        Grados

          2

Coroneles


 5

          8

Tenientes Coroneles

 7

          8

Mayores


 8

        19

Capitanes


 9

        46

Tenientes


11


4) Auméntase la planta de Personal de Nombramiento Institucional, Personal de Fila, Escalafón de Orden y Seguridad y los Servicios, en los siguientes empleos y grados:
N° de empleos




          Grados

        268

Suboficiales Mayores

11

        420

Suboficiales


12

        644

Sargentos 1°s


13

        960

Sargentos 2°s


14

     1.268

Cabos 1°s


15

     1.657

Cabos 2°s


16


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley  Nº 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol y modifica diversos cuerpos legales:

1) En su artículo 3º:

a) Incorpórase el siguiente párrafo segundo a su letra b):


“En cumplimiento de esta facultad, el Ministerio solicitará a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, al menos semestralmente, informes, antecedentes y estadísticas tendientes a materializar una evaluación de las medidas y programas adoptados por dichas Fuerzas para una eficaz, racional y eficiente mantención del orden público, tales como aquellos relativos a la distribución del personal; medidas para el control e investigación de delitos; los datos sobre la ocurrencia de delitos en los cuadrantes donde se aplique el plan respectivo junto con las acciones y medidas adoptadas a su respecto; nóminas de niños o niñas en situación de vulnerabilidad y los datos sobre las políticas y planes preventivos, de control e investigación de hechos delictivos, entre otros.”.

b) Reemplázase en su letra d) la frase “podrá requerir” por la siguiente: “requerirá, al menos semestralmente,”.

c) Incorpórase en su letra h), entre el vocablo “penal” y el punto aparte que le sigue, la siguiente frase: “, pudiendo solicitar a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y a cualquier otro organismo público, informes sobre planes, medidas, distribución del personal o cualquier otra información que considere conducente y necesaria para dar cumplimiento a esta función”.

d) Agrégase en su letra j), entre el vocablo “policiales” y el punto aparte que le sigue, la siguiente frase: “, para lo cual fijará y aplicará modelos, sistemas y,o estrategias de evaluación de la gestión de las funciones, planes y programas de dichas instituciones, que contemplen la evaluación del cumplimiento de metas y parámetros, tales como un programa de distribución del personal que cumpla criterios básicos de descentralización y satisfacción de necesidades locales; transparencia activa y pasiva y eficiencia en el uso de recursos”.

2) En su artículo 9º, incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero:

“Le corresponderá, asimismo, el tratamiento de datos y procesamiento de la información que sea requerida para el cumplimiento de las facultades señaladas en el artículo 3º y, especialmente, aquellas relativas a la mantención del orden público. De igual manera, deberá dar cumplimiento a las funciones de evaluación y control que el artículo 3° confía al Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Un reglamento precisará la forma, modalidades y alcance de la desagregación de la información y datos que en virtud de aquel precepto se solicite a las Fuerzas de Orden y Seguridad.

En cumplimiento de tales funciones, podrá celebrar acuerdos o convenios con instituciones públicas o privadas, especialmente con las municipalidades, que digan relación directa con la mantención del orden y seguridad pública a nivel local.”.


Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley  Nº 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile:

1) En su artículo 3º:


a) Reemplázase en su inciso primero la frase “y la ley” por “y la legislación respectiva.”.


b) Intercálase un inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero, y así sucesivamente:


“En todo caso, y en cumplimiento de la función constitucional de garantizar el orden público y la seguridad pública interior, la distribución del personal y de los medios asociados al establecimiento de servicios policiales deberá ser informada en forma global, al menos semestralmente, al Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Un reglamento fijará el alcance de la desagregación de la información relativa a la distribución antes referida.”.


2) Elimínase en el artículo 7º, inciso primero, la expresión “y”, entre la primera coma y la palabra “cuando”, e incorpórase después del vocablo “requieran” la frase “e informando semestralmente al Ministerio del Interior y Seguridad Pública”.


3) En su artículo 16, intercálase en su inciso primero, entre los vocablos “República” y “llamar” la frase “, informando al Ministerio del Interior y Seguridad Pública,”.

4) En su artículo 17, agrégase, después de la coma que sucede a la palabra “aptitudes”, la frase “el que se adaptará, a lo menos cada diez años, a las necesidades de seguridad pública interior y de mantención del orden público, como al cumplimiento de las demás funciones que le encomiendan la Constitución y la ley,”.


5) En su artículo 20, agrégase en su inciso segundo, después del vocablo “extranjeras”, una coma y la frase “informando semestralmente al Ministerio del Interior y Seguridad Pública”.


6) En su artículo 89, intercálase en su inciso primero, entre el vocablo “reservada” y el punto aparte que le sigue, la frase “al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a través de la Subsecretaría del Interior, sin perjuicio de las obligaciones de rendición e información existentes en otros cuerpos legales”.


Artículo 4°.- Agrégase la siguiente letra g) en el artículo 51 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, que establece el Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1991, del Ministerio de Defensa Nacional:


“g) De Protección de Autoridades: El personal de fila de Orden y Seguridad que, siendo de dotación del Grupo Guardia de Palacio, del Grupo Escolta Presidencial, del Departamento Seguridad Presidencial y del Departamento Protección Personas Importantes (PPI), cumpla efectivamente servicios de conformidad con lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 3° de la ley N°18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, podrá percibir una gratificación especial equivalente al 20 por ciento del sueldo base más la diferencia por goce de sueldos superiores.


El pago de la presente gratificación se materializará a través de un decreto anual del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” y, además, suscrito por el Ministro de Hacienda, donde se establecerá la dotación y número de beneficiarios por cada una de las unidades señaladas en el inciso anterior.


La presente gratificación no será imponible, no se considerará para el cálculo de la asignación de zona, será compatible con los sobresueldos establecidos en las letras a), b) y e) del artículo 48°, e incompatible con las demás gratificaciones de este artículo.”.


Artículo 5°.- Establécese un bono de permanencia para los Oficiales de Fila de Nombramiento Supremo y para el personal de Fila de Nombramiento Institucional que, habiendo cumplido 20 años de servicios efectivos y con derecho a pensión de retiro, opte por continuar su carrera, a lo menos hasta cumplir los años efectivos indicados en los incisos que siguen.


Este bono lo pagará Carabineros de Chile al momento que el funcionario beneficiado perciba la primera pensión de retiro y consistirá en un número de meses de su remuneración imponible, con un tope de cinco meses, conforme a la regla siguiente:


- Retiro con 29 años efectivos: 2 meses.


- Retiro con 30 años efectivos: 3 meses.


- Retiro con 31 años efectivos o más: 5 meses.


El presente bono no se considerará remuneración para ningún efecto legal y, consecuentemente, no estará afecto a tributación ni a descuentos de seguridad social o de otra naturaleza.


El beneficio a que se refiere este artículo no se otorgará al personal de instituciones distintas de Carabineros de Chile, aun cuando le sea aplicable, directa o indirectamente, la legislación relativa a Carabineros de Chile.


Este bono es incompatible con aquellos previstos en los artículos 5° y 6° transitorios de la ley N°19.941 y 2° y 3° transitorios de la ley N°20.104.


Con todo, a contar de la fecha de publicación de la presente ley, los bonos señalados en el inciso anterior se pagarán con la percepción de la primera pensión de retiro.

Disposiciones Transitorias


Artículo primero.- El aumento de la Planta de Carabineros de Chile, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1º de esta ley, se materializará conforme al siguiente programa de aumentos anuales:

I.- PERSONAL DE NOMBRAMIENTO SUPREMO


A) OFICIALES DE FILA


1.- Escalafón de Orden y Seguridad
Empleos
         Grados
2015

2016

2017

2018

General

       3

  3

  2

  0

  0

Coronel

       5

  4

  4

  4

  4

Teniente Coronel   7

  7

  7

  7

  8

Mayor

       8

11

12

12

12

Capitán

       9

27

28

28

28

Teniente

      11

41

41

42

41

Subteniente

      12

40

43

43

43

2.- Escalafón de Intendencia
Empleos
         Grados
2015

2016

2017

2018

General

       3

   1

  0

  0

  0

Coronel

       5

   2

  1

  1

  1

Teniente Coronel   7

   1

  1

  0

  0

Mayor

       8

   1

  2

  1

  1

Capitán

       9

   8

  8

  8

  8

Teniente

     11

 11

11

11

10

Subteniente

     12

 16

17

18

19

B) OFICIALES DE LOS SERVICIOS

1.- Escalafón de Justicia
Empleos
         Grados
2015

2016

2017

2018

Coronel

         5

  1

  1

  0

  0

Teniente Coronel     7

  2

  2

  2

  2

Mayor

         8

  2

  2

  2

  2

Capitán

         9

  5

  5

  5

  4

Teniente

       11

11

11

12

12

II.- PERSONAL DE NOMBRAMIENTO INSTITUCIONAL

A) PERSONAL DE FILA

1.- Escalafón de Orden y Seguridad 
Empleos
          
Grados
   2015

2016

2017

2018

Suboficiales Mayores    11
     67

   67

  67

  67

Suboficiales

   12
   105

 105

105

105

Sargentos 1°s

   13
   161

 161

161

161

Sargentos 2°s

   14
   240

 240

240

240

Cabos 1°s


   15
   317

 317

317

317

Cabos 2°s


   16
   414

 414

414

415


Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley se financiará con los recursos que se contemplen anualmente en el presupuesto de Carabineros de Chile.”.

_________
Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Mociones de los Honorables Senadores señores Espina, García, Tuma y Zaldívar, y del ex Senador señor Chadwick, y de los Honorables Senadores señora Allende y señores Araya, De Urresti, Larraín y Montes, en primer trámite constitucional, sobre protección de los derechos de los consumidores, con informe de la Comisión de Economía

La señora Presidenta anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de reforma constitucional precedentemente individualizado, correspondiente a los Boletines N°s 7.563-07 y 9.463-03, refundidos.

Añade que el objetivo de las iniciativas es consagrar, a nivel constitucional, en el N° 21° del artículo 19 de la Carta Fundamental, relativo a la libre iniciativa en materia económica, el deber del Estado de fomentar la protección de los derechos de los consumidores.


Resalta que la Comisión los discutió en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único. Los aprobó en general por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Navarro, Pizarro y Tuma, y en particular por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Tuma y Pizarro.


Agrega que también por unanimidad acordó proponer a la Sala discutirlos en general y en particular a la vez y refundir ambas iniciativas, lo que fue así acordado por los Comités, en sesión de fecha 14 de octubre pasado.


Finalmente, hace presente que el artículo único del proyecto requiere para su aprobación de las dos terceras partes de los Senadores en ejercicio.
- - -


Seguidamente, se pone en votación el proyecto, en general y en particular, y es aprobado por 31 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Pizarro, Orpis, Moreira, Harboe y Espina, señora Pérez San Martín y señor Larraín.

- - -


Durante la votación interviene, también, el Honorable Senador señor Navarro.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


“Artículo único.- Introdúcense, en la Constitución Política de la República, las siguientes modificaciones: 


1.- Incorpórase, en el numeral 21º del artículo 19, un párrafo segundo, nuevo, pasando el actual párrafo segundo a ser tercero:


“Es deber del Estado resguardar los derechos de los consumidores que indique la ley. Asimismo, la ley deberá promover la educación de las personas para un consumo responsable y la elección libre e informada de los bienes y servicios, como también deberá facilitar el acceso a procedimientos eficaces para el ejercicio de los derechos que en ella se consagren.”.


2.- Agrégase, en el inciso primero del artículo 20, a continuación de la expresión “21º,”, la siguiente frase: “con excepción de lo dispuesto en el párrafo segundo,”.”.

_________
Proyecto de acuerdo que aprueba el Reglamento de los Registros de Agenda Pública y de Lobbistas y Gestores de Intereses Particulares del Senado, con informe de la Comisión de Ética y Transparencia

La Mesa anuncia que corresponde continuar ocupándose del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° S 1.742-09. 

- - -


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

- - -


La señora Presidenta pone en votación en general el proyecto, que es aprobado por 15 votos a favor y uno en contra.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Araya, Chahuán, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Larraín, Letelier, Pizarro, Quinteros, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Larraín y Letelier.


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Navarro, quien fundamenta su decisión.
- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Allamand.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 3 de noviembre de 2014, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Ética y Transparencia, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

Enseguida, la señora Presidenta señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________
HOMENAJE A DON EMILIO FILIPPI MURATTO


La Mesa anuncia que corresponde rendir homenaje al destacado periodista, señor Emilio Filippi.


Al efecto, intervienen los Honorables Senadores señores Pizarro, en nombre del Comité Partido Demócrata Cristiano e Independiente; Allamand, en representación del Comité Partido Renovación Nacional, y Guillier, en nombre de los Comités Partido por la Democracia e Independiente, Independientes y Partido Movimiento Amplio Social, y Partido Socialista. 


Finalmente, la señora Presidenta agradece la presencia de familiares y amigos del señor Filippi, que se encuentran en la tribuna, y expresa que el homenaje ha concluido.

_________

INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath y Prokurica, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


La señora Presidenta anuncia el envío de los oficios solicitados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

Hace uso de la palabra, el Honorable Senador señor Quinteros (en el tiempo del Comité Partido Socialista), quien se pronuncia -y solicita el envío de un oficio- en relación con la materia que se consigna, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


La Mesa anuncia el envío del oficio solicitado, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Unión Demócrata Independiente e Independiente; Partido por la Democracia e Independiente; Partido Demócrata Cristiano e Independiente; Partido Renovación Nacional, e Independientes y Partido Movimiento Amplio Social.

- - -


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S
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PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS,  QUE APRUEBA LA “ENMIENDA AL ARTÍCULO 8 DEL ESTATUTO DE ROMA DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL, DE 10 DE JUNIO DE 2010”, Y LAS “ENMIENDAS AL ESTATUTO DE ROMA DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL RELATIVAS AL CRIMEN DE AGRESIÓN, DE 11 DE JUNIO DE 2010”, AMBAS ADOPTADAS EN LA CONFERENCIA DE REVISIÓN DEL ESTATUTO DE ROMA DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL, CELEBRADA EN KAMPALA, UGANDA

(8.182-10)


Oficio Nº 11.563

VALPARAÍSO, 4 de noviembre de 2014


Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba la "Enmienda al artículo 8 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional", de 10 de junio de 2010, y las "Enmiendas al Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional relativas al crimen de agresión", de 11 de junio de 2010, ambas adoptadas en la Conferencia de Revisión del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, celebrada en Kampala, Uganda, correspondiente al boletín N°8182-10, del siguiente tenor:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébanse la "Enmienda al artículo 8 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional", de 10 de junio de 2010, y las "Enmiendas al Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional relativas al crimen de agresión", de 11 de junio de 2010, ambas adoptadas en la Conferencia de Revisión del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, celebrada en Kampala, Uganda.”.
Hago presente a Vuestra Excelencia que este proyecto de acuerdo fue aprobado, con el voto favorable de 75 Diputados, de un total de 116 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo prescrito en los artículos 54, número 1), y 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Aldo Cornejo González, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

2

INFORME DE LA COMISIÓN  DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE SUSTITUYE EL SISTEMA ELECTORAL BINOMINAL POR UNO DE CARÁCTER PROPORCIONAL INCLUSIVO Y FORTALECE LA REPRESENTATIVIDAD DEL CONGRESO NACIONAL

(9.326-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, con urgencia calificada de suma.

Hacemos presente que durante el estudio de esta iniciativa ejerció, en una oportunidad, el cargo de Presidente de la Comisión el Honorable Senador señor Alfonso de Urresti. 

A una o más sesiones que celebró la Comisión concurrieron, además de los integrantes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Alejandro Guillier, Carlos Bianchi, Jorge Pizarro y Patricio Walker, y los Honorables Diputados señores Giorgio Jackson y Vlado Mirosevic.

Igualmente, asistieron, especialmente invitados, el Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Peñailillo; la Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Ximena Rincón; la Subsecretaria de esa Cartera de Estado, señora Patricia Silva; la Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Claudia Pascual; el Honorable Diputado, señor Pepe Auth; el Subdirector Ejecutivo del Centro de Estudios Públicos, señor Lucas Sierra; la Oficial de Gobernabilidad del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, señora Marcela Ríos Tobar; el Director Ejecutivo del Instituto Libertad, señor Antonio Horvath Gutiérrez; el asesor legislativo de la Fundación Jaime Guzmán, señor Máximo Pavez; el Presidente del Centro Democracia y Comunidad, señor Patricio Zapata; el Presidente del Instituto Igualdad, exsenador señor Camilo Escalona; el Coordinador del Programa Sociedad y Política del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Jorge Ramírez; la Directora Ejecutiva de la ONG Comunidad Mujer, señora Alejandra Sepúlveda; la Coordinadora de la Corporación Humanas, señora Camila Maturana; el Coordinador de Democracia Regional, señor Elson Bórquez y su asesor legislativo, señor Manuel José Benítez; la Presidenta de la Corporación Mujeres Líderes de Chile, señora Gianina Figueroa y la Directora Académica, señora Javiera Arce; la Directora de la Fundación Ciudadano Inteligente, señora María Jaraquemada; el abogado constitucionalista, señor Francisco Zúñiga; el economista, señor Eduardo Engel, y el experto electoral señor Andrés Tagle.
Igualmente concurrieron la Coordinadora de la División Jurídica del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert y los asesores de dicha Secretaría de Estado, señoras Francisca Soto y Julia Urquieta y señores Hermes Ortega, Héctor Valladares y Diego Calderón; los asesores del Ministro del Interior y Seguridad Pública, señoras Lorena Díaz y Ana María Araneda y señores Rodrigo González y Gabriel Osorio; el asesor de la Subsecretaría de Prevención del Delito, señor Mauricio Embry; la asesora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Claudia Sarmiento; el investigador del Centro de Estudios Públicos, señor Ricardo González; la Oficial de Gobernabilidad del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, señora Valentina Salas y el consultor de este organismo, señor Exequiel Gaete; el Director Corporativo del Instituto Libertad, señor Aldo Cassinelli y el asesor legislativo de este Instituto, señor Pablo Rodríguez; el experto del Instituto Igualdad, señor Roberto Cárcamo y el asesor, señor Erwin Asenjo; la Directora de Proyectos de la ONG Comunidad Mujer, señora Jessica González; la Directora de Estudios de la Corporación Mujeres Líderes de Chile, señora Evelyn Horning.
Finalmente, también estuvieron presentes la Vicepresidenta del Partido Socialista, señora Violeta Reyes; el Secretario General del Partido Liberal, señor Iván Morán; el funcionario de la Oficina de Informaciones de la Cámara de Diputados, señor Germán Arriagada; El asesor del Honorable Senador señor Harboe, señor Sebastián Abarca; el asesor del Honorable Senador señor Araya, señor Robert Angelbeck; el asesor del Honorable Senador señor Bianchi, señor Claudio Barrientos; el asesor de la Honorable Senadora señora Goic, señor Gerardo Bascuñán; el asesor del Honorable Senador señor De Urresti, señor Claudio Rodríguez; el asesor del Honorable Senador señor Horvath, señor Arturo Rodríguez, el asesor del Honorable Senador señor Larraín, señor Héctor Mery; el asesor del Honorable Diputado señor Mirosevic, señor Luis Felipe Ramos; el asesor del Honorable Diputado señor Mirosevic, señor Patricio Morales; la asesora del Honorable Diputado señor Paulsen, señora Constanza Castillo; el asesor del Honorable Diputado señor Jackson, señor Pablo Parada; el asesor del Comité PC de la Cámara de Diputados, señor Ignacio Cárcamo, y los asesores de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada y señora Annette Hafner.
OBJETIVO DEL PROYECTO


Sustituir el sistema electoral binominal por uno proporcional inclusivo y fortalecer la representatividad del Congreso Nacional.

Para ello, se propone reducir la desigualdad del voto, permitir la representación e inclusión de todas las corrientes políticas significativas, aumentar la competitividad e incertidumbre respecto de quienes resulten elegidos, facilitar la expresión de la mayoría y la representación de las minorías, promover un Congreso Nacional que refleje la diversidad de la sociedad, y evitar que queden fuera del mismo candidatos con grandes votaciones.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

El artículo 1°, en sus números 1, letras a), c) y d); 2, 3, 4, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 18 y 19 requiere para su aprobación del voto conforme de los tres quintas partes de los Senadores en ejercicio, de conformidad a lo prescrito en el inciso segundo de la disposición decimotercera transitoria de la Constitución Política de la República. El artículo 1º números 1, letras b); 5, 6, 8, 9 10 y 17, así como los artículos 2º y 3° tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, en virtud lo dispuesto en los artículos 18 y 19 n° 15, respectivamente, y 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental.
ANTECEDENTES

1.- De Derecho


1.1.- De la Constitución Política

1.1.1.- El inciso primero del artículo 5º que dispone que la soberanía reside esencialmente en la Nación. Su ejercicio se realiza por el pueblo a través del plebiscito y de elecciones periódicas y, también, por las autoridades que esta Constitución establece. Ningún sector del pueblo ni individuo alguno puede atribuirse su ejercicio.

1.1.2.- Los incisos primero, segundo y tercero del artículo 18 que prescribe que habrá un sistema electoral público. Una ley orgánica constitucional determinará su organización y funcionamiento, regulará la forma en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios, en todo lo no previsto por esta Constitución y garantizará siempre la plena igualdad entre los independientes y los miembros de partidos políticos tanto en la presentación de candidaturas como en su participación en los señalados procesos. Dicha ley establecerá también un sistema de financiamiento, transparencia, límite y control del gasto electoral.

Una ley orgánica constitucional contemplará, además, un sistema de registro electoral, bajo la dirección del Servicio Electoral, al que se incorporarán, por el solo ministerio de la ley, quienes cumplan los requisitos establecidos por esta Constitución.


1.1.3.- El inciso segundo de la disposición decimotercera transitoria que establece que las modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios que digan relación con el número de senadores y diputados, las circunscripciones y distritos existentes, y el sistema electoral vigente, requerirán del voto conforme de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio.


2.- La ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.


3.- La ley Nº 19.884, Orgánica Constitucional sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.


4.- La ley Nº 18. 603, Orgánica Constitucional de Partidos Políticos.
2.- de Hecho

2.1. Mensaje.
En el Mensaje que antecede a esta iniciativa, S.E. la Presidenta de la República recuerda que el Congreso Nacional es una institución fundamental de nuestra democracia. Agrega que es en ella donde se deben plantear las discrepancias políticas y gestarse los verdaderos acuerdos nacionales.

Seguidamente, hace presente que durante el régimen autocrático se diseñó un Congreso Nacional disminuido en sus atribuciones y fundado en un sistema de elección excluyente. 

Manifiesta que a pesar de las diversas reformas que se han introducido al texto constitucional existe una distancia entre el actual Parlamento y el que Chile desea y necesita.

Añade que este problema se plantea pues, para una amplia mayoría del país, el sistema electoral binominal es uno de los factores que afecta negativamente la representatividad del Congreso Nacional. 

A continuación, recuerda que durante la legislatura precedente, se produjo un valioso acuerdo entre los sectores de la entonces oposición y el partido Renovación Nacional. Puntualiza que esa convergencia se expresó en la eliminación del guarismo 120 del artículo 47 de la Ley Fundamental.
Añade que en este período legislativo se abre la oportunidad de profundizar esos acuerdos, con el fin de superar el sistema electoral binominal e impulsar un conjunto de reformas que permitan fortalecer la representatividad del Congreso Nacional.

Luego, manifiesta que para elaborar esta iniciativa de ley se consideraron los estudios que sobre el particular se han publicado en las últimas décadas y, en especial, las conclusiones que en el año 2006 planteó la comisión de estudios que encabezó el exministro y senador señor Edgardo Böeninger.
Agrega que también se tuvieron en cuenta otras iniciativas que a lo largo de las últimas décadas presentaron los expresidentes de la Repúblicas señores Aylwin, Frei y Lagos y diversas mociones que perseguían el mismo objetivo, entre las cuales destacan las que formularon las señoras Isabel Allende y Lily Pérez y los señores Francisco Chahuán, Eugenio Tuma, Patricio Walker, Carlos Cantero, Carlos Bianchi, Antonio Horvath, Ricardo Lagos Weber, Jaime Quintana, Juan Pablo Letelier, Alberto Espina, Fulvio Rossi y el ex senador señor Carlos Larraín. 

Asimismo, menciona que se consideraron los proyectos que en su oportunidad elaboraron los Honorables Diputados señores Pedro Araya (hoy senador), Gabriel Ascencio, Pepe Auth, Pedro Browne, Aldo Cornejo, Felipe Harboe (hoy senador), Gustavo Hasbún, Fernando Meza, Cristián Monckeberg, Nicolás Monckeberg, Ricardo Rincón, Alberto Robles, Marcelo Schilling, Carlos Montes (hoy senador), Guillermo Tellier y el exdiputado  y actual Ministro señor Jorge Burgos.

Puntualiza que, de la enumeración antes indicada, se puede concluir que el empeño por sustituir el sistema electoral binominal constituye un objetivo transversal que convoca a líderes de muy distintas filiaciones políticas. 

Finalmente, sobre este punto, recuerda que esta convergencia se expresó con mucha fuerza durante el año 2013,  con ocasión de las reflexiones y debates producidos en el seno de esta Comisión.
A continuación, el mensaje detalla los seis objetivos específicos que se pretende alcanzar con el cambio al sistema electoral vigente. Ellos son los siguientes:
1.- Reducir la desigualdad del voto.
2.-Permitir la representación e inclusión de todas las corrientes políticas significativas.
3.-Aumentar la competitividad e incertidumbre respecto de quienes resulten elegidos.

4.-Facilitar la expresión de la mayoría y la representación de las minorías.

5.-Promover un Congreso Nacional que refleje la diversidad de la sociedad.
6.- Evitar que queden fuera del parlamento candidatos con grandes votaciones 

En relación con el primero objetivo, puntualiza que la diferencia en la incidencia del voto en Chile, según el lugar donde se emite, es demasiado alta y obstaculiza el logro el ideal de la igualdad. Añade que no se puede emprender una reforma en esta materia sin reducir significativamente esa diferencia.

Precisa que para alcanzar este propósito es imprescindible incrementar el número de diputados y senadores, para no verse obligados a disminuir la representación de algunos territorios escasamente habitados. 

Seguidamente, recuerda que el año 1973 Chile tenía una Cámara de Diputados integrada por 150 diputados y un Senado conformado por 50 miembros, a pesar de que el número de electores era significativamente menor al actual. Manifiesta que el rediseño de distritos y circunscripciones permitiría reducir de manera muy significativa la actual desigualdad entre ciudadanos de distintos territorios. Agrega que la propuesta considera, además, que los distritos correspondientes a zonas extremas en el Norte y en el Sur Austral merecen un criterio especial de sobrerrepresentación, más allá de su población electoral, todo ello en con el fin de propugnar su mayor integración.
En relación con el segundo objetivo mencionado, manifiesta que para permitir y facilitar el ingreso al parlamento de las corrientes más significativas de la sociedad es necesario reducir el número de distritos y circunscripciones. Agrega que aumentando el número de escaños que se eligen por distrito o circunscripción se permitirá que al Congreso Nacional ingresen sectores políticos de menor votación. 

Con el propósito de aumentar la competitividad entre los candidatos, explica que esta iniciativa persigue también que los electores recuperen la decisión respecto de quiénes son sus representantes. Añade que para alcanzar este propósito es indispensable que todas las formaciones políticas puedan concursar con sus propios candidatos y que las grandes competencias internas en los partidos y entre partidos se resuelvan de cara a la ciudadanía en las mismas elecciones. Explica que lo anterior se puede lograr definiendo distritos que elijan un número mayor de diputados, pero también permitiendo que las listas electorales presenten más candidatos que los que se eligen en cada territorio electoral. Añade que esta medida traerá probablemente una mayor participación electoral de la ciudadanía.

Seguidamente, añade que mediante este proyecto se busca también facilitar la expresión de la mayoría y la representación de las minorías.
Explica que la conformación de un sistema de distritos y circunscripciones que mayoritariamente eligen un mínimo de tres parlamentarios y un máximo de ocho, propende a que los partidos más votados obtengan una  representación parlamentaria equivalente. Al mismo tiempo, se asegura que en todos los territorios la minoría pueda ser representada.

Puntualiza que mediante esta reforma también se busca promover un Congreso Nacional que refleje la diversidad de opiniones que existe en la sociedad

Para alcanzar este objetivo se propone que el sistema electoral aliente a los partidos políticos y a los pactos a presentar nóminas de candidatos que reflejen toda la diversidad ideológica, de género, edad, origen étnico, social y cultural del país. Esto, junto con la representación de todas las corrientes políticas, es el mejor antídoto contra el distanciamiento ciudadano de la política. Sostiene que si se logra lo anterior el Congreso Nacional volverá a ser un lugar de encuentro y debate de todos los puntos de vista y posiciones relevantes en la sociedad. 

Añade que también se promueve una ley de cuotas que obligue a las listas a presentar elencos de candidatos con la proporción de mujeres que permitan cambiar la desigual representación de género que hoy tiene el Congreso Nacional. 

Finalmente, hace presente que mediante esta reforma se pretende evitar que queden fuera candidatos con grandes votaciones 

Al respecto, precisa que uno de los defectos más visibles del sistema electoral binominal es que candidatos con altas votaciones (sobre 20 o 25%) pueden quedar fuera del Congreso, provocando gran frustración de sus electores. 

En su segundo acápite, el mensaje detalla los contenidos de la propuesta de reforma electoral.
En primer lugar, explica que en el plano de los principios el proyecto se inscribe en el contexto de la tradición republicana chilena, en el sentido que cada una de las Cámaras responderá, principalmente, a un principio de representación particular. En el caso del Senado, el criterio básico es el equilibrio entre los distintos territorios. Tratándose de la Cámara de Diputados, el criterio rector debe ser la igualdad en el voto de todos los chilenos. 

Sostiene que el criterio del equilibrio territorial no obsta a que, en el Senado, se consulte –de manera complementaria- una mayor representación relativa para las zonas más pobladas. 

En cuanto a la integración de la Cámara de Diputados, afirma que esta iniciativa pretende conciliar el principio de igualdad de voto con el objetivo de no castigar la representación política de las zonas menos habitadas del país.

A continuación, indica que el Senado elegirá 50 senadores y cada región pasará a ser una sola circunscripción. Agrega que cinco de las regiones mantienen el número actual de 2 senadores a elegir, mientras las otras 10 lo incrementan, reduciendo así la desmesurada desigualdad en la incidencia del voto, pero garantizando también la representación de la minoría.

Añade que uno de los principios que rige la distribución de escaños en el Senado de la República es la igualdad política entre las 15 regiones del país. Explica que 3/5 de sus escaños se distribuyen de manera igualitaria, con el fin de garantizar que cada región, con independencia de su número de electores, tendrá un mínimo de dos representantes en el Senado.

Agrega que los restantes 20 senadores se elegirán en las regiones con mayor número de ciudadanos, evitando que una asignación muy alta a la Región Metropolitana pueda poner en cuestión el carácter esencialmente territorial de la representación en esta Corporación.

En síntesis, el mensaje precisa que se mantiene la elección de dos senadores en las regiones menos pobladas (Tarapacá, Antofagasta, Atacama, Los Ríos, Aysén y Magallanes, agregándose la circunscripción Arica-Parinacota, que también elegirá 2 senadores); 

Agrega que en las regiones del Libertador Bernardo O’Higgins, de Coquimbo y de Los Lagos se incrementa en un escaño los cargos a elegir. Precisa que las regiones de Valparaíso, del Maule, del Biobío y de La Araucanía, elegirían 5 senadores cada una. Finalmente, que los ciudadanos de la Región Metropolitana elegirán 7 senadores.

En consecuencia, explica que de los doce nuevos escaños senatoriales, tres se asignarían a la Región Metropolitana, dos a la nueva región de Arica y Parinacota. Asimismo, se agregaría un senador adicional en cada una de las otras siete regiones más pobladas. Precisa que con esta medida, la gran mayoría de los senadores (76%) serán electos en circunscripciones de 3, 5 o 7 escaños.

Seguidamente, se refiere a la integración de la Cámara de Diputados. Al respecto, propone que ella este conformada por 155 Diputados. 

Para alcanzar este objetivo, explica que el territorio nacional se divide en distritos plurinominales que eligen un número variable de diputados que se determina en atención al número de electores. Con esta reforma, explica, se persigue garantizar el principio de igualdad de voto, teniendo presente, sin embargo, las siguientes restricciones estructurales.

a) La extensión territorial de los distritos no excederá los márgenes de una Región. 

b) Los nuevos distritos se constituyen a partir de la agregación de distritos que actualmente existen, y 

c) La asignación del número de escaños no reducirá, en términos absolutos, la representación que tienen hoy los distintos territorios.
Agrega que el proyecto plantea la creación de 28 distritos en los que se elige entre 3 y 8 diputados cada uno (con un promedio de 5.53). Añade que esta propuesta se conjuga con los sistemas proporcionales moderados. 

A continuación, recuerda que hasta el año 1973, los 150 diputados se escogían en base a 27 agrupaciones departamentales (con un promedio de 5.55). Puntualiza que el promedio de diputados por distrito, por lo mismo, era muy parecido al que considera esta iniciativa. La diferencia estriba, sin embargo, en su distribución. Explica que hasta ese año existían 4 agrupaciones territoriales que elegían más de 9 diputados (una de ellas elegía 18) y había otras 2 que elegían sólo 2. Como se ha indicado, esta fórmula reduce el rango de variación o los límites de distribución, pues todos los distritos eligen entre 3 y 8.

Precisa que a la luz de estos antecedentes seguirán existiendo incentivos para que los partidos políticos se agrupen en grandes conglomerados y no se produzca una fragmentación excesiva en la representación política. 

Indica que de los 35 escaños adicionales que este proyecto añade, 23 se asignan para corregir la subrepresentación de los grandes centros urbanos del país (15 a la Región Metropolitana, 4 a la Región de Valparaíso y 4 a la Región del Biobío).  

Los otros 12 se asignan, a razón de uno por región, a todas y a cada una de estas zonas del país. Explica que no se ha querido, en este punto, establecer discriminaciones entre regiones. 

Agrega que si bien esta reorganización electoral no garantiza plenamente la igualdad del voto de los ciudadanos, ella se justifica por las siguientes razones:
Primero: Al interior de algunas de esas 12 regiones, la actual división electoral castiga a determinadas zonas en relación a otras. La adición de un escaño, añade, permite corregir ese defecto, sin reducir un diputado a un área geográfica.

Segundo: En el caso de otras regiones, de menor población, explica que han pesado consideraciones geopolíticas y de integración nacional, como en el caso de las regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Aysén y Magallanes. 

Puntualiza que de esta manera se pueden conciliar dos aspectos que se relacionan con el principio de la igualdad. Por un lado, aquel que toma en cuenta este principio en relación al peso del voto y, por otro, aquel que busca la representación más cabal y precisa de mayorías y minorías. 

Finalmente, se refiere a la propuesta para aumentar la inclusión y representatividad.

Para alcanzar estos objetivos propone, en primer lugar, que los partidos o pactos puedan presentar hasta un número de candidatos que doble el número de cargos a elegir. Esta idea, añade, permitirá aumentar las opciones políticas de los electores y facilitará la renovación de los representantes.

Seguidamente, y con el objeto de avanzar hacia un Congreso que represente adecuadamente a hombres y a mujeres, se propone incorporar una cuota de género, requiriendo a cada partido político, que integre o no un pacto electoral, que su nómina total de postulantes a la Cámara y al Senado cumpla el requisito de que ningún género esté representado por sobre 3/5 ni por debajo de los 2/5 del total de candidatos que presenta. Este proyecto propone este criterio como una disposición transitoria, que será aplicable a las elecciones parlamentarias de 2017, 2021, 2025 y 2029, en el entendido que su propósito es romper una situación inicial en la que operan fuertes e invisibles barreras de entrada.

Asimismo, se establece un mayor aporte fiscal para los partidos políticos en función del número de mujeres que elijan, tanto a la Cámara de Diputados como al Senado. Esta regla también se aplicaría transitoriamente a las próximas 4 elecciones parlamentarias.

Finalmente, explica que esta iniciativa contempla un mecanismo de actualización de la distribución de escaños que opere cada 12 años, en función de las variaciones en el número de electores de cada territorio.

Concluye el mensaje señalando que el actual Gobierno presentará un proyecto de reforma constitucional que complementa los contenidos de esta iniciativa. En la referida iniciativa se propondrá que las vacantes de parlamentarios, serán provistas por el partido al que pertenecía el representante, con una persona seleccionada por medio de una elección abierta en que podrán participar todos los militantes de esa colectividad y los ciudadanos independientes de la circunscripción o distrito, la que será regulada y administrada por el Servicio Electoral. 

Asimismo, que se eliminará la inhabilidad que impide a dirigentes sindicales y gremiales ser candidatos al Parlamento.
2.2. Estructura del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados.

El texto aprobado en primer trámite constitucional se divide en cuatro artículos.

El primero modifica, mediante diecinueve números, la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.

A modo de síntesis, se pueden destacar las siguientes:

1.- Se establece que en las elecciones de diputados y senadores los partidos políticos podrán, al interior de cada pacto electoral, asociarse con candidatos independientes.

2.-  Se limita el porcentaje de candidatos varones o mujeres que pueden declarar los partidos políticos. Este no puede superar el sesenta por ciento del total de candidatos que declare el partido.

3.- Se permite que los partidos o pactos electorales incluyan en sus declaraciones de candidaturas a diputados y senadores, un máximo de candidatos equivalente al número inmediatamente superior al número de parlamentarios que corresponde elegir en un determinado distrito o circunscripción.

4.- Se disminuye en un 50 % el número de firmas requeridas para patrocinar una candidatura independiente.

5.-Se otorgan nuevas facultades al Consejo del Servicio Electoral para aceptar o rechazar la declaración de candidaturas. Asimismo, se establece un procedimiento al que puede acogerse el partido político cuya totalidad de declaraciones de candidaturas a diputado o senador hubieren sido rechazadas. Igualmente, se prescriben nuevos plazos para que los partidos y los candidatos independientes puedan reclamar, ante el Tribunal Calificador de Elecciones, de las resoluciones adoptadas por el referido Consejo.

6.- Se precisa que en el lado izquierdo del número que se asigna a candidato en cada voto habrá una fotografía del mismo.

7.- Se establece una nueva definición de propaganda electoral. Al respecto se precisa que ella incluirá toda manifestación pública, escrita o audiovisual, que promocione el nombre, apellido o partido político al que pertenezcan los candidatos o que utilicen cualquier otro medio de identificación, dirigido a obtener apoyo electoral. Se precisa que el financiamiento de los gastos que se realicen con este objeto solo podrá provenir de personas naturales con derecho a voto en Chile.

8.- Se señala que tratándose de una elección de Presidente de la República y de Parlamentarios, se sumarán separadamente los votos obtenidos por cada lista y por cada uno de los candidatos.

9.- Se determina la fórmula electoral que se utilizará para determinar los candidatos a diputados y senadores que han resultado presuntivamente electos. Al respecto, se precisa que para realizar tal determinación se utilizará el método D´Hont.

10.- Se prescribe que para la elección de los diputados el país se dividirá en 28 distritos electorales, cada uno de los cuales elegirá un mínimo de tres y un  máximo de ocho diputados, según la nueva división distrital establecida en el artículo 179.

11.- Se establece que corresponderá al Consejo Directivo del Servicio Electoral actualizar, cada diez años, la asignación de los 155 escaños de diputados entre los veintiocho distritos establecidos en la ley. Se prescribe que ningún distrito podrá elegir menos de 3 ni más de 9 diputados.

12.- Se establece que el Senado se compone de 50 miembros. Se indica, además, que cada región constituirá una circunscripción y que cada una de ellas elegirá un mínimo de 2 senadores y un máximo de 7, atendiendo al número de sus habitantes. Se dispone una norma específica para poner en ejecución en los próximos años esta regla.

El artículo 2º modifica, en ocho números, la ley Nº 19.884, Orgánica Constitucional sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.

Sus principales enmiendas son las siguientes:

1.- Se reduce el límite del gasto electoral en que pueden incurrir Senadores y Diputados, cuando se supera un número determinado de electores.

2.- Se prescribe que, tratándose de votaciones a listas, el derecho al reembolso se hará a los candidatos que las integren, a prorrata de sus votaciones individuales.

3.- Se dispone que los aportes de campaña electoral serán públicos, debiéndose consignar la identidad del aportante, salvo las excepciones que señala la ley.

4.- Se establece que solo podrán ser anónimos los aportes privados cuyo importe no supere el equivalente a diez unidades de fomento. (241.510).Se prohíben los aportes de personas jurídicas, a excepción del fisco, los aportes reservados y los que provienen de personas naturales extranjeras.

5.- Se dispone que los partidos políticos cuyas candidatas hayan sido proclamadas electas en las elecciones parlamentarias de 2017, 2021, 2025 y 2029, tendrán derecho a un monto de quinientas unidades de fomento por cada una de ellas. Con cargo a dichos recursos los partidos podrán implementar programas y desarrollar actividades de fomento a la inclusión y participación de las mujeres en política.

6.- En las elecciones ya indicadas las candidatas a senadoras y diputadas tendrán derecho a un reembolso adicional de sus gastos electorales (0,01 UF) por cada voto obtenido.

El artículo 3º modifica, mediante cuatro números, la ley Nº 18.603, Orgánica Constitucional de Partidos Políticos.

En síntesis, se efectúan las siguientes enmiendas:

1.- Se disminuye en un cincuenta por ciento el número de electores requeridos a un partido político en formación para que pueda constituirse. (Disminuye de 0,5 a 0,25 el porcentaje del electorado que hubiere sufragado en la última elección de Diputados en la región donde esté constituyéndose).

2. Se precisa que los notarios no podrán cobrar por recibir la declaración de un ciudadano en que manifiesta su voluntad de afiliarse a un partido político.

3.- Establece que un partido político podrá constituirse en una región si reúne el número mínimo de afiliados exigidos por la ley.

4.- Se elimina la exigencia de que el Consejo General de un partido someta a la aprobación de sus afiliados  la celebración de un pacto electoral en elecciones de parlamentarios o su retiro del mismo y la persona del candidato a la Presidencia de la República. 

5.- Se reducen las exigencias que autorizan la disolución de un partido político que no ha obtenido un número determinado de votos.

Finalmente, el artículo 4º transitorio prescribe que esta ley se financiará con cargo a los recursos contemplados en la partida 02, correspondiente al Congreso Nacional, de la Ley de Presupuestos para el Sector Público. Añade que lo establecido en el artículo 2º (que se refiere a las modificaciones a la Ley sobre de Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral) se financiará con los recursos que en su oportunidad provea la ley de presupuestos vigente.

- - - -
DISCUSIÓN EN GENERAL


A continuación, presentamos una  síntesis de los planteamientos formulados durante la discusión en general de esta iniciativa.


Al iniciarse el estudio de este asunto, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Felipe Harboe, ofreció el uso de la palabra a la Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Ximena Rincón, quien agradeció la invitación que se le formuló para exponer sobre el proyecto de ley en análisis.


Comenzó señalando que en el actual sistema electoral binominal los ciudadanos tienen una limitada oferta de candidatos entre los cuáles pueden elegir. Agregó que este sistema impone a los partidos políticos la obligación de negociar entre ellos, antes de cada elección, quien será el candidato del conglomerado, debido a los restringidos cupos que otorga. Lo anterior, sostuvo, limita la diversidad de la oferta y traslada la decisión a los partidos políticos y no a la gente.

Manifestó que este sistema, con su restringida oferta, vuelve poco atractivo ir a votar y participar en los actos electorales. Expresó que al trasladar la decisión de la oferta de candidatos a los partidos, el ciudadano siente que solo confirma una decisión que ha sido adoptada exclusivamente por las cúpulas de los partidos políticos. Añadió que en un contexto de voto voluntario, lo anterior, pone en riesgo el sistema democrático.


Luego, afirmó que el sistema electoral binominal deja fuera a fuerzas políticas con importante apoyo ciudadano pero que no están integradas a las dos grandes coaliciones que se han organizado en las últimas décadas.

Declaró que al dejar fuera del Parlamento a sectores políticos relevantes de la sociedad, el Congreso Nacional pierde relevancia porque ya no es el punto de encuentro donde las distintas visiones de la sociedad debaten y acuerdan las cuestiones esenciales de la vida en común.  


Adujo que esta característica del actual sistema electoral empuja a las fuerzas políticas no representadas a buscar expresión extra institucional y a radicalizar su posición contra el sistema que los excluye.


Seguidamente, recordó que la diferencia de valor del voto en Chile, según el lugar donde se emite, es demasiado alta y obstaculiza la igualdad del mismo. Agregó que no se puede emprender una reforma sin reducir significativamente esta desigualdad inaceptable en cualquier democracia. 


Puntualizó que en el año 1973 Chile tenía una Cámara de 150 diputados y un Senado de 50 miembros, con mucho menos de la mitad de electores que hoy día. Consideró que con esos números, el rediseño de distritos y circunscripciones permitiría reducir de manera muy significativa la desigualdad actual del valor del voto entre ciudadanos de distintos territorios.


Luego, se refirió a la justificación de la idea de aumentar el número de diputados y de senadores.

En este sentido, destacó que todo esfuerzo de igualación del valor del voto hace imprescindible incrementar el número de diputados y senadores del país, para no verse obligados al imposible de disminuir la representación de algunos territorios escasamente poblados. 


Sostuvo que se busca que los electores recuperen totalmente la decisión respecto de quiénes son sus representantes, para lo cual es indispensable que todas las formaciones políticas puedan concursar con sus propios candidatos y que las grandes competencias internas en los partidos y entre partidos se resuelvan de cara a la ciudadanía en las mismas elecciones. 


Aseveró que al elegirse más diputados por distrito, baja el umbral o línea de corte con la que una fuerza política puede integrarse al Parlamento. Esto asegura, afirmó, que fuerzas que no son mayoritarias, pero que cuentan con apoyo ciudadano, tengan expresión en el Congreso Nacional que es el foro natural de la comunidad política chilena.

Remarcó que cuando se critica el aumento de parlamentarios para defender la mantención del sistema binominal, lo que se está negando es darle diversidad y mayor representatividad a nuestro Parlamento.


Añadió que la vía para posibilitar el ingreso al Congreso Nacional de las corrientes más significativas de la sociedad es la de reducir el número de distritos y circunscripciones para que se elijan más escaños en cada uno de ellos. Solo así, sostuvo, podrán ingresar al Parlamento sectores de menor votación pero suficientemente significativos de la sociedad, que sin duda merecen estar representados.


Manifestó que mientras más escaños del total de diputados se elijan en distritos grandes, menor será la barrera de ingreso al Parlamento y mayor será la inclusión.


Seguidamente, reiteró que el Congreso Nacional debe ser el lugar donde se exprese la diversidad del pueblo de Chile, el espacio de encuentro y el foro natural donde se resuelvan los disensos. Un Parlamento representativo e inclusivo, argumentó, será la piedra sobre la descansen el resto de las instituciones de la República.


Señaló que para alcanzar ese objetivo es necesario definir distritos que elijan un número mayor de diputados, pero también permitir que las listas electorales presenten más candidatos que los que se eligen en cada territorio electoral.

Insistió que con la reforma que se propone, son los ciudadanos los que deciden sobre la base de una oferta diversa y rica en candidatos.


Hizo presente que ella asegurará que candidatos con buena votación no queden fuera del sistema político. Precisó que la reforma facilitará la expresión de la mayoría y la representación de las minorías.

Destacó que con la conformación de un sistema de distritos y circunscripciones que mayoritariamente eligen un mínimo de tres parlamentarios y en su mayoría, cinco a ocho, se propende a que la ventaja de votos de un sector sobre otro se traduzca en ventaja equivalente en la representación parlamentaria. Al mismo tiempo, se asegura que en todos los territorios la minoría tenga también expresión parlamentaria.


Luego, consignó que con el proyecto de ley en estudio crecerá la competencia, la diversidad y la incertidumbre respecto de quiénes serán electos. Asimismo, explicó que como consecuencia de esta reforma resultará ganador el partido o sector político que obtenga más apoyo en una competencia abierta, lo que motivará una mayor participación electoral, que hoy es voluntaria. 


Precisó que en relación a la Cámara de Diputados, se propone una integración de 155 miembros. Explicó que el sentido fundamental de esta medida es pasar de distritos binominales, que eligen solo 2 escaños, a distritos plurinominales, que eligen entre 3 a 9 escaños según el número de ciudadanos que agrupen. Como no se afectan o dividen los distritos actuales, a ninguno de ellos se le quitan diputados y se respeta la región como unidad territorial representada.


Añadió que se establecen 28 distritos que eligen entre 3 y 8 diputados cada uno (con un promedio de 5.53). 


Remarcó que esta nueva configuración tiene las siguientes características:


- La extensión territorial de los distritos no excederá los márgenes de una Región.


- Los nuevos distritos se constituyen a partir de la agregación de distritos hoy existentes; 


- La asignación del número de escaños no reducirá, en términos absolutos, la representación que tienen hoy los distintos territorios;


Subrayó que de los 35 escaños adicionados a la actual integración de la Cámara, un total de 23 se asignaron para corregir la sub representación de los grandes centros urbanos del país (15 a la Región Metropolitana, 4 a la Región de Valparaíso y 4 a la Región del Biobío). 


Añadió que los otros 12 escaños nuevos se asignan, a razón de uno por región, a todas y cada una de las demás regiones del país. No se ha querido, en este punto, discriminar entre esas regiones. 


A continuación, se refirió a los cambios que se proponen en la actual configuración del Senado.


En primer lugar, explicó que se elegirán 50 senadores y cada región pasará a ser una sola circunscripción. 


Agregó que cinco de las regiones mantienen el número actual de dos senadores, mientras las otras diez lo aumentan, reduciendo así la desmesurada desigualdad en el valor del voto según el lugar donde se emita, permitiendo que se exprese la mayoría y que siempre esté representada también la minoría. 


Uno de los principios que rige la distribución de los asientos en esta Corporación es la igualdad política entre las 15 regiones del país. Por ello, 3/5 de los escaños se distribuyen de manera igualitaria, de manera que cada región, con independencia de su número de electores, tendrá un mínimo de dos representantes en el Senado. 


Manifestó que los restantes 20 senadores se elegirán en las regiones con mayor número de electores, evitando que una asignación muy alta a la Región Metropolitana pueda poner en cuestión el carácter esencialmente territorial de la representación en esta Corporación.


Añadió que se mantiene la elección de dos senadores en las regiones menos pobladas (Tarapacá, Antofagasta, Atacama, Los Ríos, Aysén y Magallanes, agregándose la nueva  circunscripción Arica-Parinacota, también con 2 senadores) 


Luego, explicó que las regiones de O’Higgins, Coquimbo y Los Lagos pasan de 2 a 3 senadores cada una. Precisó que las regiones de Valparaíso, Maule, Biobío y de La Araucanía, que hoy día eligen 4, pasarán a elegir 5 senadores cada una. Por último, señaló que la Región Metropolitana elegirá 7 senadores.


Al detallar estos cambios, hizo presente que de los 12 nuevos escaños senatoriales, 3 irían a la Región Metropolitana, 2 a la nueva región de Arica y Parinacota, se agregaría uno adicional en cada una de las otras 7 regiones más pobladas. Con esto, sostuvo, la gran mayoría de los senadores (76%) serán electos en circunscripciones de 3, 5 o 7 escaños.


A continuación, destacó que la propuesta reduce las diferencias en el valor del voto, pero también asigna un valor fundamental a la necesidad de representación de todas las regiones. 


En este sentido, manifestó que hay que considerar que el 75% de los nuevos senadores –es decir, 9 de los 12 adicionales – se asignan a regiones.  Explicó que la Región Metropolitana solo obtiene tres senadores adicionales. Este cambio que esta región representará un 15% del total del total de integrantes de esta Corporación, a pesar de que en ella habita el 39% de los ciudadanos del país. 


Seguidamente, precisó que se propone que los partidos o pactos puedan presentar hasta un número de candidatos equivalente al número de cargos a elegir + 1. Esta idea, afirmó, permitirá aumentar las opciones a disposición de los electores y facilitará la renovación de los representantes al existir distritos más grandes y más escaños a elegir. En la idea original del proyecto se contemplaba un diferencial de NX2 que fue modificado en la Cámara de Diputados hasta llegar a la fórmula del N+1.


Connotó que en relación a la entrada en vigencia, para completar la nueva integración del Senado, el proyecto de ley establece que, en las elecciones parlamentarias de 2017 se renovarán completamente las circunscripciones de las regiones impares. En el caso de las regiones pares y Metropolitana, los parlamentarios electos el 2013 seguirán en funciones hasta completar su período. En las elecciones de 2021 estas circunscripciones elegirán al total de los senadores que les corresponde.


Precisó que el cambio al binominal es una reforma de un gradualismo político razonable para tener un Parlamento con el sistema proporcional moderado para el año 2022.


En materia de financiamiento, puntualizó que el aumento del número de parlamentarios se financiará con cargo al Presupuesto del Congreso para el año 2018. 


Manifestó que crear nuevos escaños tiene un costo, pero consideró que dicho costo no irroga gasto fiscal y puede hacerse con cargo a los recursos de ambas Corporaciones. 


En este sentido, explicó que se trata de un costo que no es actual, sino diferido para 2018 y para 2022, de acuerdo al calendario en que se irán completando los nuevos escaños.


Expresó que se trata de costos que el Congreso puede asumir, haciendo con tiempo los ahorros y ajustes necesarios. Consignó que a partir de ahora y en un plazo de tres años, el Congreso podrá analizar y decidir de manera autónoma las diversas modalidades de ahorro y reasignación presupuestaria que permitan llevar adelante esta reforma a partir del 2018.


Enfatizó la alta valoración de la función del Parlamento y de los parlamentarios, por lo mismo en dicha perspectiva de financiamiento de la reforma hacia el 2017, como Gobierno se trabajará junto al Congreso para velar y asegurar la dignidad del cargo y la calidad del trabajo parlamentario en las nuevas condiciones del sistema político electoral.


A continuación, se refirió al fortalecimiento de la participación política de la mujer. En esta materia, indicó que nuestro sistema político limita el espacio a la participación de la mujer. Chile, afirmó, está bajo el promedio de participación de la mujer en los parlamentos en América Latina y en los países de la OCDE. 


Recalcó que en nuestro país  actualmente solo 15% de nuestros diputados y senadores son mujeres. Lo anterior, aseveró, forma parte de la desigualdad de género de nuestra democracia que esta iniciativa pretende corregir.


Hizo presente que con el objeto de avanzar hacia un Congreso que represente adecuadamente a hombres y a mujeres, se propone incorporar una cuota de género, requiriendo a cada partido político, integre o no un pacto, que su nómina total de postulantes a la Cámara y al Senado cumpla el requisito de que ningún género esté representado por sobre 3/5 ni por debajo de los 2/5 del total. Al calcularse el porcentaje de la cuota (60/40%), si tal decimal sobrepasa 39 se aproximará a 40. Por ejemplo, si el número diera 39,2 se aproximará a 40 y se entenderá que se cumple con el porcentaje exigido.


Remarcó que dicha norma se propone como transitoria, aplicable a las elecciones parlamentarias de 2017, 2021, 2025 y 2029, en el entendido que su propósito es romper una situación inicial en la que operan fuertes e invisibles barreras de entrada.


Consignó que se establece un incentivo de 500 UF por candidata, para los partidos cuyas mujeres resulten electas. 


Agregó que se establece un reembolso adicional para las candidatas mujeres. En total se reembolsarán 950 pesos aprox. por voto.


Indicó que el no cumplimiento de las cuotas acarreará el rechazo de todas las candidaturas declaradas a Diputada/o o Senador/a, según sea el caso.


Concluyendo su exposición, consideró que hoy el país está maduro y se ve un consenso más amplio para una reforma que mejore nuestro sistema electoral.


Se mostró optimista para que podamos terminar con un régimen electoral agotado y que no contribuye a que tengamos una democracia moderna y más representativa. Lo anterior quedó demostrado en la tramitación en la Cámara de Diputados. 

Agradeció el trabajo de los diputados y diputadas que incorporaron un conjunto de mejoras e indicaciones al proyecto, y que fueron aprobadas. Entre ellas, la alternación de nombres de candidatos y candidatas en las listas o pactos; la posibilidad de incorporar una fotografía del candidato a la cédula electoral si éste así lo quiere, las modificaciones en materia de gasto electoral, entre otras.


Manifestó que éste es el ánimo que inspira al Ejecutivo, que no es otro que buscar entre todos el máximo acuerdo posible para llevar adelante las transformaciones comprometidas ante la ciudadanía. 


Valoró la disposición favorable de los parlamentarios independientes, así como también de nuevas fuerzas como es el caso de Amplitud, que respaldaron esta iniciativa en la Cámara. Y por cierto, el hecho de que Renovación Nacional ha estado desde hace mucho tiempo por cambiar el binominal.


Concluyó señalando que Chile es un país maduro para este tipo de cambios. Enfatizó que se puede y se debe avanzar hacia un sistema electoral proporcional moderado, que permita volver a prestigiar la actividad política y mejorar la calidad y representatividad de nuestra democracia.


Invitó a todos los senadores a apoyar este proyecto y así poner fin al sistema electoral binominal y avanzar, de una vez, hacia un nuevo régimen electoral acorde a una democracia moderna e inclusiva.


En una sesión posterior, la Comisión escuchó, en primer lugar, al señor Lucas Sierra, quien intervino en representación del Centro de Estudio Públicos (C.E.P.).

Manifestó que el Centro de Estudios que representa tiene una opinión positiva respecto del objetivo de esta reforma. Explicó que el sistema binominal ha cumplido un ciclo y por diversas razones, debe ser reemplazado.


Planteado lo anterior, señaló que la pregunta que debe hacerse la Comisión es la siguiente: cuál es el método electoral más idóneo para substituir el binominal.


Aseveró que en la medida que se mantenga el presidencialismo como forma de gobierno en Chile, el sistema electoral debe tener un carácter mayoritario, antes que proporcional. 


Agregó que si el sistema de gobierno se aproximara más al parlamentarismo, el sistema electoral parlamentario mayoritario no sería un problema. Ejemplificó señalando que Gran Bretaña funciona con un sistema mayoritario uninominal; Alemania posee un sistema mixto; en Israel rige un sistema proporcional.


Expresó que las únicas democracias estables en el mundo, tienen un sistema electoral mayoritario. 


Recordó que la única virtud que tiene el sistema binominal es que corresponde a un tipo de sistema mayoritario, por lo que reduce el peligro de fragmentación del Congreso Nacional.


Consignó que el presidencialismo tiene, como ninguna otra forma de gobierno, el problema de las dos soberanías. Explicó que el Congreso se elige de una manera separada del Ejecutivo pero ambos deben trabajar coordinadamente. Si no lo hacen así y surgen conflictos entre ellos. Por lo anterior, aseveró, deben existir mecanismos de solución adecuados. Indicó que el mecanismo existente en Chile es escaso y deficitario, porque lo único que existe al respecto son las acusaciones constitucionales. Criticó a la institución antes mencionada, porque solo está en manos del Parlamento y son traumáticas. Ella constituye un mecanismo para resolver el conflicto político que es cuasi jurisdiccional, e implica una imputación de conducta anti normativa, por el cual, el condenado es eliminado del juego de la política por un período de tiempo considerable.


Se mostró partidario de aplicar los mecanismos de los gobiernos parlamentarios, como por ejemplo la censura; los votos de confianza o la disolución del Congreso. Cuando en ellos cae un gobierno o un miembro del gabinete, no queda excluido del mundo político.


Connotó que en nuestro país debemos evitar que se acreciente el conflicto político y ello se logra, afirmó, a través de diversas herramientas, como por ejemplo, la disciplina partidaria, partidos políticos profesionales y robustos y, por sobre todo, mediante un sistema electoral adecuado. 


Consignó que sistemas electorales más proporcionales aumentan el riesgo de fragmentación del Congreso, y este fenómeno acrecienta el peligro de conflicto entre las dos mencionadas soberanías. Precisó que sistemas electorales mayoritarios reducen dicho riesgo.


Agregó que el Centro de Estudios Públicos es partidario de un sistema de carácter mixto mayoritario.


A continuación, hizo uso de la palabra el investigador del Centro de Estudios Públicos, señor Ricardo González quien explicó que en su intervención se referiría al sistema electoral propuesto por el C.E.P.


Explicó que su propuesta tiene las siguientes características:


1.- Se sugiere estructurar 100 distritos uninominales. 50 parlamentarios se eligen en una lista nacional cerrada. En ella los ciudadanos votan por el candidato de su distrito y por el partido o coalición de su preferencia.

2.- El mismo candidato puede competir en distritos uninominales y en la lista nacional.

3.- Los partidos o coaliciones que obtengan, a lo menos, un 5 por ciento de los votos por lista podrían a optar a escaños en la lista nacional.

4.- Los independientes (fuera de pacto) pueden competir por escaños en distritos uninominales y en la lista nacional.   


5.- Un partido o pacto no puede obtener un número de diputados tal que el porcentaje de escaños total en la Cámara alcanzado por dicho partido o pacto, exceda en 8 puntos a los votos obtenidos en la lista nacional.


Precisó que el sistema propuesto beneficiaría a las mayorías y fomentaría la formación de grandes coaliciones. Puntualizó que esto implicaría que pactos con alta votación obtendrían una proporción de los escaños superior a la fracción de votos conseguida. En este modelo coexiste un sistema mayoritario y uno proporcional, y éste último permite que los partidos políticos pequeños puedan acceder a escaños en caso que no puedan obtenerlos a través de distritos uninominales.


Advirtió que respecto a la ley de cuotas, es acomodable al sistema que se propone porque no genera conflicto con elecciones primarias. 


Luego, manifestó que el ideal para el diseño de los distritos es que cada uno de ellos tenga una cantidad similar de personas y el mismo número de representantes en la Cámara. Constató que en la práctica hay restricciones geográficas, administrativas y algunas fallas en el diseño de los distritos, que producen cierta discrepancia entre los escaños asignados y la cantidad de personas que representa cada uno de ellos. Agregó que para elaborar los distritos debe considerarse a la población y no solo al número de electores.


Para explicar esta última idea, señaló que excluir a los jóvenes menores de dieciocho años; los condenados a pena aflictiva y los extranjeros sin residencia afectaría la representación de una parte relevante de la población. Enfatizó que el criterio para determinar el tamaño de los distritos debiesen ser los habitantes.

Explicó que la propuesta supone actualizar los distritos cada diez años, en función de los censos poblacionales, de manera que queden recogidos los cambios demográficos y migratorios. Agregó que tanto el Servicio Electoral como el Instituto Nacional de Estadísticas deben ser las instituciones que se hagan cargo de la definición de los distritos.


Destacó que en el modelo ideal, cada distrito debería tener aproximadamente un 1% de la población del país.

En este modelo, agregó, las catorce comunas más grandes del país tendrán más de un distrito en su interior, en tanto que las comunas más pequeñas deberían agruparse de forma tal que en el conjunto de ellas habite un 1% de la población nacional.

Enfatizó que los distritos que propone el centro de estudios que él representa, son más pequeños que los de la reforma y que los del binominal. Consignó que lo anterior favorece una mayor identificación de los electores con sus representantes y genera la posibilidad de una mejor rendición de cuentas. De esta manera, sostuvo, se afianza la legitimidad de la representación democrática. Cabría esperar además, que los costos de las campañas disminuyan si los distritos son más reducidos.


Explicó que no se ha elaborado una propuesta específica respecto al Senado, sin embargo el esquema planteado para la Cámara de Diputados es adaptable a la Cámara Alta.


Luego, manifestó que en cuanto a la representación indígena, la ley de cuotas es moldeable al sistema electoral que se elija, pero no asegura representación. 


Finalmente, hizo presente estructurar un distrito de representación indígena constituye una alternativa mucho más compleja porque involucra una serie de consideraciones, como por ejemplo, quienes serán los electores.


A continuación, intervino la señora Marcela Ríos, quien intervino en representación del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo. Al comenzar su presentación, explicó que su exposición se centrará en una serie de aspectos que no fueron considerados en la discusión de este proyecto en la Cámara de Diputados.


Señaló que esta iniciativa procura resolver algunos de los problemas más serios que tiene el sistema electoral binominal. Ellos dicen relación con bajos niveles de representatividad, escasa competencia, incentivos que tienden a disuadir o inhibir la participación de mujeres y otros grupos históricamente excluidos. Agregó que es un sistema que tiene problemas de legitimidad y bajo apoyo en la ciudadanía.


Expuso que el número de parlamentarios que se quiere implementar, está por debajo del promedio mundial de escaños que tienen los parlamentos, de acuerdo al Informe Mundial de Congresos elaborados por el  Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo y la Unión Interparlamentaria, del año 2013. Dicho informe señala que el promedio mundial es de 245 parlamentarios y existe una fórmula elaborada, donde se determina el tamaño ideal de los mismos respecto a su población. Según dicha fórmula matemática, el tamaño ideal de la cámara de representantes debiese incorporar 260 parlamentarios.


Advirtió que hay países con democracias consolidadas, con poblaciones menores a las de Chile, que cuentan con Congresos de 300 o 400 integrantes. Todavía el tamaño del Congreso en términos de ampliación de escaños está dentro de los parámetros internacionales.


Luego, sostuvo que el segundo tema a abordar dice relación con la distribución de los escaños. Explicó que actualmente la discusión que se ha dado en términos de principios de representación que debería aplicarse en ambas Cámaras. Señaló que el indicador de  malapportionment se usa a nivel internacional en la ciencia política para tratar de evaluar cuan bien o mal distribuidos están los escaños de acuerdo a la cantidad de electores por distrito. Enfatizó que el proyecto de ley, tal como está hoy, avanza de manera importante en la idea de mejorar la distribución de escaños por electores, sobre todo en la Cámara de Diputados.


Para explicar este fenómeno presentó el siguiente cuadro: 
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Remarcó, en relación al gráfico acompañado, que el proyecto de ley en discusión provoca una mejoría respecto a la sub representación. A pesar de ello, manifestó que todavía los distritos de la Región Metropolitana están sub representados. A ésta le faltan 14 escaños para tener una representación que acerque a los electores a una igualdad del voto. En todo caso, enfatizó que en otros distritos hay sobrerrepresentación.


Manifestó que en ambas Cámaras se ha tratado de complementar el principio de representación poblacional con el de  representación territorial.


Señaló que respecto al Senado se busca avanzar en generar una igualdad entre todas las regiones y manteniendo en alguna medida el criterio poblacional.


Para explicar detalladamente lo anterior, acompañó a su exposición, el siguiente cuadro:


  [image: image3.emf]Distorsion

10

-10

-20

-30

Diferencias de Representacion por Circunscripcion

Actual
Reforma

I I I I I I
4 5 6 7 8 9

Circunscripcién

I
10

I
11

I
12

I
13

I
14

I
15










2 4 6 8 10 12 14

-

3

0

-

2

0

-

1

0

0

1

0

Diferencias de Representación por Circunscripción

Circunscripción

D

i

s

t

o

r

s

i

ó

n

Actual

Reforma

1 2 3 4 5 6 7 8 9 10 11 12 13 14 15



Respecto al anterior gráfico, explicó que todas las regiones, con excepción de la Región Metropolitana, están cerca del ideal de representación que les corresponde. Agregó que el problema radica en esta última, pues a pesar de aumentar de 4 a 7 senadores, sigue teniendo 13 senadores menos de lo que le corresponde de acuerdo a su población.


Recalcó que la octava región también está sub representada, ya que tiene un senador menos de lo que le correspondería según su población.


Sostuvo que lo que se sugiere es acercar al Senado a una representación más estrictamente territorial, pero  haciéndose cargo de la sub representación de la Región Metropolitana.


Añadió que en los congresos bicamerales donde se respeta un principio estricto de representación territorial en el Senado, la característica esencial de dichos parlamentos es que se refieren a países federales donde existe autonomía de los estados o regiones. 


Precisó que aumentar el número de senadores en las regiones no es un mecanismo eficaz para resolver los temas de descentralización que tiene el país, es decir, incrementar su número, agregó, sin desconcentrar recursos, poder, y facultades a los gobiernos regionales no resolverá por sí solo los problemas de poca autonomía que tienen las regiones para gobernar los asuntos de dicha zona geográfica.


Luego, se refirió al tema de las cuotas para incrementar el número de mujeres en el Congreso Nacional. Al respecto, señaló que Chile tiene una de las peores representaciones femeninas en América Latina. Lo anterior, afirmó, se explica porque los partidos políticos tienden a nominar a hombres. Remarcó que el promedio total entre los años 1989 y 2013, de todos los partidos que participaron en las elecciones parlamentarias, el 90% de candidatos fueron hombres.


Para detallar lo anterior, acompañó el siguiente gráfico:
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Fuente: Elaboracion propia a partir de informacion de la Union Interparlamentaria, noviembre de 2013, www.ipu.org.





Manifestó que la modificación del sistema electoral implicará un aumento en la magnitud de los distritos y en la presencia de un candidato más por lista, compitiendo en cada distrito (N+1) Una opción razonable, sería congelar la aplicación de primarias transitoriamente mientras se aplican las cuotas, esto es por cuatro elecciones, o en su defecto, aplicar las cuotas a las primarias.


Sostuvo que en cuanto al financiamiento, sería un avance aprobar el límite o eliminar los aportes reservados a las campañas electorales. Igualmente, agregó que el voto por lista podría contribuir a mejorar los niveles de identificación de los electores con los partidos políticos, ya que ésta ha ido disminuyendo según se muestra en el siguiente grafico, titulado “Distancia entre ciudadanía y partidos”.
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Fuente: Elaboracion propia a partir de encuestas del Centro de Estudios Publicos, y para abril de 2008, septiembre de 2010 y noviembre de 2012, de resultados de Encuestas Auditoria a la
Democracia.

Nota: Los estudios tienen muestras representativas nacionales desde noviembre de 1994. Para el periodo anterior se revisaron encuestas del Centro de Estudios Publicos representativas de las
principales ciudades del pais. Las dos series no son comparables, pero se muestran juntas para graficar tendencia, por ello la linea sélida se usa para mostrar tendencia desde cuando se cuenta
con muestras nacionales. Para la construccion de los datos se considerd el total de encuestados que respondi6 sentirse identificado o cercano a algin partido politico. Para el periodo entre mayo
de 1990 y noviembre de 1996 se considerd solo la identificacion partidaria.





Finalmente, explicó que un solo partido hizo primarias legales


Seguidamente, el Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti precisó que no solo Renovación Nacional efectuó primarias, sino que también el Partido Socialista.  



A continuación, se otorgó el uso de la palabra al Instituto Libertad, representado por el señor Antonio Horvath Gutiérrez, quien comenzó su exposición preguntándose qué lógica debe cumplir cualquier modificación a un sistema electoral. Sostuvo que el primer objetivo que ella debe cumplir es dar estabilidad y gobernabilidad; en segundo lugar, lograr representación e inclusión de las fuerzas políticas que son relevantes en el país; finalmente, debe asegurar la competencia entre los distintos actores y encontrar una adecuada conversión de votos y escaños.


Señaló que no existe un sistema que sea perfecto en una adecuada conversión entre votos y escaños. 


Citó al cientista político Dieter Nohlen, quien “aboga por cambios y reformas incrementales de magnitud moderada en los sistemas electorales, tanto por la posibilidad cierta que ofrecen de resolver los déficits del sistema político, como por las posibilidades de éxito de llevarlas a cabo, teniendo en cuenta que estas discusiones son entorno a relaciones de poder, aspecto fundamental para entender cualquier modificación electoral”.


Asimismo, citó a la socióloga Carla Perelli quien ha expresado: 

•“Los sistemas electorales no son inmutables. Deben acompañar el cambio societal e histórico, las nuevas formas de estructuración de la vida política, la incorporación de nuevos actores, corrientes y procesos”.

•“Si hay un rasgo que la política (y la gobernabilidad) comparten con los mercados, es la necesidad de una visión de futuro, un pensar el mediano y el largo plazo, que se traduzca en un marco de reglas de juego claras y estables. No se pueden cambiar las reglas para responder a circunstancias variables y coyunturales, a problemas del momento exclusivamente, si bien la existencia de dichos problemas debe ser reconocida y aquilatada en su justo valor”.

•“Las reglas electorales no son parches a los que se recurre cada vez que el tejido político y social de un país tiene un pinchazo”.

•“El sistema electoral es una herramienta poderosa, pero no mágica. No se puede dar respuesta exclusivamente desde la ingeniería electoral a complejos problemas societales”.

•“Una cosa es la intencionalidad detrás de la propuesta, otra la realidad de la implementación de las reformas en el sistema”.


Aludió también al Doctor en Ciencias Políticas, señor Gabriel Negretto quien ha planteado lo siguiente:

 •“Los partidos políticos y sus líderes no se hallan motivados principalmente por el deseo de lograr el sistema electoral más eficiente, sino el que mejor les permita sobrevivir políticamente”.

•Por lo anterior, “las reformas electorales se producen cuando los partidos políticos perciben que un sistema alternativo les permite preservar el poder adquirido o minimizar una derrota, y cuando perciben que una reforma puede mejorar su imagen ante los votantes o impedir una sanción electoral”.


Agregó que el Instituto Libertad ha sido actor propositivo del debate, junto al partido político que está ligado al Instituto, a saber, Renovación Nacional.


Respecto al proyecto en discusión, manifestó que los objetivos de éste son los siguientes:


1. Reducir la desigualdad del voto.


Señaló que en promedio, con el binominal se elegía 1 diputado cada 113.110 electores y con el nuevo sistema 1 diputado cada 87.569 electores.


Manifestó que se mejora la diferencia de electores por diputado entre el mayor y menor distrito. Con el binominal la diferencia era de 6,3 veces y con el nuevo sistema de 3,9 veces. Aunque la propuesta RN-DC es aún mejor: 3,1.


Observó que, sin embargo, la reagrupación de los actuales distritos puede generar un aumento en la distancia entre electores y candidatos. Esto, por ejemplo, dificultará la rendición de cuentas, la identificación ciudadano-parlamentario y aumentará el costo de las campañas.


Sostuvo que se generan incentivos para que los candidatos concentren su atención en las comunas más grandes y dejen de lado las comunas más pequeñas de sus distritos, debido a que en un sistema proporcional para salir electo no necesitas la mayoría de los votos, sino solo una fracción de ellos.

Destacó que debido a la reagrupación en los nuevos distritos tenemos más comunas y más electores en ellos, pasando en promedio de 5,8 a 12,4 comunas y de 226.219 a 484.755 electores.


Enfatizó que con el sistema binominal, el 28,6% de las comunas del país representaban desde el 0,2% hasta el 5% del total de electores del distrito, es decir, no eran relevantes para los candidatos. Con el nuevo sistema electoral, ahora el 60,4% del total de comunas del país representarán desde el 0,1% hasta el 5% del total de electores del distrito.


Agregó que lo anterior significa pasar de 99 a 209 comunas y de 589.371 a 2.205.677 electores en esta condición, los cuales representan el 16,25% del total. En otras palabras, se duplica la cantidad de comunas y se cuadruplica la cantidad de electores en comunas de “poca relevancia”. Mediante este cambio en los distritos no se está entregando mayor poder a la ciudadanía.


Consignó que son distintos los tipos de representación que tienen la Cámara de Diputados (electores) y el Senado (regiones). ¿Es necesario aumentar el número de senadores? La propuesta original del Instituto Libertad en 2012 era sólo agregar dos senadores a la región de Arica y Parinacota (de 38 a 40).

A continuación, se refirió al segundo objetivo que se menciona en el mensaje, esto es, permitir la representación e inclusión de todas las corrientes políticas significativas.

Expuso que en el análisis de las elecciones de diputados desde 1989-2013, las dos principales coaliciones políticas del país se han sobre-representado (relación votos/escaños) en desmedro de otras fuerzas políticas e independientes.


Añadió que en promedio, durante estos 24 años la Concertación (Nueva Mayoría) se ha visto favorecida levemente más que la Alianza: 4,77% contra 4,68%. Es un mito que el sistema binominal ha favorecido más a la Alianza.


Precisó que la Concertación (Nueva Mayoría) se vio más beneficiada en 1989, 1997, 2001 y 2013 y la Alianza en 1993, 2005 y 2009.


Manifestó que el problema real del binominal es que para las demás fuerzas políticas es muy difícil llegar al Congreso. Éstas en promedio desde 1989-2013 han sacado el 11,6% de los votos, pero sólo el 2,14% de los escaños. Es decir, sub-representadas en 9,45%.


Consideró que con todas las salvedades de las simulaciones, los resultados de las últimas elecciones de diputados indican que la situación no habría cambiado.

En relación con el objetivo de aumentar la competitividad e incertidumbre respecto de quienes resulten elegidos, aseveró que al aumentar la oferta de candidatos no queda claro que pueda subir la competitividad de la elección. La competencia, afirmó, sigue estando principalmente al interior de los pactos electorales.


Advirtió que al bajar el umbral para ser electo se está facilitando la reelección de los incumbentes, lo cual disminuye la competitividad y la incertidumbre de la elección.

Seguidamente,  se refirió al objetivo de facilitar la expresión de la mayoría y la representación de las minorías.

Expuso que este sistema es más proporcional que el binominal, pero de todas formas genera distorsión en la expresión de la mayoría. El sistema que sí la facilitaría es uno mayoritario, aunque no está en la tradición del país para este tipo de elecciones.


Enfatizó que como ya se señaló precedentemente  si se observa la simulación de este nuevo sistema con los resultados de la elección de diputados 2013 no se detectan cambios significativos.

Agregó que en términos generales mientras mayor magnitud tenga el distrito, menor es el porcentaje de votos que se necesita para resultar ganador, aunque con poca diferencia en la medida que crece el tamaño del distrito. Esto podría provocar el efecto contrario (o combinado) de lo que había denominado como comunas “poco relevantes”.

Indicó que distritos más grandes y con bajos umbrales para acceder al Congreso, podría focalizar a los candidatos en territorios determinados (no necesariamente los de más electores) y podrían ser elegidos sin el conocimiento total de su distrito.

Acompañó un gráfico que muestra qué porcentaje de votos necesitaría una persona para ser electa, de acuerdo a la magnitud del distrito: 
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En cuanto al objetivo de promover un Congreso que refleje la diversidad de la sociedad, recalcó que la democracia chilena tiene un problema innegable de baja representación de la mujer en política. Sin embargo, aseveró, lo anterior no implica necesariamente que la única solución sea una ley de cuotas de género. 


Consignó que las elecciones de diputados del año 2013 constituyeron un hito importante en la presencia de la mujer en la política. En esa ocasión se presentó la mayor cantidad de candidatas (91), el porcentaje más alto de mujeres en relación al total de candidatos (19,36%), la mayor cantidad de diputadas electas (19), la representación más elevada de mujeres en relación al total de diputados (15,83%), la mayor cantidad de votos conseguidos por mujeres (1.264.225) y el mejor porcentaje de votos hacia mujeres en relación al total de votos válidamente emitidos (20,32%). Sin embargo, estos números están lejos de lo que se podría denominar como equidad de género en la participación y representación política.


Se preguntó si ante los datos recién entregados, una ley de cuotas realmente va a corregir este problema, o más bien es el resultado una voluntad política, o bien una combinación de ambos factores. Hizo presente que el actual gobierno en su propia nominación de ministerios, subsecretarías, intendencias y gobernaciones tampoco se acerca a la ley de cuotas. Precisó que en los ministerios hay un 60% de hombres, en las subsecretarías casi un 70% del sexo masculino y en las intendencias un 80%. 


Frente a lo anterior se preguntó si la mejor solución era una ley de cuotas o voluntad política para incrementar el porcentaje de mujeres a cargo de Ministerios, Subsecretarías, Intendencias y Gobernaciones.


Hizo presente que para observar lo anterior, era importante observar el siguiente cuadro:
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Añadió que si revisamos cómo es la composición de los militantes de los partidos políticos, se constata que la mitad de ellos son hombres.


Respecto a las primarias, se preguntó si este tipo de elecciones serían incompatibles con una ley de cuotas. ¿Haría inútiles incluso algunos ejercicios de primarias respecto a la cantidad de candidatos que podría haber en el nuevo pacto? Agregó que no considerar la ley de primarias dentro de la actual propuesta también puede dejar un flanco abierto. 


Finalmente, se refirió al sexto objetivo que señala el Mensaje del Ejecutivo, cual es evitar que queden fuera  del parlamento candidatos con grandes votaciones.

Lo anterior, señaló no se lograría  necesariamente con el proyecto de ley en discusión. 


Para concluir, formuló las siguientes consideraciones:

Enfatizó que el gran tema de cualquier reforma electoral  tiene que ver con posibilitar la entrada al Congreso de fuerzas significativas que hoy están fuera pero valorando el rol que tienen los partidos políticos. Estimó que el sistema propuesto en el proyecto no permite alcanzar ese objetivo.


Subrayó que sería impresentable que se aumente el número de diputados de los dos grandes bloques y las demás fuerzas no cambien su posición. Sostuvo que se deben evitar los “trajes a la medida”. 


Expresó que ver la reforma al sistema electoral como “la” solución a los problemas de la democracia, constituiría una seria ingenuidad.

Finalmente, Aseveró que deben llevarse a cabo otro tipo de reformas, que dicen relación con el financiamiento de los partidos políticos y su democracia interna y revisar los efectos de la flexibilización de las actuales coaliciones y posible fragmentación partidaria.

A continuación, expuso el representante de la Fundación Jaime Guzmán, señor Máximo Pavez, quien agradeció la invitación formulada por la Comisión.  


Comenzó su exposición preguntándose si la reforma al sistema electoral tal como está propuesta, cumple los objetivos que se pretenden alcanzar.


Al respecto señaló que el sistema electoral binominal es un sistema proporcional de magnitud 2. Algunos lo describen como un sistema en que hay elecciones y primarias en forma simultánea.


Agregó que este modelo ha ayudado a las dos grandes coaliciones políticas, aunque no de un modo tan desproporcionado. Precisó que benefició a la Concertación más que a la Alianza en las elecciones de diputados de 1989, 1997, 2001 y 2013. Favoreció a la Alianza más que a la Concertación en las elecciones de diputados de 1993, 2005 y 2009. Subrayó que la diferencia promedio es de menos del 5%. 


Para fundamentar esta aseveración, presentó el siguiente cuadro
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Porcentaje de mayor diferencia entre escaños obtenidos respecto de número de votos 

obtenidos bajo la vigencia del Sistema Electoral Binominal en la Cámara de Diputados



A partir de estos antecedentes, recordó las palabras del Honorable Diputado, señor Pepe Auth quien señaló que: “La verdad es que después de cuatro elecciones no existen ni el empate de la minoría con la mayoría ni la pretendida desproporcionalidad que subsidiaria a la segunda fuerza en desmedro del bloque mayoritario…” “El sistema binominal es, en rigor, un sistema que distribuye escaños entre los principales pactos con alto grado de proporcionalidad...”.

Se preguntó si el sistema binominal ayuda o no a establecer “caras nuevas”. Al respecto, subrayó que Chile tiene un alto porcentaje de renovación en ambas Cámaras. 

Para ratificar lo anterior presentó el siguiente cuadro:
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En relación a los fundamentos que avalan la propuesta de reforma, el representante de la Fundación Jaime Guzmán, señor Pavez, advirtió que una encuesta del CEP del año 2013, constató que dentro de los tres problemas que debe resolver el gobierno no se menciona la reforma al sistema electoral actual. Por otra parte, explicó que en una encuesta realizada en julio de 2014 no se pregunta por el sistema binominal, pero sí por la nueva Constitución, y el resultado es aún más bajo. 

A continuación, presentó un gráfico que refleja los resultados de la primera encuesta  que mencionó.
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Sostuvo que el año 2012 el Instituto Nacional de la Juventud elaboró una encuesta en que se buscaba determinar de qué manera los jóvenes conocen la democracia. Resaltó que hay poco conocimiento de parte de dicho sector de la población respecto al sistema binominal.


   Dicho estudio concluye también:


- El 54% de los encuestados no sabe cuál es el sistema electoral que se aplica en las elecciones Presidenciales, mientras un 22% dijo que para éstas elecciones –las Presidenciales- se aplica el sistema binominal.


- Casi el 60% de los encuestados declara no saber el sistema electoral que rige para las elecciones del Poder Legislativo. Menos del 30% sabe que se usa para elegir a los parlamentarios.


- Casi el 60% de los encuestados declara no saber el sistema electoral que rige para las elecciones municipales. Un 15% declara que se usa el Binominal


- Solo el 12% de los encuestados sabe que su comuna (distrito) es representada por dos diputados. 


- El 73% de los encuestados no es capaz de nombrar a cinco Diputados de la República.

Se preguntó si de verdad existe un clamor por el cambio al sistema electoral como una arista fundamental para el mejoramiento de la democracia.


Sostuvo que los cuestionamientos que la Fundación le hace al proyecto de ley, son los siguientes:


En primer lugar, se refirió a la fórmula que contiene el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados  y que se expresa en la fórmula N+1. Es decir, que cada lista esté integrada por un candidato adicional al número de cargos a elegir.

Sobre esta propuesta advirtió que no hay razón para aplicarla, porque generará más confusión entre las personas, más gasto (público y privado) y más campañas. Señaló que con la legislación actual existen distritos con 10 o más candidatos. Con el cambio, podría haber más de 50 candidatos, lo que traerá como consecuencia que se elijan parlamentarios con votaciones muy bajas. A partir de este antecedente, se pregunto si ella ¿contribuye a la legitimidad del sistema?


Explicó que, a su juicio, esta propuesta causará un perjuicio directo a los candidatos a independientes. Agregó que la elección de diputados se parecerá más a la elección de concejales que a la de alcaldes.

En relación a la propuesta de garantizar una cuota a favor del sexo femenino señaló que lo lógico sería descontar de la base para el cálculo del porcentaje de la cuota quienes vayan a primarias. 


En relación al incremento en el número de parlamentarios, explicó que esta propuesta asegurará la reelección de prácticamente todos los incumbentes, pues el umbral de votación para elegir un diputado disminuirá.

Estimó que esta medida elevará los gastos en dieta y en asignaciones que recibe el conjunto de los parlamentarios. Explicó que un diputado que hoy representa a dos o tres comunas pasará a representar nueve comunas, lo que implicará un aumento de los gastos. 

Luego, puso en duda que este modelo aumente la competencia entre las listas. Sostuvo que la única competencia será al interior de las listas. 


Seguidamente, señaló que el proyecto presenta problemas de Constitucionalidad.


Explicó que, a su juicio, el primero dice relación con la igualdad del voto. Se preguntó cuál es el argumento para que la tercera región que teniendo 221.606 electores elija 5 diputados, y la primera región, que tiene 222.024, elija solo 3. Con el fin de respaldar esta aseveración, presentó el siguiente cuadro.  
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Añadió que esta iniciativa presenta una inconstitucionalidad formal en materia de gastos, porque el artículo 67 de la Constitución establece, en su inciso cuarto, que “No podrá el Congreso aprobar ningún nuevo gasto con cargo a los fondos de la Nación sin que se indiquen, al mismo tiempo, las fuentes de recursos necesarios para atender dicho gasto.” Señaló que el último informe financiero que presentó el Gobierno establece el gasto por concepto de dieta y no el referido a asignaciones parlamentarias. 


Explicó que según los antecedentes que han reunido un cargo de diputado implica los siguientes gastos:
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Ítem  Descripción  Monto   máximo  (mensual)  

Dieta Parlamentaria  Sueldo (bruto) de los Diputados  8.605.477  

Asignación  personal de  Apoyo  Personal de apoyo administrativo   y de secretaría; asesores;  profesional de apoyo    5.498.719  

Asignación de Gastos  Operacion ales  Viáticos; amortización de vehículo; actividades distritales;  caja chica.  5.393.254  

Asignación de asesorías  ex ternas  Asignación para contratar personas naturales y jurídicas que  se inscriban en el registro de asesorías externas.   2.179.093  

  Total al mes   por diputado en pesos chilenos :  $ 21.676.543  



Finalmente, sugirió que Chile debiese tener un sistema mayoritario, ya que es mejor que uno proporcional; una división territorial más pequeña para aumentar cercanía y el accountability ciudadano; campañas austeras y más competitivas y propender al fortalecimiento del proceso de primarias para evitar fraccionamiento al interior de los bloques.

Terminada la intervención precedente, el Honorable Senador señor Larraín agradeció las exposiciones efectuadas. 


Solicitó la opinión del Centro de Estudios Públicos respecto del tema del financiamiento electoral, y sobre la indicación que se presentó en la Cámara de Diputados sobre esta materia.


Agregó que en relación a lo señalado por el CEP, éstos se refieren a un Congreso unicameral o si fuese bicameral, cuál sería su propuesta para el Senado. Asimismo, consultó su opinión por las cuotas indígenas.


Seguidamente, requirió a los representantes del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD)  su opinión respecto al financiamiento del nuevo sistema electoral.


Igualmente, inquirió al Instituto Libertad por el sistema que proponen, o si insiste en la propuesta a la que arribó Renovación Nacional junto a la Democracia Cristiana. Preguntó, al mismo Instituto, por la expresión utilizada de “traje a la medida” cuando se refirieron al sistema electoral que se propone en el presente proyecto de ley.


Finalmente, solicitó al profesor Máximo Pavez que ahondara más sobre los problemas de inconstitucionalidad que podrían afectar al proyecto.


El Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor De Urresti sostuvo que le pareció interesante la propuesta entregada por el CEP, pero se encuentra alejada del acuerdo mayoritario que se logró en la Cámara de Diputados. Manifestó que no está de acuerdo en lo planteado por dicho Centro de Estudios, especialmente en lo relacionado con los diputados nacionales.


Consultó si existe vinculación entre la propuesta presentada y el plan de descentralización que está preparando el Gobierno.


Hizo presente su disconformidad respecto al número de senadores que elegiría la Región Metropolitana, lo anterior lo consideró un atentado en contra de la descentralización administrativa del país. Preguntó si era necesario cambiar el tipo de Estado para tener una igualdad respecto a las unidades regionales.


Seguidamente, consultó a los representantes del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) por el programa de descentralización que no fue considerado por los expositores.


Inquirió a los invitados a que dieran su opinión sobre los distritos indígenas. Consideró que era un error no abordar en la presente discusión la incorporación de los pueblos originarios.


A continuación, intervino el señor Lucas Sierra, Subdirector Ejecutivo del Centro de Estudios Públicos, quien señaló que en cuanto al financiamiento de las campañas, su presentación se elaboró con anticipación a la formulación de la indicación presentada por los Honorables Diputados, señores Jackson y Mirosevic. Connotó que la posición del Centro en el tema del financiamiento, ha sido publicada y es relativamente conocida. 


Agregó que el CEP analizó la ley 19.884, sobre transparencia, límite y control del gasto electoral, con su componente de mecanismo formalizado entre donaciones anónimas, reservadas y públicas, por una parte, y el financiamiento público de las campañas electorales con el subsidio a los votos, como un gran avance. 


Precisó que el mecanismo es mejorable. Consignó que la propuesta original del CEP en estas materias fue equiparar el papel de los donantes a las campañas electorales de las personas jurídicas y de las naturales, sin embargo, la ley se ha inclinado por las personas jurídicas. Estimó que la solución a esto no consiste en eliminar o prohibir el aporte de las personas jurídicas a la política, sino que complementarlas con incentivos importantes a la donación de personas naturales, bajo un principio compuesto que consiste en que muchas donaciones pequeñas son mejores que pocas donaciones grandes y el mecanismo de la reserva funciona mejor mientras más donaciones pequeñas hayan, porque la reserva no es solo respecto del público, sino que también para el candidato. 


Recalcó que el secreto, si está bien regulado, tiene un papel virtuoso, es por eso, que defienden las donaciones reservadas. Agregó que ellas no deben ser prohibidas, sino que mejoradas, a través del incentivo a la participación de las personas naturales en las donaciones reservadas. Lo anterior, sostuvo, se puede lograr con un mecanismo que consiste en que una donación de una persona natural sea complementada por un porcentaje determinado por el Fisco. 


Señaló que prohibir las donaciones de las personas jurídicas y las donaciones reservadas significará un enorme retroceso.



Agregó que la descentralización geográfica del poder en Chile es un desafío de política pública de primera magnitud, sin embargo, consideró que el ejercicio de la potestad legislativa no es el primer lugar para pensar en la descentralización. Ésta se juega a nivel de la potestad administrativa. 


Finalmente, consignó que Centro de Estudios Públicos no respalda la idea de un Congreso unicameral.


 Luego, el investigador del Centro de Estudios Públicos, señor Ricardo González manifestó que dentro del esquema que se propone para la Cámara de Diputados se puede aplicar una lógica similar en el caso del Senado. Ejemplificó señalando que se pueden construir 30 distritos uninominales, lo que obligaría a redefinir las circunscripciones senatoriales e implementar 20 cupos a una lista nacional o por macro zonas.


Indicó que, en cuanto a las cuotas indígenas, el Centro al cual representa no tiene una propuesta, sino que más bien consideraciones generales. Añadió que instaurar cuotas es complejo, primero por la relación que éstas tendrían con las primarias, pero calzan, de alguna manera, con el sistema electoral vigente. Se preguntó: ¿Quiénes van a votar en este distrito indígena, solo los indígenas? Si, por el contrario, pueden votar todos, no solo los indígenas, los elegidos no serían auténticamente representantes de esas comunidades porque electores que no pertenecen a los pueblos indígenas podrían votar por ellos. ¿Los indígenas podrán votar por el distrito indígena y por el distrito territorial, es decir, votarán dos veces? Lo anterior es complejo, ya que contraviene el artículo 15 de la Constitución que consagra el sufragio igualitario. Otra pregunta que se debe responder es si incluimos el distrito indígena en el Senado o en la Cámara de Diputados. Precisó que para saber cuántos escaños asignar, debe saberse cuántos indígenas hay, y como no hay un censo vigente, no existe una cifra oficial.


Finalmente, hizo presente que de acuerdo al Convenio Nº 169, cualquier asunto que se disponga, debe ser consultado y deberá contar con el respaldo de los pueblos indígenas. 


El Honorable Senador señor Espina alabó la propuesta del Centro de Estudios Públicos. Estimó que ella no ha sido analizada por los actores políticos con la profundidad que se requiere. Consignó que el hecho de que una mayoría en la Cámara de Diputados, haya aprobado un proyecto de ley, no implica que el Senado pueda analizarla y enmendarla.


Respecto a los pueblos originarios se preguntó, por qué ellos debieran tener representación, a lo menos en la Cámara de Diputados. Recordó que en la Araucanía se vive un conflicto que lleva más de cien años de data, respecto del cual ningún gobierno ha sido capaz de resolver. Hizo referencia a un programa elaborado por él, que contiene una propuesta por la paz de la Araucanía, a través de éste se pretende solucionar los problemas de entrega de tierras; la pobreza rural y asegurar la indemnización de las víctimas de la violencia, sean o no de origen mapuche.


En relación a la representación de los pueblos originarios, la representación política que hace imprescindible que ellos sean incorporados, resulta de la misma naturaleza del pueblo mapuche, donde no existe una interlocución con autoridades elegidas democráticamente, que permitan incorporarlos dentro de la institucionalidad. 


Valoró la iniciativa y enfatizó que es un tema que la Comisión debe profundizar, porque de lo contrario no existirá una interlocución válida.


 A continuación, intervino la señora Marcela Ríos en representación del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, quien lamentó no haber desarrollado en su presentación la cuestión de la representación de los pueblos indígenas, que es un tema de la esencia del trabajo de las Naciones Unidas en Chile.


Manifestó que el PNUD posee un informe mundial, elaborado conjuntamente entre el organismo ya mencionado y la Unión Interparlamentaria analizando los mecanismos de representación de los pueblos indígenas a nivel mundial. Dicho informe muestra que en todos los países, excepto uno, el esquema de representación que se está utilizando para los pueblos antes mencionados, son los escaños reservados. Añadió que las cuotas no son un buen mecanismo de acción afirmativa para representar a los pueblos indígenas, porque ellas están pensadas en grupos de la población que están distribuidos de una manera homogénea en todos los partidos. Agregó que las minorías étnicas no necesariamente están distribuidas de la misma manera. En algunos casos, precisó, tienen arraigos territoriales, o mayor cercanía con algunos partidos que con otros. Aseveró que el único país donde se están implementando las cuotas es en Perú, y la experiencia ha sido bastante negativa porque se ha prestado para prácticas clientelistas, de inscribir a indígenas en las listas de los partidos, sin que ellas tengan un arraigo, o legitimidad de origen respecto a sus pueblos, sino que más bien cada partido busca a la persona con apellido indígena para cumplir con la cuota.


Hizo presente que respecto a los escaños reservados, éstos tienen dificultades prácticas, en términos de su implementación. Añadió que el resultado tiende a fortalecer las identidades colectivas y la representación de los pueblos indígenas.


Sostuvo que el actual sistema de financiamiento de la política está funcionando de una manera deficiente. Prácticamente la mitad de los aportes que reciben los partidos y los candidatos al Parlamento son aportes reservados, pero en la práctica, la reserva de ellos es respecto a la ciudadanía, porque tanto los que reciben, como los que donan, tienen bastante información.


Agregó que tanto la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, como la autoevaluación que se hizo en Chile de la implementación de dicha Convención, plantearon que un punto que podía generar espacios para corrupción y tráfico de influencias es la reserva de los aportes a las campañas políticas.

Connotó que en una muestra de 180 países realizada por Ideas International, se constató que no existe otro país en el mundo que tenga un sistema de financiamiento reservado como el que existe en Chile. 


Estimó que eliminar los aportes reservados no resuelve los problemas de financiamiento de la política. Consideró como fundamental fortalecer la fiscalización. Precisó que las normas que existen hoy son vulneradas, ya que no se cumplen ni los límites de tiempo, ni del gasto. 


Advirtió que la indicación de los Honorables Diputados señores Mirosevic y Jackson, aprobada en la sala de la Cámara de Diputados es positiva, pero claramente insuficiente, ya que debe llevarse a cabo una revisión más profunda de la legislación y sobre todo del rol del Servicio Electoral.


Respecto al tema de la estructura del Estado y los senadores regionales, manifestó que el planteamiento del PNUD  sobre este punto es que es impopular y políticamente incorrecto. Recalcó que el Programa no está diciendo que no se deben resolver los temas de la descentralización, sino que se plantea avanzar en términos orgánicos y coherentes, donde vayan de la mano reformas políticas, administrativas y financieras. Sostuvo que lo que ha ocurrido hasta ahora es que ha habido descoordinación y no se han potenciado entre sí. Agregó que la medida de aumentar senadores a las regiones es ineficaz para descentralizar e impone un sistema de representación que no está de acuerdo con la estructura del Estado.


Destacó que si se inicia un proceso de reforma de los gobiernos regionales, tendría sentido hacer que el Senado tuviese una representación territorial. Si en la representación en la Cámara Alta solo se utilizara como criterio el antes mencionado, no es presentable que no se respete la igualdad del voto en la Cámara Baja. En ese sentido, indicó que a la Región Metropolitana le faltarían 14 diputados para alcanzar dicha igualdad. Lo anterior, explicó, es más agudo que la sobre representación que tiene la tercera región.


Expresó que si se va seguir en la lógica de representación territorial en el Senado, ella debe estar acompañada de un respeto efectivo del valor del voto, por lo menos en la Cámara de Diputados.


A continuación, en representación del Instituto Libertad, intervino el señor Aldo Cassinelli, quien aseveró que respecto al tema del financiamiento, el Instituto está efectuando un estudio sobre la materia. Ofreció entregar a la Comisión el resultado del mismo una vez que concluya.


Anticipó que el financiamiento debe ser mixto, permanente, transparente (sea público o privado) y fiscalizable.  


Reconoció que el sistema electoral binominal tiene algunas falencias, partiendo por la representación del voto. Señaló que la propuesta original que tenía el Instituto partía de no tocar lo que ya existía, es decir, los distritos existentes no perdían representación y las zonas extremas quedaban, reconocidamente, con sobre representación. Agregó que se sugería una uniformidad en el resto del país con 134 diputados y 50 senadores, incluyendo dentro de estos últimos a los 2 senadores de la región de Arica y Parinacota. Hizo presente que ella fue sobrepasada por la realidad y debe ser modificada. 


Subrayó que en los estudios realizados por el Instituto se han analizado también la descentralización y la asimetría de poder que se da entre el Ejecutivo y el Poder Legislativo.


Asimismo hizo uso de la palabra el señor Pablo Rodríguez, asesor del Instituto Libertad. Se refirió a la pregunta sobre si el sistema electoral que se propone es un traje a la medida o no. Su preocupación consiste en determinar cómo el sistema político es capaz de hacer ingresar a todas las demás fuerzas políticas que siendo electoralmente relevantes, actualmente están quedando fuera del parlamento. Lo anterior, explicó, podría solucionarse a través de distritos con menor magnitud o se requiere otro mecanismo, como asignar escaños nacionales, o crear distritos compensatorios.


A continuación, el señor Antonio Horvath,  se refirió a lo expresado por el señor Máximo Pavez respecto a la primera y tercera región. Puntualizó que lo señalado por el profesor Pavez habla por sí solo y da la impresión de que esta reforma al sistema electoral podría considerarse un traje a la medida. No existe ninguna razón bajo la cual se pueden explicar más diputados en el caso de la tercera región, salvo que reconocer que es una región que siempre ha privilegiado a cierto sector político. Lo anterior, explicó, constituye un vicio formal. Sostuvo que la legitimidad del sistema actual padece del mismo vicio.


Seguidamente, en representación de la Fundación Jaime Guzmán, volvió a intervenir el señor Máximo Pavez, quien expresó que en cuanto a la constitucionalidad del proyecto, y específicamente respecto a la igualdad del voto, el artículo 15 de la Constitución establece las características del sufragio en Chile: Una de ellas, recordó, es que el voto debe ser igualitario. Agregó que en el mismo cuerpo legal, en el artículo 19 número 2, se dispone que: “Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias”. Connotó que el estándar de igualdad está referido no solo a toda persona, sino que también al legislador, es decir, en la ley no puede haber diferencias que sean arbitrarias o caprichosas. Sostuvo que estamos en presencia de una arbitrariedad, cuando hay ausencia de razonabilidad. 


Añadió que si el proyecto de ley en discusión se transforma en ley, tal como está, el legislador está haciendo una discriminación arbitraria, que no da cuenta de una razonabilidad y eso, afirmó, evidentemente violenta a la Constitución.


Consignó que el proyecto de ley es una norma orgánica constitucional y está sujeta a control preventivo del Tribunal Constitucional, por lo tanto, no es necesario que los parlamentarios realicen un requerimiento de constitucionalidad. Reiteró el ejemplo de la primera y tercera región, donde la primera tiene más electores y elige 2 diputados menos. Lo anterior, puntualizó, no logra traspasar ningún estándar en materia de igualdad. 


Apuntó que respecto a los distritos indígenas, éstos serían una nueva forma de cuotas. Sostuvo que el problema es que uno puede establecer tantas cuotas, como comisiones en el Parlamento hay. Con lo anterior se corre el riesgo de transformarnos en una democracia corporativista.


Precisó que en el caso de la mujer, la cuota se justifica porque corresponderá a una situación transitoria. 


Añadió que en relación a los pueblos indígenas, siempre existirá un argumento para el cual, algún sector de la población requiera una atención especial, y en la lógica de la democracia el voto debe ser igualitario para todos.


Manifestó que a su juicio existe una discriminación que atenta contra la libertad económica y la desigualdad. Si una empresa privada puede donar para fines sociales, por qué no puede hacerlo en favor de la política. Debe regularse que dicho financiamiento sea transparentarse, pero estimó que es una prohibición odiosa que un cuerpo intermedio en aras de la libre iniciativa económica no pueda realizar un aporte a las campañas siempre que dicho aporte esté adecuadamente regulado.

.-.-.-


En una sesión posterior, la Comisión escuchó al profesor universitario y abogado constitucionalista señor Patricio Zapata Larraín, quien concurrió en representación del Centro Democracia y Comunidad.


Al comenzar su intervención agradeció la invitación a participar en el estudio de esta iniciativa. Manifestó que el Centro que dirige, ya elaboró en el año 2012 un documento que se refiere al cambio del sistema electoral binominal.

Asimismo, hizo presente que le correspondió colaborar en la preparación del proyecto de ley que ahora analiza la Comisión.


Luego, resaltó la enorme dificultad implícita en un cambio de sistema electoral por parte de un Congreso en funciones. Lo anterior, sostuvo, plantea una restricción ineludible, cuando es el propio cuerpo de incumbentes quien debe abordar la tarea de un nuevo sistema electoral. Esta circunstancia, explicó, introduce condicionamientos.


Agregó que cuando se hace una revisión de las reformas electorales en el Derecho Comparado o en el Derecho Nacional, siempre hay ciertos riesgos. Por un lado, está la reforma electoral que hace un sector político que ha ganado las elecciones, que tiene la mayoría para hacer un cambio y la usa para mejorar las posibilidades de ese sector con la finalidad de obtener resultados aún superiores en el futuro. Lo anterior sucedió, por ejemplo, en la última reforma electoral italiana, en que el Pueblo de la Libertad, encabezado por Silvio Berlusconi, ganó las elecciones del año 2006, con un sistema proporcional, y lo primero que hizo, con sus nuevas mayorías, fue cambiar el sistema electoral por un sistema que entregaría un bono a las fuerzas más votadas, con la convicción que ello le reportaría a dicha fuerza política, un dividendo en la elección siguiente. Lo anterior no ocurrió, ya que la fuerza política contraria a Berlusconi triunfó.


Añadió que en otras ocasiones la hace un sector que ve inminente una derrota, aprovecha su presente para hacer una reforma que amortigüe la caída. La situación antes descrita ocurrió con la última reforma electoral en Francia, en 1986. Especificó que todas las encuestas mostraban que el Partido Socialista se encaminaba a un desastre. El cambio a un sistema proporcional mitigó dicha situación.


Señaló que es difícil pensar una reforma electoral que haga completa abstracción de los intereses de los actores.


Agregó que se ha planteado la posibilidad de establecer un sistema mayoritario, y también se ha sugerido, por el Centro de Estudios Públicos, un modelo mixto. Advirtió que el problema con alguna de esas propuestas es que la única posibilidad de que se aprueben es en el contexto de una Asamblea Constituyente.


Sostuvo que si será el Congreso Nacional el que apruebe la reforma, desde el inicio ella estará, en cierta medida, condicionada por su actual integración. Hizo presente que lo importante es que ella no sea tan fuerte como para que vulnere los principios y los valores constitucionales.


Expresó que no está de más señalar hasta qué punto el elemento fáctico está presente, cuando son los propios parlamentarios en ejercicio los que hacen un cambio que va terminar, de algún modo, favoreciendo o perjudicando a algunos de ellos.


Manifestó que debe tenerse en cuenta dicha realidad. Por eso, explicó, el proyecto de ley en discusión se presenta cuando se inicia una nueva legislatura, cuando aún estamos a tres años y medio de la próxima elección parlamentaria. Esta iniciativa, puntualizó, no se puede discutir a seis meses o a doce meses o a dieciocho meses de una elección de ese tipo. Por eso resulta razonable discutirlo al inicio del período legislativo.


Añadió que estableciendo desde el origen una especie de doble régimen, ya que hay una confección de distritos para la Cámara de Diputados para el año 2017 y otra para ocho años más. Los distritos que se proponen para la próxima elección efectivamente está condicionado por la realidad actual, porque no era posible introducir una reingeniería radical que pudiera significar redistribuciones de escaños dramáticas entre una zona y otra, y pretender que los representantes de dichas zonas pudieran fácilmente concurrir con sus votos a esa reasignación.


Luego, precisó que el artículo 179 bis de esta iniciativa establece un sistema permanente que se irá reajustando cada diez años en base al censo, sin que tengan injerencia en esa reestructuración los intereses de corto plazo.


Recordó que lo que se propone es redistribuir los 155 escaños de acuerdo al sistema de cifra repartidora, estableciendo un mínimo de tres diputados y un máximo de nueve, para evitar que la Región Metropolitana pudiere absorber la representación ciudadana en la Cámara.


Seguidamente, recordó que desde el punto de vista de los principios, se ha dicho que cuando existen dos Cámaras, hay buenas razones para que la Cámara política represente ciudadanos y la otra Cámara represente territorios. Lo anterior es más evidente en el caso de los estados federales.


Manifestó que en el proyecto de ley en estudio, en una de las dos Cámaras el elemento poblacional será más fuerte, sin ser el único, y en el Senado, el elemento territorial predominará por sobre el criterio del número de habitantes. 


Recalcó que por lo anterior, en el Senado no se propone una fórmula de igualdad absoluta o perfecta.


Reseñó que en la historia de Chile, la idea de que la Cámara de Diputados representa habitantes es una noción muy fuertemente instalada desde la convocatoria al primer Congreso Nacional en 1811, ya en ese entonces se estableció que Santiago elegiría a seis y las demás comunidades elegirían a tres, a dos o a uno. Con respecto al Senado, cada una de las agrupaciones departamentales que elegían cinco senadores antes del año 1973, era una especie de unidad territorial igual. Aún en dicho esquema, Santiago era una provincia y las demás agrupaciones reunían cuatro, cinco, seis o siete provincias, de manera, que no estábamos en presencia de una Cámara Alta que se construyera en base a la igualdad entre las provincias. 


Hizo presente que el argumento de que una de las dos Cámaras refleja mejor el factor poblacional, y la otra el territorial, es correcto, a la luz de la historia constitucional chilena, pero no debiera ser llevado a un extremo.


Apuntó que la facticidad explica que tengamos una Cámara que no se hace cargo en un cien por ciento del principio de igualdad del voto. Explicó que el artículo 179 bis propuesto se hace mejor cargo de este principio. Lo anterior, sostuvo, ha dado lugar a críticas, incluso constitucionales al distritaje. Se ha señalado que se vulnera la Constitución Política con un sistema de diputados donde no se respeta estrictamente la igualdad de peso del voto.


Valoró que el argumento anterior se plantee, ya que refleja un nivel de conciencia respecto de la importancia del principio de igualdad del voto. Sostuvo que el año 1989 la oposición de la época planteó que el proyecto de reforma binominal que propuso la Junta de Gobierno, vulneraba la Constitución. En relación a ello se hizo llegar un escrito de téngase presente al Tribunal Constitucional de la época, firmado entre otros, por los profesores Verdugo, Cumplido, Andrade, Nogueira, etc. Indicó que el Tribunal desestimó dicha presentación sobre la base de una argumentación literal, ya que como la Constitución señalaba que habrá 120 diputados y se elegirán como lo señale la ley orgánica, el Tribunal estimó que dicha ley podía libremente establecer un mecanismo de elección.


Advirtió que nunca compartió dicha mirada, ya que no es partidario de que el legislador orgánico pueda distribuir los 120 o 155 escaños de diputados a su arbitrio. 


Estimó que tampoco cree que una correcta interpretación constitucional implique que si el proyecto que se aprueba no responde completamente a la igualdad de voto, significa que estamos en presencia de una inconstitucionalidad. 


Al respecto, precisó que se aplicaría la teoría del jurista alemán Robert Alexy, según el cual, los principios son mandatos de optimización que ordenan que algo se haga en la mayor medida de lo posible, jurídica y fácticamente.


Señaló que el proyecto de ley avanza en la dirección de la igualdad del voto. Advirtió que no es capaz de comprender que personas que durante 25 años no han cuestionado el sistema binominal en materia de igualdad del voto, hoy critiquen el proyecto en estudio, ya que este último mejora, radicalmente el principio antes mencionado.


Manifestó que en el Centro Democracia y Comunidad se planteó que el sistema proporcional recoge la historia de Chile. Sostuvo que uno de los problemas de las reformas electorales es que pueden ser ejercicios de ingeniería, de reconstrucción, de cómo hacer el país que nos gustaría que fuera. Agregó que el sistema binominal fue un ejercicio de ingeniería desde arriba, fue un intento de reconfigurar nuestra historia política dándole fuerza y poder a dos grandes fuerzas moderadas. 


Consignó que  a pesar que el sistema binominal fue hecho para evitar, entre otras cosas que hubiese independientes en nuestro Parlamento, o que existiesen otras fuerzas distintas a las dos grandes fuerzas, incluso ello no pudo derrotar la realidad. De las mil personas que han ganado elecciones desde el año noventa, solo existen nueve casos de candidatos que han sido elegidos fuera de pacto, con un veinticinco por ciento de piso.


A continuación, se preguntó cuán respetuoso debe ser el legislador de la realidad y hasta qué punto debe intentar seguir forzándola.


Recalcó que ha llegado el momento de asumir un sistema electoral que sea más respetuoso de esa tradición política, lo que no significa un sistema proporcional que haga imposible la gobernabilidad, tampoco que existan quince partidos políticos con representación.


Reiteró que la fórmula de distritos que se propone, con el promedio que se sugiere, está lejos de la proporcionalidad exagerada de Brasil, donde hay distritos que eligen ochenta diputados.


Apuntó que el riesgo de tener una infinidad de partidos políticos no se compadece con la realidad. Señaló que se retomará una moderada representación de las cinco, seis o siete fuerzas importantes, no muy distinta a la que se ha producido durante los últimos veinticinco años, pero más fruto de la voluntad de los ciudadanos y menos de la capacidad negociadora de los secretarios generales de los partidos políticos.


Hizo presente que es importante, al momento de escuchar las distintas reflexiones, mirar la literatura y la realidad política. Se ha dicho que si lo que se busca es competencia debiésemos optar por el sistema mayoritario, tal como existe en Estados Unidos o el Reino Unido. Advirtió que si uno le pregunta a los norteamericanos y a los británicos qué lo que piensan de este tipo de sistema, ellos están preocupados por la falta de competencia que ha terminado por producir.


Destacó que si se pensara tener un sistema mayoritario uninominal habría que poner mucho cuidado en quién hace el diseño de los distritos.


Seguidamente, manifestó que es partidario de fortalecer el Servicio Electoral, aumentar las sanciones en caso de infracción a las normas sobre gasto electoral, no descartando como sanción la pérdida del escaño. Subrayó que se debe diferenciar entre el aporte que hacen las personas naturales y el que hacen las personas jurídicas. Advirtió que debe revisarse lo de las donaciones.


Concluyó su intervención señalando que tiene dudas de que las empresas puedan hacer donaciones electorales, pero le parece complicado hacer la discusión sin contar con una propuesta integral del Ejecutivo, que se haga cargo de la revisión del financiamiento público. Estimó que reconsiderar el financiamiento privado sin abordar el público puede ser complejo.


A continuación, intervino el exsenador señor Camilo Escalona, en su calidad de Presidente del Instituto Igualdad. Comenzó su intervención agradeciendo la invitación que le formuló la Comisión. Aclaró que atendida la naturaleza del Instituto Igualdad, a saber, una Corporación sin fines de lucro del Partido Socialista, no es su función opinar sobre los aspectos específicos de la ingeniería electoral, sino que su presencia obedece a ratificar su compromiso con el reemplazo del sistema electoral binominal.


Agregó que una razón profunda del fortalecimiento de la estabilidad democrática, dice relación con hacerse cargo como sistema político, de la distancia que tiene la ciudadanía respecto a la política, que en muchos aspectos está asociada al sistema electoral.


Advirtió que la sociedad está convencida que el actual sistema electoral que nos rige es excluyente, y señaló que es un convencido de que el sistema político debe hacerse cargo de dicha situación, de lo contrario se estaría incurriendo en un grave error. 


Valoró la propuesta de incluir en el proyecto en estudio, la cuota de género. Añadió que la disparidad en perjuicio de la representación femenina en el Congreso Nacional hace indispensable tener que legislar sobre mecanismos que permitan resolver la situación planteada. 


Sostuvo que en cuanto al financiamiento y el mal manejo de las campañas políticas, todo avance en dicha materia es útil, aún cuando sea limitado. Manifestó que el nudo del problema está en colocar un límite efectivo al gasto de las campañas.


Agregó que los aportes reservados se inauguraron en la elección del 2005. Recalcó que en muchos casos, el financiamiento se originaba en aportes anónimos entregados directamente a los candidatos. Demostró su preocupación por el término de los aportes reservados, ya que ello puede incrementar exponencialmente los aportes de campaña no registrados, anónimos y oscuros, acentuando la disparidad de recursos que unos u otros puedan tener en una competencia electoral.


Reiteró que la solución viene dada por limitar los gastos de campañas. Explicó que para alcanzar ese objetivo es indispensable dotar al Servicio Electoral de las facultades respectivas. Finalmente, enfatizó que este último tema debe detallarse de mejor manera en el proyecto de ley en discusión.


A continuación, hizo uso de la palabra la señora Camila Maturana quien intervino en representación de la Corporación Humanas, quien agradeció la invitación de la Comisión.


Manifestó que desde la recuperación de la democracia, uno de los debates políticos más complejos que el Parlamento chileno ha enfrentado es la reforma al sistema electoral aplicable a la elección de parlamentarias o parlamentarios. Diversos sectores políticos y sociales concuerdan en la necesidad y prioridad de esta reforma y el amplio acuerdo alcanzado en la Sala de la Cámara de Diputados el pasado 13 de agosto así lo reafirma, confirmándose el compromiso parlamentario asumido al dictarse la Ley N° 20.725 que reformó la Constitución Política para habilitar este debate.

Expuso que además de su origen inconsulto, el sistema binominal ha sido cuestionado por la insuficiente representación de las distintas fuerzas políticas existentes en el país, la preponderancia de dos coaliciones que resultan sobre representadas y por obstaculizar la participación de las mujeres. Ello, aseveró, ha contribuido al deterioro de la legitimidad de la clase política y la creciente insatisfacción ciudadana frente a los representantes y la clase política en su conjunto. La disminución de la participación de la ciudadanía en los procesos electorales, especialmente en los últimos años, obliga a revisar los mecanismos políticos que rigen la relación entre representantes y representados y la toma de decisiones públicas.

Expresó que el proyecto de ley que sustituye el sistema electoral binominal, en lo fundamental plantea: aumentar el número de parlamentarios o parlamentarias, incrementar el tamaño de gran parte de los distritos y circunscripciones, un sistema proporcional moderado para la elección de los y las congresistas, y un conjunto de medidas para la participación política paritaria de hombres y mujeres. 


Indicó que uno de los aspectos fundamentales del proyecto es la incorporación de la paridad como una dimensión clave de la representación política. Los derechos civiles y políticos de las mujeres y los principios de igualdad de derechos y no discriminación, reconocidos internacionalmente e incorporados como obligación de los órganos del Estado por mandato constitucional (Constitución Política de la República, Artículo 5° inciso 2) son aspectos sustantivos de la democracia y deben incorporarse a cualquier debate político y particularmente en la propuesta sobre reforma al sistema electoral.

Declaró que es imposible avanzar en la profundización de la democracia sin incluir como uno de los factores clave en toda reforma la participación política de las mujeres y la adecuada representación de los intereses de las mujeres en las decisiones públicas. Precisamente, uno de los problemas del sistema político chileno que debilita la calidad de la democracia es la baja participación de mujeres en espacios de toma de decisión pública, tanto en cargos de elección popular como de designación.

Adujo que la insuficiente representación de las mujeres en posiciones de poder político evidencia que el sistema democrático tal como está definido no está siendo capaz de cumplir adecuadamente el mandato de representación igualitaria de los y las ciudadanas, propio de un Estado democrático de derecho.

Hizo presente que la sobre representación de las mujeres en puestos de poder expresa la discriminación estructural que afecta a las mujeres en el ejercicio de sus derechos humanos y constituye un déficit del sistema político por cuanto obstaculiza la adecuada representación de sus intereses en las decisiones públicas y dificulta alcanzar la igualdad de derechos en diversos ámbitos.

Apuntó que la insuficiente participación de mujeres en espacios de decisión no solo ha sido motivo de preocupación para las autoridades nacionales, sino especialmente para numerosos organismos internacionales, los que desde hace 15 años vienen reprochando al Estado de Chile los bajísimos niveles de participación de las mujeres en diversos ámbitos de la vida nacional y la inexistencia de medidas adoptadas para revertir este problema y así garantizar los derechos humanos de las mujeres sin discriminación.

Advirtió que la Constitución Política de la República vigente en el país dispone que “Las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos” (Artículo 1° inc. 1) y asegura a todas las personas “La igualdad ante la ley. En Chile no hay persona ni grupos privilegiados (…) Hombres y mujeres son iguales ante la ley” (Artículo 19 N° 2 inciso 1) y “La igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos” (Artículo 19 N° 3 inciso 1).

Señaló que por expreso mandato constitucional, los órganos del Estado tienen el deber de respetar y promover los derechos humanos, incluyendo aquellos reconocidos en los tratados internacionales vigentes (CPR, Artículo 5° inc. 2).

Destacó que a nivel internacional –como se ha señalado–, se multiplican los reproches al Estado de Chile por su incapacidad para garantizar debidamente los derechos y libertades fundamentales de las mujeres, en particular sus derechos civiles y políticos como el derecho a ser elegidas y tomar parte en las decisiones públicas.


Agregó que en esta deficitaria participación política de las mujeres confluyen diversas razones, destacando a juicio de los organismos internacionales:

1. Las características del sistema electoral.


2. El funcionamiento de los partidos políticos, y

3. La falta de medidas de acción afirmativa, entre las más significativas.

Precisó que en marzo de 1999, el Comité de Derechos Humanos, organismo que vigila el cumplimiento del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, reprochó al Estado de Chile “la notable insuficiencia de la participación de la mujer en la vida política, el servicio público y el poder judicial”; por lo que recomendó “que el Estado tome medidas para mejorar la participación de las mujeres, si es preciso mediante la adopción de programas de acción afirmativa”.

Añadió que ese mismo año (1999), el Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer también se manifestó preocupado por la baja “participación de la mujer en la política y la administración gubernamental, en particular en puestos de adopción de decisiones”, recomendando la implementación de una estrategia amplia, incluyendo medidas especiales.

Sostuvo que las medidas de paridad contenidas en el proyecto de reforma al sistema binominal propuestas por la Presidenta de la República y mejoradas durante su tramitación ante la Cámara de Diputados, se enmarcan en las recomendaciones formuladas por los organismos internacionales al Estado de Chile en los últimos años. Además, resultan imprescindibles para avanzar en garantizar los derechos civiles y políticos de las mujeres y mejorar la calidad de la democracia en el país.

Ratificó que es ampliamente conocido que Chile se encuentra por debajo del promedio regional de participación política de mujeres (15,8% frente al 25,6%), ubicándose en el lugar 95 de 189 países.

Connotó que igualmente es sabido que los países no avanzan espontáneamente en la superación de la discriminación contra las mujeres. Para ello se requiere de medidas especiales, de acuerdo a lo señalado por los organismos internacionales y la experiencia comparada lo confirma.

Consignó que los países que han buscado y alcanzado –en grados diversos– revertir el déficit de participación de las mujeres han adoptado mecanismos especiales para ello. Reformas constitucionales y medidas legislativas sobre paridad o cuotas para el acceso a puestos de decisión resultan fundamentales para avanzar a niveles más equitativos de representación política de las mujeres, asegurar el ejercicio de los derechos humanos sin discriminación y mejorar la calidad de la política.

Manifestó que el proyecto de reforma al sistema binominal aprobado por la Cámara de Diputados contempla un conjunto de medidas tendientes a asegurar la igualitaria participación de hombres y mujeres en el proceso electoral, aunque definidas con carácter transitorio para las elecciones parlamentarias de 2017, 2021, 2025 y 2029.

1. En primer lugar se contempla el mandato obligatorio a los partidos políticos de conformar sus listas de candidaturas a las elecciones de senadores/as y diputados/as respetando una proporción equilibrada entre hombres y mujeres.

2. En segundo lugar, se resguarda el cumplimiento de esta proporción 60%-40% en las listas de candidaturas a congresistas que los partidos presenten, disponiendo como sanción frente al eventual incumplimiento, el rechazo de la totalidad de las candidaturas a senadores/as o diputados/as de ese partido por parte del Servicio Electoral.


3. A fin de facilitar el cumplimiento de la proporción equilibrada en las listas de candidaturas se permite a los partidos cuyas listas sean rechazadas por el Servicio Electoral, dar cumplimiento a la proporción retirando declaraciones o declarando otras nuevas, dentro del plazo de cuatro días hábiles a la notificación de la resolución que dispone el rechazo.


4. Además se mandata a los partidos a incluir a sus candidatos y candidatas en las listas de manera alternada entre hombres y mujeres.

5. Se plantea –inadecuadamente, según se comenta más adelante– que esta medida obligatoria de incluir en proporción equilibrada a hombres y mujeres en las listas de candidaturas lo será únicamente en las elecciones parlamentarias de 2017, 2021, 2025 y 2029.

Expresó que estas medidas no aseguran la elección de mujeres en cargos de elección popular sino únicamente que tanto hombres como mujeres puedan postular y competir a los cargos de diputados/as y senadores/as. La obligatoriedad de incluir mujeres en las listas de candidaturas es la medida mínima que los países adoptan para garantizar, al menos, el derecho de las mujeres a participar de los procesos electorales. Por ello se espera que el amplio apoyo con que esta medida contó en la Cámara de Diputados, se mantenga en el Senado y que se adopten todos los resguardos necesarios para asegurar el cumplimiento efectivo del principio de paridad que esta reforma busca instituir, evitando cualquier mecanismo que posibilite eludirlo.

Agregó que en relación al financiamiento y las modificaciones incorporadas por la Cámara de Diputados, se enmarcan en lo que han sido las recomendaciones internacionales, que señalan que, entre otras medidas, se promuevan incentivos a los partidos políticos para que designen un número igual de mujeres y hombres en las candidaturas, así como la financiación adecuada de las campañas de las mujeres que sean candidatas.


Hizo presente que el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados plantea, en primer término, un aporte de 500 unidades de fomento (UF) a los partidos políticos a que pertenezcan las candidatas a diputadas y senadoras que sean proclamadas electas por el Tribunal Calificador de Elecciones.

Se precisa que con dichos recursos los partidos pueden implementar programas y desarrollar actividades de fomento a la inclusión y participación de las mujeres en política.

Criticó, la señora Maturana, que dicha medida sea facultativa, ya que lo anterior es insuficiente para modificar la cultura partidaria. 


Advirtió que la norma dice relación con las mujeres que pertenezcan a partidos políticos, y no incluye a mujeres independientes que sean electas como parlamentarias. Aclaró que los partidos políticos que hayan apoyado estas últimas candidaturas, debiesen recibir el aporte estatal.


Puntualizó que, en cuanto a la transitoriedad que se plantea, está inadecuadamente prevista en el proyecto de ley, porque el estándar internacional señala que las medidas de acción afirmativa de carácter temporal, cesan cuando se cumplen los objetivos de igualdad de oportunidades y de trato que se han buscado. Recalcó que tras cuatro elecciones se modifique el comportamiento de los partidos, más mujeres sean elegidas por la ciudadanía, pero nada asegura que el solo transcurso del tiempo, sin otras medidas, efectivamente se traduzca en este cambio cultural y político, por lo tanto, lo aconsejable no es simplemente cesar con ellas una vez que ha pasado el tiempo, sino establecer mecanismos de revisión que permitan incorporar las correcciones que sean necesarias, de manera de cumplir el objetivo por el cual fueron dictadas.


Agregó que por otra parte es relevante insistir en que uno de los mayores aportes de la propuesta consiste en relevar la paridad como una dimensión necesaria de la representación política. Por ello resulta fundamental que las medidas de paridad se extiendan a las elecciones de alcaldes/as, concejales/as y consejeros/as regionales, así como a los órganos de los partidos políticos.

Asimismo, se espera que la paridad sea considerada para la conformación del Gabinete, de autoridades regionales, para la designación de embajadores/as y representantes ante organismos internacionales, así como en los directorios de empresas públicas.

Sostuvo que en complemento de lo anterior, resulta de la mayor relevancia legislar para disminuir el impacto del dinero en la política, que debilita la democracia y afecta aun mayormente a las mujeres. Añadió que deben reducirse los límites de gasto electoral actuales.

Además, recalcó que los ítems que la ley actualmente define como gasto electoral deben ser revisados a fin de incorporar como gasto a rendir aquellos que afectan en mayor medida a las candidatas, como por ejemplo, los derivados del cuidado infantil.

Manifestó que la limitación al gasto electoral y el cumplimiento efectivo de dicha normativa resultan fundamentales para mejorar la calidad de la democracia, como asimismo esfuerzos serios y medidas contundentes para transparentar el financiamiento de la política. Por ello se considera adecuado que la propuesta en debate plantee la eliminación de los aportes reservados a las campañas electorales y que se rebaje el monto de los aportes anónimos.

Consignó, con respecto a la participación política de los pueblos indígenas, que cualquier iniciativa que se adopte debe contemplar medidas para que tanto hombres como mujeres indígenas puedan participar y ejercer plenamente sus derechos civiles y políticos, además de ser debidamente consultada a los pueblos indígenas.

Aseveró que resulta necesario comentar la aparente tensión que existiría entre las medidas de paridad que la reforma contempla, con otras normas legales referidas a mecanismos de selección de candidaturas como las elecciones primarias.

Agregó que lo que cabe señalar al respecto es que la paridad es una manifestación o concreción del principio constitucional de igualdad de derechos entre hombres y mujeres contenido en el Artículo 1°, Artículo 19 N° 2 y Artículo 19 N° 3 de la Constitución Política de la República; y que además se encuentra consagrado en un conjunto de tratados internacionales de derechos humanos vigentes en el país que por disposición de la propia Constitución Política corresponde a los órganos del Estado respetar y promover (Artículo 5° inciso 2), obligación que ciertamente compromete al Poder Legislativo.

Enfatizó que las elecciones primarias constituyen uno de los diversos mecanismos de definición de candidaturas existentes, distinto de la nominación directa por los partidos políticos, y se encuentra regulado por la Ley N° 20.640 que establece el sistema de elecciones primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, parlamentarios y alcaldes, de 6 de diciembre de 2012.

Recalcó que todas las normas que regulan la participación política y el ejercicio de los derechos políticos, particularmente las que rigen los procesos eleccionarios, deben dictarse y reformarse cautelando las garantías constitucionales y los derechos humanos, y en especial dar cumplimiento al principio constitucional de igualdad de derechos y no discriminación.

Hizo presente que corresponde al Poder Legislativo –tanto al Congreso Nacional como al Ejecutivo en su rol colegislador– dictar las normas constitucionales y legales necesarias para asegurar el pleno ejercicio de los derechos y libertades que corresponden a todas las personas sin discriminación de ninguna clase. Así se establece en la Convención Americana de Derechos Humanos18 y en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos19, entre otros, y lo recoge la propia Constitución Política en el Artículo 5° inciso 2.

Expresó que de allí que la decisión adoptada por la Cámara de Diputados –que en definitiva rechazó la norma introducida por la Comisión de Constitución para excluir de la obligatoriedad de incluir en proporción equilibrada candidatos y candidatas de ambos sexos aquellos distritos y circunscripciones en que se hubieren realizado primarias– se considere acertada. De este modo se resguarda que el principio de paridad debe cumplirse en las listas de candidaturas con independencia de los mecanismos que los partidos políticos utilicen para la definición de sus candidatos y candidatas a las elecciones parlamentarias.

Agregó que con ocasión del debate legislativo sobre primarias, Corporación Humanas y otras organizaciones plantearon diversos cuestionamientos a este mecanismo pero en definitiva no llegaron a resolverse y se dictó la Ley N° 20.640.

Sostuvo que la reforma electoral aprobada por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional resguarda la posibilidad de que los partidos políticos puedan definir la realización de elecciones primarias en algunos distritos o circunscripciones, pero sin que ello modifique ni disminuya la obligatoriedad legal de no superar el 60% de candidatos o candidatas de un mismo sexo en el total nacional de la lista de candidaturas a diputados/as o senadores/as. De lo contrario, se incentivaría a los partidos a realizar más elecciones primarias que las necesarias a fin de no tener que cumplir estrictamente la paridad que la reforma electoral plantea.

Recalcó que otras alternativas propuestas a discusión consisten en la supresión de las elecciones primarias, por una parte, en atención a las falencias de fondo que presentan y en razón a la inconsistencia de mantener un mecanismo como este en sistema electoral reformado, de carácter proporcional moderado, a diferencia del sistema binominal que es el contexto en que fue dictada la Ley.

Además, señaló, se ha planteado que si no se suprimen las elecciones primarias, deben suspenderse temporalmente, por el período en que la propuesta plantea, las medidas de paridad, es decir, en las elecciones de 2017, 2021, 2025 y 2029.

Finalizó señalando que más allá de los argumentos de fondo que sustentan la primacía de la paridad por sobre las primarias, lo cierto es que en el sistema electoral reformado las primarias presentarán menor relevancia y probablemente sean aún menos requeridas y utilizadas. Tras el aumento del tamaño de distritos y circunscripciones y con la regla N+1 se incrementa considerablemente el número de candidatos/as que bloques y partidos pueden presentar en cada unidad territorial, con lo que la competencia se traslada naturalmente al proceso eleccionario mismo, disminuyendo la presión partidaria por primarias. 


A continuación, intervino el señor Jorge Ramírez, en representación del Instituto Libertad y Desarrollo, quien manifestó que si bien el proyecto avanza en una serie de objetivos que este mismo se traza, como por ejemplo, la desigualdad del voto, o la inclusión de nuevas fuerzas políticas, estimó que carece de un enfoque sistémico. Esto último significa, de acuerdo a la literatura en ciencias políticas, que existe una difícil combinación entre sistemas presidencialistas y fórmulas electorales de naturaleza proporcional, según ha mostrado el profesor de ciencias políticas Scott Mainwaring. 


En relación a la propuesta aprobada por la Cámara de Diputados, sostuvo que ella se funda en la idea de que al aumentar la magnitud del distrito, entiéndase por magnitud el número de escaños a repartir por unidad electoral, se reduce la desproporcionalidad. 


Agregó que la evidencia indica que no necesariamente al aumentar exponencialmente el número de escaños a repartir, se reduce la desproporcionalidad electoral, entendiendo por ella a la diferencia que se produce entre el porcentaje de votos y el de escaños.


Acompañó un gráfico donde se destaca que en el eje Y la desproporcionalidad estimada y en el eje X se precisa la magnitud del distrito. 
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Agregó que la desproporcionalidad, que corresponde a la curva, cae de manera significativa en el aumento del distrito aproximadamente hasta el número 4, pero en adelante, lo que gana el sistema en reducción de la desproporcionalidad es muy poco.


Precisó que se podría haber llegado a un sistema con una corrección de desproporcionalidad igual o mejor, con un aumento de magnitud de distrito más acotado.


Al respecto, indicó que el profesor John Carey ha señalado: “El aumento de magnitud de los distritos disminuye el incentivo que tienen los políticos y los partidos para establecer coaliciones, y complica los mecanismos electorales para otorgar recompensas y castigos a cada uno de los políticos” El mismo autor agrega: “Un ligero incremento de la magnitud del distrito que dejara intacto el resto del sistema electoral proporcionaría ventajas considerables en cuanto a representatividad, quizá limitando al mismo tiempo las concesiones relativas a los otros ideales”

En relación a los mega-distritos, recordó que el profesor de ciencias políticas Gary Cox ha planteado que: “Con los mega-distritos se pueden generar problemas de rendición de cuentas: La rendición de cuentas de los legisladores con su circunscripción electoral es una de las tres dimensiones cruciales de promover en un sistema electoral”


A continuación, se refirió al aumento de diputados, e indicó que por definición no está en desacuerdo a dicho incremento, pero debe ser instrumental a un objetivo y dicho objetivo es la reducción de la desigualdad del voto. Sin perjuicio de lo anterior, planteó que otras propuestas corrigen de mejor manera la desigualdad del voto sin un aumento tan amplio de representantes (tal como lo hacía la denominada Propuesta RN-DC).

Enfatizó que hay criterios poco claros en la asignación de nuevos escaños. Explicó  que al nuevo distrito 4 se le asignan 5 escaños con menos electores que los distritos 2, 16, 18, 22 y 25, siendo todos de regiones.

Acompañó un cuadro que muestra la desigualdad del voto. En éste se compara la propuesta RN-DC y el proyecto actual del Ejecutivo:

	 
	Ejecutivo (155 Diputados)
	RN-DC (134 Diputados)

	Sobrerepresentación del distrito con  menos electores respecto del distrito con más electores 
	3,88
	2,96

	Malapportionment general 1/2*∑abs(%electores-%escaños)
	10%
	7%



Expresó que de este cuadro se desprende que en la propuesta del Ejecutivo el distrito con menos electores está 3,88 veces sobre-representado respecto del distrito con más electores. En propuestas con un aumento de diputados menor esta diferencia es de 2,96 veces.


Agregó que en relación al Malapportionment, en la propuesta del Ejecutivo, el 10% de los escaños se asignan mal frente a un criterio de perfecta distribución territorial. Ese número en la propuesta RN-DC es de un 7%.

Indicó que el proyecto que reforma al binominal puede generar sobre expectativas, ya que el efecto “arrastrados”, que es lo que más se ha cuestionado del binominal por parte de la ciudadanía, seguirá produciéndose, incluso a mayor nivel. Basta que la ciudadanía se percate de lo anterior para que el nuevo sistema comience a ser cuestionado. 


Añadió que como respuesta natural a la configuración de los mega distritos, la reducción del límite del gasto en los nuevos distritos solo beneficiará a los incumbentes.

Enfatizó que distritos excesivamente grandes, como los que se proponen en el proyecto de ley en estudio, terminarán alejando más a los ciudadanos de la política, y se puede generar peligro de mayor abstención.

En relación al financiamiento de la política, expresó que la experiencia internacional sugiere que los diseños mixtos, es decir, con fuentes de financiamiento tanto públicas como privadas, han permitido una sana conjugación entre los principios de transparencia, participación, autonomía y competencia en el sistema político.

Recalcó que contrario a lo planteado por visiones más maximalistas desde el punto de vista de la regulación, las normativas draconianas no han dado buenos resultados en términos de los principios señalados anteriormente. Como señalan Casas y Zovatto, a partir de este tipo de regulaciones "entre más difícil se haga a los partidos y candidatos recaudar fondos por vías legales, más probable será que recurran a procedimientos oscuros y cuestionables". 

En cuanto a las donaciones reservadas consideró que la reserva de la identidad del donante es un instrumento que permite frenar intercambios de carácter corrupto. 

Especificó que tal y como el voto secreto fue la mejor herramienta para hacer de la compra de votos una práctica difícil de verificar para el oferente de clientela, las donaciones reservadas y anónimas permiten a los políticos “desentenderse de una deuda con el donante, alegando incertidumbre respecto a su cuantía o inexistencia (…) para que esta restricción sea efectiva, se requiere impedir que el beneficiario pueda comprobar que un donante le aportó la suma que dice haber aportado (Valdés, Salvador. 2008).

Advirtió que aunque parezca contra intuitivo, si el donante efectivamente cuenta con medios verificables de presión hacia el accionar político por la vía de grandes donaciones, la posibilidad de captura será mayor, y como en tantos otros ámbitos de política pública, de eliminarse las donaciones anónimas y reservadas, en aras de perseguir un fin A (en este caso transparencia), se podría maximizar un resultado no esperado B (aumentar la corrupción).

Presentó un cuadro que detalla el escenario de la OCDE (2014)
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Precisó que las donaciones reservadas son un instrumento que permite la salvaguardia del legítimo derecho a la discreción de la preferencia política.

Agregó que la evidencia muestra que si las donaciones (pequeños montos inclusive) fueran completamente públicas, éstas decaerían (persecución, acoso, etc.)


En relación a los aportes de las empresas, recalcó  que la experiencia comparada muestra que disposiciones tales como la total prohibición de aportes de empresas a la actividad política vía financiamiento, es una regulación que no constituye un estándar en el concierto democrático. 

Añadió que solo un 22% (36 casos) de los países considerados por la ONG Idea International (Institute for Democratic and Electoral Assistance) en el catastro sobre mecanismos de financiamiento de la política, prohíben las donaciones de empresas.

Enfatizó que el 65% de los países de la OCDE permiten el aporte de las empresas a la política.


Agregó que un argumento comúnmente utilizado para restringir las donaciones de empresas apunta a que éstas son carentes de ciudadanía: "las empresas no votan, ergo, no debieran financiar la actividad política". 

Hizo presente que se trata de una argumentación poco atingente, bajo esa lógica no se debería permitir que estas mismas instituciones donen dineros a instituciones culturales, educacionales o deportivas, puesto que ellas no participan del ejercicio de esa propia actividad.


Propuso que se podría pensar en fórmulas de financiamiento corriente a partidos siempre y cuando éstas correspondan a una cifra limitada dentro del total de ingresos de la colectividad, y sea exigible una contraprestación en términos de buenas prácticas orientadas a la formación de cuadros y reclutamiento de candidatos jóvenes.

Sostuvo que la disposición que establece beneficios tributarios a la donaciones de empresas a la actividad política, parece una cuestión que podría ser revisable, sin embargo, a efectos de fomentar el aporte ciudadano a la política, se podrían pensar en fórmulas que permitan -a lo menos- equiparar las condiciones de beneficios tributarios que se le otorgan a empresas a las donaciones de personas naturales.


Concluyó señalando que otra alternativa es establecer un sistema de matching funds donde sea el Estado quien complemente con un aporte marginal el aporte que realizan los ciudadanos a los partidos, a través de sus cuotas de militancia, homologando lo que acontece en la experiencia alemana.

A continuación, hizo uso de la palabra la señora Alejandra Sepúlveda, Directora Ejecutiva de la ONG Comunidad Mujer, quien comenzó agradeciendo la invitación que le formuló la Comisión.


Manifestó que en Chile existe una gran paradoja, pues a pesar que el 50,5%  de la población son mujeres, y que constituyen el grupo mayoritario de militancia en partidos políticos, lo anterior no se ve reflejado en un porcentaje equivalente en los cargos de dirección política.


Acompaño el siguiente cuadro que muestra, además, otros indicadores: 

	Indicador
	Porcentaje

	Mujeres en Chile
	50,5% 

	Militancia de mujeres en partidos políticos
	50,4%

	Mujeres candidatas al Congreso en elecciones 2013 (del total de candidatos)
	18,8%

	Participación en Senado
	15,8%

	Participación en Cámara de Diputados
	15,8%



Igualmente destacó, mediante el gráfico siguiente la representación de mujeres en el Congreso Nacional entre los años 1990-2018.
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Precisó que actualmente solo hay 6 senadoras en ejercicio. Cuando uno representa los números, se detecta una gran ausencia de mujeres en el Parlamento.


Subrayó que en materia de participación de la mujer en política, tanto a nivel mundial como sudamericano, Chile está por debajo del promedio.  



Estimó que en nuestro sistema político el fenómeno de las cuotas de género tiene que ver con el comportamiento de la nominación de mujeres en las listas de candidaturas de los partidos políticos. Agregó que ellas permiten introducir una obligación a los partidos políticos en la nominación para poder asegurar la igualdad de oportunidades en la competencia.


A continuación, presentó un cuadro que muestra el porcentaje de candidaturas a la Cámara de Diputados presentadas por partidos políticos que corresponden a mujeres  entre los años 1999-2013:
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Asimismo, entregó un cuadro de los países con sistema de cuotas e impacto en la conformación del Parlamento:

	Países con sistema de cuotas en A.L
	Cuota mínima establecida (%)
	Representación previo al sistema de cuotas
	Representación 2014 
(con sistema de cuotas)

	Argentina
	30
	6,0
	36,6

	Bolivia
	30
	11,0
	25,4

	Brasil
	30
	7,0
	8,6

	Costa Rica
	40
	14,0
	33,3

	Ecuador
	50
	4,0
	41,6

	El Salvador
	30
	19,0
	27,4

	Honduras
	30
	9,4
	25,8

	México
	40
	17,0
	37,4

	Nicaragua
	50
	18,0
	42,8

	Panamá
	30
	8,0
	8,5

	Paraguay
	20
	3,0
	15,0

	Perú
	30
	11,0
	22,3

	República Dominicana
	33
	12,0
	20,8



Explicó que como se puede observar en el cuadro precedente, salvo la excepción de Brasil y Panamá, el resto de los países ha experimentado un salto importante en representación política de las mujeres después de aplicarse una ley de cuotas. 


Señaló que ella permite aumentar en un 20 o 25% de representación de las mujeres en un cargo de elección popular.


Consideró como factores positivos del proyecto actual, los siguientes:


1.- Sistema electoral proporcional. El sistema binominal constituye una barrera de entrada para las mujeres en política.  


2.- Mayor número de candidatos. 

3.- Equilibrio de género (40/60) y que no sean cuotas para mujeres. 

4.- Principio de la paridad. Explicó que éste debe ser un bien superior a resguardar en la legislación que se discute.

5.- Sanción al no cumplimiento. Lo consideró como fundamental, ya que aquellos países que han impuesto cuotas sin sanciones ante el incumplimiento han fracasado. Ejemplo: Brasil.

6.- Incentivos económicos por mujeres electas. Recalcó que poder destinar un incentivo económico como el que se plantea en el proyecto de ley en estudio va en la dirección correcta.


Destacó que respecto a los factores negativos del proyecto, ellos se observan en una incongruencia entre cuotas y primarias, ya que constituyen mecanismos opuestos de selección de candidaturas, tienen diferentes objetivos políticos.

Agregó que las primarias no permiten asegurar el cumplimiento de la cuota y generan dudas sobre qué mecanismo debe prevalecer. 


Precisó que las primarias no favorecen una mayor participación política de las mujeres ni la pretendida igualdad de oportunidades en el acceso a cargos de elección popular. 


Añadió que las candidaturas de primarias se definen en las cúpulas partidarias (que no favorecen a mujeres).


Recalcó que las mujeres cuentan con menos recursos y redes (mayor tiempo de campaña).

Presentó un gráfico con el porcentaje de mujeres candidatas en primarias, en las elecciones municipales del año 2012, en los partidos de la Nueva Mayoría.
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Destacó la ausencia de mujeres en dichas elecciones.


Sostuvo que las alternativas de solución a la incongruencia de cuotas y primarias son dos:


1.- Suspender transitoriamente las primarias plurinominales por mismo periodo de vigencia Ley de Cuotas (4 elecciones), ya que al aumentar la magnitud del distrito, aumenta la cantidad de candidatos/as, por lo que son menos necesarias las primarias.


Precisó que la dificultad puede estar en la viabilidad política. 


2.- Aplicar cuotas a primarias. 


Consiste en modificar la ley, incorporando el requisito de que ningún sexo supere el 60% de la lista. Lo complejo consistiría en que para realizar primarias debe haber un candidato/a instalado/a, que demanda el mecanismo. El agregar las cuotas, lleva a exigir nombres que no están instalados en el territorio.

Advirtió que hay otras consideraciones que estima pertinentes de aplicar en esta normativa tales como las siguientes:


a.- Aumentar recursos para mujeres candidatas. Destacó la brecha salarial y las dificultades que tienen las mujeres para acceder al financiamiento y a créditos. Subrayó que sería interesante vislumbrar un mecanismo que permita aumentar los recursos a las mujeres que deciden ser candidatas.

b.- Límite a la reelección. Connotó que debe ser analizado en su real dimensión, para asegurar que la política tenga una renovación y que efectivamente se pueda conectar con la diversidad que compone nuestra sociedad.

c.- Perfeccionar la Ley de Partidos Políticos y financiamiento. Sugirió un financiamiento público y un límite al mismo con el fin de favorecerlas perspectivas de las mujeres.

d.- Formación de mujeres candidatas. Señaló que desde el año 2008, Comunidad Mujer lleva a cabo un programa transversal, donde han participado mujeres de todo el espectro político y resulta decidor a cómo ellas se terminan empoderando y terminan convenciéndose que efectivamente pueden enfrentar una candidatura.


Agregó que la ONG que representa, actualmente están efectuando un programa de formación de mujeres líderes jóvenes.


Manifestó que de acuerdo a un estudio realizado el año 2014, la ciudadanía se pronuncia ampliamente a favor de las cuotas de género. Acompañó el siguiente gráfico:
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Finalizó su intervención señalando que debe asegurarse que la implementación de la ley de cuotas sea la correcta, porque no puede ocurrir lo que sucedió con la ley Nº 20.348 que Resguarda el Derecho a la Igualdad en las Remuneraciones, que ha sido inoperante, dado que no contempló un mecanismo de aplicación que tuviera que ver con la realidad de las empresas y sus trabajadores.


Solicitó que en la discusión entre cuotas y primarias se tomen en consideración las propuestas técnicas ya señaladas.


Luego, intervino la Directora Académica de la Corporación Mujeres Líderes para Chile, señora Javiera Arce, quien comenzó su exposición señalando que el objeto de esta iniciativa es avanzar desde el sistema binominal a uno de proporcionalidad inclusivo.


Agregó que para lograr ese objetivo el proyecto incrementa el número de parlamentarios (155 diputados, 50 Senadores) y contempla medidas de acción afirmativa para mujeres. Connotó que se propone una nueva planificación y organización de los distritos.



Destacó como otros objetivos, los siguientes:



1.- La lógica de la Cámara de Diputados se vuelve demográfica mientras que el Senado se vuelve territorial-regional.



2.- Se cambia de 60 distritos a 28 (aumenta la proporcionalidad) y se modifica de 19 circunscripciones a 15.


3.- Los umbrales para ingresar al sistema bajan y se busca evitar resultados injustos para altas votaciones con el aumento de proporcionalidad de los distritos.


4.- Aumenta competitividad e incertidumbre de los candidatos-as.



5.- Aumentar el número de mujeres en el cuerpo legislativo.

En relación al diagnóstico del sistema binominal, recalcó que éste ha generado sistemáticamente una política del empate generando cierto estanco en los cambios sociales que apuntaba la ciudadanía; existe escasa incertidumbre de la competencia política y ha provocado un sistema de partidos estable, pero carece de enraizamiento social.


Precisó que según un informe de Auditoría a la Democracia señala que la democracia chilena posee áreas grises, si bien pocos la cuestionan como forma de gobierno, otros sí la cuestionan por su déficit en funcionamiento. 

Agregó que el sistema binominal ha castigado con severidad la presencia de las mujeres en el Congreso (15,8%).

Acompañó los siguientes cuadros que muestran la participación actual de las mujeres en política en Chile:
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A continuación, presentó un gráfico que refleja la situación de las mujeres que se dedican a la política y su relación con el Poder Legislativo.
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Seguidamente, mostró dos gráficos donde se precisa la distribución de mujeres en la composición de la Cámara de Diputados y en el Senado
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Presencia de Mujeres mesas directivas 
 Partidos Políticos

	Partido
	Total de Cargos
	Mujeres
	Hombres 
	% mujeres

	UDI
	9
	1
	8
	11,11

	RN
	10
	2
	8
	20,00

	PDC
	11
	2
	9
	18,18

	PPD
	11
	4
	8
	36,36

	PS
	12
	5
	7
	41,67

	PRSD
	16
	1
	15
	6,25

	PC
	14
	1
	13
	7,14

	PRO
	5
	2
	3
	40,00

	PL
	NO EXISTE INFORMACION
	 
	 
	 

	Total
	 
	 
	
	22,59



Recalcó que las mujeres militan más en política que los hombres, por lo tanto, no es válido el argumento de que no haya mujeres para llevar candidatas.


Citó a la cientista política Pippa Norris quien señala: “Las reglas electorales representan tal vez el más poderoso de los instrumentos que sustentan los acuerdos de reparto de poder, con potencialmente de largo alcance consecuencias para la competencia entre partidos, la inclusión de las legislaturas, y la composición de los gobiernos, todo lo cual puede influir en los procesos de consolidación democrática"     

Respecto a las barreras de entrada de las mujeres a la política observó que existen factores socioeconómicos, como la tasa de participación económica de las mujeres, la disparidad en los niveles educacionales y las remuneraciones inciden fuertemente en generar condiciones propicias para el acceso igualitario de las mujeres y hombres a cargos de representación política.


Advirtió que otros aspectos a considerar son los siguientes:


 1.- Naturalización de barreras de entrada en las culturas políticas partidarias: masculinización procesos internos; 


2.- Desregulación de la actividad política: Ley de Partidos Políticos es insuficiente, horarios inadecuados para las reuniones, toma de decisión en espacios informales, inexistencia de cuotas de género obligatorias; 

3.- Falta de capacitación y oportunidades en materia educacional, provoca inseguridad. Las mujeres se sitúan en el ámbito local de participación y se resisten a estar en la jerarquía nacional. El liderazgo en estas estructuras provoca menos resistencia de parte de los hombres.

Agregó que en la nominación de candidaturas a Diputado-as y mesas directivas en partidos políticos más representativos, la brecha es enorme entre los candidatos hombres y mujeres.


En relación a las cuotas de género, éstas, según palabras de Pippa Norris: “Representan un instrumento que introduce un criterio formal de selección, en la forma mínima o máxima  de umbrales otorgados a determinados grupos en el proceso de selección, ya sea para cargos electivos o designados en la esfera pública o para la contratación de personal en el sector privado, también para los sindicatos. Las cuotas pueden ser específicas para mujeres y hombres, o también para otros sectores relevantes como los grupos étnicos, sectores sociales o religiosos”. 


Agregó que existen tres tipos de cuotas, a saber:




1) Cuotas voluntarias/ de partido: los partidos en sus reuniones, nominan a un cierto número de candidatas en sus listas electorales.

2) Cuotas para candidaturas/ legislativas: Requieren de una ley que pone a las mujeres en posiciones reservadas y preferentes en las listas.

3) Bancas/escaños reservados: sólo las candidatas mujeres pueden competir directamente para llenar estas bancas, asegura un piso mínimo y máximo (también se ocupan para minorías étnicas).

Destacó los siguientes avances alcanzados en el primer trámite:


a.- Cuota de Inscripción 40% en las listas por partido;


b.- Incentivo al resultado de 500 UF al partido;

c.- Mandato de Posición: alternancia entre los sexos para inscribir las candidaturas y


d.- Reembolsos adicionales para las candidatas, 0,04 UF (normalmente se devuelve 0,03)

Sostuvo que existen asuntos pendientes que deben ser mejorados en la reforma electoral, y esos serían los que a continuación se mencionan:


a.- Primarias: cuotas y transparencia;


b.- No se regula la transparencia, fiscalización  y límite del gasto electoral, es demasiado alto. Fiscalización durante y después del proceso electoral, con fuertes sanciones. 

Respecto de este último punto, respaldó la propuesta de los Honorables Diputados señores Jackson y Mirosevic.


c.- Inclusión de cuotas en elecciones: Municipales y CORES.


d.- Integrar el Principio Constitucional de Igualdad Sustancial entre Hombres y Mujeres y


e.- Reformar la Ley de Partidos Políticos.

Destacó que la Corporación Mujeres Líderes para Chile, elaboró las siguientes propuestas de indicaciones:


1) Reinvertir fondos obtenidos por incentivo al resultado (500 UF), para programas de reclutamiento y capacitación de candidaturas de mujeres. Partido que no lo realice ni publique su plan, será penalizado;

2) Delimitar las elecciones primarias para distritos y circunscripciones de menores magnitudes;

3) Cuotas en distritos/circunscripciones en que se realicen primarias, debe replicar la lógica del 40%, y

4) Transporte público gratuito el día de la elección primaria para evitar el acarreo. Con altas multas al dueño del transporte contratado (iniciativa exclusiva Ejecutivo).

Advirtió que respecto a la Ley Orgánica Constitucional de los Partidos políticos deben mejorarse aspectos como la escasa democracia interna; el déficit en la transparencia de su funcionamiento interno; escaso liderazgo de mujeres y pueblos originarios; procesos de nominación de candidaturas deficitarios y la escasa capacidad de ejercer control sobre las autoridades partidarias.


A modo de conclusión celebró la reforma electoral y el buen ánimo político que existe para cambiar el sistema actual, lo que incluye medidas de acción afirmativa en favor de las mujeres.


Señaló que la reforma aún es perfectible en las medidas de acción afirmativa (primaria, partidos políticos y transparencia)

Advirtió que la inscripción del 40% por partido a nivel nacional, no logrará alcanzar los resultados esperados, por lo que se sugiere incluir la cuota de inscripción en distritos/circunscripciones.

Destacó que una democracia de calidad, tiene costos y hay que financiarlos y por supuesto avanzar hacia una mejor regulación, por lo que la transparencia y el financiamiento público de la actividad política son fundamentales.


Concluyó su exposición señalando que el reconocimiento de las diferencias entre hombres y mujeres, es la puerta de entrada a otros tipos de reconocimientos como la identidad de género, las minorías étnico-culturales e inmigrantes. El reconocer la diferencia pasa a convertirse en un precepto ético, para alcanzar la igualdad y la justicia, como nuevos desafíos propuestos a la democracia de los modernos y las modernas.

Seguidamente, intervino, en representación del Movimiento Democracia Regional, el señor Elson Bórquez, quien comenzó su intervención señalando que hoy existe una crisis de representatividad política en nuestro país. 


Agregó que el voto voluntario ha contribuido a la abstención y a la baja participación de la ciudadanía.


Asimismo, indicó que respecto a la participación electoral, el rango etario que más vota es aquel comprendido entre los 40 y 59 años.


Añadió que cualquier reforma política que se quiera abordar debe considerar generar un punto de inflexión de los fenómenos de desafección con la actividad política.


Advirtió que el sistema electoral por sí solo no corrige nuestra crisis de fondo.


Manifestó que la crisis de desafección e identidad política se ha producido no solo en Chile, sino que también en países de Europa y de África.


En lo que respecta a nuestro país, las necesidades y demandas de los chilenos no se encuadran en el tradicional eje Izquierda-Derecha. Nuestros partidos aún se comportan de esa forma.


Precisó que los movimientos sociales han comenzado a desplazar a los partidos políticos como canalizadores de demandas. Subrayó que un sistema electoral debe estar alineado con estos desafíos.

En relación al proyecto de ley, respecto al Senado, se propone un sistema mixto con representación territorial y poblacional (7 senadores para Región Metropolitana, 5, 3 y 2 senadores para regiones)

Se preguntó si con dicha composición ayudaremos a tener un Chile más descentralizado.


Explicó que Democracia Regional entiende a la Cámara Diputados, como la Cámara de representación poblacional donde tienen cabida las diversas expresiones político-ideológicas de la sociedad chilena.


Asimismo, puntualizó que el Senado debe responder a una representación territorial del país, donde todos los ciudadanos gozan de una representación igualitaria.


En este punto, propuso una nueva distribución senatorial  entendida no como la suma de simples cupos, sino que como forma de preservar uno de los principios que consagra la tenencia de la bicameralidad, a saber, la territorialidad.


Sugirió la creación de 11 circunscripciones que incluyen 4 macro zonas con similares identidades territoriales.

	I
	ARICA
	5

	
	TARAPACA
	

	    
	 
	 

	II
	ANTOFAGASTA
	5

	
	COPIAPO
	

	 
	 
	 

	III
	COQUIMBO
	3

	 
	 
	 

	IV
	VALPARAISO
	5

	 
	 
	 

	V
	SANTIAGO
	5

	 
	 
	 

	VI
	OHIGGINS
	3

	 
	 
	 

	VII
	MAULE
	4

	 
	 
	 

	VIII
	BIO BIO
	5

	 
	 
	 

	IX
	ARAUCANIA
	4

	 
	 
	 

	X
	LOS RIOS
	5

	
	LOS LAGOS
	

	 
	 
	 

	XI
	AYSEN
	5

	
	MAGALLANES
	



A continuación, hizo uso de la palabra, el señor Manuel José Benítez, asesor legislativo del Movimiento Democracia Regional quien comenzó su intervención preguntando si el nuevo sistema electoral incorporará nuevas fuerzas políticas.


Para responder esta inquietud, acompañó el siguiente cuadro elaborado por el Instituto Libertad:
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Nueva Mayoria 47,70% _ 5580%]  8,10%|  56,10% 8,40%
Alianza 36,20%]| 40,80%| 4,60%| 40,60%| 4,40%|
PRI 1,20%  0,00% -1,20%  0,00%] -1,20%)
Independientes 3,30%  2,50%| -080%  1,90%) -1,40%)
Nueva Constitucién para Chill _ 2,80%  0,00%|  -2,80%  0,00%] ,80%|
Partido Humanista 340%  000%  -3,40%  0,00%] -3,A0%)
Si tu quieres, Chile Cambia 540%  080%|  -460%  1,30%) -4,10%)






A partir de este antecedente, explicó le parecía que a la Nueva Mayoría el sistema proporcional le permitiría crecer, sin considerar que en los Pactos, las listas podrán llevar un candidato más (N+1) lo que generará que las coaliciones más fuertes puedan imponer sus condiciones. Manifestó que queda la duda de si se generará un nuevo Congreso con inclusión de nuevas fuerzas.


Señaló que Democracia Regional tiene una propuesta distinta que consiste en establecer un Sistema electoral Mayoritario.


 Aseveró que lo que exige la ciudadanía es el fin del control de los partidos sobre los candidatos que les presentan.


Recordó que el artículo 18 de la Constitución prescribe: “Habrá un sistema electoral público. Una ley orgánica constitucional determinará su organización y funcionamiento, regulará la forma en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios, en todo lo no previsto por esta Constitución y garantizará siempre la plena igualdad entre los independientes y los miembros de partidos políticos tanto en la presentación de candidaturas como en su participación en los señalados procesos. Dicha ley establecerá también un sistema de financiamiento, transparencia, límite y control del gasto electoral.    


Subrayó que el sistema binominal vulnera el artículo antes transcrito. Agregó que el sistema proporcional que se propone es aún más gravoso, ya que en éste la competencia será aún mayor.


Luego, enfatizó que el sistema propuesto tiene riesgos de inconstitucionalidad. Para evitar lo anterior, se podría modificar el artículo 18 de la Constitución y eliminar de pleno el principio de igualdad consagrado.


Agregó que otra salida sería permitirle a los independientes formar listas entre ellos, y no obligarlos a formar parte de una lista conformada por partidos políticos.


 En relación al financiamiento a la política, determinó que la crisis es de conocimiento público. Señaló que el objetivo que se debe perseguir propender a que las campañas y sus actos giren en tornos a las ideas y programas de Gobierno. 

Subrayó que debe ponerse fin al financiamiento privado a partidos y candidaturas.


Propuso crear el Fondo Nacional de la Democracia que se compondrá de dineros públicos y por donaciones  que efectúen privados, las que podrán ser imputadas contra el pago de impuesto a la Renta. Dicho Fondo debe ser administrado por SERVEL.


Concluyó señalando que al Servicio Electoral debe otorgársele estatus de Superintendencia y conferírsele más atribuciones. 


A continuación, la Comisión escuchó al abogado y profesor de Derecho Constitucional, señor Francisco Zúñiga, quien agradeció la invitación que le envió la Comisión.


Comenzó su intervención señalando que mediante mensaje de S.E la Presidenta de la República se inició la tramitación de un proyecto de ley que sustituye el actual sistema electoral binominal por uno proporcional. Mediante esta reforma se busca un sistema electoral más inclusivo y representativo que el actual.

Explicó que mediante ella, el Gobierno se hace cargo de una de sus más comentadas promesas de campaña, contenida expresamente en el Programa de Gobierno, a la vez que de una vieja aspiración del discurso de la antigua Concertación e incluso de ciertos sectores de la actual oposición. Así, el Ejecutivo señala haber considerado los resultados de la Comisión Böeninger, convocada por la Presidenta Bachelet en 2006, así como los proyectos de ley presentados por los gobiernos anteriores y por mociones parlamentarias.

Agregó que el sistema que se propone es uno del tipo proporcional corregido, es decir, similar al utilizado en nuestro país para la elección de concejales y consejeros regionales. Tal propuesta permitirá la representación en el Congreso Nacional de todas las corrientes políticas relevantes. Aseveró que con fin de hacer posible el uso de un sistema de estas características, se propone aumentar el número de diputados y senadores, para permitir que las listas estén compuestas por más de dos candidatos por distrito o circunscripción. Además, se establece una ley de cuotas temporal que permita aumentar la presencia de mujeres en el Parlamento.


Manifestó que el proyecto ya fue despachado en su primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados, encontrándose actualmente pendiente su segundo trámite constitucional ante el Senado.


Expuso que el proyecto consta de cuatro artículos:

a) El primero modifica de la Ley Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios:


Expresó que este precepto modifica la Ley N° 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios. Se conforman nuevos distritos electorales y circunscripciones senatoriales. En los distritos se elegiría un mínimo de tres parlamentarios cada una y, en su mayoría, cinco. A través de estos números, explicó, se busca evitar que candidatos con grandes votaciones queden fuera del Parlamento, situación que solo podría ocurrir en distritos que eligen 3 o 4 parlamentarios.


Indicó que una innovación importante se encuentra en el establecimiento de una ley de cuotas de vigencia temporal, que obliga a las listas a presentar un porcentaje mínimo de 40% de candidatas mujeres y que, además, establece un premio a los partidos que logren elegir candidatas mujeres. Esta norma tendría vigencia en las elecciones parlamentarias previstas para los años 2017, 2021, 2025 y 2029, esperando que su fin de agilizar la inclusión de la mujer en política se pudiese haber cumplido a esa fecha. Esta disposición es complementada por la reforma a la Ley N°19.884 planteada en el mismo proyecto.


b) El segundo modifica la Ley sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral

En esta disposición se agrega un artículo segundo transitorio a la Ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral. Aseveró que mediante este cambio se busca complementar la cuota temporal a favor de las mujeres mediante la instauración de un premio, que busca que los partidos no solo incluyan mujeres en sus planillas de candidatos con el fin de cumplir con la ley pero sin reales posibilidades de elección, sino que elijan candidatas que efectivamente puedan, si cuentan con la venia popular, integrarse al Parlamento. El premio regiría también de forma temporal, en las mismas elecciones parlamentarias desde 2017 a 2029, y consistirían en un monto adicional de hasta 500 UF para efectos de reembolso.


c) El tercero modifica a la Ley Nº 18.603, Orgánica Constitucional de Partidos Políticos para adecuarla a los presupuesto de esta reforma.

Seguidamente, se refirió  a los argumentos que justifican la reforma del sistema electoral a nivel parlamentario

Precisó que todo sistema electoral tiene “requisitos funcionales”,  de forma tal que el Parlamento resultante refleje la diversidad de la sociedad, guardando proporcionalidad entre votos y escaños; concentración y efectividad, de suerte que la agregación de intereses y opiniones permita la adopción de decisiones y la acción estatal con sólidos partidos; participación, permitiendo a los ciudadanos elegir entre partidos y candidatos (voto personalizado); simplicidad en la comprensión de los actores del sistema; y legitimidad. En relación a estos “requisitos funcionales” el sistema binominal vigente resulta deficitario.

Declaró que así las cosas, mediante la reforma propuesta por el Poder Ejecutivo se buscan los objetivos de  representación  y participación y permitir dar gobernabilidad en el país, en congruencia con los principios de representación y decisión subyacentes a ellos. Afirmó que la finalidad de representación proporcional se mide a partir de la relación entre votos y escaños, y el equilibrio que se produce entre las diversas unidades territoriales del país. Pero, además, explicó, incluye lo asociado a que los diversos sectores de la sociedad se vean representados en el sistema político: hombres, mujeres, pueblos indígenas, colectivos identitarios, entre otros. La representación, en su ideal máximo, busca reflejar a la sociedad, busca ser un “espejo social” materializado en las instituciones representativas (Fuentes, 2013a, 2013b, 2013c; ATRIA el al., 2013).

Luego, explicó que la finalidad de posibilitar gobernabilidad dice relación con la construcción de coaliciones o alianzas sólidas de partidos para poder gobernar, y que suponen una mayoría en ambas cámaras del Parlamento: un gobierno será eficaz sólo si logra construir coaliciones que sean estables en el tiempo para aprobar sus iniciativas en el Congreso Nacional y permita llevar a cabo políticas públicas a través de su Administración.

Añadió que la introducción del sistema electoral binominal durante la dictadura respondió a la intención de forzar el bipartidismo, objetivo expresado en la historia de la ley (Comisión Fernández de la Junta de Gobierno). Se trata, así, de una innovación en la larga experiencia chilena de representación proporcional. Luego, el producto es un sistema electoral, si se le compara a nivel internacional, “empírico” o “sui generis”, pues no es mayoritario (no favorece al partido o pacto mayoritario en votos), y a la vez siendo su efecto votos/escaños medianamente proporcional, pero excluyendo a partidos pequeños o sin alianzas o pactos, por lo que tampoco es, en rigor, proporcional (Nohlen, 1994; Nohlen, 2013). En sus efectos, cumple con ser un cerrojo electoral-institucional, que quiebra el principio de igualdad constitucional y produce distorsiones en la representación.


Advirtió que son a lo menos tres los problemas que afectan directamente al sistema y que guardan relación con estos “requisitos funcionales”:

a) Crisis de legitimidad: Sobre este punto, sostuvo que existen estudios de opinión, en especial cualitativos, que muestran bajos niveles de confianza social en los partidos y las Cámaras del Congreso Nacional; a ello se agrega una fuerte caída en la participación electoral, lo que hace que nuestros legisladores representen a una fracción relativamente baja de la población nacional.


b) Brecha votos-escaños: Respecto de este aspecto, hizo presente que desde el punto de vista del derecho comparado, Chile presenta índices globales más bien moderados de “desproporcionalidad” (la diferencia entre el número de votos obtenidos y el de escaños); pero cuando se analizan la diferencias por partidos, se observan consecuencias significativas. 

Añadió que el actual sistema electoral chileno tiende a favorecer o premiar a algunos partidos más que a otros, en particular a la UDI y al PPD, por sobre RN o el PS; partidos sometidos a “matrimonios por conveniencia”, que se expresan en coaliciones. Recordó que por lo incentivos del sistema, los parlamentarios en sus cargos suelen ser acompañados por candidatos que les presentan un bajo desafío, observándose una alta tasa de permanencia de los parlamentarios en título y produciéndose un efecto que no permite medir verdaderamente las fuerzas en competencia.

Seguidamente, se refirió a la relación escaños/territorios (malapportionment): Explicó que en Chile el 39,1% del electorado nacional se encuentra en la Región Metropolitana, mientras el 69,9% en las demás regiones. Sin embargo, puntualizó, el 26,7% de los diputados y el 10,5% de los senadores es representante de la Región Metropolitana. Las diferencias de sobre y sub representación son demasiado pronunciadas, sobre a todo a nivel del Senado. Además, explicó, la relación representantes/electorado es medianamente alta si la comparamos con otros países.


Mencionó que en tal contexto, se han presentado en el pasado una multitud de proyectos que buscaron o la reforma constitucional o la reforma de la Ley Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios. Así, el proyecto Boletín Nº 9023-07, iniciado por moción de los senadores Walker (Patricio), Chahuán, Rossi y Tuma; el proyecto Boletín Nº 9031-07, iniciado por mensaje del Presidente de la República; el proyecto Boletín Nº 9038-07, iniciado por mociones de los senadores Lagos, Letelier y Quintana; y el proyecto Boletín Nº 9078-07, iniciado por moción de los senadores Espejo, Larraín Peña, Rossi, Tuma y Walker, que dio lugar a la Ley Nº 20.725, publicada en el Diario Oficial el 15 de febrero de 2014, y por el que se eliminó el guarismo 120 del artículo 47 de la Constitución –en referencia al número de integrantes de la Cámara de Diputados- disponiendo que sea una ley orgánica constitucional la que determine dicho número, los distritos electorales y la forma de elección de los diputados.


Sostuvo que para continuar con estos comentarios, se hace necesario hacer una precisión conceptual sobre los sistemas electorales. Un sistema electoral es un conjunto de reglas y principios que traducen votos en escaños. Tales reglas y principios se diseñan tomando definiciones en cuatro áreas:

a) Delimitación territorial de “jurisdicciones electorales”: estos territorios (en nuestro país, distritos y circunscripciones senatoriales) pueden ser, dependiendo del número de escaños que elijan, uninominales (1 escaño por territorio), binominales  (2 escaños por territorio) o plurinominales. De ser plurinominales, los territorios pequeños eligen entre 2 y 5 escaños; los medianos, entre 6 y 10; y los grandes, 10 y más escaños cada uno.


b) Candidaturas: pueden ser individuales y de plancha. En el caso de las candidaturas en plancha, ésta puede ser rígida, cerrada flexible y libre.

c) Votación: el voto puede manifestarse de muchas formas, según como se defina por el legislador electoral. Así, puede ser voto único, voto preferencial, voto múltiple, voto alterno, de acumulación, o doble voto.


d) Traducción de votos en bancas (la “fórmula electoral”): Al respecto, el legislador electoral debe tomar varias decisiones: (i) los umbrales de representación que permiten limitar los partidos que participan en la distribución de escaños; (ii) los umbrales que lleva a la concentración partidista; (iii) y las fórmulas electorales aplicables a los resultados (divisor y cociente).


Señaló que el proyecto de ley en cuestión propone adoptar, para la elección de diputados y senadores, un sistema proporcional corregido, que permite una concordancia relativa entre los porcentajes de votos y los escaños obtenidos por los diversos partidos (Nohlen). Mediante el sistema propuesto, el Ejecutivo pretende superar los problemas identificados más arriba producidos por la vigencia del sistema binominal vigente.


Manifestó que en términos comparados, el sistema proporcional produce resultados electorales que otorgan a cada partido un peso proporcional al número de votos obtenidos: “los votos son iguales en cuanto al resultado, al menos dentro de lo posible”. De esta forma, su implementación cumpliría con los siguientes objetivos:

Recordó que el sistema proporcional produce más competencia y es más ajustado al pluralismo: esto pues, por una parte, produce mayor incertidumbre sobre las candidaturas victoriosas que el sistema binominal actual, lo que obliga a los partidos y a los candidatos a esforzarse más por sintonizar con el electorado al que pretenden representar en el Congreso Nacional: y, por la otra, porque permite la inclusión de fuerzas políticas minoritarias pero relevantes, que actualmente, es muy difícil que se encuentren representadas en proporción a su importancia electoral real.


Puntualizó que el sistema proporcional produce más participación de la ciudadanía: esto pues, al producir mayor incertidumbre sobre las candidaturas ganadoras, hace más relevante el voto de cada ciudadano, por sobre las negociaciones y decisiones de las cúpulas partidarias, como sucede hoy día o, al menos, según la impresión general de la ciudadanía.


Igualmente, aseveró que el sistema proporcional produce más influencia del partido en la selección del candidato: pues, existiendo más espacio para la competencia, no se estaría ya ante parlamentarios en título a los que difícilmente se les puede vencer, permitiendo una mayor igualdad de condiciones entre los parlamentarios en sus cargos y sus desafiantes.


Añadió que el sistema proporcional fuerza negociación y coaliciones estables, y modera el sistema político: pues, dado que se basa con mayor fuerza en las listas que el sistema binominal, requiere de coaliciones que permitan generar mayorías significativas.

Con todo, presenta sus propios problemas: En determinadas condiciones, por ejemplo, una fórmula mayoritaria (uninominal o binominal pura) puede producir una representación proporcional, y a la inversa, en el caso de jurisdicciones electorales pequeñas, un sistema proporcional es de hecho un sistema de representación de mayorías.

Seguidamente, entregó algunas observaciones puntuales a este proyecto de ley.

Consignó que cabe hacer algunos comentarios sobre determinas modificaciones propuestas en el proyecto de ley en cuestión.


En primer lugar, se refirió a las enmiendas a la Ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios


Explicó que mediante el artículo 1º del proyecto de ley, se agregan dos incisos al artículo 3º bis. El nuevo inciso segundo, sería del siguiente tenor: “Las declaraciones de candidaturas que presente el pacto electoral, sólo podrán incluir candidatos de los partidos políticos que se encuentren legalmente constituidos en la respectiva región”.


Agregó que, por su parte, el nuevo inciso cuarto pretende favorecer la inclusión de mujeres en el Congreso Nacional, disponiendo lo siguiente:

“De la totalidad de declaraciones de candidaturas a diputado o senador declaradas por los partidos políticos, hayan o no pactado, ni los candidatos hombres ni las candidatas mujeres podrán superar el sesenta por ciento del total respectivo. La infracción de lo señalado precedentemente acarreará el rechazo de todas las candidaturas declaradas a diputados o a senadores, según corresponda, del partido que no haya cumplido con este requisito”.

Señaló que dicha disposición debe ser concordada con lo dispuesto en el nuevo artículo 23 transitorio, contenido en el proyecto de ley, que señala que este último inciso sólo operará respecto de las elecciones parlamentarias previstas para las de los años 2017, 20212, 2025 y 2029. De esta forma, se permite explícitamente e incentiva la participación de independientes en un sistema proporcional basado en listas y, por el otro, se establece una ley de cuotas en favor de la participación femenina que cumple con el estándar constitucional debido al ser una norma excepcional, proporcional y temporal.


En segundo lugar, precisó que el artículo 4º del proyecto asegura una relativa apertura de candidaturas al señalar el número de candidaturas que cada pacto puede presentar (el número inmediatamente superior al del número de parlamentarios que corresponda elegir en el distrito o circunscripción de que se trate”. Sin embargo, a la vez se convierte en un coto débil al transfuguismo en su inciso 3º y siguientes, al disponer que los pactos solo pueden integrar militantes de los partidos que los conforman, con una antigüedad en su militancia de al menos dos meses de anticipación al vencimiento del plazo para presentar las declaraciones de candidaturas. De la misma forma, exige que los candidatos independientes no pueden haber estado afiliados a algún partido político dentro de los nueve meses anteriores al vencimiento del plazo para presentar las declaraciones de candidaturas.


En tercer lugar, hizo presente que el artículo 10 reformado por el proyecto rebaja la barrera de inscripción de candidaturas independientes, bajando el porcentaje de electores que deben patrocinar sus postulaciones del 0,5 por ciento de los ciudadanos que hubiesen sufragado en la anterior elección en el respectivo territorio, a un 0,25%.


Seguidamente, explicó  que el artículo 17 inciso 3º reformado por el proyecto en análisis señala un plazo de 5 días de vencido el plazo para reclamar de la resolución del Consejo del Servicio Electoral que se pronuncie sobre la aceptación o rechazo de las candidaturas declaradas; sin embargo, el artículo 18 propuesto establece un plazo de 7 días hábiles para reclamar de dicha resolución ante el Tribunal Calificador de Elecciones. Sería conveniente concordar dicho plazo, para evitar dilaciones y dificultades fruto de las resoluciones dictadas por el TRICEL en conocimiento de estos reclamos.


Luego, hizo presente que el artículo 30 cuya reforma se propone realiza una definición de propaganda electoral. Sin embargo, esta definición es insuficiente. No contempla la “propaganda preparatoria”: por ejemplo, encuestas, sondeos, muestras y pronósticos. Tampoco integra la propaganda que se realiza actualmente a través de redes virtuales.


Asimismo, explicó que el artículo 109 bis que el proyecto propone sustituir señala, en su número 2, que se “aplicará un sistema electoral de coeficiente D’Hondt, para lo cual se procederá de la siguiente manera”. Siendo el coeficiente planteado por D’Hondt uno definido y particular, conviene reemplazar en dicho artículo dicha expresión por “la siguiente fórmula electoral” o referirse simplemente a un “método”. Además, en la letra b) de dicho número 2, debería reemplazarse la mención a “cargos” elegidos por una expresión más adecuada, como “asientos”, “curules” o “escaños”.


Añadió que los artículos 178 y 179 cuya sustitución pretende esta iniciativa, establece distritos electorales pequeños y medianos para un sistema de representación proporcional. Si lo que se busca es que se cumpla la proporcionalidad esperada del sistema, es necesario que los territorios electorales sean medianos o grandes. Por ello, el antiguo sistema electoral chileno, vigente hasta 1973, se basaba en departamentos y agrupaciones de departamentos (y de provincias, en el caso del Senado.


Explicó que, además, se propone agregar a la ley un nuevo artículo 179 bis, por el cual encarga al Consejo Directivo del SERVEL actualizar, cada 10 años, la asignación de los escaños de diputados entre los 28 distritos establecidos por la ley, de acuerdo a la variación que se observe en el censo nacional, procedimiento que se debería llevar a cabo cada 10 años. Por su parte, el artículo 25 transitorio señala que la primera ejecución de este mandato se realizaría en 2022.


Aseveró que así como está planteada la regla, quedan desacoplados: la actualización de los escaños con los procesos electorales (que no se celebran cada 10, sino cada 4 años). Ello, afirmó, puede producir ciertas distorsiones ocasionadas por la evolución demográfica del país.


Seguidamente, se refirió a las modificaciones a la Ley Nº 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral


Explicó que párrafo 3 de la Ley, formado por el artículo 16 y siguientes, destinado a la regulación de la transparencia del financiamiento, establece que existirán aportes personales y públicos, consignándose la identidad del aportante, salvo en las excepciones señaladas en la misma ley. Los aportes anónimos quedan limitados a un máximo de 10 UF, monto que sigue siendo muy alto. Además, se suprimen los aportes reservados, que se prestan para fomentar la corrupción política. 


Precisó que el artículo 2º transitorio añadido por el proyecto consiste en una acción afirmativa complementaria de la cuota de participación de mujeres propuesta por el proyecto como modificación a la Ley Nº 18.700. Por esta disposición, y para los mismos procesos electorales que regiría esa cuota –de los años 2017, 2021, 2025 y 2029- se da derecho a los partidos a los que pertenezcan las candidatas electas diputadas y senadoras, a un monto de 500 UF por cada una de ellas. Con cargo a dichos recursos, los partidos podrán implementar programas y actividades de omento a la inclusión de las mujeres en política. Como toda acción afirmativa, implica una diferencia entre los ciudadanos, en este caso, hombres y mujeres, pero no puede entenderse como una vulneración la garantía de igualdad ante la ley, toda vez que se trata de una norma temporal, racional y proporcionada.


Finalmente, recordó que el artículo 3º transitorio que se propone añadir propone, para las mismas elecciones parlamentarias, el derecho a cada senadora y diputada electa a un reembolso adicional de sus gastos electorales, con cargo fiscal, de 0,0100 UF por voto obtenido. Tal acción afirmativa se encuadra, de la misma manera, en lo comentario anteriormente.


Luego, pasó a comentar las  modificaciones que la iniciativa introduce a la ley Nº 18.603, Orgánica Constitucional de Partidos Políticos


Hizo presente, que el artículo 6º cuya modificación propone el proyecto rebajaría la barrera de constitución de los partidos políticos, pasando de exigir la afiliación de un 0,5% a sólo un 0,25% del electorado de cada región en que pretende constituirse.


Explicó que consecuentemente con lo anterior, se propone modificar el artículo 42, rebajando también el umbral de subsistencia de los partidos, pasándose de un 5% al 2,5% de los sufragios válidamente emitidos en la última elección de diputados; y en el mismo artículo, para el caso del partido que no obtuviese esa cantidad de votos, se rebaja además el mínimo de parlamentarios electos, pasándose de 4 a sólo 2.


Concluyó su intervención señalando que ambas modificaciones significan un incentivo a la atomización del sistema de partidos; por lo que estimamos más razonable mantener los guarismos actuales o incluso aumentarlos.


A continuación, hizo uso de la palabra el Presidente de la Fundación Espacio Público, el señor Eduardo Engel, quien agradeció la invitación formulada por la Comisión.


Señaló que en esta oportunidad, centraría su exposición en las dos enmiendas que este proyecto realiza a las normas que regula el gasto electoral.


Dividió su presentación en tres puntos:


1.- Dinero y Política: ¿Por qué importa?

Manifestó que algunos países enfatizan nivelar la cancha en la competencia política y electoral. Lo anterior, explicó, significa acercarse lo más posible al ideal de que “un ciudadano sea igual a un voto” y alejarse lo más posible de que “un peso sea igual a un voto”.


Destacó que ello tiene un objetivo normativo, pero también tiene un objetivo bien pragmático que es evitar la influencia indebida, de grupos de interés particulares en las decisiones políticas.


Agregó que el interés colectivo debe primar al momento de legislar y de formular las políticas públicas.


Sostuvo que en otros países se ha justificado el gasto privado pues se señala que ello se relaciona o garantiza la libertad de expresión.


Puntualizó que en base a lo anterior algunos afirman, por ejemplo, “si quiero dedicar recursos a promover mis puntos de vista, por qué debo limitar mi derecho a hacerlo”.


Hizo presente que un caso extremo de este criterio, en que mi bien prima por sobre los demás, corresponde a la realidad de Estados Unidos. En dicho país se limita la contribución, exclusivamente a personas naturales y tienen un límite de USD 2600 por candidato. Dicha información es transparente. Sin embargo, un fallo de la Corte Suprema, el año 2010, conocido como Citizens United vs. FEC (ente regulador de elecciones en Estados Unidos) produjo que la legislación de gasto electoral dejó de ser relevante, porque en virtud de dicho fallo se abre la posibilidad para que fundaciones sin fines de lucro, financiadas de manera no transparente, promuevan los mismos temas que interese a un candidato, y en la medida que no haya una coordinación explícita entre el candidato y las fundaciones de la naturaleza antes mencionada, pueden tener derecho a un gasto ilimitado. 


2.- Legislación Actual


Connotó que en Chile, antes de la legislación del año 2003 existía un acceso bastante limitado a la televisión, hoy en día ésta constituye la principal fuente de propaganda electoral. 


Precisó que la reforma del año 2003 (leyes números 19.884 y 19.885) legaliza el financiamiento privado de campañas y partidos; establece financiamiento público de campañas y pone límites al gasto en campañas.


En relación a las campañas electorales, la legislación actual, permite personas naturales o jurídicas con fines de lucro pueden aportar dinero a partidos políticos (en cualquier momento) y a los  candidatos (solo en períodos de campaña).


Agregó que actualmente existen tres alternativas para hacer aportes privados:

a.- Anónimo: candidato sabe, ciudadanía no sabe, menos de 20UF;


b.- Reservado: candidato (supuestamente) no sabe, más de 20UF, menos de 10%, y

c.- Público: todos saben, prohibido para donaciones mayores que 20UF.


Destacó que solo los aportes reservados y los públicos tienen ventajas tributarias.


3.- Dos Indicaciones


Explicó que en el primer trámite constitucional la Cámara de Diputados había aprobado dos enmiendas a la ley que establece límites a gasto electoral.


a.- La primera de ellas elimina los aportes reservados y la segunda suprime el financiamiento de la política por personas jurídicas.


Manifestó que la Fundación que dirige lanzará una propuesta para reformar la regulación de la relación entre dinero y política.  En ella se sugiere:

• Eliminar los aportes reservados.

• Eliminar los aportes de personas jurídicas.


Señaló que es partidario de eliminar los aportes reservados porque no han funcionado. Recalcó que muchos candidatos saben quién los financió (sobre todos los financistas más importantes) De tal modo, la ciudadanía desconoce el aporte, pero el candidato y su financista sí saben. Lo anterior facilita la captura del interés público por el interés privado.


Propondrán como Fundación que se permita donaciones anónimas para montos pequeños (inferior a 20 UF)

Expresó que Edgardo Böeninger el año 2009 señaló: “No estoy de acuerdo con mantener la categoría de donaciones reservadas: no creo en ellas porque siempre podrán comunicarse donante y donatario. Se introdujo esta categoría para precaver posibles revanchas del parlamentario elegido contra quienes le negaron donaciones como posibles conflictos de intereses al aquilatar proyectos de ley que afecten a alguno de los donantes. Me parece que estos riesgos no son significativos.” 


Respecto a la disposición que suprime el financiamiento de la política por personas jurídicas, argumentó que quienes votan son los ciudadanos, luego quienes financian también debieran ser los ciudadanos. 


Agregó que se presta para abusos respecto de los propietarios minoritarios. Consideró que si los privados quieren contribuir a una campaña, que éste retire de la empresa y luego contribuya.


Previno que si se aprueban las mencionadas disposiciones, se debe fortalecer al Servicio Electoral, en caso contrario es probable que aumente el financiamiento ilegal. En la actualidad el Servel no fiscaliza el gasto durante las campañas, luego no tiene como detectar “platas negras”. 


Enfatizó que se requiere fortalecer el Servel para que tenga las atribuciones y recursos para fiscalizar gasto en terreno.


Comentó que desde el punto de vista de la estrategia legislativa, sugirió aprobar las disposiciones que ya acordó la Cámara de Diputados. Lo anterior, no se opone a que a la idea de que posteriormente se complemente dicha normativa. La otra opción, que no comparte, consiste en no aprobar las normas sobre gasto electoral que ya acordó la Cámara de Diputados y abordar el problema de manera integral, más adelante.


Concluyó su intervención señalando que las dos indicaciones apuntan en la dirección correcta y ambas deben ser complementadas con un proyecto de ley que fortalezca al Servicio Electoral.


Seguidamente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, ofreció el uso de la palabra al experto electoral señor Andrés Tagle quien agradeció la invitación de la Comisión. 


Señaló que el primer tema a tratar dice relación con la Constitucionalidad de cuotas de candidatos de partidos por sexo.

Manifestó que la Constitución establece que: “La calidad de ciudadano otorga los derechos de sufragio, de optar a cargos de elección popular y …..”. (Inciso 2° Art 13.)

Expresó que en el caso de los cargos parlamentarios las restricciones o requisitos para postular, están todas contenidas  en la Constitución: ciudadanía, derecho a sufragio, estudios, residencia y edad. (Artículos 48 y 50).

Agregó que el cumplimiento de cuotas por sexo para los candidatos de un partido, y el eventual rechazo de las candidaturas, implica un nuevo requisito o condición para postular a cargo de elección popular en el parlamento que se establece por ley y no directamente en la Constitución.

Indicó que, al respecto deben revisarse los considerandos de la Sentencia del Tribunal Constitucional en Rol N° 433.01-005 de 16 de febrero del 2005 que señalan lo siguiente:


“TRIGÉSIMO SÉPTIMO. Que, en relación con una materia de tanta importancia  para el adecuado funcionamiento del régimen democrático constitucional como son las prohibiciones para ejercer los cargos de Diputado y Senador -carácter que en esencia tienen las inhabilidades que les son aplicables-, éstas han de interpretarse restrictivamente, no pudiendo el legislador establecer otras diferentes a aquellas comprendidas en la Constitución;


CUADRAGÉSIMO PRIMERO. Que, de lo que se termina de expresar, se desprende que el artículo 71 del proyecto (declarado inconstitucional) agrega un nuevo requisito de elegibilidad para ser candidato a Diputado o Senador a aquellos establecidos por la propia Carta Fundamental, lo cual, como ha quedado demostrado, al legislador le está vedado hacer, salvo que ésta última lo autorizare expresamente, lo que no ocurre respecto de los cargos antes mencionados;”


Añadió que por otra parte también está en la Constitución la condición de igualdad entre candidaturas de partidos y de independientes: 


“Habrá un sistema electoral público. Una ley orgánica constitucional determinará su organización y funcionamiento, regulará la forma en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios, en todo lo no previsto por esta Constitución y garantizará siempre la plena igualdad entre los independientes y los miembros de partidos políticos tanto en la presentación de candidaturas como en su participación en los señalados procesos. (Inciso 1° del artículo 18).”

Precisó que como la norma de cuotas por sexo afecta solo a candidatos de partidos y no a los candidatos independientes, la igualdad mencionada no se cumple.

Señaló que sin entrar a la discusión del mérito de las cuotas por sexo, debería considerarse una reforma constitucional que faculte a la ley a establecer cuotas por sexo a las candidaturas de partidos y rechazarlas cuando no se cumplan.


Seguidamente, se refirió al plazo que se establece para que los partidos corrijan las listas de candidatos que ha sido rechazada por no cumplir cuotas por sexo.

Hizo presente que los incisos segundo y tercero del nuevo texto del artículo 17 de la ley 18.700 regula la posibilidad de corregir las declaraciones de candidaturas rechazadas por el Servicio Electoral que no cumplen con la norma de las cuotas por sexo. Se otorgan nuevos plazos para la corrección y revisión por el Servel, alargando peligrosamente los plazos por sobre los 30 días para que las candidaturas queden ejecutoriadas considerando los procesos de apelación. Este puede afectar seriamente el tiempo que requiere el Servel para el diseño, confección y distribución de los votos y paquetes de materiales electorales.

Sostuvo que resulta sorprendente que la posibilidad de corrección se aplique solo a las cuotas de sexo y no a otros requisitos señalados en la letra a) del inciso primero del artículo 17.  El porcentaje de candidatos de uno u otro sexo es demasiado fácil de comprobar por los partidos que presentan candidaturas, como para prevenir en forma categórica el cumplimiento de la norma y anticipar la aceptación o el rechazo. Es previsible que la norma pueda ser violada expresamente por los partidos políticos en sus primeras declaraciones, con el objeto y ardid de ganar tiempo para resolver nuevas candidaturas cuya decisión o documentación no estuvo lista en el plazo legal. 

Para enmendar esta situación sugirió la siguiente indicación: Eliminar los incisos segundo y tercero del nuevo art. 17 sustituyéndolos por una disposición que establezca la forma de medir las cuotas por sexo:

“Para determinar el porcentaje que corresponde a cada sexo se considerará la totalidad de las candidaturas declaradas por el partido político, sin restar aquellas que pudieren ser objeto de rechazo según la letra a) del inciso anterior.”

Asimismo, sugirió eliminar el nuevo texto del artículo 18 de la ley 18.700 manteniendo el vigente.

En relación con la conformación de la Cédula Electoral, destacó que se debe incorporar una disposición que establezca el orden en que se detallaran los candidatos de los partidos políticos y sus candidatos asociados en los casos de un pacto electoral.  Hay un vacío legal al respecto que queda más de manifiesto al ordenar las candidaturas alternadas según el sexo. El orden de los partidos dentro del pacto electoral debería ser el señalado por el pacto en la declaración de candidaturas para cada territorio electoral o en su defecto por sorteo. 


Sobre esta materia, sugirió que durante la discusión en particular se incorpore el siguiente inciso tercero al artículo 23 de la ley 18.700:

“En el caso de un pacto electoral el orden de precedencia de los partidos dentro de la cédula electoral   para cada circunscripción senatorial o distrito, será el señalado por el pacto electoral en la declaración de candidaturas y a falta por este resuelto por el Servicio Electoral por sorteo.”

Agregó que el orden de los candidatos de un partido y sus independientes asociados debería ser el señalado por el partido  en la declaración de candidaturas para cada territorio electoral o en su defecto por sorteo. En cualquiera de estos casos, declaración o sorteo, el orden deberá alternar a los candidatos según su sexo.

Consideró como incorrecto el nuevo inciso cuarto que se incorpora al artículo 24 de la ley 18.700, ya que le entrega la función a los partidos políticos de colocar, no solo el orden de los candidatos, sino que también el número de ellos, cuando este es correlativo para todo el territorio electoral (Región) y debe ser puesto por el Servel después del sorteo del orden de las listas y de las asignaciones de la letreas a cada una de ellas. Además es contradictorio con el actual inciso tercero del artículo 23.

Sobre este aspecto, planteó que debería posteriormente aprobarse una indicación que elimine el nuevo inciso cuarto del artículo 23 e incorpore el siguiente inciso cuarto al artículo 23 de la ley 18.700:

“El orden de precedencia  los candidatos de un partido y sus independientes asociados dentro de la cédula electoral   para cada circunscripción senatorial o distrito, será el señalado por el partido  en la declaración de candidaturas y a falta por este resuelto por el Servicio Electoral por sorteo. En todo caso dicho orden deberá alternar los candidatos según su sexo”

En relación a la foto de los candidatos, remarcó que se pretende incorporar una foto a color de los candidatos en el voto. Esto corresponde a una disposición agregada en la Cámara de Diputados sin consulta al Servel. 

Constató que esta innovación podría presentar serios problemas que deben considerarse, a saber:


a.- Problemas de espacio en el voto, ya que con la reforma que se propone, habrá más candidatos producto de la fusión de distritos actuales y el aumento de su número. Podría haber cifras de 27 candidatos en algunos distritos de 8 cupos si se presentan tres listas.


b.- Problemas de espacio en voto  en las elecciones de Concejales y Cores ya que la disposición queda también aplicable a dichos actos electores por la coordinación existentes entre las leyes.

c.- Problemas de imprenta (factibilidad y tiempo) por la impresión de foto y el color.

d.- Tamaño de la cédula electoral puede generar mayores inconvenientes que los que resuelve la foto.

Recomendó dejar el tema como una facultad del Servel para cuando lo considere factible. Explicó que por ejemplo esta norma se podría aplicar en las elecciones presidenciales.

Propuso incorporar el siguiente nuevo inciso final  al artículo 23 de la ley 18.700: “El Servicio electoral podrá incorporar a la cédula electoral una foto de los candidatos que la hubieren acompañado en la declaraciones de candidaturas, en aquellas elecciones  donde el número de candidatos en la cédula, el tamaño de la misma y otras consideraciones técnicas lo hagan aconsejable, con el objeto de facilitar la identificación.”


A continuación, se refirió a las normas que permiten las elecciones por listas.

Advirtió que el proyecto sigue la tradición electoral chilena, anterior y posterior al año 1973, de elegir los cuerpos colegiados (Senado, Cámara de Diputados, Concejos Municipales y Consejos Regionales) en una elección por listas abiertas de candidatos (presentadas por pactos electorales o partidos), donde la suma de los votos de la lista se usa para determinar los electos por el método de D’Hondt.

Precisó que se entiende por lista abierta cuando el elector puede elegir un candidato de la lista como en el caso chileno. Se entiende por lista cerrada, cuando elector vota por un pacto electoral o por un partido sin elegir el candidato determinándose los electos en base a la prioridad de inscripción del partido (España).

Aseveró que el sistema de lista abierta puede producir inequívocamente, que candidatos con menor votación individual de una lista o partido, resulten electos (arrastrados por la votación de la lista) respecto de candidatos de otras listas o partidos que se pierden con mayores votos personales. El sistema entiende que el voto no solo es por una persona, sino que también por una lista de pacto o partido que representa una posición, filosofía o programa, y que ella debe quedar representada en el parlamento en proporción a su votación total. De allí que se llamen sistemas proporcionales.

Connotó que la elección de candidatos con menor votación ha sido denominada por la prensa como “efecto binominal”. Ello es un equívoco ya que el mismo efecto se produce en cualquier sistema proporcional de lista abierta, donde se considera la suma de los votos de la lista para determinar lo ganadores.

Manifestó que se equivocan por tanto quienes sostienen que se va a eliminar el llamado “efecto binominal” al cambiar el sistema. Incluso se equivocan cuando sostienen que este efecto se va aminorar con el aumento de los electos por distrito, que disminuye los umbrales mínimos de votación para ser elegido. Ello debido a que el aumento de los electos, conlleva también un incremento de los candidatos (además hay uno más respecto de los cupos) y de los que tienen posibilidad de salir, repartiéndose la misma votación entre más personas, lo que debería disminuir la votaciones individuales (en porcentaje)  en concordancia con la caída del umbral para salir electo.

Enfatizó que se erraban también quiénes quieren combinar sistemas proporcionales y de listas con determinación de electos solo en base a votación individual. El error proviene en no considerar la adecuación de los pactos o partidos al sistema en lo que se conoce como ingeniería electoral.  En efecto, ante un sistema como el descrito, los pactos y partidos reducirían sus candidatos al mínimo estrictamente necesario de lo que creen que puedan elegir y tratarían de repartir los votos entre ellos en la forma más pareja posible. Ello reduciría la cantidad de candidatos donde los electores puedan elegir haciendo más previsibles sus resultados, problemas ciertos hoy tiene el sistema binominal y que el cambio quiere corregir  con más candidatos y opciones para los electores.

Agregó que por otra parte los candidatos con fuerte liderazgo o votación perderían el sobrante de votos, que identificándose con una posición política no se traduciría en debida representación proporcional en el Parlamento. Un sistema así sería mucho menos proporcional en la representación de las fuerzas políticas en el Parlamento. Adicionalmente dicho sistema haría absolutamente innecesaria la existencia de pactos y eventualmente de partidos, habiendo simplemente lista de candidaturas individuales  que se eligen por simples mayoría, algo totalmente contradictoria con la idiosincrasia de nuestro sistema actual que tiende a unir pacto electorales para elección presidencial y parlamentaria, elecciones primarias y programa común de gobierno.


Sostuvo que es normal en los sistemas electorales mayoritarios o uninominal, que la determinación de los electos (uno solo) se haga en función de la primera mayoría en votos.  Es también normal que en los sistema electorales proporcionales, la determinación de los electos se haga en función de los votos de lista (sea abierta o cerrada) bajo un método como D’Hondt o similar.  Lo que es anormal es tratar de mezclar elementos de ambos sistema, ya que estos no conjugan.

Luego, señaló que en la Cámara de Diputados se incorporó la posibilidad de que el elector pudiera, como alternativa al voto por un candidato,  sufrague por una de las listas de candidatos, incorporando para estos efectos en la cédula una raya a lado izquierdo del nombre de la lista.

Advirtió que debe considerarse que ningún partido ni candidato va a promover este tipo de votación, toda vez que la determinación de los candidatos ganadores se hace en base a los votos recibidos por los candidatos. Nadie del mundo político debería promover, fomentar y hacer campaña por este tipo de voto.


Destacó que hay un riesgo muy alto de incremento de los votos nulos. En efecto es muy posible de que los electores marquen dos preferencias en el voto, la de la lista y la del candidato. De acuerdo al texto del proyecto eso significará anular el voto. La sola presencia de las dos opciones puede inducir al error.

Añadió que aún en el evento de que no se considerara nulo el voto que tiene dos preferencias, la primera por la lista y la segunda por un candidato de la lista, solo se consideraría la preferencia del candidato para los recuentos, lo cual demuestra la inutilidad de la preferencia por la lista. Adicionalmente, precisó, que habría otros problemas operativos para los recuentos y sus actas, al no cuadrar los números  de votantes efectivos con los votos, preferencias y colillas.

Consignó que debe tenerse en cuenta que el cambio de sistema aumenta en todos los casos el número de candidatos donde podrá elegir el elector. Si se le están dando más opciones es lógico también obligarlo a optar por un candidato.


Sugirió, por tanto, eliminar la opción del voto por la lista.

Como consecuencia, propuso a la Comisión considerar durante la discusión en particular la siguiente indicación: Eliminar la expresión “y del nombre de la lista respectiva” del nuevo inciso final que se incorpora al artículo 24. Además eliminar las modificaciones a los artículos 65, 71 y 87 de la ley 18.700 y la modificación al artículo 14 bis de la ley 19.884


Seguidamente, se refirió a la regla para la determinación de candidatos electos.


Manifestó que el proyecto innova en la aplicación de la fórmula D’Hondt con una nueva redacción, diferente de la que existe ya normada en otras leyes para las elecciones  de concejales y consejeros regionales. La redacción actual  vigente en las leyes mencionadas viene desde el año 1992 que se creó el sistema de elección municipal, pero ha tenido que ser corregida y clarificada en dos oportunidades por el Parlamento, a raíz de interpretaciones propias e incorrectas del método por parte de algunos Tribunales Electorales Regionales. 


Destacó que la nueva  redacción propuesta es muy simplista y vaga en la descripción de algunos pasos del método que podrían generar nuevas interpretaciones equívocas. Entre otros, no hay una definición precisa del concepto de lista. El concepto de atribuir escaños en función de números de la lista en una escala es muy vago y poco preciso. No se resuelve la situación de una lista que presenta menos candidato de los que puede elegir.

Sostuvo que se trata de un tema donde debería haber completa claridad y exactitud en cómo se determinan los candidatos electos, sin abrir puertas a nuevas interpretaciones. En este sentido  es del todo aconsejable que exista una redacción única y común en toda nuestra legislación electoral cuando se trata de la misma materia. Para lo cual sugerimos utilizar la redacción contenida en la ley 18.695 de Municipalidades (artículos 120 al 124) o en la ley 19.175 de Gobierno y Administración Regional (artículos 96 al 98) que más completas y precisas.

Luego, señaló que el proyecto opta por solucionar los empates que se pueden producir, tanto cuando dos listas tienen el mismo derecho de elegir un candidato, o cuando dos candidatos dentro de una misma lista tienen igual derecho, por la fórmula de un sorteo. Este criterio es diferente del que se ha aplicado para el caso de los Concejales (también para consejeros regionales) de recurrir al mayor caudal de votación individual de los candidatos que disputan el mismo cargo  y sólo en el caso de que este criterio no resuelva el cargo, lo que es muy poco probable, usar el sorteo.


Estimó que es más correcto recurrir a la votación individual antes de aplicar el sorteo.

En esta materia propuso a la Comisión considerar, durante el debate en particular de este proyecto, una indicación que sustituye el artículo 109 bis por los siguientes:

“Artículo 109 bis.- En el caso de elecciones de diputados y senadores, el Tribunal Calificador de Elecciones proclamará elegidos a los candidatos, conforme al procedimiento de cifra repartidora que se señala en los incisos siguientes.


Se considerará que constituyen una lista los pactos electorales, los partidos que participen en la elección sin formar parte de un pacto electoral, y cada una de las candidaturas independientes que no estén asociadas a un partido.


Se determinarán los votos de listas sumando las preferencias emitidas a favor de cada uno de los candidatos integrantes de una misma lista.


Se determinará el cuociente electoral, para lo cual los votos de lista se dividirán sucesivamente por uno, dos, tres, cuatro y así sucesivamente, hasta formar tantos cuocientes por cada lista como senadores o diputados corresponda elegir. Todos esos cuocientes se ordenarán en forma decreciente y el que ocupe la posición ordinal correspondiente al número de senadores o diputados que le corresponder elegir a la circunscripción senatorial o distrito será el cuociente electoral.


Para determinar cuántos son elegidos en cada lista, se dividirá el total de votos de la lista por el cuociente electoral. Se considerará la parte entera del resultado de la división, sin aproximar y despreciando cualquier fracción o decimal.

Para determinar los candidatos a senadores o diputados elegidos dentro de cada lista, se observarán las siguientes reglas:


1) Si a una lista corresponde elegir igual número de senadores o diputados que el de candidatos presentados, se proclamará elegidos a todos estos.


2) Si el número de candidatos presentados es mayor que el de los senadores o diputados que a la lista le corresponde elegir, se proclamarán elegidos los que hubieren obtenido las más altas mayorías individuales, a menos que la lista corresponda a un pacto electoral, caso en el cual se aplicará la norma del artículo siguiente.


3) Si el número de candidatos presentados es inferior al de los senadores o diputados que a la lista le corresponda elegir, se proclamarán elegidos todos los candidatos de la lista, debiendo reasignarse el cargo sobrante recalculando el número de cargos elegidos por las demás listas. Para ello, se repetirá el cálculo del inciso quinto, utilizando como cuociente electoral aquel que ocupe la posición ordinal que siga en el orden decreciente de los cuocientes determinados según el inciso cuarto. Si fuesen más de uno los cargos sobrantes, para determinar el cuociente se avanzará en el orden decreciente de los cuocientes del inciso cuarto, tantas posiciones ordinales como cargos sobrantes existan.


4) Si dentro de una misma lista un cargo correspondiere con igual derecho a dos o más candidatos, resultará elegido aquel que haya obtenido el mayor número de preferencias individuales y, en caso de que persista la igualdad, se procederá por el Tribunal al sorteo del cargo, en audiencia pública.


5) Si el último cargo por llenar correspondiere con igual derecho a dos o más listas o candidaturas independientes, resultará elegido el candidato de la lista o el independiente que haya obtenido mayor número de preferencias individuales y, en caso de que persista la igualdad, se procederá por el Tribunal al sorteo del cargo en audiencia pública.”


“Artículo 109 ter.- Para determinar los candidatos elegidos en una lista que corresponda a un pacto electoral, se procederá a sumar las preferencias de los candidatos de un mismo partido  incluidos los candidatos independientes asociados a dicho partido.


Posteriormente, se repetirá el procedimiento descrito en el artículo anterior, considerando, para este efecto, como si fueran una lista a cada partido integrante del pacto electoral, todo ello con el objeto de determinar el número de candidatos que elige cada partido integrante del pacto.
Determinado el número de senadores o diputados que elige cada partido integrante del pacto electoral, se repetirá el procedimiento descrito en el artículo precedente, para determinar cuáles son los candidatos electos de cada partido integrante del pacto. En el caso de un partido que incluya candidatos independientes asociados, estos candidatos tendrán igual derecho de preferencia dentro del partido que los candidatos afiliados, proclamándose electos a quienes obtengan las más altas mayorías considerando únicamente su votación individual.”


Seguidamente, pasó a referirse a las normas que se refieren a la aplicación de la ley de primarias a parlamentarios.


Advirtió que existe una omisión grave en el proyecto de ley al no considerar las necesarias adaptaciones de la ley 20.640 de Elecciones Primarias.

Agregó que en efecto, la ley de primarias solo considera para el caso parlamentario y de acuerdo a lo señalado en el inciso segundo del artículo 7, la realización de elecciones primarias parlamentarias para resolver solo dos candidatos como máximo, ya sea por un partido o por un pacto electoral. Explicó que no es posible su aplicación para resolver un número mayor de cargos, como existirá en todos los nuevos distritos y en algunas de las nuevas circunscripciones senatoriales.

Al respecto, recordó que el inciso segundo artículo 7º de la ley 20.640 de Elecciones Primarias dispone:

“En la elección primaria para la nominación de candidatos a los cargos de Parlamentarios, para cada territorio electoral, los partidos políticos podrán participar:


a) En forma individual, sin haber suscrito un pacto electoral con otros partidos, y con el objeto de determinar sus dos candidatos.


b) En forma individual, habiendo suscrito un pacto electoral con otros partidos, y con el objeto de determinar su propio candidato dentro del pacto. 


c) En conjunto con otros partidos con los cuales ha suscrito un pacto electoral, y con el objeto de determinar los dos candidatos de dicho pacto.”

Señaló que por otra parte, también debe considerarse la eventualidad de que un partido resuelva un alto número de sus candidatos parlamentarios por medio de primarias, ya que podría llegar a tener serias dificultades o incluso la imposibilidad de cumplir con las cuotas por sexo, debido a los propios resultados de las elecciones primarias.

Manifestó que es legítimo plantearse si se justifican las elecciones primarias parlamentarias organizadas por el Servel, toda vez que en el nuevo sistema dispone de muchos más cargos por territorio electoral que en sistema binominal antiguo. También se debe considerar el poco uso que se les ha dado a las elecciones primarias por los partidos en el caso de parlamentario. Si podría considerar que ellas fueran organizadas por los partidos o pacto sin participación del Servel y sin efecto legales vinculantes.

Recalcó que de no considerarse lo anterior se hace absolutamente necesario hacer las modificaciones pertinentes a la ley de elecciones primarias.

Seguidamente, se refirió a la asignación del número de escaños a los distritos que crea este proyecto.


Hizo presente que en el caso de los diputados el proyecto de ley contempla dos procedimientos de asignación del número de diputados a los distritos. El primero de carácter permanente  y el segundo de carácter transitorio.

Seguidamente, explicó que hay una asignación de escaños por el Servel cada 10 años. (Art. 179 bis)

El Servel actualizará cada 10 años, la asignación de los 155 diputados a los distritos en base a la población del último censo mediante el método proporciona de D’Hondt. Sin embargo se establece que ningún distrito puede elegir menos de 3 ni más de nueve.


Consignó que el mínimo de tres diputados, conlleva que 84 diputados sean asignados en forma fija a los distritos, lo que representa el 54% del total. De esta forma más de la mitad de los diputados se asigna sin considerar la población, lo cual aleja la propuesta de un correcto cumplimiento del principio de igualdad del voto. Debería considerar un mínimo de 2 diputados lo que representa un 36% del total asignado en forma fija.

Expuso que la asignación se hace en base a población censal (modificación introducida en la Cámara de Diputados) y no en base a electores como fue el proyecto original. Consideramos más correcto usar las cifras de electores.

Agregó que el principio de la igualdad del voto se debe aplicar respecto de los electores, que son los que tiene derecho a voto, no respecto de los que no lo tienen. Por otra parte, desde el avenimiento de la inscripción automática, el SERVEL debe confeccionar padrones electorales para cada elección con todos los electores con derecho a voto. El último de la elección del 2013 tenía 13.573.143 electores, todos plenamente identificados con su nombre, RUT y lugar de votación. Padrones que además se auditan, son públicos y reclamables ante tribunales electorales. Esta información es muchísimo más confiable, certera,  actualizada y regular que la población censal, que también es estimada y se hace cada 10 años o más. 


Apuntó que se ha señalado que el uso de electores, podría implicar acarreos de inscripciones para influir en los cálculos como ha sucedido en municipios de muy poca población. Estimó que en este caso ello es una exageración y es muy poco probable que suceda, dado la mayor magnitud de electores que tendrán los distritos, las distancias involucras y al hecho de que puede evitarse recurriendo al uso de un padrón elaborado para una elección anterior (uno o dos años de atraso).

Añadió que la diferencia entre uno u otro concepto no son sustanciales, se debería principalmente a la presencia de menores de edad. Los cuales se deberían distribuir proporcionalmente en forma pareja entre los distintos distritos, con diferencias estadísticamente poco significativas. De  esta forma parece más aconsejable utilizar la información de electores del propio Servel, más regulada, regular y confiable.


En virtud de lo anterior, propuso una indicación para modificar el artículo 179 bis de la siguiente forma:

1. Reemplazar en la letra a) del inciso primero la expresión “en consideración a la población de cada uno de ellos, en base a los datos proporcionados por el último censo oficial de la población realizado por el Instituto Nacional de Estadísticas.” por “en consideración a los electores de cada uno de ellos, en base a el padrón electoral definitivo elaborado por el Servicio Electoral y utilizado en la última elección de carácter nacional”.


2. Reemplazar la letra b) del inciso primero por la siguiente: “b) No obstante lo anterior, ningún distrito podrá elegir menos de 2 ni más de 9 diputados. En el caso que, en virtud del cálculo dispuesto en la letra a), uno o más distritos queden por debajo o superen dichos límites, se les asignará el límite inferior o superior que corresponda, repitiéndose, al efecto, el proceso de asignación de escaños, señalado en la letra a) anterior, considerando para ello sólo al resto de los distritos y los escaños que queden por asignar.”.


3. Reemplazar la letra c) del inciso primero por la siguiente: “c) Para los efectos de proceder a la actualización indicada, el Consejo Directivo del Servicio Electoral se constituirá especialmente el tercer día hábil del mes de marzo del año que corresponda la actualización.”.


4. Reemplazar el inciso final por el siguiente: “En cualquier caso, con o sin recurso, la determinación definitiva de la asignación de escaños deberá publicarse en el Diario Oficial en los primeros diez días del mes de abril del año de que se trate. En caso de producirse algún cambio en la distribución de diputados, el texto del artículo 179 de esta ley se entenderá modificado en lo pertinente, de pleno derecho y se aplicará en su forma así corregida en la elección inmediatamente siguiente.”.


Asimismo, sugirió modificar el artículo 25 transitorio por el siguiente: 

“artículo 25.- La facultad del Consejo Directivo del Servicio Electoral a que se refiere el artículo 179 bis se ejercerá por primera vez el año 2023.”.


Finalmente, se refirió a la asignación Ad-hoc transitoria de escaños  (Art. 179).

Explicó que el artículo 179 hace una asignación ad-hoc de los 155 escaños a los distritos de diputados, rigiendo temporalmente para las elecciones de los años 2017 y 2021.

Connotó que dicha asignación contiene un conjunto de inconsistencias graves y arbitrarias que violan el principio de la Igualdad del Voto contenido en la Constitución. 

 
A continuación, intervino la Directora de la Fundación Ciudadano Inteligente, la señora María Jaraquemada quien comenzó su intervención agradeciendo la invitación de la Comisión.


Manifestó que la Fundación que dirige está especialmente interesada en promover una normativa que regule la relación entre dinero y política.


Precisó que el objetivo de la propuesta de Fundación Ciudadano Inteligente es establecer un nuevo marco regulatorio para la relación entre “dinero y política“, particularmente en el ámbito de las campañas electorales y del financiamiento de los partidos políticos. De este modo se plantea la modificación de diversos cuerpos legales para fomentar una mayor transparencia, rendición de cuentas y fiscalización en esta materia, así como propender a una mayor igualdad entre los distintos candidatos ya sean incumbentes o desafiantes.


Reseñó que si bien el año 2003 las disposiciones que regulan estas materias fueron un gran avance hacia la transparencia de las donaciones en campañas, para combatir la corrupción electoral, para garantizar una mayor fiscalización de gastos e impedir la incidencia de grupos de interés y de reclamo de favores políticos, estimó que en muchos aspectos estos objetivos ya no se cumplen y se requiere una modernización de la actual legislación.

Detalló una serie de propuestas de modificaciones a la actual legislación que junto con las iniciativas que se encuentran en actual tramitación, pueden mejorar nuestra legislación en esta materia. Al respecto, planteó las siguientes:

1. Donaciones y financiamiento a campañas y partidos (Leyes N°s 19.884, 19.885 y 18.603):

a. Prohibición de donaciones anónimas. Se estima que este tipo de donaciones en las cuales los candidatos/partidos que las reciben conocen quién es el donante, no se condicen con los estándares de transparencia necesarios en la materia. Además, si bien se autorizan solo en caso de montos bajos inferiores a 20 UF y en suma no pueden constituir más del 20% del límite al gasto electoral, no se cumple con el objetivo de este tipo de regulaciones en cuanto a impedir que la autoridad electa vele por el interés particular de quien realizó la donación en lugar de por el interés general y que no se cobren favores políticos o se exija la donación por parte del partido/candidato.

b. Reformulación de donaciones reservadas: hoy las donaciones reservadas solo las conocen ciertos funcionarios del Servel y en teoría no son conocidas por los candidatos/partidos que las reciben. No obstante, tal como han señalado algunos estudios, las cantidades de donaciones reservadas que se realizan son bajas y de montos mayores a $5.000.000, lo que permite una mayor identificación del donante y no evita el objetivo buscado por la norma: impedir la incidencia de grupos de interés o empresas y de reclamo de favores políticos.


Agregó que urge una reformulación de este tipo de donaciones, la que debe perseguir los siguientes objetivos:

i. Asegurar y fortalecer el que solo sean conocidas por el Servel, ya que esto último permite su fiscalización y evita la corrupción o tráfico de influencias. De este modo, si bien el monto puede ser público, la identidad del donante solo será conocida por el Servel y no por la ciudadanía en general ni por el que recibe la donación.

ii. Rebajar su monto actual de modo que no puedan constituir un riesgo de reclamo de favores políticos. El monto actual es de más de 20 UF y menores al 10% del total del límite de gasto electoral con ciertas limitaciones por autoridad a elegir. Estimó que el monto máximo debiese ser el que actualmente existe para las donaciones anónimas (20 UF y en total no superar el 20%6 del límite al gasto electoral)

iii. Facilitar las donaciones de este tipo, para que así sea mayor el número de ciudadanos que contribuyen a los partidos y campañas, lo que genera un doble efecto: mayor afección de éstos con la actividad política y se disminuye el riesgo de identificar a los donantes y las posibles influencias de éstos en las autoridades. Esto se puede realizar simplificando el procedimiento actual que es algo engorroso, por ejemplo permitiendo las donaciones a través de cajeros o por transferencias por las páginas web de los Bancos (webpay)

iv. Mantener el sistema de aleatoriedad de entrega actual de las donaciones recibidas semanalmente con el fin de que no sea posible para el candidato o partido identificar al donante que la realizó.


v. Por otra parte, permitir la retractación del donante en un determinado plazo para así evitar casos de personas que sean presionadas a donar a determinados candidatos/partidos. Asimismo, las donaciones siempre quedan sujetas a la aceptación por parte del beneficiado.

vi. El donante siempre podrá optar porque estas donaciones sean públicas.

c. Donaciones públicas: todas las que no sean reservadas y mayores a las anteriores, son públicas y quedarán en un registro a cargo del Servel, que se publica en internet. Aquéllas que no sean mayores a 10 UF se pueden realizar directamente al candidato/partido, quien las informa al Servel y éste las incorpora al registro público de donantes (bingo, comidas, colectas, etc.). Éstas no pueden superar el 10% del límite del gasto electoral. Las que sean mayores a 10 UF o superen dicho límite, deben hacerse siempre a través del Servel, también se facilitan vía webpay u otros, pero no aplica el sistema de aleatoriedad. En este caso, también están sujetas a que las acepte el beneficiario.

d. Se mantienen las normas actuales de anticipos y reembolsos estatales de acuerdo a las votaciones obtenidas por los partidos o candidatos en las elecciones anteriores.

e. Prohibición de donaciones de personas jurídicas. Dado que éstas no votan y no puede asociarse su derecho a la libertad de expresión con su facultad de realizar donaciones, consideramos que debe eliminarse esta posibilidad en nuestra regulación. Siempre quedará a salvo el derecho de las personas naturales que hoy las conforman de poder realizar donaciones, ya sean reservadas o públicas. Asimismo, existe evidencia que los montos que éstas donan son bastante altos lo cual permite que éstas luego puedan influir en la toma de decisiones de las autoridades electas según sus intereses particulares. Cabe señalar que en un 42% de los países de las Américas se prohíben este tipo de donaciones.


f. Posibilidad de identificar donantes: salvo casos excepcionales en que se permitan las donaciones reservadas, de acuerdo a lo señalado en el literal b) precedente, total publicidad de esta información, la que constará en un registro público creado para estos efectos, que será administrado y actualizado por el Servel y que estará a permanente disposición del público en su sitio web. En época de campaña electoral, esta información debiese actualizarse lo más inmediatamente posible a la realización de la donación y, al menos, semanalmente.


g. En caso que se supere el monto máximo de aportes privados establecidos en la ley, éstos serán devueltos a los aportantes. Si los aportantes no pudiesen ser identificados, el exceso recibido deberá entregarse, por los administradores electorales, al momento de la presentación de las correspondientes cuentas de ingresos y gastos, al Servicio Electoral, a favor del Fisco.


h. Equiparar normas sobre donaciones a la ley de partidos políticos (Ley N° 18.603), para así evitar que se burlen las normas sobre financiamiento a las campañas a través de las donaciones directas a los partidos políticos. La actual regulación en la materia es bastante más permisiva que la relativa al financiamiento de campañas. Lo mismo con los institutos de formación política inscritos por los partidos políticos. Esta normativa será aplicable tanto en períodos de campaña como fuera de ella (es decir, los límites a las donaciones reservadas y la cifra del límite al gasto electoral que establezca el Servel por resolución anualmente, reajustando la cifra establecida para el período electoral)

i. Regular la entrega de créditos para el financiamiento de campañas y partidos y su pago, así como la publicidad de esta información. De este modo, establecer de modo expreso en la ley que debe acreditarse el uso de los dineros percibidos a través de créditos de instituciones financieras en gastos de campaña, así como también acreditarse el modo en que éstos son posteriormente pagados, de modo tal que se respete la normativa general sobre donaciones y que el Servel pague directamente con el reembolso a la institución financiera que acredite dicho préstamo. Prohibir expresamente la condonación de este tipo de deudas.


j. Prohibir la donación a campañas o partidos por parte de personas naturales con contratos con el Estado y asimilarlas a las normas de prohibiciones respecto de personas jurídicas que reciben subvenciones o aportes del Estado o que contratan con el Estado, así como las que postulan a licitaciones públicas o privadas.

k. Establecer que la provisión de bienes y servicios para las campañas electorales deba realizarse a través del portal de Chilecompras a los proveedores allí registrados. De este modo, se permite una mayor transparencia y fiscalización en esta materia, y se inhiben los actos de corrupción o de fraude. Se pueden establecer ciertas excepciones, tal como gastos menores, candidatos en zonas menos pobladas y casos especiales autorizados por el Servel.

l. Facultar expresamente al Servel fiscalizar que las donaciones en especies se ajustan al “precio de mercado” o “justiprecio” para así no burlar las disposiciones relativas a sus montos máximos, de un modo “casuístico”.

m. Establecer un sistema de financiamiento público permanente a los partidos políticos. Esto propende a su fortalecimiento, lo que incide en una mejora en la calidad de nuestra democracia y además evita que éstos deban recurrir 100% a los privados para obtener financiamiento para sus actividades permanentes, lo que, a su vez, inhibe su captura política. En este caso, también se pueden evaluar diversos sistemas de financiamiento mixto, como el de matching fund (igualar lo que el partido percibe en donaciones/cuotas, etc) o el de otorgar ciertos fondos para incentivar ciertas prácticas (incorporación de militantes jóvenes/mujeres/pueblos indígenas; cursos de formación de líderes o formación cívica; etc). Esta reforma debe ir acompañada de ciertas exigencias a los partidos, tales como mayor transparencia de sus actividades, ingresos y gastos; fortalecer los mecanismos de democracia interna; y, realización de actividades de capacitación y formación política, entre otras. Órgano a cargo de la fiscalización de dichas normas y de aplicar las sanciones respectivas (Servel en primera instancia, Tricel en segunda instancia). Los recursos provenientes de este financiamiento no pueden ser utilizados en campañas electorales, sino en sus actividades ordinarias, capacitación, formación política, think tank, trabajo legislativo, etc.

Luego presentó a la Comisión una serie de medidas que habría que adoptar en materia de regulación de los gastos electorales regulados en la ley N° 19.884. Explicó que ellos eran básicamente los siguientes:

a. Rebajar el tope al límite al gasto electoral, especialmente considerando el efecto de la Ley de Inscripción Automática y del proyecto de ley que reforma el sistema binominal-redistritaje, los que elevan considerablemente su límite. Esto implica que los candidatos/partidos tienen un mayor incentivo a buscar donaciones altas y, además, le dificulta el acceso a candidatos desafiantes. Una de las opciones es que se mantenga el monto actual pero de acuerdo al número de personas que efectivamente hayan votado en la elección respectiva anterior y no de acuerdo al número de personas inscritas en el registro electoral.

b. Redefinir el concepto de campaña o publicidad política. Incorporar en éste cualquier mensaje a la ciudadanía por cualquier medio aunque no llame directamente a votar y cualquiera sea el mensaje que informe, pero que incluya la imagen, nombre o apodo del candidato independiente de que posteriormente no sea candidato y que esté destinada a la promoción de candidatos o partidos políticos.

c. Aumentar el período de control de gastos efectivos. Actualmente son solo 3 meses antes de la fecha de las elecciones, lo que en la práctica no es así. Por esto, se propone que el Servel pueda fiscalizar en cualquier momento los gastos en publicidad política, sancionando en caso que se realice fuera del período autorizado e imputando dichos gastos, a los del período de campaña.


3. Rendición de cuentas (Leyes N°s 19.884, 20.285, 18.556 y 18.603):


a. Información a disposición de la ciudadanía: plazos y formatos. Los candidatos/partidos deben hacer entrega al Servel de su rendición de gastos e ingresos en un plazo de hasta 30 días después de las elecciones, lo que dificulta el control social por parte de la ciudadanía durante el proceso eleccionario. Por eso, se propone que dicha rendición deba realizarse en tiempo real en un software abierto a la ciudadanía con formato único, de open data y fácil de entender para los ciudadanos y la auditoría final que se realice en el plazo legal (30 días después de las elecciones). De este modo, que los ciudadanos puedan acceder a esta información al menos dentro de las 48 horas de haberse realizado, y en su caso, aceptado, la donación. El impacto de la transparencia en esta materia disminuye cuando esta información se hace pública con posterioridad a las elecciones.

b. Creación de software único para rendición de cuentas, a cargo del Servel. La ley actual establece que el Servel podrá establecer el formato electrónico para la rendición de cuentas de los candidatos/partidos. Consideramos que esta norma debe fortalecerse, siendo obligatorio para el Servel realizarlo y no facultativo, y además otorgarse al Servel los recursos humanos y económicos para poder realizarlo.

c. Datos abiertos. Para un efectivo control social de esta información y dado el desarrollo de las tecnologías, es imprescindible que esta información se entregue y se encuentre disponible en un formato procesable por computadores.

d. En caso de que se le dé financiamiento permanente a los partidos, normas de transparencia activa/pasiva aplicables a éstos.

Seguidamente, sugirió a la Comisión considerar las siguientes ideas para introducir modificaciones a los sistemas de fiscalización del gasto electoral y las sanciones que hay que aplicar cuando dichos limites se trasgreden. Sobre esta materia, postuló lo siguiente: 


a. Se debe revisar normas sobre gobierno corporativo del Servel, particularmente la incidencia de la sociedad civil en el nombramiento. De este modo, puede establecerse que los miembros del Consejo Directivo del Servel sean designados por el Presidente de la República, previa consulta pública (no vinculante) o consulta -no vinculante- de los Consejos de la Sociedad Civil del Servel o en un proceso participativo antes de su 27 ratificación por parte del Senado.


b. Se deben examinar normas de atribuciones y facultades para fiscalizar gasto efectivo, en terreno. Necesidad de mayor capacidad de fiscalización activa28, lo que requiere de una mayor dotación de personal calificado y de recursos financieros para llevar a cabo esta labor. Se puede establecer que el Servel realice auditorías aleatorias a candidatos/partidos, lo que disminuye su costo e incentiva la autorregulación por parte de éstos. Existen tecnologías comparadas para chequear el gasto electoral efectivo. Asimismo, otorgarle competencias para hacer cruces o solicitudes de información a otros órganos (Servicio de Impuestos Internos, Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, etc), para corroborar la veracidad de la información que se le rinde (por ej., veracidad de las boletas, costo real del servicio boleteado o facturado), ya que hoy solo pueden verificar la existencia de la información pero no su veracidad.


c. Agregó que es necesario establecer facultades al Servel para fiscalizar los balances de los partidos políticos y el cumplimiento de éstos de sus obligaciones derivadas de la Ley Orgánica de Partidos Políticos e imponer sanciones en caso de incumplimiento, las que puedan ser revisables por el Tribunal Calificador de Elecciones.

d. Explicó que es necesario otorgar a este Servicio los recursos financieros y humanos necesarios para llevar a cabo sus funciones de fiscalización, particularmente en terreno.

e. Asimismo, explicó que es necesario modernizar el sistema de contabilidad.


f. Abogó por la creación de un software único, que estandarice el proceso y que se poble en tiempo real, en línea con lo ya señalado en el numeral anterior, particularmente en los literales a) y b).

g. Añadió que era indispensable reformular sanciones: Explicó que actualmente las sanciones son sólo multas al administrador electoral. Explicó que se debe elevar el costo de infringir estas normas, lo que puede realizarse elevando el reproche a la infracción de aquéllas más graves con sanciones penales, las que pueden conllevar la pérdida del cargo en el caso que la pena sea aflictiva, se pierde el derecho a sufragio y, por tanto, un requisito para el cargo. Por tanto, en caso de conductas graves, tales como, recepción de donaciones ilegales, presentar cuentas maliciosamente falsas, presentar documentación falsa para acreditar gastos, establecer una sanción penal al responsable.

h. Concluyó su intervención haciendo presente la importancia de establecer sanciones a los candidatos, donantes y directivas de partidos políticos en caso de infracción a esta normativa. Explicó que para no diluir responsabilidades e involucrar más a los candidatos/partidos en el cumplimiento de la normativa electoral, éstos debiesen ser solidariamente responsables junto con el administrador electoral. Lo mismo, sostuvo, con los donantes que infrinjan estas disposiciones.


A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, ofreció el uso de la palabra al Honorable Diputado, señor Pepe Auth, quien señaló que su exposición se basará en la lógica del diseño que se está planteando en el proyecto de ley que presentó el Ejecutivo.


Recordó que el sistema electoral binominal se basa en la existencia de dos nombres en cada territorio electoral, y esa lógica se repite en los 60 distritos y en las 19 circunscripciones.


Aclaró que no es la existencia de uno o varios distritos, que elijan dos escaños, lo que define el carácter binominal. Reseñó que en el sistema proporcional que rigió en Chile, había distritos uninominales, y también binominales. Precisó que los senadores se elegían en circunscripciones de 5 escaños agrupando regiones, de manera que cada representación de 5 fuera equivalente a las otras en término de representación de personas. No hubo en el pasado un criterio que estableciera exclusivamente una representación territorial para el Senado y poblacional para la Cámara de Diputados. 


Hizo presente que en la composición de ambas Cámaras está articulada la dimensión territorial y la representación de personas, porque de lo contrario, otra sería la atribución de escaños para cada distrito y para cada circunscripción.


Señaló que le gustaría un sistema electoral en que se eligiera a un diputado por cada 100.000 habitantes y definiría distritos en que se eligieran entre 5 y 8 diputados, agrupando territorios. Constató que pese a sus intenciones, la reforma parte de la realidad actual, y ella apunta a aprobarse como está actualmente planteada. Lo anterior, sostuvo, permite que ésta tenga viabilidad política.


Asimismo, aseveró que como el proyecto de ley toma como base para construir esta iniciativa las reglas que actualmente existen, ningún territorio va tener en esta propuesta, menos parlamentarios que los que tiene hoy en el sistema vigente. 


Destacó que si uno analiza la propuesta en materia de integración de la Cámara de Diputados, se percata que ella considera 35 diputados adicionales. De ese número, 15 se asignan a la Región Metropolitana, para equilibrar la representación poblacional. Lo propio se hace respecto a las otras dos regiones que se encuentras sub representadas, agregando diputados a la V y a la VIII regiones (4 a cada una). Añadió que los 12 diputados restantes obedecen a la decisión del Gobierno de asignarle un escaño adicional a cada una de las regiones de Chile.


Luego, respecto al Senado, explicó que se parte de la idea de una Corporación que esté integrada por 50 senadores. Mediante este número se corrige, en primer lugar, la deuda constitucional que actualmente existe con la región de Arica y Parinacota. Apuntó que no se descarta agrupar regiones teniendo una misma representación. Explicó que el proyecto agrega tres senadores a la Región Metropolitana y uno a cada una de las siete regiones más grandes. 


Destacó que el carácter dominante del nuevo sistema propuesto, es el proporcional, a pesar de que 14 de los 50 senadores se elija todavía en circunscripciones binominales.


Recalcó que lo anterior se debe a la voluntad de no escalar al infinito en el número de senadores y porque se asume que en la representación senatorial también se articula la lógica de representación de territorios y la de representación de personas.


Seguidamente, señaló que desde el punto de vista legislativo, el rol de la Cámara de Diputados y del Senado prácticamente no tiene diferencias.


Enfatizó que en otros países los criterios de representación política están claramente definidos en cada Cámara.


Luego, manifestó que suscribió la indicación presentada por los Honorables Diputados señores Jackson y Mirosevic, a pesar de que en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de Diputados se declaró su inadmisibilidad, a partir del compromiso del Gobierno de enviar un proyecto de ley de reforma integral a la ley N° 19.884 sobre transparencia, límite y control del gasto electoral y a la Ley Orgánica Constitucional de Partidos Políticos.


Valoró en la indicación, el descenso significativo del límite de gasto y de las donaciones. Agregó que la mayor dependencia de la donación, con respecto a la mayor dependencia del aporte fiscal establece el nivel de influencia de terceros sobre el proceso democrático. Declaró que no era partidario de reducir todo al aporte fiscal, sino que persistir en la idea de que haya aporte privado, pero también de limitarlo a los ciudadanos y otorgarle a éstos beneficios tributarios.


Aseveró que simpatizaba con la iniciativa del CEP de premiar las donaciones personales con un correlato estatal. 


Concluyó su presentación señalando que el tema mencionado debe tratarse integralmente, reformando tanto la Ley de Partidos Políticos, así como la que establece los límites y controles al gasto electoral.


A continuación hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Larraín quien le preguntó al profesor señor Zúñiga sobre el planteamiento realizado por don Andrés Tagle, en relación a la búsqueda de la igualdad del voto. Hizo presente que en el proyecto de ley hay un incremento de parlamentarios que pareciese ser un “traje a la medida” más que un ajuste derivado de aplicación del referido principio.


Seguidamente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Felipe Harboe consultó por la aplicación del principio de igualdad del voto, de acuerdo al redistritaje que plantea el proyecto.


El Honorable Diputado señor Auth señaló que hay 35 escaños nuevos que son asignados a los distintos territorios en función de la reducción de la desigualdad del voto. Agregó que el Gobierno tomó la decisión de asignarle a cada uno de las regiones un escaño adicional. Lo anterior, explicó se fundó en la idea de que en ningún distrito siga eligiendo 2 diputados. Si hubiese sido un traje a la medida, se le habría asignado un parlamentario adicional a las regiones con mejor resultado electoral para la Nueva Mayoría. Recalcó que dicho diseño se hizo con posterioridad a la reducción de la desigualdad del voto. 


Opinó que es partidario de agregar escaños solo para disminuir la desigualdad del voto, pero esa idea es menos viable que la que propone el proyecto que se está discutiendo.


A continuación, el Honorable Senador señor Espina sostuvo que se ha hablado mucho de la necesidad de alcanzar la mayor proporcionalidad entre el número de electores y del número de diputados a elegir. Sostener que se modifica el sistema electoral, entre otras cosas, para corregir la desigualdad del voto, es un argumento que cae por su propio peso, ya que de acuerdo a lo expuesto por el señor Tagle, dicho principio se vulnera flagrantemente.


Preguntó por la relación entre las cuotas de participación y las primarias.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Felipe Harboe preguntó al profesor Zúñiga por la constitucionalidad de la facultad que se le confiere al Consejo Directivo del Servicio Electoral, de actualizar, cada diez años, la asignación de los 155 escaños de diputados entre los 28 distritos.


El profesor Zúñiga manifestó que el análisis de los sistemas electorales es una cuestión compleja. Precisó que la definición que ha seguido la Cámara de Diputados como el Gobierno no parte de cero, sino que considera la actual división político electoral. Agregó que si lo que se busca es la representación proporcional estricta, para ello, debiesen crearse grandes distritos.


Recalcó que la extensión de los distritos es determinante al definir la proporcionalidad. 


Expresó que la jurisprudencia en materia electoral es muy escasa. Señaló que don Andrés Tagle recordaba la prevención de los ministros del Tribunal Constitucional con motivo del proyecto de ley establece la elección directa de los consejeros regionales. Ante ello hizo presente que la primera decisión del Tribunal en esta materia surgió como consecuencia de una presentación hecha por un grupo de profesores encabezada por Francisco Cumplido y Mario Verdugo, al dictarse las primeras leyes electorales por la Junta de Gobierno, en que el Tribunal desestimó la presentación, señalando que no había una desigualdad relevante del voto, desde el punto de vista constitucional, en razón del reparto que hizo el legislador electoral de la época, antes de la reforma de 1989.


Enfatizó que si uno examina la jurisprudencia constitucional, no existe argumento que permita sostener que este tipo de distorsiones, desde el punto de vista del principio de la igualdad son inconstitucionales.


Añadió que todos los tribunales admiten márgenes de sub representación y sobre representación tolerables, dentro del marco del principio de igualdad constitucional, por lo tanto, el óptimo desde el punto de vista de la representación en base poblacional, es decir, asignar tantos números de escaños en función de la variable demográfica, no es una exigencia constitucional per se.   


Expresó que como el proyecto de ley en discusión parte de la realidad que tenemos, y  busca corregir los problemas de sobre representación y sub representación. 


Agregó que si aumenta el tamaño de un distrito, disminuye la barrera de la asignación de los escaños y mejora la competencia política.


El señor Andrés Tagle sostuvo que el principio de la igualdad del voto es inherente a la democracia. Ella no se cumple cuando la potencialidad de un voto para elegir parlamentarios es mayor que la de otro ciudadano.


Agregó que los países que quieren representación territorial recurren a tener dos Cámaras, una en que se aplique el factor poblacional y en la otra, el territorial. Señaló que la voluntad del pueblo en la Cámara que tiene la representación poblacional, está representada equitativamente. Lo anterior no está claramente establecido en el proyecto de ley, pero el principio, recordó, sí está consagrado en la Constitución.


Señaló que el Honorable Diputado, señor Auth mencionó que el proyecto propone aumentar el número de diputados para reparar la desigualdad del voto. Sin embargo, sostuvo, el proyecto no le da la importancia a lo que dispone el Mensaje en esa materia. Agregó que la asignación de 1 o más diputados a cada una de las regiones va en contra del principio antes mencionado.


Recalcó que la propuesta elaborada por la Democracia Cristiana y Renovación Nacional, tenía mejores niveles de igualdad del voto que la actual propuesta del Gobierno.


Aseveró que no se puede lograr una igualdad del voto perfecta, pero ésta debe ser tolerable.


En relación a la reasignación y su constitucionalidad, precisó que lo que la ley hace es establecer una fórmula para que el Servel aplique un regla, y no para que adopte decisiones que corresponde al legislador, por lo tanto, afirmó, no habría problemas de constitucionalidad.


Respecto a las cuotas y las primarias, si un partido político realizara primarias, los candidatos que salgan elegidos en ellas, deberán respetar la cuota respectiva.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Felipe Harboe manifestó que para efectos de compatibilizar el principio de inclusión que persigue la ley de cuotas y el de la participación, se podría establecer una fórmula intermedia, en virtud de la cual se disponga que cada partido o coalición podrá hacer un máximo de primarias, de tal forma de asegurar el respeto a las cuotas.


El profesor Zúñiga coincidió con lo señalado por el señor Tagle respecto a las facultades que se le otorgan al Servel en virtud del artículo 179 bis. Discrepó respecto al principio de la igualdad del voto, consagrado en el artículo 15 de la Constitución, porque éste no refiere de manera directa a la conformación del sistema electoral, sino que excluye de la organización electoral el denominado voto censitario, capacitario, plural, funcional o corporativo. 
-.-.-


En una sesión posterior, la Comisión recibió al Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Peñailillo, quien comenzó su intervención señalando que esta sesión marca un día muy relevante para el Gobierno, ya que estamos ad portas de la aprobación en general de un proyecto que transformará a Chile en un país más representativo e inclusivo.


Explicó que para lograr dicho objetivo se debe terminar con el sistema electoral binominal y para ello el Gobierno propone una nueva división político electoral que supone configurar 28 distritos para elegir 150 diputados. Respecto al Senado, recordó que el proyecto que aprobó la Cámara de Diputados sugiere establecer 15 circunscripciones, una por cada región, eligiéndose entre 2 y 7 senadores, dependiendo de la población de cada región.


Agregó que también se busca terminar con la baja participación de la mujer en política, para lo cual se ha incorporado un sistema de cuotas. 


Destacó que el problema que genera el sistema binominal es que la competencia se produce al interior de las listas y no entre los diferentes proyectos políticos.


Luego, intervino el Honorable Senador señor De Urresti quien felicitó al Gobierno por la presentación de esta iniciativa, ya que mediante ella se está dando un paso importante para suprimir un sistema electoral injusto e inequitativo y que ha regido por demasiado tiempo a nuestro país.


Señaló que va votar a favor de la iniciativa, pero consignó que tiene ciertas observaciones. Estimó como preocupante que en una reforma de esta naturaleza no se incluya a los pueblos originarios. Solicitó que el Ejecutivo se pronuncie al respecto. Recordó que cuando era diputado, presentó una moción en donde se promovía la idea de asegurar la participación política de los pueblos originarios.

Seguidamente, requirió la opinión del señor Ministro respecto a los sub pactos. Consignó que no le parece adecuado que éstos se prohíban. Recalcó que insistirá en que se permita la existencia de ellos. Enfatizó que si se implementará un sistema democrático, participativo, que nace de un consenso político, le parece inadecuado que la ley los prohíba.


Manifestó que bajo ninguna circunstancia permitirá un sistema en que la Región Metropolitana tenga siete senadores.


Finalmente, expresó que 50 senadores es un buen número, no hay que olvidar que esa era la cantidad de parlamentarios de la Cámara Alta el año 1973.


El Honorable Senador señor Bianchi adhirió a lo planteado por el Honorable Senador señor De Urresti y consideró absolutamente necesario cambiar el sistema electoral. Se mostró contrario a que la Región Metropolitana cuente con 7 senadores.


Recordó que el artículo 18 de la Constitución establece la igualdad entre partidos políticos e independientes, y tal como está presentado el proyecto de ley, no permite que un candidato independiente pueda competir. Aseveró que si uno analiza el sistema D’Hont, unido a la regla de N+1, la eventualidad de que ingrese un independiente en la Cámara de Diputados o en el Senado es nula. Subrayó que lo que hace la mencionada regla es fortalecer a los partidos.


Preguntó al señor Ministro si se tiene proyectado que los independientes puedan incorporarse a un pacto tal como lo hacen los partidos políticos. Lo anterior, explicó, resolvería el problema que mencionó precedentemente. Recalcó que si no se permite esta posibilidad se vulneraría la Constitución.


Expresó que todos anhelan un Congreso amplio y representativo, pero no se están considerando, dentro de éste, a los pueblos originarios, a las minorías sexuales, y en definitiva a muchas personas que no tienen la posibilidad de participar de la actividad política desde el Parlamento.


Luego, consultó si lo que se acordó en la Cámara de Diputados respecto a su estructura y composición, puede ser objeto de discusión en el Senado.  


Añadió que en la condición que está la actividad política, ésta necesita de estructuras más sólidas, de mayor credibilidad, con mayor articulación. 


Finalmente, manifestó que la creación de partidos regionales contribuye en el sentido antes expresado y al respecto solicitó la opinión del Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Araya sostuvo que el proyecto que reforma al sistema binominal es absolutamente necesario. Manifestó que dicho sistema cumplió un ciclo y hoy existe una demanda creciente de avanzar a un sistema proporcional representativo que permita la inclusión de los independientes, y de nuevas fuerzas políticas que no necesariamente van a estar en los nuevos pactos electorales.


Agregó que rechaza la posibilidad que la Región Metropolitana elija siete senadores. Reseñó que el Senado hasta antes del 1973 representaba a las regiones con independencia al número de electores.


Asimismo, consultó al Gobierno si está dispuesto a avanzar en una redistribución del Senado distinta a la que se establece en el proyecto en estudio.


Inquirió al Poder Ejecutivo para que se pronuncie respecto al conflicto que puede haber entre las cuotas y las primarias. Solicitó que el Gobierno opine sobre el financiamiento, porque estimó que las indicaciones presentadas por los Honorables Diputados Mirosevic y Jackson, si bien van en el sentido correcto, son incompletas en lo que dice relación con el control del financiamiento electoral.


Finalmente, preguntó al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública si también se tiene pensado presentar un proyecto de ley que abarque de manera global y específica a los partidos políticos, o solo se pretende solucionar el tema a través del presente proyecto de ley y sus indicaciones.


A continuación, el Honorable Senador señor Espina manifestó que en Renovación Nacional han sido partidarios de cambiar el sistema binominal, a pesar de que existe la convicción de que el mencionado sistema es absolutamente democrático. 


Expresó que ninguna de las personas que han asistido a la Comisión a entregar sus puntos de vista, planteó que el sistema electoral binominal no fuera democrático. 


Recordó que en ciertos sistemas uninominales, con el 51% de los votos se puede obtener el 100% de los cargos.


Seguidamente, precisó que los sistemas electorales son mayoritarios o proporcionales. Los primeros tienden a elegir la menor cantidad de representantes por circunscripción o distrito y sobre dicha base, lo que se obtiene es la formación de grandes coaliciones. Lo anterior, aseveró, permite lograr estabilidad y grandes bloques políticos.


Recalcó que Chile ha progresado gracias a las dos grandes coaliciones políticas que se formaron a partir de nuestro sistema electoral.


Enfatizó que la debilidad de los sistemas mayoritarios impide que grupos emergentes que no sean parte de las grandes coaliciones puedan tener representación en el Parlamento. Acotó que el sistema proporcional permite que grupos emergentes puedan incorporarse a la vida parlamentaria y tener representantes en el Parlamento, pero no fomenta la formación de grandes coaliciones. 


Consignó que es partidario de reformar el sistema electoral actual, porque las sociedades evolucionan y porque hoy es relevante que las minorías ingresen al Congreso.


Valoró especialmente la propuesta que el año pasado fue elaborada por Renovación Nacional y la Democracia Cristiana y lamentó profundamente que ella no haya llegado a puerto.


Precisó que en ella se elevaba el número de senadores a 44 y el de diputados a 134. Recalcó que dicho acuerdo tenía una mayor proporcionalidad que el proyecto presentado por el actual Gobierno. 


Luego, planteó que insistirá en esta última propuesta, mediante el mecanismo de las indicaciones.


Expresó que uno de los principios que el Gobierno ha señalado como fundamental, es el de cautelar la igualdad del voto. Agregó que el proyecto en la Cámara de Diputados vulnera dicho principio. Ejemplificó con el caso de la tercera región donde se elegirían 5 diputados, con una población de 221.000 habitantes y en el distrito número 2 de la primera región, teniendo 222.000 habitantes, se elegirán solo tres diputados. Constató que, con este ejemplo, se puede concluir que el proyecto tiene por objeto favorecer a la coalición política gobernante, lo que rompe el principio de neutralidad de los sistemas electorales.


Recordó que el Gobierno ha dicho por el Gobierno que el aumento de parlamentarios no significa gasto. Enfatizó que lo anterior es falso y se está engañando a la opinión pública. Recalcó que los recursos actuales están correctamente asignados y utilizados, por lo tanto no se puede recurrir a ellos para solventar el aumento de los parlamentarios.


A continuación, hizo presente que uno de los elementos esenciales para poner fin al conflicto en la Araucanía, dice relación con la representación en el Congreso Nacional de los pueblos indígenas. 


Por otra parte, estimó que disminuir el porcentaje de ciudadanos para permitir que un independiente se presente como candidato a diputado o a senador, va significar una proliferación de pequeños partidos políticos que debilitará la institucionalidad partidaria.

Se mostró partidario de las reglas sobre cuotas, siempre que éstas no afecten la realización de las primarias.   


Seguidamente, el Honorable Senador señor Larraín expresó que es la primera vez que se da esta discusión en esta Comisión. Constató que ha escuchado, de parte de los senadores que la integran, muchas críticas al proyecto de ley, pero anuncian que concurrirán con su voto favorable para aprobarlo. Opinó que siempre ha pensado que los momentos para poder resolver los temas son en las votaciones en general, porque en la discusión en particular se torna más difícil corregir los aspectos concretos que contiene un proyecto de ley.


Expuso que el acuerdo alcanzado entre Renovación Nacional y la Democracia Cristiana constituía una buena propuesta y estaba dispuesto a apoyarla.


A continuación, indicó que es de la idea de hacerle ajustes al sistema actual. Reconoció que el sistema binominal fue necesario y ha hecho una gran contribución al desarrollo del país. Estimó que sin éste probablemente la Concertación no hubiese existido. 


Recordó que el sistema binominal opta por favorecer la conformación de grandes bloques políticos, en desmedro de grupos más pequeños que no tienen la posibilidad de acceder al Parlamento, a menos que adhieran a los grandes bloques políticos. Lo anterior, sostuvo, favorece la constitución de partidos y conglomerados políticos más poderosos.


Agregó que los sistemas proporcionales producen el efecto inverso, favoreciendo a los grupos más pequeños, pero también conducen a la multiplicación de los partidos políticos.


Lo anterior, expresó, no significa que la mayor representatividad implique una mayor gobernabilidad, porque la atomización de los partidos políticos no es señal de seguridad en la gobernanza de las sociedades. 


Enfatizó que con el sistema electoral binominal han surgido grupos pequeños que a veces son la llave que articula los acuerdos políticos. Recalcó que dicho sistema no es un obstáculo a la representación real.


Añadió que los sistemas electorales tienden a representar en el tiempo, los cambios que hay en las coaliciones o en las configuraciones políticas de un país, de ahí la importancia de tener un solo sistema.


Luego, hizo presente que el sistema electoral actual debe cambiarse, porque ha fallado en la competitividad y en la representatividad.


Manifestó, a los demás integrantes de la Comisión, que el sistema que se elija perdurará por un largo plazo. Advirtió que el mismo no debe incurrir en los defectos que hoy se advierten respecto al binominal.


Consignó, respecto al sistema que se propone, que el Senado no puede evitar debatir, discutir y eventualmente cambiar la estructura propuesta por la Cámara de Diputados. Fue enfático en señalar que no porque se haya llegado a un acuerdo político en dicha corporación, el Senado debe inhibirse de pronunciarse sobre este asunto. Explicó que los senadores no legislan sobre los intereses del Senado, sino que lo hacen sobre un sistema electoral.


Aseveró que tampoco se le puede pedir a la Cámara de Diputados que no formule observaciones o modificaciones respecto a la estructura del Senado. Se rebeló ante la idea de abdicar de la soberanía que tiene cada una de las Cámaras.


Destacó que el sistema electoral que se apruebe debe representar a todos. No debe elaborarse pensando en la próxima elección, ya que si así lo hiciéramos caeríamos en el riesgo de crear un traje a la medida.


Consignó que la ciudadanía no se explica que queramos aumentar el número de políticos sin una justificación real. Opinó, asimismo, que no se puede decir que el aumento de parlamentarios no acarreará costos. Esta iniciativa, afirmó, supone gasto público.


Al respecto, señaló que dada la nueva estructura de los distritos, los parlamentarios van a incurrir en mayores gastos, porque los territorios que deberán abarcar serán más extensos.


En cuanto al redistritaje, estimó que la extensión de los nuevos distritos va a distanciar la relación del parlamentario con el elector. Destacó que en el contacto con el ciudadano, es el lugar donde más se aprende de la realidad de la circunscripción o distrito, según sea el caso. Agregó que los líderes locales se verán limitados en su posibilidad de llegar a ocupar cargos políticos.


Manifestó que era partidario de las primarias, pero la forma en que se está proponiendo el sistema de cuotas, debilita dicho mecanismo. 


Luego, se refirió a la figura de los partidos regionales. Sostuvo que sus candidatos deberán presentarse por la región que representan, independiente que formen una alianza con un grupo político de carácter nacional.


Advirtió que la competencia interna en los bloques persistirá, porque van existir más candidatos que cupos a elegir. Señaló que también subsistirá la circunstancia de que un candidato que obtenga muchos votos arrastre a otro de menor votación, y ello no es responsabilidad del binominal, sino que del sistema de listas.


Representó que su mayor inquietud respecto a este proyecto lo constituye el principio de la igualdad del voto, porque si uno analiza tanto la configuración de la Cámara de Diputados como la del Senado, hay nuevos escaños que carecen de justificación si se aplica dicho principio. Enfatizó que si se critica el binominal porque sería un traje a la medida, no podemos cometer el mismo error en el proyecto de ley en estudio.


Reiteró que es partidario de cambiar el sistema electoral vigente y se mostró disponible para consensuar uno que represente a todos.


Anunció que no votará en contra del proyecto de ley. En todo caso, hizo un llamado a la Comisión a discutir un proyecto que sea bueno para los ciudadanos. Lo peor sería, aseveró, aprobar una iniciativa que favorezca a un bloque por sobre otro.  


Finalizó señalando que no compartía el acuerdo de la Cámara de Diputados de incorporar ciertas normas de financiamiento de las campañas. Explicó que esa idea le parecía mal estructurada y extemporánea. Se sumó a la idea de que el Gobierno presente un proyecto de ley que regule dicho tema. En todo caso, precisó que respaldaba la idea de que el financiamiento de la política debe ser transparente y fiscalizable.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Felipe Harboe destacó la valentía del Gobierno en presentar un proyecto que modifica el sistema electoral actual. 


Señaló que actualmente tenemos un Parlamento con escasas atribuciones, debido al fuerte presidencialismo y a la Constitución imperantes. Unido a lo anterior, recalcó, se establecen  los altos quórums para aprobar los cambios que la sociedad está demandando. Estas reglas han generado una descalificación de la política y particularmente del Parlamento. Ello, aseveró, hace necesario generar una reflexión profunda respecto de cambios al sistema.


Reseñó que  tal como lo expresó el profesor Patricio Zapata, el sistema binominal buscó agrupar en dos grandes coaliciones a visiones políticas distintas. En Chile, recordó, existe la derecha liberal, y la conservadora y el sistema binominal busca juntarlas, lo mismo respecto a la izquierda. El sistema electoral vigente termina evitando que prolifere la expresión de esos legítimos matices. Propende, añadió, a que se formen dos grandes coaliciones y esto genera que no se puedan lograr grandes transformaciones.


Agregó que el politólogo italiano, Giovanni Sartori decía que los sistemas electorales son trajes a la medida de la sociedad. Señaló que el sistema electoral binominal fue diseñado para un objetivo determinado y éste era agrupar a los partidos en dos grandes coaliciones, para sobre representar a las mayorías y sub representar a las minorías, con el argumento de la estabilidad política.


Manifestó que el proyecto de ley en estudio, no se basa en un purismo electoral. Añadió que los sistemas electorales son reglas o mecanismos y éstos no son puros. Precisó que no hay un sistema proporcional absoluto. 


Destacó que cualquier propuesta de sistema electoral requiere de un elemento de realismo político. Advirtió que son escasos los ejemplos en que democracias con parlamentos en ejercicio han podido hacer cambios a los sistemas electorales. Lo anterior, afirmó, debido a que los congresistas son incumbentes en los procesos de reforma.


Hizo presente que cuando uno revisa las estructuras de los parlamentos a nivel mundial, donde hay congresos bicamerales, en general, una de las Cámaras tiene una representación poblacional y la otra territorial.


Consideró que la existencia de siete senadores en la Región Metropolitana no tiene, a su juicio, lógica territorial. Estimó que debe ser atenuada en virtud de la aplicación del criterio antes mencionado. La fijación de los criterios debe ser transparente y abierta, descartando que ella sea fruto de una negociación.


Reseñó que en el primer Senado de la República de Chile, en el año 1812 ya se respetaba el principio de territorialidad.


Sostuvo que en la distribución de los nuevos senadores es importante que se consagre el criterio territorial y que éste se atenúe por el criterio poblacional.


Recalcó que es importante sustituir el concepto de circunscripción por el de región, ya que hoy está cambiando el universo electoral. Lo anterior aseguraría, en el futuro, que si se crea una nueva región, ésta siempre tendrá representantes en el Parlamento.


En relación a la regla de cuotas, se declaró un defensor de las mismas. Recalcó que en Chile tenemos una participación femenina en el Parlamento que asciende a la cifra de un 15,8%. Explicó que dicha cifra está muy por debajo del promedio mundial. Consignó que cuando uno analiza el impacto de la aplicación de la ley de cuotas en otras legislaciones, se observa que ellas han producido un incremento cercano al 25% en la participación de la mujer en los cargos parlamentarios y ejecutivos.  


Respecto a la incompatibilidad de las cuotas y las primarias, estimó que hay alternativas intermedias absolutamente viables.


Luego, y en relación al financiamiento de esta iniciativa, apuntó que debe darse un debate serio y profundo. Precisó que las indicaciones presentadas son insuficientes. 


Por lo anterior, solicitó al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, que el Gobierno presente un proyecto de ley que regule acuciosa y completamente lo del financiamiento, antes de la discusión en particular del presente proyecto de ley.


Hizo presente que el aumento en la extensión territorial de los distritos y circunscripciones generará una cierta lejanía del elector con el parlamentario.  No obstante lo anterior, explicó que esta situación r permitirá volver a ubicar al legislador donde debe estar, esto es en la función legislativa y no tanto en la labor de gestor, tarea que corresponde a las autoridades regionales o locales.


Concluyó señalando que la propuesta presentada por el Gobierno puede ser perfectible, pero ello se hará en la discusión en particular.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que la Comisión siempre ha cumplido un papel muy relevante en la generación de acuerdos.


Solicitó que el señor Ministro del Interior y Seguridad Pública se pronuncie sobre un proyecto de ley de financiamiento de la política.


 El Ministro del Interior y Seguridad Pública,  señor Rodrigo Peñailillo agradeció el debate que se ha desarrollado en la Comisión. Señaló que hay preocupaciones que son compartidas por el Gobierno.


Sostuvo que la participación política de los pueblos originarios debe ser regulada, ya que ello constituye un derecho para ellos y una obligación que el Gobierno debe observar. Lo anterior, aseveró, se plasmará en un proyecto de ley distinto y que no dice relación con el cambio en el sistema electoral.


En relación al financiamiento electoral planteó que compartía la idea de que se requiere una ley que regule cabalmente este tema. 

Seguidamente, la Ministra de la Secretaría General de la Presidencia, señora Rincón precisó que el tema del financiamiento de la política se está estudiando junto al Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Sostuvo que de acuerdo a la planificación hecha, se pretende tener un borrador de proyecto de ley, la segunda semana de noviembre del presente año.
El Ministro del Interior y Seguridad Pública,  señor Rodrigo Peñailillo agregó que, además, debe reformarse la Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos.


Sostuvo que el Gobierno se compromete a revisar la composición de la Cámara Alta respecto a la Región Metropolitana.


Igualmente, hizo presente que lo que ha ocurrido en la Cámara de Diputados, respecto al acuerdo de que el Senado no intervenga en su composición, responde a un acuerdo político entre la Nueva Mayoría, Amplitud y el mundo independiente.

Concluyó su intervención remarcando que uno de los temas centrales del proyecto de ley es que éste posee viabilidad política.


El Honorable Senador señor Larraín solicitó que no se vote en la presente sesión el proyecto de ley, porque para respaldarlo necesita saber si existe la voluntad de incorporar cambios a esta iniciativa.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Felipe Harboe se mostró dispuesto a llegar a acuerdos, pero recordó que esta sesión estaba convocada para pronunciarse acerca de la idea de legislar sobre esta iniciativa. Agregó que varias de las inquietudes planteadas por los Honorables Senadores deberían ser consideradas durante el estudio en particular de este proyecto. 
Concluido el análisis del proyecto, el señor Presidente de la Comisión sometió a votación la idea de legislar acerca del mismo. 

IDEA DE LEGISLAR

Teniendo en consideración los antecedentes expuestos, la Comisión, por mayoría de votos, aprobó la idea de legislar sobre esta iniciativa. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Harboe. Se abstuvo el Honorable Senador señor Larraín.

El Honorable Senador señor Espina fundamentó su voto, señalando que vota a favor porque de esta manera se abre un espacio para cambiar el sistema electoral binominal. Hizo presente que si el proyecto no es mejorado, votará en contra en la discusión en particular, lo relativo a la composición de ambas Cámaras. Asimismo, solicitó que el Gobierno haga un estudio respecto al tema del financiamiento electoral.


El Honorable Senador señor Larraín fundamentó su voto, indicando que es necesario introducirle cambios al sistema binominal y ellos deben ser producto de un acuerdo lo más amplio posible. Señaló que ha manifestado su voluntad de avanzar en ese sentido, lo que sin embargo no se puede lograr con la actual redacción del presente proyecto de ley. Sostuvo que hubiese preferido postergar la votación para intentar que se acogieran algunas de las ideas que garanticen un acuerdo más amplio se van a recoger en la discusión en particular. 


Expresó que no participa de la idea de que se limite la posibilidad de que el Senado se pronuncie sobre lo que acordó la Cámara de Diputados, porque el referido acuerdo vulnera el principio de la igualdad del voto.


Explicó que como no es partidario de rechazar la posibilidad de cambiar el sistema electoral, opta por abstenerse. Recalcó que su ánimo es construir un sistema que sea bueno para el conjunto del país y no para favorecer a un sector determinado.     

-.-.-.-


En virtud del acuerdo precedente la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, tiene a honra proponer a la Sala la aprobación en general del siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Modifícase la ley N°18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, de la manera que a continuación se señala:
1) En el artículo 3° bis:
a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:
“En las elecciones de diputados y senadores, al interior de cada pacto electoral, los partidos políticos integrantes de dicho pacto podrán, cada uno, asociarse con candidatos independientes.”.
b) Intercálase el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando los actuales incisos cuarto y quinto a ser sexto y séptimo, respectivamente:
“De la totalidad de declaraciones de candidaturas a diputado o senador declaradas por los partidos políticos, hayan o no pactado, ni los candidatos hombres ni las candidatas mujeres podrán superar el sesenta por ciento del total respectivo. La infracción de lo señalado precedentemente acarreará el rechazo de todas las candidaturas declaradas a diputados o a senadores, según corresponda, del partido que no haya cumplido con este requisito.”.
c) Agrégase en el inciso final, a continuación de la frase “que hubieren constituido un pacto”, la frase “o una asociación con candidaturas independientes”.
d) Agrégase en el inciso final, a continuación de la frase “Se podrá dejar sin efecto un pacto electoral”, la frase “o una asociación con candidaturas independientes”.

2) Sustitúyese el inciso primero del artículo 4° por el siguiente:

“Artículo 4°.- En el caso de las declaraciones de candidaturas para la elección de diputados y senadores, los partidos políticos o pactos electorales podrán presentar en cada distrito o circunscripción un máximo de candidatos equivalente al número inmediatamente superior al del número de parlamentarios que corresponda elegir en el distrito o circunscripción de que se trate.”.

3) Reemplázase, en el artículo 10, el guarismo “0,5” por “0,25”.


4) Sustitúyese el artículo 17 por el siguiente:

“Artículo 17.- El Consejo del Servicio Electoral, dentro de los diez días siguientes a aquel en que venza el plazo para efectuar la declaración de candidaturas, deberá dictar una resolución que se notificará al correo electrónico que los partidos políticos y candidatos independientes deberán informar en el momento de la declaración, la que se pronunciará sobre:

a) La aceptación o rechazo de cada una de las declaraciones de candidaturas a diputado o senador, declaradas por cada partido político, pacto electoral o candidatura independiente. El Consejo del Servicio Electoral deberá rechazar las declaraciones de candidaturas que no cumplan con los requisitos establecidos en los artículos 25, 48 y 50 de la Constitución Política de la República, o que se encuentren en alguna de las situaciones previstas en su artículo 57. Asimismo, deberá rechazar las declaraciones de candidaturas que no cumplan con los requisitos establecidos en los párrafos 1° a 3° de este título.

b) La aceptación o rechazo de la totalidad de las declaraciones de candidaturas a diputado o senador, según corresponda, declaradas por cada partido político, en conformidad a lo dispuesto en los incisos cuarto y quinto del artículo 3° bis. El Consejo del Servicio Electoral deberá rechazar la totalidad de las declaraciones de candidaturas a diputado o senador, según corresponda, realizadas por los partidos políticos, estén o no en pacto electoral, que no cumplan con el porcentaje de sexos establecido en los incisos cuarto y quinto de dicho artículo.

Los partidos políticos cuya totalidad de declaraciones de candidaturas a diputado o senador, según corresponda, sean rechazadas en conformidad a lo dispuesto en la letra b) de este artículo, podrán corregirlas ante el Servicio Electoral dentro de los cuatro días hábiles siguientes a la fecha del despacho del correo electrónico que notifica la resolución a que alude el inciso primero, con el fin de ajustarse al porcentaje de sexos dispuesto en los incisos cuarto y quinto del artículo 3° bis, ya sea retirando declaraciones de candidaturas o declarando otras nuevas.

Dentro de los cinco días siguientes de vencido el plazo para reclamar de la resolución del Consejo del Servicio Electoral, éste dictará una nueva resolución aceptando o rechazando las declaraciones nuevas y rechazando o aceptando, según proceda, la totalidad de las declaraciones de candidaturas a diputados o a senadores, según corresponda, la que deberá ser publicada dentro de tercer día en el Diario Oficial. En tal oportunidad también se publicarán en el mismo medio la aceptación o rechazo de cada una de las declaraciones de candidaturas a parlamentarios declaradas por cada partido político, pacto electoral o candidatura independiente.”.

5) Sustitúyese el artículo 18 por el siguiente:

“Artículo 18.- Los partidos políticos y los candidatos independientes podrán reclamar ante el Tribunal Calificador de Elecciones por los rechazos de declaraciones fundadas en el incumplimiento de los requisitos establecidos en la letra a) del artículo 17, dentro de los siete días hábiles siguientes al despacho del correo electrónico que notifique la resolución a que se refiere el inciso primero del artículo anterior. Este tribunal fallará en el término de diez días, contado desde la interposición del reclamo, y su resolución se notificará al Director del Servicio Electoral y a los interesados por carta certificada.


El plazo para interponer la reclamación ante el Tribunal Calificador de Elecciones, cuando se funde en el incumplimiento de los requisitos del artículo 17, letra b), se contará desde el día de la publicación de la resolución que dicta el Servicio Electoral en conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 17, respecto de los partidos políticos que corrijan ante el Servicio Electoral la proporción de sexos de las declaraciones de candidaturas a diputado o senador.”.

6) En el artículo 24:

a) Sustitúyese su inciso cuarto por el siguiente:


“Los partidos políticos, dentro de cada lista, pondrán los nombres de los candidatos ordenando a sus integrantes con alternancia entre los candidatos y las candidatas, asignándoles un número correlativo desde el uno hasta la cantidad total de candidatos declarados para la misma circunscripción senatorial o distrito electoral, comenzando la numeración con los candidatos a senadores y siguiendo con los candidatos a diputados.”.

b) Sustitúyese su inciso final por el siguiente:

“Al lado izquierdo del número de cada candidato y del nombre de la lista respectiva, habrá una raya horizontal destinada a que el elector pueda marcar su preferencia completando una cruz con una raya vertical. Asimismo, al lado izquierdo del número de cada candidato, también habrá una fotografía de éste, si la hubiese acompañado en su declaración, en el tamaño y colores de impresión que determine el Servicio Electoral.”.

7) En el artículo 30:

a) Sustitúyese el inciso primero por los siguientes, pasando el inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:

“Artículo 30.- Se entenderá por propaganda electoral toda aquella manifestación pública, escrita o audiovisual, que promocione el nombre, apellido o partido político al que pertenezcan candidatos determinados o que utilice cualquier otro medio de identificación, que esté dirigida a obtener apoyo electoral. También lo será la que induzca a apoyar alguna de las proposiciones sometidas a plebiscito. Dicha propaganda sólo podrá efectuarse en las oportunidades y en la forma prescrita en esta ley.
No se entenderá como propaganda electoral la difusión de información sobre actos políticos y actividades habituales del funcionamiento de los partidos y autoridades políticas, así como la realización de entrevistas periodísticas.”.
b) Reemplázase el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, por el siguiente:
“El financiamiento de los gastos que se realicen en propaganda electoral o plebiscitaria sólo podrá provenir de personas naturales con derecho a voto en Chile.”.
8) Intercálase en el artículo 65, inciso primero, entre las expresiones “lado izquierdo” y “del número” la siguiente: “de la lista, o al lado izquierdo”.

9) Intercálase en el artículo 71, número 6), entre la expresión “por” y la frase “cada uno de los candidatos” la siguiente frase: “cada lista y por”.
10) Intercálase en el artículo 87, inciso primero, entre la expresión “candidato” y la preposición “en”, la frase “o por cada lista, cuando corresponda,”.
11) Sustitúyese el artículo 109 bis por el siguiente:

“Artículo 109 bis.- En el caso de elecciones de diputados y senadores, el Tribunal Calificador de Elecciones proclamará elegidos a los candidatos, conforme a las reglas establecidas en el procedimiento que a continuación se detalla:

1.- El Tribunal Calificador de Elecciones determinará las preferencias emitidas a favor de cada lista y de cada uno de los candidatos que la integran.

2.- Se aplicará el sistema electoral de coeficiente D´Hondt, para lo cual se procederá de la siguiente manera:

a) Los votos de cada lista se dividirán por uno, dos, tres y así sucesivamente hasta la cantidad de cargos que corresponda elegir.

b) Los números que han resultado de estas divisiones se ordenarán en orden decreciente hasta el número correspondiente a la cantidad de cargos que se eligen en cada distrito electoral o circunscripción senatorial.

c) A cada lista o pacto electoral se le atribuirán tantos escaños como números tenga en la escala descrita en la letra b).

3.- En el caso de las listas conformadas por un solo partido político, el Tribunal Calificador de Elecciones proclamará electos a los candidatos que hayan obtenido las más altas mayorías individuales de cada lista, de acuerdo al número de cargos que le correspondan a cada una de ellas, luego de aplicar las reglas descritas precedentemente.

4.- En el caso de los pactos electorales, se aplicarán las siguientes reglas para determinar cuántos escaños le corresponden a cada uno de ellos:

a) Se calculará el total de los votos de cada partido político o, en su caso, de la suma de cada partido político y las candidaturas independientes asociadas a ese partido.

b) Se dividirá por uno, dos, tres y así sucesivamente, hasta la cantidad de cargos asignados al pacto electoral.

c) A cada partido político o, en su caso, a cada partido y las candidaturas independientes asociadas a éste, se le atribuirán tantos escaños como números tenga en la escala descrita en la letra b) precedente.

d) El Tribunal Calificador de Elecciones proclamará elegidos a los candidatos que hayan obtenido las más altas mayorías individuales de cada partido político o, en su caso, de cada partido, considerando las candidaturas independientes asociadas éste dentro de un pacto electoral, de acuerdo a los cupos obtenidos por cada uno de ellos.

En caso de empate entre candidatos de una misma lista, o entre candidatos de distintas listas que a su vez estén empatadas, el Tribunal Calificador de Elecciones procederá en audiencia pública a efectuar un sorteo entre ellos, y proclamará elegido al que salga favorecido.”.

12) Sustitúyese el artículo 178 por el siguiente:

“Artículo 178.- Para la elección de los miembros de la Cámara de Diputados habrá veintiocho distritos electorales, cada uno de los cuales elegirá el número de diputados que se indica en el artículo siguiente.”.

13) Sustitúyese el artículo 179 por el siguiente:

“Artículo 179.- Los distritos electorales serán los siguientes:


1er distrito, constituido por las comunas de Arica, Camarones, Putre y General Lagos, que elegirá 3 diputados.

2° distrito, constituido por las comunas de Iquique, Alto Hospicio, Huara, Camiña, Colchane, Pica y Pozo Almonte, que elegirá 3 diputados.

3er distrito, constituido por las comunas de Tocopilla, María Elena, Calama, Ollagüe, San Pedro de Atacama, Antofagasta, Mejillones, Sierra Gorda y Taltal, que elegirá 5 diputados.

4° distrito, constituido por las comunas de Chañaral, Diego de Almagro, Copiapó, Caldera, Tierra Amarilla, Vallenar, Freirina, Huasco y Alto del Carmen, que elegirá 5 diputados.

5° distrito, constituido por las comunas de La Serena, La Higuera, Vicuña, Paihuano, Andacollo, Coquimbo, Ovalle, Río Hurtado, Combarbalá, Punitaqui, Monte Patria, Illapel, Salamanca, Los Vilos y Canela, que elegirá 7 diputados.

6° distrito, constituido por las comunas de La Ligua, Petorca, Cabildo, Papudo, Zapallar, Puchuncaví, Quintero, Nogales, Calera, La Cruz, Quillota, Hijuelas, Los Andes, San Esteban, Calle Larga, Rinconada, San Felipe, Putaendo, Santa María, Panquehue, Llaillay, Catemu, Olmué, Limache, Villa Alemana y Quilpué, que elegirá 8 diputados.

7° distrito, constituido por las comunas de Valparaíso, Juan Fernández, Isla de Pascua, Viña del Mar, Concón, San Antonio, Santo Domingo, Cartagena, El Tabo, El Quisco, Algarrobo y Casablanca, que elegirá 8 diputados.

8° distrito, constituido por las comunas de Colina, Lampa, Tiltil, Quilicura, Pudahuel, Estación Central, Cerrillos y Maipú, que elegirá 8 diputados.


9° distrito, constituido por las comunas de Conchalí, Renca, Huechuraba, Cerro Navia, Quinta Normal, Lo Prado, Recoleta e Independencia, que elegirá 7 diputados.

10° distrito, constituido por las comunas de Providencia, Ñuñoa, Santiago, Macul, San Joaquín y La Granja, que elegirá 8 diputados.

11° distrito, constituido por las comunas de Las Condes, Vitacura, Lo Barnechea, La Reina y Peñalolén, que elegirá 6 diputados.

12° distrito, constituido por las comunas de La Florida, Puente Alto, Pirque, San José de Maipo y La Pintana, que elegirá 7 diputados.

13° distrito, constituido por las comunas de El Bosque, La Cisterna, San Ramón, Pedro Aguirre Cerda, San Miguel y Lo Espejo, que elegirá 5 diputados.

14° distrito, constituido por las comunas de San Bernardo, Buin, Paine, Calera de Tango, Talagante, Peñaflor, El Monte, Isla de Maipo, Melipilla, María Pinto, Curacaví, Alhué, San Pedro y Padre Hurtado, que elegirá 6 diputados.

15° distrito, constituido por las comunas de Rancagua, Mostazal, Graneros, Codegua, Machalí, Requínoa, Rengo, Olivar, Doñihue, Coinco, Coltauco, Quinta de Tilcoco y Malloa, que elegirá 5 diputados.

16° distrito, constituido por las comunas de San Fernando, Chimbarongo, San Vicente, Peumo, Pichidegua, Las Cabras, Placilla, Nancagua, Chépica, Santa Cruz, Lolol, Pumanque, Palmilla, Peralillo, Navidad, Litueche, La Estrella, Pichilemu, Marchigüe y Paredones, que elegirá 4 diputados.

17° distrito, constituido por las comunas de Curicó, Teno, Romeral, Molina, Sagrada Familia, Hualañé, Licantén, Vichuquén, Rauco, Talca, Curepto, Constitución, Empedrado, Pencahue, Maule, San Clemente, Pelarco, Río Claro y San Rafael, que elegirá 7 diputados.

18° distrito, constituido por las comunas de Linares, Colbún, San Javier, Villa Alegre, Yerbas Buenas, Longaví, Retiro, Parral, Cauquenes, Pelluhue y Chanco, que elegirá 4 diputados.

19° distrito, constituido por las comunas de Chillán, Coihueco, Pinto, San Ignacio, El Carmen, Pemuco, Yungay, Chillán Viejo, San Fabián, Ñiquén, San Carlos, San Nicolás, Ninhue, Quirihue, Cobquecura, Treguaco, Portezuelo, Coelemu, Ránquil, Quillón, Bulnes, Cabrero y Yumbel, que elegirá 5 diputados.

20° distrito, constituido por las comunas de Talcahuano, Hualpén, Concepción, San Pedro de la Paz, Chiguayante, Tomé, Penco, Florida, Hualqui, Coronel y Santa Juana, que elegirá 8 diputados.

21er distrito, constituido por las comunas de Lota, Lebu, Arauco, Curanilahue, Los Álamos, Cañete, Contulmo, Tirúa, Los Ángeles, Tucapel, Antuco, Quilleco, Alto Biobío, Santa Bárbara, Quilaco, Mulchén, Negrete, Nacimiento, San Rosendo y Laja, que elegirá 5 diputados.

22° distrito, constituido por las comunas de Angol, Renaico, Collipulli, Ercilla, Los Sauces, Purén, Lumaco, Traiguén, Victoria, Curacautín, Lonquimay, Melipeuco, Vilcún, Lautaro, Perquenco y Galvarino, que elegirá 4 diputados.

23er distrito, constituido por las comunas de Temuco, Padre Las Casas, Carahue, Nueva Imperial, Saavedra, Cholchol, Teodoro Schmidt, Freire, Pitrufquén, Cunco, Pucón, Curarrehue, Villarrica, Loncoche, Gorbea y Toltén, que elegirá 7 diputados.

24° distrito, constituido por las comunas de Valdivia, Lanco, Mariquina, Máfil, Corral, Panguipulli, Los Lagos, Futrono, Lago Ranco, Río Bueno, La Unión y Paillaco, que elegirá 5 diputados.

25° distrito, constituido por las comunas de Osorno, San Juan de la Costa, San Pablo, Puyehue, Río Negro, Purranque, Puerto Octay, Fresia, Frutillar, Llanquihue, Puerto Varas y Los Muermos, que elegirá 4 diputados.

26° distrito, constituido por las comunas de Puerto Montt, Cochamó, Maullín, Calbuco, Castro, Ancud, Quemchi, Dalcahue, Curaco de Vélez, Quinchao, Puqueldón, Chonchi, Queilén, Quellón, Chaitén, Hualaihué, Futaleufú y Palena, que elegirá 5 diputados.

27° distrito, constituido por las comunas de Coihaique, Lago Verde, Aisén, Cisnes, Guaitecas, Chile Chico, Río Ibáñez, Cochrane, O'Higgins y Tortel, que elegirá 3 diputados.

28° distrito, constituido por las comunas de Natales, Torres del Paine, Punta Arenas, Río Verde, Laguna Blanca, San Gregorio, Porvenir, Primavera, Timaukel, Cabo de Hornos y Antártica, que elegirá 3 diputados.”.

14) Agrégase el siguiente artículo 179 bis:

“Artículo 179 bis.- Corresponderá al Consejo Directivo del Servicio Electoral actualizar, cada diez años, la asignación de los 155 escaños de diputados entre los 28 distritos establecidos en el artículo anterior, de acuerdo con el siguiente procedimiento:

a) Los 155 escaños se distribuirán proporcionalmente entre los 28 distritos en consideración a la población de cada uno de ellos, en base a los datos proporcionados por el último censo oficial de la población realizado por el Instituto Nacional de Estadísticas. Dicha proporcionalidad consistirá en distribuir a prorrata los cargos entre los distritos electorales, de acuerdo a la fórmula dispuesta en el artículo 109 bis de esta ley.

b) No obstante lo anterior, ningún distrito podrá elegir menos de 3 ni más de 9 diputados. En el caso que, en virtud del cálculo dispuesto en la letra a), uno o más distritos superen dicho límite, los cargos excedentes volverán a distribuirse en forma proporcional a la población entre los distritos que no hubieren alcanzado el tope.


c) Para los efectos de proceder a la actualización indicada, el Consejo Directivo del Servicio Electoral se constituirá especialmente el tercer día hábil del mes de abril del año subsiguiente al de la realización del último censo oficial. En caso que el año de esta actualización coincidiera con aquel en que se celebran elecciones de diputados, el Consejo Directivo del Servicio Electoral se constituirá especialmente el tercer día hábil del mes de abril del año inmediatamente anterior a dicha elección.

d) El Consejo Directivo del Servicio Electoral tendrá un plazo de diez días para decidir la nueva distribución de escaños. Adoptado el acuerdo, éste se publicará en el Diario Oficial y se notificará a la Cámara de Diputados, todo ello dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes.

Dentro de los cinco días siguientes a la publicación señalada, cualquier ciudadano podrá recurrir ante el Tribunal Calificador de Elecciones objetando la forma en que el Consejo Directivo del Servicio Electoral aplicó las letras a) y b) de este artículo.


Requerido, el Tribunal dispondrá de diez días para resolver si confirma o modifica el acuerdo del Consejo Directivo del Servicio Electoral. Contra esta decisión no procederá recurso alguno.

En cualquier caso, con o sin recurso, la determinación definitiva de la asignación de escaños deberá publicarse en el Diario Oficial en los primeros diez días del mes de febrero del año de que se trate. En caso de producirse algún cambio en la distribución de diputados, el texto del artículo 179 de esta ley se entenderá modificado en lo pertinente, de pleno derecho y se aplicará en su forma así corregida en la elección inmediatamente siguiente.”.

15) Sustitúyese el artículo 180 por el siguiente:

“Artículo 180.- El Senado se compone de 50 miembros.


Para la elección de los senadores, cada región constituirá una circunscripción senatorial.

Cada circunscripción elegirá el número de senadores que se indica a continuación:

1a circunscripción, constituida por la XV Región de Arica y Parinacota, 2 senadores.

2a circunscripción, constituida por la I Región de Tarapacá, 2 senadores.


3a circunscripción, constituida por la II Región de Antofagasta, 2 senadores.

4a circunscripción, constituida por la III Región de Atacama, 2 senadores.

5a circunscripción, constituida por la IV Región de Coquimbo, 3 senadores.

6a circunscripción, constituida por la V Región de Valparaíso, 5 senadores.

7a circunscripción, constituida por la Región Metropolitana de Santiago, 7 senadores.

8a circunscripción, constituida por la VI Región de O´Higgins, 3 senadores.

9a circunscripción, constituida por la VII Región del Maule, 5 senadores.

10a circunscripción, constituida por la VIII Región del Bío Bío, 5 senadores.

11a circunscripción, constituida por la IX Región de La Araucanía, 5 senadores.

12a circunscripción, constituida por la XIV Región de Los Ríos, 2 senadores.

13a circunscripción, constituida por la X  Región de Los Lagos, 3 senadores.

14a circunscripción, constituida por la XI Región de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo, 2 senadores.

15a circunscripción, constituida por la XII Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, 2 senadores.”.

16) Derógase el artículo 181.

17) Agrégase el siguiente artículo 23 transitorio:

“Artículo 23.- La regla especial del artículo 3° bis, inciso cuarto, sólo tendrá aplicación en los procesos electorales parlamentarios de 2017, 2021, 2025 y 2029.”

18) Agrégase el siguiente artículo 24 transitorio:

“Artículo 24.- Para los efectos de completar la nueva integración del Senado de la República, en las elecciones parlamentarias que deben celebrarse en noviembre de 2017 corresponderá que se renueven completamente las circunscripciones que corresponden a regiones impares.

En el caso de las circunscripciones que corresponden a las regiones pares y Metropolitana, los parlamentarios elegidos en 2013 seguirán en sus funciones hasta completar su período de ocho años. En las elecciones de 2021, estas circunscripciones elegirán al total de los senadores que les corresponde.”.

19) Agrégase el siguiente artículo 25 transitorio:

“Artículo 25.- La facultad del Consejo Directivo del Servicio Electoral a que se refiere el artículo 179 bis se ejercerá por primera vez el año subsiguiente al del censo oficial del año 2022.”.


Artículo 2°.- Modifícase la ley N°19.884 sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, de la manera que a continuación se señala:

1) En el artículo 4°:

a) Sustitúyese en su inciso segundo la expresión “dos centésimos de unidad de fomento”, por la expresión “un centésimo de unidad de fomento”.

b) Sustitúyese en el inciso tercero, la expresión “tres centésimos de unidad de fomento” por la expresión “uno coma cinco centésimos de unidad de fomento.”.

2) Agrégase en el artículo 14 bis el siguiente inciso final:

“Tratándose de votaciones a listas a las que se refiere el artículo 65, inciso primero, de la ley N°18.700, el derecho al reembolso se hará a los candidatos que las integren, a prorrata de sus votaciones individuales.”.
3) Sustitúyese su artículo 16 por el siguiente:
“Artículo 16.- Los aportes de campaña electoral serán públicos y se consignará la identidad del aportante, salvo las excepciones que señale esta ley.”.

4) Reemplázase su artículo 17 por el siguiente:
“Artículo 17.- Podrán ser anónimos todos los aportes privados en dinero cuyo importe no supere el equivalente en pesos a diez unidades de fomento. No obstante, cualquier aportante podrá solicitar que se consigne su identidad y el monto de su contribución.

En todo caso, durante el período de campaña electoral, ningún candidato o partido político podrá recibir, por concepto de aportes anónimos, más del 20 por ciento del límite de gastos electorales definido en esta ley.

No podrán existir aportes reservados.”.
5) Reemplázase el artículo 24 por el siguiente:
“Artículo 24.- Prohíbense los aportes de campaña electoral provenientes de personas naturales extranjeras, con excepción de los efectuados por extranjeros habilitados legalmente para ejercer en Chile el derecho a sufragio. Prohíbense también los aportes de campaña electoral provenientes de toda persona jurídica, a excepción del Fisco, de acuerdo a lo dispuesto en el párrafo 2° del Título II de esta ley, y de los partidos políticos.”.
6) Intercálase entre el artículo 58 y el artículo transitorio el siguiente epígrafe: “Disposiciones transitorias.”.

7) Agrégase el siguiente artículo segundo transitorio, pasando el actual artículo único transitorio, a ser Artículo primero:

“Artículo segundo.- Sin perjuicio de lo dispuesto en esta ley, y sólo para los efectos de las elecciones parlamentarias de 2017, 2021, 2025 y 2029, en el caso de las mujeres candidatas a diputadas y a senadoras que hayan sido proclamadas electas por el Tribunal Calificador de Elecciones, los partidos políticos a los que pertenezcan tendrán derecho a un monto de quinientas unidades de fomento por cada una de ellas.

Con cargo a dichos recursos, los partidos políticos podrán implementar programas y desarrollar actividades de fomento a la inclusión y participación de las mujeres en política.”.

8) Agrégase el siguiente artículo tercero transitorio:

“Artículo tercero.- Para las elecciones parlamentarias de 2017, 2021, 2025 y 2029, las candidatas a senadoras y diputadas tendrán derecho a un reembolso adicional de sus gastos electorales, de cargo fiscal, de 0,0100 unidades de fomento por cada voto obtenido, en conformidad al procedimiento dispuesto en el artículo 15 de esta ley.”.


Artículo 3°.- Modifícase la ley N° 18.603, orgánica constitucional de Partidos Políticos, de la manera que a continuación se señala:

1) En el artículo 6°:

a) Sustitúyese en el inciso primero la cifra “0,5” por el guarismo “0,25”.

b) Agrégase en el inciso segundo, a continuación del punto aparte, que ha pasado a ser punto seguido, la siguiente oración: “Los notarios no podrán negarse a recibir la declaración a que hace referencia este artículo bajo circunstancia alguna y no podrán cobrar por este servicio.”.

2) Sustitúyese el inciso primero del artículo 7° por el siguiente:

“Artículo 7°.- Cumplidos los requisitos a que se refieren los artículos 5° y 6°, y reunido el número de afiliados a que alude este último artículo en una de las regiones en que se divide políticamente el país, se solicitará al Director del Servicio Electoral que proceda a inscribir el partido en el Registro de Partidos Políticos. La solicitud deberá ser firmada por el presidente y por el secretario del partido en formación.”.


3) En el artículo 26:

a) Suprímese en el literal d) la oración “la aprobación de un pacto electoral en elecciones de Parlamentarios o su retiro del mismo, y la persona del candidato a la presidencia de la República, proclamándola oportunamente como tal”.

b) Incorpórase el siguiente literal e), pasando los actuales literales e) y f) a ser f) y g) respectivamente:

“e) Aprobar un pacto electoral en las elecciones de parlamentarios o su retiro del mismo y la persona del candidato a la presidencia de la República, proclamándola oportunamente como tal;”.

4) En el artículo 42:

a) Sustitúyese su número 2° por el siguiente:

“2°.- Por no alcanzar en la región en que está legalmente constituido el 2,5 por ciento de los sufragios válidamente emitidos en la última elección de diputados. En el caso de los partidos que se encuentren inscritos en más de una región, la disolución procederá cuando no hayan alcanzado el indicado umbral del 2,5 por ciento en más de la mitad de dichas regiones.”.

b) Sustitúyese el inciso final por los siguientes incisos:

“No obstante, si un partido político incurre en la situación prevista en el número 2° de este artículo, pero elige al menos dos parlamentarios, sean diputados o senadores, conservará su calidad de tal.

Si incurre en la situación prevista en el número 4° en una o más regiones, pero mantiene el mínimo de ellas exigido por la ley, conservará su calidad de tal, pero no podrá desarrollar las actividades señaladas en el inciso primero del artículo 2° en aquellas donde su número de afiliados haya disminuido en más del 50 por ciento. El Director del Servicio Electoral anotará esta circunstancia al margen de la respectiva inscripción en el Registro de Partidos Políticos.”.


Artículo 4°- Esta ley se financiará con cargo a los recursos contemplados en la partida 02, Congreso Nacional, de la ley de Presupuestos para el Sector Público.

Lo dispuesto en el artículo 2° de esta ley se financiará con los recursos que en su oportunidad provea la ley de Presupuestos respectiva.”.
- - - - 

Acordado en sesiones celebradas los días 23 y 29 de septiembre y 6, 13 y 21 de octubre, todas del año 2014, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Felipe Harboe Bascuñán (Presidente), Pedro Araya Guerrero; Alfonso De Urresti Longton, Alberto Espina Otero, y Hernán Larraín Fernández.


Sala de la Comisión, a 24 de octubre de 2014. 

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario. 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE TENENCIA RESPONSABLE DE MASCOTAS Y ANIMALES DE COMPAÑÍA

(6.499-11)

HONORABLE SENADO:





La Comisión de Salud, en cumplimiento de lo acordado por la Sala en sesión de fecha 23 de julio del año en curso, tiene el honor de informar el proyecto de ley de la suma, iniciado en moción del Honorable Senador señor Guido Girardi Lavín y de los ex Senadores señores Jorge Arancibia Reyes, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Carlos Ominami Pascual y Mariano Ruiz-Esquide Jara. Esta iniciativa cuenta con urgencia calificada de “simple”.





A las sesiones en que se consideró esta materia asistieron, además de sus integrantes, las siguientes personas:

- Del Ministerio de Salud: el Subsecretario de Salud Pública, doctor Jaime Burrows Oyarzún; el coordinador legislativo, doctor Enrique Accorsi; el Jefe de la División de Políticas Públicas, doctor Tito Pizarro; el asesor de la División de Gestión y Desarrollo de las Personas, doctor José Concha, y los funcionarios de la División de Políticas Públicas, doctora Bárbara Hott y doctor  Carlos Pavletic.

- De la Subsecretaría de Salud Pública: los asesores del Subsecretario, señora María Carolina Mora y señores Felipe Vargas y Osvaldo Aravena.

- De la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública: el Subsecretario, señor Ricardo Cifuentes Lillo; el Jefe de Gabinete, señor Eduardo Jara Aguirre, y los asesores señores Gustavo Paredes, Ignacio Moncayo y Álvaro Villanueva.
- De la Subsecretaría de Redes Asistenciales: la encargada de seguimiento legislativo, señora Paulina Palazzo.
- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: la coordinadora, señora Camila Sanhueza.
- De la Biblioteca del Congreso Nacional: los analistas, señora María Pilar Lampert, y señor Eduardo Goldstein Braunfeld.
- De La Asociación Chilena de Municipalidades: el Presidente de la Comisión de Salud, señor Felipe Delpín; la Coordinadora del Área de Salud, señora Jessica Mualim; el abogado, señor Malik Mograby, y el coordinador nacional, señor Miguel Moreno.
- Del Colegio Médico de Valparaíso: el consejero, señor Hugo Reyes.
- De la Asociación Chilena de Facultades de Medicina, ASOFAMECH: El Decano de la Facultad de Medicina de la Universidad de Valparaíso, doctor Antonio Orellana Tobar.
- Del Instituto Igualdad: la Directora, señora Viviana Betancourt; el asesor legislativo, señor Sebastián Bastías, y la asesora, señora Mariluz Valdés Aravena.
- De la Fundación Libertad y Desarrollo: el asesor Legislativo, señor Pablo Urquízar.

- De la Fundación Coalición por el Control Ético de la Fauna Urbana, CEFU, y de la Mesa Coordinadora del Bienestar Animal de la Quinta Región, MECOBA: la señorita Florencia Trujillo.
- Del Comité Pro-Animal: las señoras Mercedes Castro y Patricia Cocas.

- De Esteriliza no Abandones Chile: la Presidenta, señora Monserrat Gallardo.
- De la Fundación Stuka: la coordinadora general, señora Fernanda Solari.

- El asesor del H. Senador señor Chahúan, señor Marcelo Sanhueza. 
- El Jefe de Gabinete del H. Senador señor Girardi, señor Nicolás Fernández, y los asesores, señores Pablo Vega, Edgardo Vega y Darío Sepúlveda.
- El asesor de la H. Senadora señora Goic, señor Gerardo Bascuñán.
- El asesor de la H. Senadora señora Van Rysselberghe, señor Felipe Reyes Torres.
 - - - - - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL
Se hace presente que de las normas que la Comisión propone aprobar, las que inciden en el inciso tercero del artículo 4° y el inciso segundo del artículo 28 (del texto de la Cámara de Diputados) tienen el carácter de norma orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, por lo que deben contar para su aprobación con el voto conforme de las cuatro séptimas partes de las Senadoras y Senadores en ejercicio, de conformidad con lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental. 

Del mismo modo, si la Sala desestimare la proposición de la Comisión, en orden a rechazar el artículo 3° que propone la Cámara de Diputados, y se inclinare por su aprobación, los incisos segundo y tercero de ese precepto deben serlo con igual quórum, porque tienen carácter orgánico constitucional, ya que inciden en los artículos 31 y 104 de la Ley N° 20.370, General de Educación. Cabe hacer presente, en todo caso, que la Cámara revisora cumplió con el número de votos necesario al pronunciarse en Sala.
- - - - - - 
DISCUSIÓN PREVIA




El Jefe de la División de Políticas Públicas del Ministerio de Salud, doctor Tito Pizarro, informó que el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional sufrió bastantes modificaciones respecto del que surgió del Senado. Las principales enmiendas, aprobadas a partir de las indicaciones formuladas por el Ejecutivo en el segundo trámite, tienen relación con los siguientes puntos:





1.- La identificación clara y precisa de las mascotas y los animales de compañía, con independencia de su peligro potencial: Para este efecto, se creará un sistema único nacional de identificación que, además, permitirá conocer una serie de características adicionales del animal, como sus vacunas y dueño, entre otras.





En esa línea, el Ministerio de Salud deberá contar con una plataforma capaz de registrar de forma electrónica la identificación de cada animal.





2.- Se retoma la obligación de esterilización de los animales, salvo que sean destinados a la reproducción, lo que deberá ser debidamente informado a la autoridad competente, medida que, dada la experiencia internacional, se ha transformado en una medida muy eficaz para el control de los animales abandonados.





3.- Se instaura un conjunto de registros que tienen como objetivo final la protección de los animales y su bienestar.




Agregó que el Ejecutivo ha lanzado también un programa destinado a esterilizar y vacunar un gran número de animales de compañía durante el actual período de gobierno, el cual contempla recursos adicionales destinados a las municipalidades y gobiernos locales, con independencia de aquellos que se establecen en el presente proyecto de ley
.





En cuanto a la iniciativa en tramitación, manifestó que la autoridad de salud se encargará de confeccionar los reglamentos necesarios para normar la forma en que se llevarán a cabo las exigencias que contemple la ley, como aquellas relacionadas con la esterilización y la identificación, entre otras. En definitiva, estas materias no quedarán supeditadas a la dictación de ordenanzas locales, sino que la reglamentación será de carácter general.





A su turno, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe consultó si la esterilización forzada de perros que tienen dueño será financiada con recursos públicos. 





Sobre ese punto, el señor Pizarro expuso que el programa antes aludido ha establecido un plan incremental, para que todas las municipalidades del país provean procedimientos de esterilización y vacunación gratuitos. Para ese programa gubernamental se han comprometido alrededor de $ 20.000.000.000, afirmó.





Reconoció, no obstante, que probablemente no se alcance a atender a la totalidad de estos animales existentes en el país, pero agregó que, al mismo tiempo, cabe valorar que por primera vez el Estado se comprometa en hacerse cargo de la situación de las mascotas y animales de compañía. En efecto, dijo que el programa contempla atención para aproximadamente 650.000 perros, de un total de 3.000.000 que habría actualmente en el país.





En último término, indicó que, si bien el mayor problema sanitario corresponde a la población canina, en el programa ya referido también se tratará la situación de los gatos.





Seguidamente, el Honorable Senador señor Rossi consultó cómo se abordará el tema de la legitimación activa en los casos de maltrato a los animales.





El personero de gobierno acotó que en el texto aprobado por la Cámara de Diputados se contempla que, además de las reglas generales establecidas en el Código Procesal Penal, en los casos de maltrato o crueldad contra animales podrán querellarse las organizaciones con personalidad jurídica que se hallen inscritas en el registro respectivo.




La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe preguntó si habrá un financiamiento adecuado para los centros de mantención de animales que no tienen dueño y que muchas veces causan daños tanto a las personas como a individuos de su misma especie.





El señor Pizarro mencionó que el presente proyecto de ley se ha enfocado en la situación de las mascotas y animales de compañía de las zonas urbanas y, en ese contexto, adujo que la gran mayoría de los perros que viven en las calles tienen un dueño, los que serán plenamente identificables una vez que se cumplan las exigencias que impondrá la ley.





En ese mismo orden de ideas, aclaró que la normativa no aborda todos los problemas relacionados con los animales de compañía ni pretende tener centros de mantención de animales peligrosos, ya que las experiencias con esos sistemas no son del todo satisfactorias, especialmente en lo que se refiere al buen trato a los animales.





Entonces, continuó, lo que se busca es resolver los problemas a largo plazo, mediante la identificación y la esterilización, con el objetivo de que no existan nuevas camadas de animales que deambulen por las calles.





El Subsecretario de Salud Pública, doctor Jaime Burrows, añadió que a través de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo y las municipalidades se pretende generar los incentivos para que las organizaciones privadas dedicadas a la protección animal puedan hacerse cargo de los perros abandonados, con el objetivo de tratarlos sanitariamente, identificarlos y propiciar su adopción posterior.





Sin perjuicio de lo expuesto, sostuvo que, en el largo plazo, lo que se procura es evitar que lleguen nuevos animales a las calles.





El señor Pizarro complementó dicha información señalando que el espíritu de los concursos comunales será que las aludidas organizaciones privadas hagan difusión de los animales susceptibles de ser adoptados, los cuales serán debidamente tratados antes de su entrega al nuevo dueño.





Reiteró que todas estas medidas serán de aplicación progresiva, con la finalidad de que los animales abandonados disminuyan gradualmente su presencia en las comunidades locales.





Finalmente, ofreció informar a la Comisión sobre los proyectos de reglamentos que acompañarán a la ley cuando esté en vigencia, y respecto de la forma en que están siendo confeccionados, señaló que se ha contado con amplia participación ciudadana.
- - - - - - 





La Comisión acordó recibir en audiencia a distintas personas y entidades relacionadas con la materia que trata el proyecto de ley, con el objetivo de escuchar sus puntos de vista sobre las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional.





En primer lugar expuso la señora Patricia Cocas, quien sostuvo primeramente que, si bien le parecen adecuadas la mayoría de las modificaciones que aprobó la Cámara de Diputados, aún es necesario hacer algunos ajustes al proyecto de ley, lo cual, en su opinión, podrá realizarse en la etapa de Comisión Mixta.





Expresó que la iniciativa en discusión se enfocó originalmente en la tenencia responsable de mascotas y en el control de animales peligrosos, pero posteriormente se presentó una indicación sustitutiva por parte del Ejecutivo, que se orientaba principalmente en el último aspecto y permitía, en ciertos casos, la eliminación de perros considerados peligrosos, todo lo cual, en su opinión, dificultó la tramitación del proyecto de ley. 





Luego, en la Cámara de Diputados se efectuaron numerosas enmiendas a la iniciativa, las que, entre otros aspectos, eliminan el concepto de razas peligrosas, estableciendo un sistema enfocado a la determinación de ejemplares potencialmente peligrosos, sobre la base de parámetros objetivos. Además, en lo concerniente a la tenencia responsable y el control de la población animal, se suprimió el Consejo Nacional de Protección Animal, de amplias e imprecisas atribuciones, definiéndose una política clara y específica que será diseñada por el Ministerio de Salud e implementada posteriormente por los municipios, que abarcará, entre otras materias, la esterilización de animales, la educación en tenencia responsable, la promoción de la adopción, el desincentivo a la reproducción, el registro de animales y el trabajo mancomunado con las organizaciones privadas que se dedican a la protección animal. 

En otros aspectos incorporados en el segundo trámite constitucional, destacó la ampliación del número de registros que implementará la normativa, la regulación de los establecimientos de criaderos y locales de compra y venta de mascotas, la instauración de protocolos de rescate de animales por parte de la Oficina Nacional de Emergencia en caso de situaciones de catástrofe, la tipificación del abandono de animales y la inclusión de nuevos conceptos en la preceptiva, como los de perro callejero, perro comunitario y animal perdido.

Sobre la reglamentación atingente a los animales potencialmente peligrosos, sostuvo que el texto emanado de la Cámara de Diputados los define tomando en consideración la capacidad de mordida, las características fisiológicas y los episodios anteriores de agresión, eliminando de esa manera la noción de razas potencialmente peligrosas. Asimismo, se suprimió el sacrificio de animales que causen la muerte o lesiones a personas, estableciendo mayores obligaciones para los dueños en cuanto a tenencia responsable, tales como la exigencia de contar con cierres perimetrales, el uso de bozal en sitios públicos, la necesidad de contratar seguros que cubran daños contra terceros, esterilización, adiestramiento en obediencia y evaluaciones psiquiátricas, cuando correspondan.
Seguidamente, la señora Cocas se refirió a la regulación de criaderos y locales de compra y venta de mascotas, precisando que el proyecto dispone que dichos establecimientos deberán contar con condiciones adecuadas de bienestar animal que permitan otorgarles un espacio y alimentación adecuados, y no someterlos a situaciones de estrés y sufrimiento. De igual manera, se les exigirá medidas que cumplan con estándares apropiados en materia de sanidad, seguridad y medio ambiente.

Sin perjuicio de lo expuesto precedentemente, resaltó que una de las principales innovaciones se relaciona con las obligaciones que se impone a los criadores respecto de los animales reproducidos en sus locales, toda vez que se proscribe la entrega de animales que no están esterilizados y se les fija el deber de informar por escrito al comprador sobre la tenencia responsable de los mismos.

Por otra parte, continuó, se sistematiza la reglamentación de las organizaciones de protección animal, las que, en adelante, deberán estar enlistadas en un registro especial creado al efecto, que les permitirá postular a fondos públicos, puesto que la autoridad deberá trabajar coordinadamente con ellas para el cumplimiento de los fines que persigue la normativa. Además, se les confiere legitimación activa para ser parte de procesos penales en casos de maltrato animal.





Luego, dio cuenta de las cuestiones que, a su juicio, han quedado pendientes en la tramitación legislativa del proyecto.


En primer término, dado que la iniciativa de ley se gestó hace bastante tiempo, no se contempla la forma de complementarla con el programa que recientemente ha lanzado el Gobierno, sobre control de reproducción animal, tenencia responsable y registro de animales. En especial, por cuanto la implementación del referido programa está en manos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y no en el de Salud, que deberá implementar la normativa legal.

En otro ámbito, llamó la atención sobre la necesidad de abordar la tenencia de animales exóticos, ya que sólo se regula su bienestar en los locales de expendio de esas especies o en los criaderos.

Otro aspecto ausente, en su parecer, es la imposibilidad del manejo de psicotrópicos por parte de los médicos veterinarios, lo que, en definitiva, afecta el bienestar de animales que precisan su administración en el caso de enfermedades que requieren tratamiento del dolor.

Igualmente, aseguró que la normativa debería hacerse cargo no sólo de las obligaciones de los tenedores de animales, sino también de sus derechos, como son los relativos a la disposición de espacios en plazas y parques para el tránsito y esparcimiento de las mascotas.





Finalmente, hizo notar que la preceptiva contenida en el artículo 3° del proyecto de ley, sobre enseñanza de técnicas de esterilización quirúrgica, es una materia propia de la potestad reglamentaria del Presidente de la República. Por ello, en su opinión, no debe contenerse en el texto legal que finalmente se promulgue, con el objeto de no impedir posibles modificaciones y adelantos de las ciencias veterinarias en esa área.





El Honorable Senador señor Horvath felicitó el trabajo realizado por las organizaciones de protección animal durante la tramitación del presente proyecto de ley. Consultó enseguida si el texto aprobado por la Cámara de Diputados considera mecanismos para la identificación de las mascotas y recursos suficientes para ello, a fin de que los municipios puedan realizar las tareas que les impone el proyecto y para implementar campañas educativas de fomento de la tenencia responsable de animales.





A continuación, hizo uso de la palabra el Presidente de la Comisión de Salud de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Felipe Delpín, quien precisó que la normativa en discusión ha sido largamente esperada por la organización que representa, toda vez que viene  a resolver un problema de salud pública que se arrastra desde hace bastante tiempo.





Al entrar al detalle de la preceptiva, si bien expresó que concuerda con gran parte de lo señalado en su texto, mencionó un aspecto que merece mayor atención es el que se relaciona con los montos asignados por el Estado a los municipios para la ejecución de la ley, los que estimó insuficientes.





Advirtió que pese a que la iniciativa de ley contempla la exigencia de implantar un chip electrónico a las mascotas para identificarlas, el informe financiero acompañado al proyecto no contempla fondos con ese fin. Entonces, si bien se ha planteado que dicho dispositivo debiera ser de cargo de los dueños de los animales, esa exigencia será muy difícil de cumplir por un gran sector de la sociedad que no posee los recursos para sufragar el gasto.





De igual forma, advirtió que los montos para las municipalidades tampoco alcanzarán a cubrir los costos que demandará la contratación de veterinarios y el equipo que debiera destinarse a la esterilización de mascotas, lo cual, según sus cálculos, ascendería aproximadamente a $ 30.000.000 anuales por comuna. Lo anterior, sin considerar otros gastos adicionales, como aquellos provenientes de insumos o transporte de animales.
En efecto, si se divide equitativamente el monto asignado en el informe financiero del proyecto de ley  entre todos  los  municipios  del  país,  cada comuna recibiría alrededor de $ 10.000.000.




Entonces, para una apropiada ejecución de la normativa que finalmente se sancione, requirió del Ejecutivo mayores recursos para las entidades edilicias.





En otro ámbito, solicitó clarificar el artículo 19 del proyecto de ley, que, entre otras materias, exige que los centros de mantención temporal de mascotas deban contar con el respectivo permiso de la municipalidad respectiva para su funcionamiento; falta precisar si se requerirá la obtención de una patente comercial o bastará una simple autorización por parte del ente comunal. 





Luego, manifestó su preocupación por la situación de las comunas, especialmente aquellas rurales o de escasos recursos, que no cuenten con organizaciones promotoras de la tenencia responsable de animales con personalidad jurídica. En virtud de ello, requirió que el registro respectivo también pueda incluir en ciertos casos a personas naturales para que asuman las tareas que la ley asigna a dichas instituciones. 





Manifestó seguidamente que, no obstante coincidir con el precepto que prohíbe el sacrificio como sistema de control de la población animal, llamó la atención sobre la necesidad de admitir la posibilidad de practicarlo excepcionalmente, en el caso de animales que han sido desahuciados o cuyas enfermedades representen un peligro para la salud de la comunidad o de otros ejemplares de su especie y no tengan posibilidad de recuperación.




Sugirió fomentar con mayor ímpetu la adopción de animales de compañía, como otro modo de desincentivar la venta informal de mascotas. Ello, en su opinión, debe ser acompañado por campañas de educación masivas sobre tenencia responsable, aunque dudó de que los recursos asignados permitan materializar tan necesarias acciones.





Por último, estimó conveniente promover la asociación de municipios, cuando ellos no puedan por sí solos dar cumplimiento a las exigencias que les impondrá la normativa.





A su turno, el abogado de Asociación Chilena de Municipalidades, señor Malik Mograby, acotó que el informe financiero tampoco hace mención del estatuto laboral que regirá a los profesionales  veterinarios que deban ser contratados por las municipalidades para la ejecución de la normativa que hoy se discute, por lo que requirió un mayor detalle al respecto.




En sesión posterior, intervino la integrante del equipo jurídico de la Fundación Coalición por el Control Ético de la Fauna Urbana, CEFU, señora Florencia Trujillo, quien comenzó su alocución precisando que el análisis que desarrollará en adelante está basado en las directrices de la Organización Mundial de la Salud en materia de control de la población de animales, posición a la que adscribe la entidad que representa.





En ese contexto, mencionó que los ejes fundamentales definidos por la mencionada  organización internacional para el control de la población animal son esterilización, control de nicho, educación, participación ciudadana y no utilización de centros de acopio.  Aclaró que el control de nicho consiste en el tratamiento sanitario y esterilización de animales comunitarios o que deambulan por los barrios, para luego retornarlos a su lugar de captura, como una forma de estabilización de la población. Si bien en su entender no sería una solución óptima del problema, sí es efectiva como medida transitoria. Dicha medida ha sido adoptada por varias municipalidades, como las de Viña del Mar, Valparaíso y Osorno, entre otras.

El sistema anteriormente descrito se contrapone al modelo adoptado por Estados Unidos, que consiste principalmente en el retiro permanente de animales de las calles, su acopio en caniles o refugios y su eliminación, en último término. Esta actividad, de acuerdo a cifras oficiales, en el año 2012 se tradujo en aproximadamente 2.700.000 animales sacrificados. 




La señora Trujillo destacó que, en general, el proyecto de ley adhiere a las directivas planteadas por la Organización Mundial de Salud, lo que consideró acertado.





La iniciativa legal es satisfactoria, toda vez que exige a quien tenga a su cargo un animal cumplir estándares de bienestar apropiados y establece un sistema sancionatorio más eficaz que el actual. Sobre este último punto, estimó un avance que ante la reincidencia de conductas infractoras de la normativa el juez de policía local pueda disponer el comiso del animal.

Desde el punto de vista del control estatal, valoró el hecho de que el proyecto incorpore la obligatoriedad de la esterilización y registro de toda mascota, no sólo de los perros potencialmente peligrosos.
No obstante precisar que aún existen cuestiones pendientes que la legislación debiese abordar, como lo relativo al establecimiento de un límite a la cantidad de animales que pueden reproducirse en criaderos, prefirió que estos aspectos sean tratados en otras iniciativas, para no dilatar la tramitación legislativa del que actualmente está en debate




Al respecto, el Honorable Senador señor Girardi preguntó por qué debiesen ponerse limitaciones a la reproducción en criaderos, si ya se han dispuesto requisitos estrictos para su instalación, funcionamiento y forma de entregar los animales, lo que probablemente elevará el precio de los ejemplares comercializados y, como consecuencia de ello, incentivará la adopción. Añadió que lo que realmente interesa es asegurar mediante la esterilización la aparición de nuevas camadas que deambulen sin control.




La señora Trujillo informó que la ciudad de Barcelona, a partir del año 2003, adoptó la medida de impedir la reproducción domiciliaria de animales. 





La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe opinó que, dadas las exigencias sobre tenencia responsable que tendrán los tenedores de mascotas una vez que entre en vigor la normativa en discusión, y vistas las sanciones que se han dispuesto por su infracción, es pertinente revisar la prohibición de reproducción de mascotas. Además, expresó sus reparos sobre la constitucionalidad de una disposición de ese tipo.





 Al retomar la palabra, la señora Trujillo sostuvo que el proyecto de ley contempla una institucionalidad encabezada por el Ministerio de Salud, que será responsable de la política pública de control reproductivo de poblaciones caninas y felinas y tenencia responsable, mediante un reglamento dictado por su intermedio.

En un segundo escalón estarán los municipios, que tendrán la tarea de ejecutar a nivel local las disposiciones de la ley y de las políticas públicas que el referido ministerio dicte al efecto. Para ello, deberán dictar ordenanzas acordes a las preceptivas legal y reglamentaria. 
Sin perjuicio de lo anterior, coincidió en que para un adecuado cumplimiento de la ley es necesario que las entidades comunales cuenten con mayores recursos que los que hoy se propone en el informe financiero que acompaña al proyecto.

Un aspecto que destacó fue la proscripción del sacrificio de animales como método de control poblacional, medida que afectará a todos los servicios públicos, incluidos los municipios, y a las organizaciones de protección animal que reciban fondos provenientes del Estado.
Igualmente, afirmó que las universidades tendrán que adaptarse al nuevo marco normativo, toda vez que actualmente son escasas las que enseñan a sus estudiantes de medicina veterinaria procedimientos quirúrgicos de esterilización. A mayor abundamiento, ninguna institución de educación superior contempla en sus mallas curriculares la esterilización por flanco, que es la técnica más usada en campañas masivas de control poblacional. Esta materia no se prioriza, a su juicio, por razones de mercado.

Valoró también lo preceptuado en el artículo 14
 de la iniciativa legal, que permite a las organizaciones de protección animal con personalidad jurídica postular a fondos concursables para promover la tenencia responsable y el control reproductivo, ya sea en materias de educación y cultura, rescate, adopciones y asesorías jurídicas, entre otras, reconociendo la diversidad de entidades existentes.
Sobre el registro de mascotas, acotó que el Ministerio de Salud será el órgano encargado de proporcionar la plataforma informática respectiva. Sin embargo, planteó que actualmente existe un único proveedor de los chips que deben implantarse en los animales y, mientras esa situación se prolongue, los costos de su adquisición se mantendrán altos.

Respecto de la educación en tenencia responsable, mencionó que un aspecto que debe ser sometido a revisión es la norma que dispone que será facultativo para el Ministerio de Educación establecer contenidos curriculares para promover su enseñanza, lo que, en su parecer, debilita su eventual aplicación.
En cuanto a las sanciones que la preceptiva contempla, destacó la creación de la pena accesoria de inhabilitación absoluta perpetua para el cuidado de animales que podrá imponerse a quienes sean condenados por el delito de maltrato animal. De igual modo, se sanciona como actos de maltrato animal el abandono y la organización de peleas. 
Sin perjuicio de lo ya expuesto, aclaró, una de las innovaciones más relevantes es aquella relacionada con la legitimación activa que se concede a las organizaciones de protección animal, para ser querellarse por el delito tipificado en el artículo 291 bis del Código Penal. 
Manifestó que otra modificación positiva que se introdujo en la Cámara de Diputados es que la Oficina Nacional de Emergencia deberá incorporar en sus protocolos de rescate a los animales, junto con educar a la población en la prevención y manejo de mascotas en situaciones de emergencia o catástrofe.

Finalmente, llamó a los miembros de la Comisión a acelerar la tramitación del presente proyecto de ley, evitando que cuestiones accesorias entraben su aprobación. En ese sentido, afirmó que la legislación ya contempla una regulación de los psicotrópicos de uso veterinario
 y de los animales exóticos
, por lo que no es necesario abordar estos temas en la iniciativa legal en debate.

Acto seguido, el Honorable Senador señor Rossi, junto con felicitar la labor de las organizaciones de protección animal que han participado en la discusión del proyecto, requirió mayor precisión sobre los asuntos que se estima han quedado pendientes.

La señora Trujillo reiteró que, si bien el proyecto no reglamenta la totalidad de los asuntos que la organización que representa estima necesarios, es más beneficioso que entre en vigor lo más pronto posible, especialmente para darle un piso legal, tanto a las normas reglamentarias que hoy en día regulan ciertos aspectos de la tenencia responsable de animales como al programa que sobre el mismo tema ha lanzado recientemente el Gobierno.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe preguntó cuál será el destino de un perro que ha atacado a una persona y que forma parte de una jauría que deambula por las calles, es decir, un perro que no tiene dueño conocido. En su impresión, la normativa no resuelve adecuadamente esa situación. 

El Honorable Senador señor Girardi explicó que se ha llegado al consenso de que un perro no puede ser eliminado ante la ocurrencia de un hecho como el descrito, debiendo ser derivado a una institución que se ocupe de su custodia y atención sanitaria.

En la misma línea, la señora Trujillo adujo que el proyecto plantea que los municipios podrán celebrar convenios con organizaciones públicas o privadas con el objeto de, entre otras cuestiones, hacerse cargo de esas situaciones. En efecto, no se contempla la posibilidad de eutanasia, salvo en casos muy excepcionales, de animales desahuciados o para evitarles el sufrimiento derivado de alguna patología. 

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe reiteró su preocupación al respecto, toda vez que la mayoría de las medidas de protección y control de la población animal que contempla la ley tienen una ejecución prolongada en el tiempo, debiendo también resolverse los casos particulares que se suscitan diariamente a nivel local.

Sobre este punto, la señora Trujillo indicó que en la ciudad de Osorno existe un centro de esterilización canina de carácter municipal, que practica aproximadamente 2.000 procedimientos anualmente y que se ha traducido en una reducción importante de la población de perros que normalmente deambulaban por la urbe. Ese modelo, basado en el control de nicho, puede considerarse exitoso y constituye un ejemplo a seguir si se pretende disminuir a mediano plazo el número de jaurías de perros callejeros.

El abogado de la Asociación Chilena de Municipalidades coincidió con lo planteado, dado que la iniciativa legal no contempla medidas transitorias para afrontar el problema que genera en las comunas la presencia de perros callejeros. 

El asesor legislativo de la Ministra de Salud, doctor Enrique Accorsi, refiriéndose al aspecto presupuestario del proyecto, sostuvo que la idea del Ejecutivo es mantener el financiamiento que ya se ha explicitado en el informe financiero que se acompañó en su oportunidad, ya que reabrir la discusión sobre este punto podría entrampar la tramitación. Lo anterior, en el entendido de que también se consultan cuantiosos recursos en el programa lanzado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública para la esterilización de animales y el fomento de la tenencia responsable.

Sin perjuicio de ello, aseguró que para los ejercicios presupuestarios correspondientes a los próximos tres años se procurará asegurar la disposición de recursos suficientes para implementar las exigencias que impone la normativa en debate.

Al respecto, el Honorable Senador señor Girardi señaló que es evidente que los recursos consultados son insuficientes para ejecutar apropiadamente la preceptiva legal, por lo que es necesario insistir con las autoridades del ramo para que se aumenten los fondos. Asimismo, manifestó no comprender por qué se destinan mayores sumas al programa llevado a cabo por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y no al proyecto en discusión, que aborda el tema animal de manera integral.

Concordó con dicha opinión la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, quien expresó que no es admisible imponer mayores atribuciones a los municipios sin que simultáneamente se disponga un financiamiento adecuado, estable en el tiempo.

El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del interior y Seguridad Pública, señor Ricardo Cifuentes, informó que la repartición su cargo ha asumido la tarea de coordinar el Plan Nacional de Tenencia Responsable de Mascotas impulsado por el Ejecutivo, el cual  presenta un diseño descentralizado y cuya implementación corresponderá a los municipios, mediante convenios que se suscribirán con ese fin.

Presentó el detalle el coordinador nacional del programa, señor Ignacio Moncayo.

El personero de Gobierno dio inicio a su exposición con la entrega de datos sobre el número de macotas o animales de compañía en el país. Así, señaló que se estima que hay una población de 3.444.475 canes, de los cuales 487.425 tienen la condición de callejeros y 194.970 no tiene dueño. En cuanto a la cantidad de felinos, indicó que se ha contabilizado un total de 1.127.379 ejemplares.

Previno que estos datos han sido reunidos sin el concurso de un plan nacional como el que se ha instaurado recientemente. Debido a ello, será tarea prioritaria efectuar un censo de la población animal, que permita determinar y focalizar las acciones que se adoptarán en el marco del programa gubernamental.   

Agregó que el tema de los perros vagos se presenta, en la mayoría de las encuestas o diagnósticos participativos que se realizan en barrios o localidades, como uno de los principales problemas de contaminación o deterioro del entorno. De hecho, en un sondeo realizado por el Ministerio de Salud el año 2006 se consignó el resultado que se grafica a continuación:
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Dado ese contexto, continuó, el Plan Nacional de Tenencia Responsable de Mascotas contempla los siguientes objetivos:

1. Un programa de esterilización para 650.000 perros y gatos, gestionado a través de las Municipalidades.
2. Otorgar cobertura pública gratuita de prestaciones veterinarias, que incluya esterilización, registro, vacunación y desparasitación.
3. Estandarización y capacitación en protocolos quirúrgicos veterinarios, con el objetivo de proveer adecuadamente la oferta pública de prestaciones previstas.
4. Educación en tenencia responsable de mascotas.

5. Transferencia de capacidades a gobiernos locales y organizaciones ciudadanas.





Conjuntamente con lo ya expuesto, se llevará a cabo una campaña comunicacional para convocar a los operativos de esterilización y para promover la adopción de animales y su adecuada tenencia. Asimismo, se creará la figura de los Consejos Ciudadanos de Tenencia Responsable, que permitirá a la ciudadanía vincularse con Plan Nacional y generar políticas regionales que apunten a dar solución a las dificultades específicas que en cada zona se presenten.





Luego, detalló que para la implementación del Plan por parte de los gobiernos comunales, se pondrá a su disposición una plataforma municipal de servicios, que permitirá realizar operativos gratuitos de esterilización, vacunación y desparasitación  -para lo cual se contará con un kit de equipamiento veterinario e insumos quirúrgicos-, charlas educativas, intervenciones ciudadanas e hitos comunicacionales.  





Dichas medidas, complementó, deberán acompañarse de una apropiada fiscalización que asegure el cumplimiento de la normativa sobre tenencia responsable.





Se refirió a continuación a la composición de los Consejos Ciudadanos Regionales, explicitando que ellos estarán integrados por actores de diverso origen y no sólo relacionados con el bienestar animal, tales como autoridades regionales, alcaldes, vecinos, organizaciones de protección animal y funcionarios vinculados a instituciones de seguridad pública o con atribuciones en materia sanitaria. A todos ellos, se sumará un funcionario de la unidad regional respectiva de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, que actuará como coordinador del Consejo.





Luego, enumeró los hitos que se espera alcanzar el año en curso: 

1. Formulación de un plan piloto de esterilización y registro, que se ejecutará entre los meses de enero y mayo de 2015 mediante operativos en sedes vecinales correspondientes a 40 municipios. 
2. La implementación de un sello denominado “Tenencia Responsable”, para clínicas veterinarias que ofrezcan un precio preferencial para cirugías de esterilización y que cuenten con estándares mínimos de calidad previamente fijados.

3. La realización de un catastro municipal detallado que, basado en una línea de base poblacional, permita determinar metodologías de intervención e indicadores.
4. La inducción de monitores en tenencia responsable de mascotas. 
5. La capacitación de veterinarios en operativos de esterilización y celebración de un convenio con el gremio que los agrupa para certificar y acreditar sus competencias.
6. El diseño de un plan comunicacional para la convocatoria a operativos de esterilización.
7. La conformación de equipos a nivel regional y nacional.




Respecto de los criterios que se utilizarán para la elección de los 40 municipios que formarán parte del plan piloto antes mencionado,  señaló que se preferirá a aquellas comunas que posean una alta población de animales de compañía; presenten capacidad veterinaria instalada en recursos humanos, infraestructura y equipamiento; tengan experiencia previa en campañas de esterilización, y cuenten con antecedentes socioeconómicos de su población, a fin de focalizar los recursos en aquellos sectores de menores ingresos.

El plan se materializará en operativos fijos y móviles de esterilización, registro, vacunación y desparasitación, en todo el país. Asimismo informó que la incorporación de los municipios al programa se hará de forma progresiva, fomentando la participación activa de los gobiernos regionales y de los consejos ciudadanos, entes encargados del diseño de las políticas locales.

Por otra parte, en materia de recursos disponibles, puntualizó que, junto con procurar la provisión de  recursos multisectoriales para financiar iniciativas de tenencia responsable de mascotas, se promoverá la postulación de organizaciones no gubernamentales de protección animal a fondos regionales concursables.

Mostró el siguiente cronograma, que representa la incorporación gradual de gobiernos comunales al Plan Nacional en los próximos años:
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Manifestó que la política pública expuesta se instalará de forma descentralizada y adaptándose a la realidad local respectiva; con un rol relevante de las organizaciones ciudadanas, que deberán colaborar con las entidades públicas que participarán del Plan, y con sistemas de evaluación de resultados.

Todo lo anterior, concluyó, debiera reflejarse en la generación de bienes públicos altamente valorados, como mayores estándares de bienestar animal y seguridad y salud públicas, a los que se les dará continuidad en el tiempo al entrar en vigor la ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía. 

Una vez finalizada la intervención del señor Moncayo, el Honorable Senador señor Girardi, si bien valoró la iniciativa gubernamental, demandó su futura adecuación las disposiciones de la ley, a fin de que esta última no se transforme en “letra muerta”. Ejemplificó esa preocupación con el hecho de que deberán consultarse los recursos necesarios para contener la presión inmediata que se generará sobre los municipios –especialmente en aquellos más pobres- para afrontar el problema de los perros sin dueño que deambulan por las calles.

En ese contexto, apuntó que si se considera que un procedimiento de esterilización tiene un costo aproximado de $ 20.000 por animal y que se deberán sufragar otros gastos para completar su sanitización, es imprescindible contar con un presupuesto que haga posible ejecutar la ley adecuadamente. 

Consultó a las autoridades de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo cuál sería un monto apropiado para garantizar la atención de 250.000 perros, cifra que estima adecuada para la aplicación de la preceptiva legal en su primer año de vigencia.    

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, por su lado, solicitó información sobre el costo que demandaría el tratamiento sanitario integral de los perros vagos.

Seguidamente, el Honorable Senador señor Rossi precisó que uno de los aspectos fundamentales del proyecto de ley en debate es la exigencia que se impone a los criadores para que vendan animales esterilizados y, en relación con esta premisa, avanzar también en campañas que permitan aplicar los procedimientos a las mascotas o animales de compañía que están en poder de las personas. Al respecto, preguntó cuál será el apoyo que se ha contemplado para estos últimos tenedores de animales, especialmente aquellos que forman parte de los sectores más vulnerables de la población. 
Asimismo, hizo la prevención de que los programas masivos de esterilización deben cumplir con una serie de estándares mínimos de calidad, tales como los relacionados con el tipo de anestesia utilizado y las normas de asepsia previstas, a efectos de precaver los riesgos que pueden derivarse de esos procedimientos.
 



El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, dando respuesta a las consultas efectuadas, planteó que el interés de la repartición que dirige es instalar el programa en los municipios, para lo cual se ha dispuesto un presupuesto, para los próximos tres años y medio, de alrededor de $ 20.000.000.000. En consecuencia, está previsto incluir en el presupuesto correspondiente al año 2015 una cantidad que posibilite agregar progresivamente a los municipios que se encargarán de ejecutar el programa diseñado.  





Agregó que las campañas de esterilización serán gratuitas para todo aquel que demande la intervención, sin perjuicio de priorizar a la población más vulnerable o de menores ingresos. 





Complementó la acotación precedente el señor Moncayo, quien indicó que para enfrentar eficazmente el problema de los perros vagos -que, en su opinión, deberían ser catalogados como abandonados-, el Plan Nacional de Tenencia Responsable plantea convocar a organizaciones de protección animal en apoyo de los operativos de esterilización y de adopción.





Respecto de las técnicas que se utilizarán en los procedimientos de esterilización, manifestó que se ha tenido especial cuidado en la definición de los protocolos quirúrgicos que se emplearán y, en ese sentido, se ha recogido la experiencia de diversos organismos académicos internacionales especializados en medicina veterinaria de campaña, que innovan en las técnicas convencionales. Dichos estándares, que se traducen en procedimientos poco invasivos, con bajo riesgo de muerte y con tiempos de recuperación bastante razonables, han sido previamente validados con actores relacionados con la veterinaria.





De igual forma, se contempla el registro de los animales abandonados, el cual se complementará posteriormente con el que implemente el Ministerio de Salud, una vez vigente la normativa en discusión.





En lo referente al chip identificatorio que se utilizará para el registro referido, manifestó que actualmente se ofrece en el mercado a precios que varían entre los $ 3.000 y los $ 6.000. No obstante, advirtió que se preferirá la tecnología que permita que una mayor cantidad de dispositivos lectores puedan recuperar los datos, es decir, que sea compatible con la mayor cantidad de equipos posible y que provea amplia información.





A su turno, el señor Subsecretario de Salud Pública apuntó que en la Cámara de Diputados se produjo un cambio de foco respecto de cuál será el órgano encargado de la implementación de la normativa en debate, toda vez que se reemplazó al Ministerio del Interior y de Seguridad Pública por el de Salud en dicha tarea, sin perjuicio del programa que ha iniciado recientemente la primera Secretaría de Estado en materia de tenencia responsable de mascotas.





Entonces, si bien la decisión del Gobierno ha sido que ambos Ministerios trabajen conjuntamente en este asunto, consideró que la cartera de Interior debería ser la que lidere las acciones a seguir, ya que las dificultades que deben afrontarse en la regulación de las mascotas y animales de compañía son, primordialmente, un problema de orden público y no uno de salud, propiamente tal.





Recordó que al Ministerio de Salud se le encomiendan dos funciones fundamentales en el proyecto de ley, las que se relacionan con el establecimiento -mediante un reglamento dictado por su intermedio- de la forma y condiciones de aplicación de las normas de tenencia responsable y, por otra parte, con la creación de una plataforma electrónica de registro de las mascotas y sus dueños. 

Para esta última labor se efectuó en su oportunidad una solicitud de presupuesto de $ 293.476.000, lo cual fue aceptado por las autoridades del ramo. Sin embargo, advirtió, lo más probable es que esos recursos sean insuficientes para solventar también la compra de los chips que deben implantarse en las mascotas, situación que, a su juicio, debería ser asumida por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública.





Al concluir, explicó que, sin perjuicio de lo ya expuesto, es necesario que el Ministerio de Salud mantenga cierta participación en la ejecución de la preceptiva, especialmente en lo que se refiere a aspectos estrictamente sanitarios, como por ejemplo, la regulación de los procedimientos y técnicas de esterilización de animales.





En otro orden de ideas, el Honorable Senador señor Girardi sugirió a las autoridades de Gobierno otorgar un rol preponderante a las acciones de fiscalización del cumplimiento de la normativa y de sanción de las infracciones. Para ello debe existir una adecuada coordinación entre los dos ministerios involucrados.





Acto seguido, pidió una valorización de los tratamientos básicos a los que debería ser sometida la generalidad de las mascotas y animales de compañía, que incluyan esterilización, implantación de un dispositivo electrónico, desparasitación y vacunación.





En último término, estimó relevante que el chip de registro contenga también información sobre las vacunas aplicadas al animal, lo que servirá, por ejemplo, para conocer su historial sanitario en caso de que agreda a una persona.





En respuesta a las inquietudes planteadas, el señor Moncayo aseveró que se pretende que el dispositivo electrónico de identificación contenga una ficha clínica del animal, entre otros aspectos que serán registrados. 

Ofreció enviar por escrito el detalle valorizado de las intervenciones que se procurará realizar en los animales.





Seguidamente, la doctora de la División de Políticas Públicas del Ministerio de Salud, señora Bárbara Hott, afirmó que la materia en debate se ha trabajado de forma coordinada con la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo. Es por ello que en la plataforma electrónica de registro que se diseñará, en el caso de los animales callejeros, además de los tratamientos sanitarios que se ha proporcionado al animal, se incluirá un detalle de los eventos de agresión en que ha estado involucrado. 





Esta última información, en opinión del Honorable Senador señor Girardi, debería estar disponible en todos los animales que cuenten con un chip de identificación y no sólo en aquellos sin dueño o que han sido abandonados.





Haciendo referencia al financiamiento que se requiere para un apropiado cumplimiento de las disposiciones que contiene la normativa en discusión, el doctor Accorsi pidió el apoyo de la Comisión de Salud para solicitar al Ministerio de Hacienda un aumento de los fondos asignados para la implementación de la iniciativa legal en el primer año y un compromiso de que serán incrementados progresivamente en los siguientes ejercicios presupuestarios.





En esa línea, el Honorable Senador señor Girardi expresó que el principal instrumento de aplicación de la ley debiese ser el Plan Nacional de Tenencia Responsable de Mascotas, el cual deberá ajustarse a la norma de rango legal una vez que ésta complete su tramitación legislativa y al reglamento que se dicte al efecto por intermedio del Ministerio de   Salud.   Es   decir,  el  presupuesto  que  se  ha   asignado  al   programa
-$ 20.000.000.000 aproximadamente-, debe necesariamente complementarse con los fondos comprometidos en el informe financiero que acompaña al proyecto de ley.





En base a lo precedentemente señalado, requirió de los personeros de Gobierno una estimación de los fondos que se requerirán para resolver la mayor cantidad de problemas asociados a la tenencia de animales, al menos para los próximos cuatro años.





Finalmente, junto con valorar el esfuerzo realizado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, en la creación del Plan Nacional de Tenencia Responsable, requirió del Ministerio de Salud un procedimiento abierto y participativo para la elaboración del reglamento que deberá dictarse por su intermedio una vez que la ley entre en vigor.

- - - - - - 





A continuación se efectúa una relación de las modificaciones que introdujo la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional, al texto aprobado en el primer trámite por el Senado, así como de los acuerdos que propone la Comisión respecto de las referidas enmiendas. En muchos casos, no obstante estar el acuerdo de la Cámara revisora planteado como una sustitución completa de títulos, párrafos o artículos, la Comisión dividió el análisis y votación en la forma que en cada caso se indicará.

TÍTULO I

Artículo 1°





El artículo 1° del texto aprobado por el Senado señala que la preceptiva legal tiene por objeto establecer normas destinadas a:

1) Regular la responsabilidad por los daños a las personas y a la propiedad que sean consecuencia de la acción de mascotas o animales de compañía.

2) Proteger la salud pública, aplicando medidas para el control de la población de mascotas o animales de compañía, a fin de evitar un impacto negativo en la salud de las personas.

3) Proteger la salud animal y promover su bienestar mediante la tenencia responsable.

4) Determinar las obligaciones y derechos de los responsables de mascotas o animales de compañía.



La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, reemplazó el texto íntegro del artículo 1°, con la finalidad de modificar el orden de los objetivos antes señalados y enmendar parte de su redacción, disponiéndolo de la siguiente manera:

“Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto establecer normas destinadas a:

1) Determinar las obligaciones y derechos de los responsables de animales de compañía.

2) Proteger la salud y el bienestar animal mediante la tenencia responsable.

3) Proteger la salud pública, la seguridad de las personas, el medio ambiente y las áreas naturales protegidas, aplicando medidas para el control de la población de mascotas o animales de compañía.

4) Regular la responsabilidad por los daños a las personas y a la propiedad que sean consecuencia de la acción de mascotas o animales de compañía.”.





- La Comisión recomienda aprobar la enmienda propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.

Artículo 2°



El artículo 2° aprobado por el Senado define los conceptos de mascotas o animales de compañía, animal abandonado, animal potencialmente peligroso y tenencia responsable de mascotas o animales de compañía.




La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, sustituyó el precepto por otro que reza como sigue:

“Artículo 2°.- Para efectos de esta ley, se entenderá por:

1) Mascotas o animales de compañía: aquellos animales domésticos, cualquiera sea su especie, que sean mantenidos por las personas para fines de compañía o seguridad. Se excluyen aquellos animales cuya tenencia se encuentre regulada por leyes especiales. 

2) Animal abandonado: toda mascota o animal de compañía que se encuentre sin la vigilancia de la persona responsable de él o que deambule suelto por la vía pública. También se considerará animal abandonado, todo animal que hubiese sido dejado en situación de desamparo en una propiedad privada, sin cumplir las obligaciones referidas a una adecuada tenencia responsable.

3) Perro callejero: aquel cuyo dueño no hace una tenencia responsable y es mantenido en el espacio público durante todo el día o gran parte de él sin control directo.

4) Perro comunitario: perro que no tiene un dueño en particular pero que sin embargo la comunidad alimenta y le entrega cuidados básicos.

5) Animal perdido: animal de compañía o mascota que se encuentra extraviado, que puede o no contar con elementos de identificación.

6) Animal potencialmente peligroso: toda mascota o animal de compañía que ha sido calificado como tal por la autoridad sanitaria, de acuerdo a la información científica disponible, la opinión de expertos y los parámetros mencionados en el artículo 4º, de conformidad con el procedimiento que fije el reglamento. 

7) Tenencia responsable de mascotas o animales de compañía: conjunto de obligaciones que contrae una persona cuando decide aceptar y mantener una mascota o animal de compañía, y que consiste, entre otras, en registrarlo ante la autoridad competente cuando corresponda, proporcionarle alimento, albergue y buen trato, brindarle los cuidados veterinarios indispensables para su bienestar y no someterlo a sufrimientos a lo largo de su vida.

La tenencia responsable comprende también el respeto a las normas de salud y seguridad pública que sean aplicables, así como a las reglas sobre responsabilidad a que están sujetas las personas que incurran en infracción de ellas, y la obligación de adoptar todas las medidas necesarias para evitar que la mascota o animal de compañía cause daños a la persona o propiedad de otro.

8) Centros de mantención temporal de las mascotas o animales de compañía: son aquellos lugares en los que, a cualquier título, se mantienen animales de manera no permanente, ya sea para tratamiento, hospedaje, adiestramiento, comercialización, exhibición o custodia, tales como criaderos de animales de compañía, hoteles para animales, hospitales, clínicas y consultas veterinarias, establecimientos destinados a la investigación y docencia sobre animales, centros de adiestramiento, centros de exposición, centros de venta de animales, albergues y centros de rescate.

9) Criador: Es el propietario de la hembra al momento del parto de ésta. El criador deberá prestar los cuidados y atención médico veterinaria necesaria a la madre y su camada hasta el momento en que los cachorros sean entregados a sus nuevos propietarios. La edad mínima de entrega de estos cachorros no será antes de los dos meses de edad. Corresponderá al criador entregar una pauta de cuidados y tenencia responsable a los nuevos dueños del animal.

10) Criadero: Corresponde al domicilio particular o lugar con la infraestructura adecuada para criar, donde el criador posee tres o más hembras con fines reproductivos. La infraestructura requerida dependerá de la cantidad y tipo de animales destinados a la reproducción.”.
La Comisión acordó dividir el debate y votación del artículo, a fin de pronunciarse sobre cada definición.

Respecto de las acepciones propuestas por la Cámara de Diputados, la Honorable Senadora señor Goic consultó si está contemplada la situación de los perros asilvestrados, que constituye un problema de frecuente ocurrencia en la zona que representa, esto es, en la Región de Magallanes y Antártica Chilena, y que es necesario abordar.

La señora Patricia Cocas explicó que los animales silvestres no están regulados en la iniciativa en debate, cuya fiscalización está entregada por leyes especiales al Servicio Agrícola y Ganadero, dependiente del Ministerio de Agricultura. 

 Desde otra perspectiva, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe preguntó por qué la reglamentación se aplica sólo a la población canina y felina y no se otorga protección, por ejemplo, a los ejemplares ovinos. En resumen, por qué hay una valoración mayor de algunas especies en desmedro de otras. 

Asimismo, mostró su preocupación por la situación de los animales que pueden ser atacados por perros asilvestrados. 

La señora Cocas acotó que la diferencia radica en que los primeros son animales domésticos de compañía y los segundos están domesticados para el trabajo.

Por otra parte, continuó, uno de los objetivos principales de la normativa es hacer un control poblacional, situación que primordialmente debe centrarse en las especies caninas y felinas, que, por su gran cantidad, han generado dificultades sanitarias y de orden público. Dicha medida, en su opinión, permitirá disminuir los casos de animales abandonados que, con el fin de obtener alimento, migran a zonas rurales y atacan a otras especies.

El Honorable Senador señor Girardi afirmó que la existencia de perros vagos, callejeros o asilvestrados se origina a partir de la irresponsabilidad de los tenedores de animales, que los han abandonado. Por ello, no es necesario otorgarles una calificación especial en la iniciativa legal.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, por su lado, previno que, en el entendido de que el control de la población canina se producirá a largo plazo, lo más probable es que se generen dificultades en los gobiernos comunales de zonas rurales que deban hacerse cargo de esos animales abandonados y que estarán obligados a actuar una vez que entre en vigencia la normativa en discusión.

Ante este problema, agregó, los municipios tienen limitado su campo de acción, ya que, al igual que en el caso de los perros que representan un peligro para la comunidad y que no tienen dueño, junto con no contar con los recursos suficientes para implementar caniles y otorgar un cuidado apropiado al animal, tampoco pueden proceder a su sacrificio en casos graves. En definitiva, se prefiere el bienestar del animal por sobre el de las familias que pudiesen verse afectadas por su agresividad.  

Entonces, si bien no es partidaria de que se reabra la discusión sobre la posibilidad de sacrificar animales, es indispensable dotar de fondos suficientes a los gobiernos locales para que puedan asumir de buena manera las responsabilidades que les impondrá la ley.

El Honorable Senador señor Girardi replicó que, en su concepto, no debe establecerse excepciones a la preceptiva en razón de la condición urbana o rural, debiendo el respectivo municipio asumir su responsabilidad.

En cuanto a la definición de mascotas que propone la Cámara de Diputados, que suprime el concepto de animales domesticados que contenía la del Senado, la señora Cocas explicó que esa categoría está referida mayormente a los que teniendo el carácter de silvestres por medio de la domesticación han podido cambiar en parte su comportamiento. Sin embargo, como ya se ha señalado anteriormente, la normativa sobre tenencia responsable no pretende hacerse cargo de su regulación, al igual que en el caso de los animales domésticos de trabajo.

El doctor Accorsi añadió que el proyecto de ley se ha discutido en base a la situación de los canes y de los felinos y no se pretende ampliar su campo de acción a otro tipo de animales.

Seguidamente, el Honorable Senador señor Girardi expresó sus dudas ante la exclusión en la definición de mascotas de los animales que se poseen con fines de recreación, cual es el caso de aquellos utilizados en algunos deportes, como la caza y la cetrería.

El señor Subsecretario de Salud Pública acotó que cuando se discutió la definición de mascotas y animales de compañía en el segundo trámite constitucional se acordó no ampliar en demasía los tipos de animales que quedarían sometidos a las disposiciones de la ley, centrando la discusión mayormente en su peligrosidad. A modo ejemplar, señaló que sería imposible registrar mediante microchips a la totalidad de los animales de granja o de ganado. 

Coincidió con esa apreciación el Honorable Senador señor Chahuán, a fin de evitar que la ampliación de la definición de mascotas o animales de compañía desdibuje el objetivo pretendido por la normativa y haga inefectiva su aplicación práctica. 

En base a las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión convino en recomendar la aprobación de los numerales 1), 2), 3), 4), 5), 6), 7) y 8) del artículo 2° propuesto por la Cámara de Diputados.





- Acordado con el voto unánime de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.




Al entrar en el estudio de las definiciones de criador y criadero que se contemplan en los numerales 9) y 10) del artículo 2° sustituido por la Cámara de Diputados, el señor Subsecretario de Salud Pública consideró que los requisitos y modalidades de operación debiesen quedar entregados a la potestad reglamentaria del Presidente de la República, con la finalidad de no entrabar su posterior modificación, si ello se hace necesario en el futuro.





El Honorable Senador señor Girardi, en otro aspecto, manifestó no comprender por qué se diferencia en la regulación al criador y al criadero, ya que quien desee reproducir animales deberá someterse a un conjunto de exigencias generales, que aplica a los dos conceptos. 





De conformidad con esos reparos, la Comisión convino en proponer el rechazo de ambos numerales.

- La Comisión recomienda rechazar los numerales 9) y 10) del artículo 2° propuesto por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.
TÍTULO II

Artículo 3°

El artículo 3° del texto sancionado por el Senado consigna que los órganos de la Administración del Estado, y en especial la autoridad municipal, deberán promover la educación para la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, en concordancia con lo establecido en el artículo 2° de la ley N° 20.380, sobre protección de animales, a fin de asegurar el bienestar del animal y de su dueño, y así evitar eventuales daños causados por los animales.
En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó íntegramente el texto del Senado, consignándolo en los siguientes términos:

“Artículo 3º.- Los órganos de la Administración del Estado, y en especial el Ministerio de Salud, el Ministerio de Educación y la autoridad municipal, en ejercicio de sus respectivas atribuciones, promoverán la educación para la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, a fin de asegurar su bienestar y la salud de las personas y el medio ambiente.

Para esto, el Ministerio de Educación podrá diseñar los contenidos mínimos en la educación de niños y adolescentes sobre temas relacionados con el cuidado de los animales de compañía, el compromiso de las personas con ellos, con el medio ambiente, con la higiene y con la salud tanto de las personas como de los animales.

Las universidades que impartan la carrera de medicina veterinaria deberán incluir en sus respectivos contenidos curriculares la esterilización quirúrgica de hembras caninas y felinas, debiendo enseñar, al menos, la técnica por línea media o alba y la técnica por flanco, según la lex artis vigente. El Ministerio de Educación deberá fiscalizar el cumplimiento de esta norma.”.
El señor Subsecretario de Salud Pública advirtió que la norma aprobada en el segundo trámite constitucional omitió la participación del Ministerio del Interior y Seguridad Pública entre los órganos encargados de promover la educación para la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía. Se sumó a esa posición el Honorable Senador señor Girardi.

Al respecto, el Honorable Senador señor Chahuán recordó que durante la tramitación del proyecto en la Cámara de Diputados se cambió el foco respecto de la autoridad ministerial encargada de esta materia, recayendo dicha atribución en la cartera de Salud. No obstante ello, se mostró partidario de involucrar también en dicha tarea al Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

En otro ámbito, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe sugirió modificar la redacción del inciso tercero de la disposición, toda vez que se impone a las universidades que imparten la carrera de medicina veterinaria la exigencia de incluir en sus contenidos curriculares solamente la esterilización de hembras caninas y felinas y no de ejemplares machos.

La Comisión coincidió con los reparos previamente señalados, por lo que acordó recomendar al Senado el rechazo del artículo 3° propuesto por la Cámara de Diputados, a fin de corregirlo en la Comisión Mixta, mediante la reposición del rol del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y para revisar las disposiciones sobre contenidos mínimos y contenidos curriculares en los diferentes niveles educacionales. 

Cabe hacer presente que los incisos segundo y tercero del precepto de la Cámara de Diputados tienen carácter orgánico constitucional, porque inciden en los artículos 31 y 104 de la Ley N° 20.370, General de Educación, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, incluyendo los preceptos no derogados de la ley N° 18.962, consta en el decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010. 





- Acordado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.
Artículo 4°




El artículo 4° aprobado por el Senado establece, en el inciso primero, que mediante un reglamento dictado a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública se establecerá la forma y condiciones en que se aplicarán las normas sobre tenencia responsable respecto de aquellos animales de la especie canina calificados como potencialmente peligrosos.




Luego, en los incisos segundo y tercero se describen las circunstancias que permitirán calificar como potencialmente peligrosos a ciertos ejemplares de la especie canina. Entre ellas, se contempla la pertenencia a ciertas razas, y sus cruces o híbridos, ciertas características físicas o episodios anteriores de agresión. 




El inciso cuarto se ocupa de las exigencias en materia de seguridad y protección que se impondrán al responsable de un animal calificado como potencialmente peligroso, tales como la circulación de éste con bozal o arnés, la esterilización del mismo, la restricción a la circulación del animal en lugares de libre acceso al público o en bienes públicos y la prohibición de dejarlo al cuidado de menores de 18 años de edad.




Seguidamente, en el inciso quinto se determina que el reglamento fijará condiciones de tenencia especiales, tales como prohibición de adiestramiento para la agresión; obligación de mantener a los animales en un espacio dotado de cerco seguro y adecuado a sus características fisiológicas y etológicas; contar con un seguro de responsabilidad civil, y esterilización obligatoria, en su caso. Incluso, de ser necesario, se podrá exigir evaluaciones sicológicas de los dueños de dichos animales, por parte de un médico siquiatra, para establecer si sufren alguna patología siquiátrica grave, a fin de determinar si en la especie la tenencia representa un riesgo para la seguridad de las personas o para el bienestar de los animales.

Finalmente, se dispone que el animal calificado como potencialmente peligroso será considerado animal fiero, para todos los efectos legales.

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, sustituyó el artículo 4° por otro del siguiente tenor:

“Artículo 4°.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud establecerá la forma y condiciones en que se aplicarán las normas sobre tenencia responsable respecto de aquellos animales de la especie canina calificados como potencialmente peligrosos en conformidad con esta ley.

El reglamento señalado en el inciso precedente calificará como potencialmente peligrosos a ejemplares de la especie canina que por sus características físicas, por su masa corporal, por episodios anteriores de agresión, o por su conducta agresiva, puedan causar lesiones graves o menos graves a personas, o daños de consideración a otros animales de su misma especie. Todo ello basado en la información científica disponible y en la evaluación de expertos en conducta animal.

Asimismo, el juez competente, previa consulta a la autoridad sanitaria, podrá calificar como potencialmente peligroso a aquel ejemplar de la especie canina que haya causado al menos lesiones leves a una persona o daños de consideración a otro ejemplar de su misma u otra especie.

El responsable de un animal calificado como potencialmente peligroso conforme a lo dispuesto en este artículo deberá adoptar las medidas especiales de seguridad y protección que determine el reglamento respecto del ejemplar, tales como la circulación de éste con bozal o arnés, la esterilización del mismo, según corresponda, la restricción a la circulación del animal en lugares de libre acceso al público o en bienes públicos y la prohibición de dejarlo al cuidado de menores de 18 años de edad.

El reglamento fijará condiciones de tenencia especiales, tales como prohibición de adiestramiento para la agresión, obligación de mantener a los animales en un espacio dotado de cerco seguro y adecuado a sus características fisiológicas y etológicas, contratación de un seguro de responsabilidad civil y esterilización obligatoria, en su caso. De ser necesario, se podrá exigir evaluaciones sicológicas de los dueños de dichos animales, por parte de un médico siquiatra, para establecer si sufren alguna patología siquiátrica grave, a fin de determinar si la tenencia representa un riesgo para la seguridad de las personas o para el bienestar de los animales.

Las normas de adiestramiento señaladas en los incisos precedentes no serán aplicables a los perros de asistencia para personas con discapacidad regulados en los artículos 25-A, 25-B, 25-C, 25-D, 25-E y 25-F de la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad.

El animal que sea calificado como potencialmente peligroso por episodios anteriores de agresión será considerado un animal fiero, para todos los efectos legales.

Los dueños o tenedores de los perros a que se refiere este artículo tendrán la obligación de someterlos a adiestramiento de obediencia, el que será impartido por adiestradores calificados para tal función. La nómina de adiestradores será actualizada anualmente a nivel nacional y de ella se dejará constancia en el reglamento a que se refiere el inciso primero, el que se pondrá en conocimiento de los municipios.”.
En este caso el debate y votación se dividieron por incisos.

La Comisión estimó pertinente proponer el rechazo del inciso primero del artículo 4° aprobado por la Cámara de Diputados, porque otorga al Ministerio de Salud la facultad de dictar un reglamento, lo que contraría las normas constitucionales que regulan la potestad reglamentaria, que corresponde exclusivamente al Presidente de la República. El criterio aplicable ha sido asentado por el Tribunal Constitucional
. La intención es corregir la redacción para salvar dicho inconveniente. 

La misma situación se detecta en varios otros preceptos del proyecto despachado en el segundo trámite constitucional, por lo que a su respecto, con sujeción al mismo criterio, se adoptó la misma decisión. 

En cuanto a la disposición contenida en el inciso segundo, el doctor Accorsi precisó que los requisitos para calificar como potencialmente peligrosos a ciertos ejemplares de la especie canina se establecieron de conformidad con lo recomendado por las escuelas de veterinaria oídas durante la tramitación del proyecto de ley. 

Sin perjuicio de estar de acuerdo con gran parte de la redacción propuesta, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe estimó erróneo que una de las consideraciones atendidas se refiera a episodios de agresión contra animales de su misma especie, debiendo eliminarse esa última restricción, porque el ataque a animales de otra especie es también demostrativo de un carácter agresivo y peligroso. 

Teniendo en vista la posibilidad de corregir el texto en la Comisión Mixta, se decidió rechazar también este inciso.





- La Comisión recomienda rechazar los incisos primero y segundo del artículo 4° propuesto por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.




- La Comisión recomienda aprobar el inciso tercero del artículo 4° propuesto por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.




Al entrar en el estudio del inciso cuarto, la Comisión estimó que incorporar la expresión “según corresponda”, luego de la exigencia de esterilización de los perros potencialmente peligrosos, podría relativizar su carácter obligatorio.


- Puesto en votación, la Comisión recomienda rechazar el inciso cuarto del artículo 4° propuesto por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi.
Respecto del texto que conforma el inciso quinto, el Honorable Senador señor Rossi destacó lo acertado de la norma, que dispone que las evaluaciones sicológicas sean realizadas por médicos psiquiatras, toda vez que ellos son los únicos profesionales habilitados para hacer diagnósticos de salud mental.

- Puesto en votación el inciso quinto del artículo 4° propuesto por la Cámara de Diputados, la Comisión recomienda aprobarlo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi.
En lo que respecta al inciso sexto, el Honorable Senador señor Rossi sugirió su rechazo, porque no cabe hacer excepciones en las obligaciones que se imponen a los tenedores de perros potencialmente peligrosos.

- La Comisión recomienda rechazar el inciso sexto del artículo 4° propuesto por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi.
- La Comisión recomienda aprobar el inciso séptimo del artículo 4° propuesto por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.
Finalmente, al analizar lo dispuesto en el inciso octavo, el doctor de la División de Políticas Públicas del Ministerio de Salud, señor Carlos Pavletic, advirtió que en la actualidad no hay entidades ni personas en la categoría de “adiestradores calificados”, que propugna la iniciativa legal, ni entidad calificadora. En efecto, sólo podrían realizar tal función las instituciones de las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile, pero ellas no prestan ese servicio a particulares.

La Comisión concordó con ese argumento y convino en proponer el rechazo de la disposición.

- Acordado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi.
Artículo 5°
Inciso primero



El inciso primero del artículo 5° aprobado por el Senado señala que las municipalidades deberán dictar una ordenanza sobre la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía en el territorio comunal, la que deberá ajustarse a la normativa legal que regula la materia y al reglamento que se dicte a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.




En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituido la frase “que se dicte a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública” por “dictado por el Ministerio de Salud”.



El Honorable Senador señor Girardi recordó que cuando se convino en que el Ministerio del Interior y Seguridad Pública sería la institución encargada de llevar a la práctica la política pública definida en la normativa legal sobre tenencia responsable, ello se hizo con el convencimiento de que la Cartera de Salud no tendría la capacidad operativa para hacerlo por sí sola. En virtud de lo expuesto, sugirió rechazar la enmienda propuesta por la Cámara de Diputados, con la finalidad de integrar a la Secretaría de Estado de Interior en el trámite de Comisión Mixta y asegurar así una fórmula que permita una acción mancomunada con su símil de Salud.   




Asimismo, el Honorable Senador señor Chahuán hizo presente que la enmienda aprobada en el segundo trámite constitucional también importa afectar el ámbito de la potestad reglamentaria que la Constitución Política de la República reserva de forma exclusiva al Presidente de la República, por lo cual, ajustándose al criterio ya establecido, también corresponde el rechazo de este inciso, para enmendarlo en la Comisión Mixta.





- La Comisión recomienda rechazar la modificación propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi.
Inciso segundo

El Senado, en el primer trámite constitucional, dispuso en el inciso segundo del artículo 5° que las ordenanzas municipales no podrán permitir la utilización de métodos que admitan el sacrificio de animales como sistema de control de la población animal.




La Cámara de Diputados, en el segundo trámite, agregó al final del inciso antes referido la siguiente oración: “Esta prohibición deberá extenderse a todos los servicios públicos, así como también a las organizaciones de protección animal que reciban recursos provenientes de los órganos de la Administración del Estado.”.



- La Comisión recomienda aprobar la enmienda propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi.
TÍTULO III

Artículo 6°

Inciso segundo

En el primer trámite constitucional, el Senado aprobó el artículo 6° que, en su inciso primero, consigna que será responsable de las mascotas o animales de compañía su dueño o poseedor. En tanto, quien tenga a un animal bajo su cuidado sólo responderá como fiador de los daños producidos por éste, en los términos establecidos en el Título XXXVI del Libro Cuarto del Código Civil. 

El inciso segundo, por su parte, establece que el responsable de una mascota o animal de compañía estará obligado a la adecuada identificación del mismo y de su dueño y a su inscripción en el registro respectivo, cuando corresponda; como, asimismo, a su alimentación, manejo sanitario, especialmente a la recolección y eliminación de heces, y al cumplimiento de toda otra obligación dispuesta en esta ley y sus normas complementarias.

Se consigna en el inciso tercero que será obligación del responsable de una mascota o animal de compañía mantenerlo en su domicilio, residencia o en el lugar que destine para su cuidado, el que deberá cumplir en todo momento con las condiciones de higiene y seguridad que fije un reglamento dictado a través del Ministerio de Salud, que deberá sujetarse a las disposiciones pertinentes del Código Sanitario.

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite, efectuó las siguientes modificaciones en el inciso segundo del artículo 6°:




- Suprimió la expresión “, cuando corresponda”, lo que es coherente con el predicamento de establecer un sistema de obligaciones que afectará a todos los dueños, poseedores y tenedores de mascotas o animales de compañía y a todos estos animales.


- La Comisión recomienda aprobar la enmienda propuesta por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi.



- Intercaló, a continuación del inciso segundo, los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser quinto:




“En el caso de perros y gatos, la identificación deberá hacerse a través de un sistema único, utilizando un dispositivo permanente e indeleble, de modo que permita relacionarlo con el responsable de tales mascotas o animales de compañía.




Corresponderá a las municipalidades velar por el cumplimiento de lo señalado en los incisos segundo y tercero precedentes. Para tales efectos, el Ministerio de Salud deberá proporcionar una plataforma informática de registro e identificación de mascotas y animales de compañía, a la que accederán las municipalidades.”.



El señor Subsecretario de Salud Pública afirmó que, si bien el Ministerio de Salud ha aceptado la responsabilidad de proporcionar una plataforma electrónica de registro de animales, considera que sería más conveniente que la Cartera de Interior y Seguridad Pública fuera el órgano que concentre las atribuciones en materia de tenencia responsable de mascotas. 




El doctor Pavletic, por su parte, puntualizó que debe quedar suficientemente claro que las municipalidades serán las entidades encargadas de hacer cumplir la obligación de registro e identificación de las mascotas. En ese sentido, consideró ineficaz, por insuficiente, la utilización del verbo “velar”, que consigna el inciso cuarto propuesto.




En cambio, el abogado de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Malik Mograby, precisó que, en la práctica, los gobiernos comunales no podrán obligar a los dueños o tenedores de mascotas a concurrir a sus dependencias para registrar sus animales. Por ello, la forma verbal “velar” le parece correctamente formulada.



En conformidad con los argumentos expuestos previamente, la  Comisión recomienda aprobar el inciso tercero propuesto y rechazar el cuarto. 

- Ambos acuerdos se adoptaron con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi.
Artículo 7°




El artículo 7° aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional, compuesto por dos incisos, prohíbe a los responsables de mascotas o animales de compañía el adiestramiento dirigido a incentivar la agresividad del animal. Además, sanciona con las penas establecidas en el artículo 291 bis del Código Penal
 la organización, promoción o difusión de espectáculos, competencias o desafíos que involucren peleas de animales.

En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó íntegramente el precepto, por otro cuyo texto se transcribe a continuación:

“Artículo 7°.- Se prohíbe a los responsables de mascotas o animales de compañía el adiestramiento dirigido a acrecentar y reforzar su agresividad. Lo dispuesto en este inciso no será aplicable en el caso de perros pertenecientes a las Fuerzas Armadas, a las de Orden y Seguridad Pública y a Gendarmería de Chile.

Asimismo, se prohíbe toda pelea de animales a los que se refiere esta ley, organizada como espectáculo. Quienes las organicen serán castigados con las penas establecidas en el artículo 291 bis del Código Penal. Quienes las promuevan o difundan serán castigados con multa de dos a veinte unidades tributarias mensuales.”. 





- La Comisión recomienda aprobar la sustitución propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi.
Artículo 8°




El artículo 8° aprobado por el Senado dispone:




“Artículo 8°.- El abandono de animales en bienes públicos, parques, plazas y en sitios eriazos o baldíos será sancionado con la multa establecida en el artículo 23.




Las municipalidades retirarán de los lugares mencionados en el inciso anterior a todo animal abandonado y lo entregarán a alguna de las organizaciones no gubernamentales de protección animal registradas de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, para sanitizarlo, esterilizarlo y reubicarlo al cuidado de alguna persona que asuma su tenencia responsable.”.




La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo reemplazó por otra disposición que reza como sigue:




“Artículo 8°.- Se prohíbe el abandono de animales. El abandono de animales será considerado maltrato y crueldad animal y será sancionado de acuerdo a lo establecido en el artículo 291 bis del Código Penal.”.



El señor Subsecretario de Salud Pública, no obstante estar de acuerdo con la redacción propuesta por la Cámara de Diputados, advirtió que la supresión del inciso segundo aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional significaría dejar sin una regulación precisa la situación de los perros vagos. 




Por lo cual se optó por desechar la sustitución, a fin de buscar en la Comisión Mixta una solución integral de este punto.


- La Comisión recomienda rechazar la sustitución propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi.
Artículo 9°



El artículo 9° sancionado por el Senado en el primer trámite constitucional, prescribe que todo responsable de un animal deberá responder civilmente de los daños causados por éste, conforme lo establecen los artículos 2.326 y 2.327 del Código Civil, sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda.

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite, lo sustituyó por otra disposición del siguiente tenor: 

“Artículo 9°.- Todo responsable de un animal regulado en esta ley responderá siempre civilmente de los daños que se causen por acción del animal, sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda.

Se exceptúan de la regla anterior aquellos casos en que el ataque se produzca en el interior de una propiedad debidamente cercada, cuando la persona dañada por el animal haya ingresado sin autorización del propietario o custodio, cuando ésta estuviere perpetrando crimen o simple delito contra la persona o bienes del dueño o tenedor del perro.”.
La discusión se hizo por incisos.

El Honorable Senador señor Chahuán consideró complejo establecer una norma de responsabilidad objetiva, como la que se consigna en el inciso primero y, en esa línea, manifestó su preferencia por el precepto aprobado el Senado.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe consideró que la disposición adolece de  visos de inconstitucionalidad o es, al menos, excesiva.

Al respecto, el Honorable Senador señor Girardi aseveró que la experiencia en causas judiciales incoadas por ataques de perros ha demostrado lo dificultoso que es demostrar la negligencia en el cuidado del animal por parte de su dueño o tenedor. Entonces, disponer un precepto de responsabilidad objetiva en este ámbito es positivo. En definitiva, no es al animal a quien deba achacársele responsabilidad, sino a la persona que lo tiene a su cargo, manifestó Su Señoría.

Coincidió con el planteamiento anterior el Honorable Senador señor Rossi, quien mencionó que en este caso la responsabilidad radica en la persona que no ha tomado las precauciones necesarias previas para evitar que el perro cause lesiones o daño.
En otro aspecto, el Honorable Senador señor Chahuán sostuvo que el inciso segundo de la norma aprobada en el segundo trámite constitucional agrega exigencias probatorias adicionales e impone al dueño o tenedor del perro el deber de acreditar que la persona atacada ha ingresado a su propiedad con la finalidad específica de perpetrar un crimen o simple delito. Bastaría, a su juicio, la prueba de que la persona ha entrado al inmueble sin autorización del propietario o custodio para que opere la excepción propuesta.

A mayor abundamiento, recomendó que en esta materia se mantenga la redacción aprobada en el primer trámite constitucional por el Senado que se consigna en el inciso segundo del artículo 28
.

- Puesto en votación el inciso primero, la Comisión acordó recomendar su aprobación por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Girardi y Rossi y la abstención de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe.


- La Comisión recomienda rechazar el inciso segundo de la sustitución propuesta por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán, Girardi y Rossi.
Artículo 10




El Senado, en el primer trámite constitucional, aprobó el artículo 10, que se refiere a la responsabilidad del organizador de eventos en que participen o se exhiban mascotas o animales de compañía, estableciendo que será solidariamente responsable de las lesiones o daños que pudieren ocasionar los animales en las personas, la propiedad o el medio ambiente.

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite, suprimió dicha norma.

En vista de que la materia se trata en disposiciones posteriores del proyecto de ley, la Comisión acordó recomendar la aprobación de la supresión propuesta
.



- Acordado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi.
Artículo 11 (10 de la Cámara)
El artículo 11 aprobado por el Senado prohíbe todo acto o convención que tenga por objeto la transferencia o la entrega a cualquier título de un animal perteneciente a una especie protegida o en peligro de extinción. Asimismo, prohíbe la venta ambulante de toda clase de animales.

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, consignó el referido precepto como Artículo 10 –dada la supresión precedentemente indicada- y le agregó un segundo inciso cuyo texto es el siguiente:

“Lo anterior, sin perjuicio de lo establecido en la ley de caza.”.

La Comisión consideró innecesaria la mención a la ley de caza introducida en el segundo trámite constitucional, puesto que ella rige aún sin esta mención expresa. 



- La Comisión recomienda rechazar la adición propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi.
TÍTULO IV

Artículo 12 (11 de la Cámara)
El artículo 12 aprobado por el Senado se transcribe a continuación:




“Artículo 12.- Corresponderá al Ministerio del Interior y Seguridad Pública mantener y administrar:




1°. Un registro de animales potencialmente peligrosos de la especie canina.




2°. Un registro de organizaciones no gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de animales.




3°. Un registro de criadores y vendedores de razas consideradas potencialmente peligrosas.

Para estos efectos, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá licitar la elaboración, administración y mantención de los registros recién señalados.”.

En el proyecto aprobado en el segundo trámite constitucional, la disposición pasó a ser artículo 11, modificado del modo que se indicará más adelante. La discusión y votación se dividieron, para pronunciarse sobre cada una de las enmiendas.

Inciso primero

- La Cámara de Diputados sustituyó, en el encabezado, la expresión “Ministerio del Interior y Seguridad Pública”, por “Ministerio de Salud”.
La Comisión, tal como lo ha señalado en el estudio de normas precedentes, considera indispensable la participación de la Secretaría de Estado de Interior y Seguridad Pública. Por tal razón, recomienda rechazar la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.


- Acordado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi.
- La Cámara revisora incorporó el siguiente número 1°, nuevo, pasando el actual número 1° a ser 2°, y así sucesivamente:

“1º. Un registro nacional de mascotas o animales de compañía.”.
En doctor Accorsi puntualizó que el registro se circunscribirá sólo a ejemplares de la especie canina y felina.


- La Comisión recomienda aprobar la enmienda propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.
- Ha incorporado en el número 1°, que ha pasado a ser 2°, luego de la expresión “Un registro”, el vocablo “nacional”.
- La Comisión recomienda aprobar la enmienda propuesta por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.
- Ha sustituido en el número 2°, que ha pasado a ser 3°, la expresión “organizaciones no gubernamentales” por “personas jurídicas sin fines de lucro”.
La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe preguntó por qué las instituciones con fines de lucro están excluidas de la posibilidad de registrarse. A modo de ejemplo, puso el caso de un hotel para animales o una clínica veterinaria, que colaboran a la tenencia responsable.

Al respecto, el señor Subsecretario de Salud Pública expresó que las organizaciones no gubernamentales comúnmente no poseen fines de lucro. Además, las instituciones con fines comerciales o de lucro forman parte de otro tipo de registros públicos.

- La Comisión recomienda aprobar la enmienda propuesta por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.
- La Cámara ha incorporado el siguiente número 4°, pasando el actual número 3° a ser número 5°:

“4º. Un registro de criadores y vendedores de mascotas o animales de compañía.”.
Aunque la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe planteó la conveniencia de que también el referido registro tenga expresamente el carácter de “nacional”, la Comisión entendió que la norma no excluye ni impide dicha característica.

Sin perjuicio de ello, en caso de que el presente proyecto de ley sea sometido posteriormente al trámite de Comisión Mixta, se acordó proponer entonces la incorporación del citado vocablo, si ello se sigue como consecuencia de otro acuerdo de la Comisión Mixta.

- La Comisión recomienda aprobar la modificación propuesta por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.
- La Cámara de Diputados reemplazó en el número 3°, que ha pasado a ser 5°, la expresión “razas consideradas potencialmente peligrosas” por “animales potencialmente peligrosos”, cambio que implica adherir al concepto de que hay especímenes que presentan semejantes características, lo que no es extrapolable por la ley a toda una raza o familia de animales.

- La Comisión recomienda aprobar la enmienda propuesta por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.
Inciso segundo

- La Cámara revisora sustituyó la expresión “Ministerio del Interior y Seguridad Pública” por “Ministerio de Salud”. 
En virtud del razonamiento ya explicitado, la Comisión ha considerado indispensable la participación en esta materia del Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Por ese motivo, recomienda rechazar la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.

- Acordado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.
- La Cámara intercaló, entre las palabras “licitar” y “la”, la frase “los sistemas informáticos para”.
La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe estimó innecesaria la intercalación propuesta, pues podría limitar el accionar del Ministerio de Salud en la licitación de la elaboración, administración y mantención de los registros. Sin embargo, agregó que no haría cuestión de ello, para facilitar el despacho del proyecto.
- La Comisión recomienda aprobar la modificación propuesta por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.
- La Cámara de Diputados reemplazó la frase “los registros recién señalados” por “dichos registros”.


- La Comisión recomienda aprobar la modificación propuesta por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.
Párrafo 1.
Epígrafe

El Senado, en el primer trámite constitucional, asignó el siguiente epígrafe al Párrafo 1:

“§ 1. Del Registro Nacional de Animales Potencialmente Peligrosos de la Especie Canina”.

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite, lo reemplazó por el que a continuación se transcribe:

“§ 1. Del Registro Nacional de Mascotas o Animales de Compañía y de Animales Potencialmente Peligrosos de la Especie Canina”.

Se trata, pues, de establecer la obligación de registrar a todas las mascotas, sean o no canes potencialmente peligrosos, en los registros respectivos.


- La Comisión recomienda aprobar la sustitución propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.
Artículo 13 (12 de la Cámara)



El artículo 13 aprobado por el Senado prescribe que los dueños de mascotas o animales de compañía de la especie canina que sean calificados como potencialmente peligrosos deberán inscribirlos en el Registro Nacional de Animales Potencialmente Peligrosos de la Especie Canina, en la forma y plazos que fije el reglamento respectivo.

En el segundo trámite constitucional pasó a ser artículo 12, sustituido de la siguiente manera:

“Artículo 12.- Los dueños de mascotas o animales de compañía o de animales potencialmente peligrosos deberán inscribirlos en el respectivo Registro, en la forma y plazos que fije el reglamento establecido en el artículo 4°.”.
Este precepto materializa el principio de dos registros, en los que deben inscribirse todas las mascotas, según su carácter.
- La Comisión recomienda aprobar la sustitución propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.

Artículo 14 (13 de la Cámara)
El Senado, en el primer trámite constitucional, sancionó la siguiente disposición:

“Artículo 14.- El Registro señalado en el artículo precedente contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:

1. El nombre completo, cédula de identidad y domicilio del dueño del animal.

2. El nombre del animal, género, especie, color y raza animal, si la tuviere.

3. El número que se asigna al animal para su debida identificación.

El Registro contemplará un sistema de identificación único, estandarizado e incorporado al animal de manera inseparable. Dicho sistema podrá incluir el uso de dispositivos externos, la implantación o aplicación de un microchip o mecanismo interno y otras medidas que permitan la identificación del animal.”.

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite, lo ubicó como artículo 13, con las siguientes enmiendas:

Encabezado

- Reemplazó la frase “El registro señalado en el artículo precedente contendrá” por la frase “Los registros contendrán”, lo que es consecuencia de la existencia de más de un registro.

- Agregó, a continuación de la palabra “menciones”, los vocablos “y datos”.
- La Comisión recomienda aprobar las modificaciones propuestas por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.
Número 2

- Lo reemplazó por el siguiente:

“2. El nombre del animal, género, especie, color; raza, si la tuviere; fotografía y marca u otra señal específica.”.


El señor Pavletic estimó exagerada la obligación de acompañar una fotografía o marca, toda vez que se encarecerá el sistema de identificación. En efecto, la exigencia del microchip es suficiente para individualizar a las mascotas.

- La Comisión recomienda rechazar el reemplazo propuesto por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.
Párrafo 2.

Epígrafe

El Senado, en el primer trámite constitucional, identificó con el siguiente epígrafe el Párrafo 2:

“§ 2. Del Registro Nacional de Organizaciones No Gubernamentales Promotoras de la Tenencia Responsable de Mascotas o Animales de Compañía”.
La Cámara de Diputados, en el segundo trámite, sustituyó la expresión “Organizaciones No Gubernamentales” por “Personas Jurídicas Sin Fines de Lucro".


- La Comisión recomienda aprobar la sustitución propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.
Artículo 15 (14 de la Cámara)
El Senado, en el primer trámite constitucional, sancionó el siguiente artículo 15:

“Artículo 15.- Las organizaciones no gubernamentales con personalidad jurídica cuyo objeto principal sea la protección de animales y la promoción de la tenencia responsable de mascotas podrán postular a recursos fiscales concursables que se dispongan para fines de seguridad u orden público.

Para estos efectos, las instituciones señaladas en el inciso precedente deberán inscribirse en el Registro Nacional de Organizaciones No Gubernamentales Promotoras de la Tenencia Responsable de Mascotas o Animales de Compañía, en la forma y plazo que determine el reglamento señalado en el artículo 4°.

El Registro señalado en el inciso anterior contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:

1. Nombre completo, rol único tributario y domicilio de la entidad.

2. Nombre completo, cédula de identidad y domicilio de su representante legal.

3. Indicación de la ubicación y capacidad de cada uno de los recintos o lugares destinados a la mantención de mascotas que se encuentren bajo la dependencia o cuidado de la respectiva entidad, si correspondiere.
4. Las demás que determine el reglamento respectivo.”.

En el segundo trámite, la Cámara de Diputados, junto con ubicarlo como artículo 14, aprobó las siguientes modificaciones:

Inciso primero

- Sustituyó la expresión “organizaciones no gubernamentales” por “personas jurídicas sin fines de lucro”.

Debido a que, de aprobarse la modificación propuesta, se generaría un problema de redacción de la disposición, la Comisión, pese a estar de acuerdo con el mérito de la enmienda, decidió recomendar su rechazo, con la finalidad de corregir el texto en el trámite de Comisión Mixta.

- Acordado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.
- Agregó, a continuación del punto a parte que pasa a ser coma, la siguiente frase: “bienestar animal y prevención de transmisión de enfermedades zoonóticas.”.
- La Comisión recomienda aprobar la enmienda propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.
Inciso segundo

- Reemplazó la expresión “Organizaciones No Gubernamentales” por “Personas Jurídicas Sin Fines de Lucro”.

- Sustituyó la frase “señalado en el artículo 4°” por el vocablo “respectivo”.
- La Comisión recomienda aprobar ambas modificaciones propuestas por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.
Inciso tercero





Enuncia las menciones que debe contener el Registro.
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El texto del Senado determina que debe indicar la ubicación y capacidad de cada uno de los recintos o lugares destinados a la mantención de mascotas que se encuentren bajo la dependencia o cuidado de la respectiva entidad, si correspondiere.
- La Cámara de Diputados lo reemplazó por el siguiente:

“3. Indicación de la o las actividades específicas que desarrolla la entidad en promoción de la tenencia responsable y control reproductivo, tales como: 

a) Educación y cultura en tenencia responsable. 

b) Esterilizaciones caninas y felinas y atención veterinaria primaria. 

c) Rescate, recuperación y adopción. 

d) Cuidado de mascotas en centros o lugares destinados a su mantención, señalándose la ubicación y capacidad de cada uno de ellos. 

e) Adiestramiento, rehabilitación y comportamiento animal. 

f) Asesorías jurídicas, juicios, consultorías, desarrollo institucional, articulación y proposición de normas legales.”.

- La Comisión recomienda aprobar el reemplazo propuesto por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.
Artículo 16 (15 de la Cámara)
El artículo 16 aprobado en el primer trámite constitucional por el Senado dispone que en el caso de que se modificare cualquiera de las menciones que deben figurar en el Registro de Organizaciones no Gubernamentales cuyo objetivo principal sea la protección de animales y la promoción de la tenencia responsable de mascotas, corresponderá al representante legal de la entidad respectiva informar el nuevo antecedente a la entidad encargada del Registro Nacional, en un plazo no superior a treinta días.

En el segundo trámite constitucional, pasó a ser artículo 15, modificado del modo siguiente:

- Se reemplazó la expresión “Organizaciones No Gubernamentales” por “Personas Jurídicas Sin Fines de Lucro”.

- Sustituyó la palabra “treinta” por el vocablo “noventa”.


- La Comisión recomienda aprobar ambas modificaciones propuestas por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.
Párrafo 3.

Epígrafe

El Senado, en el primer trámite constitucional, estableció el siguiente epígrafe para el Párrafo 2:

“§ 3. Del Registro Nacional de Criaderos de Razas Potencialmente Peligrosas”.

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite, consistentemente con otras enmiendas ya aprobadas, lo reemplazó por otro del siguiente tenor:

“§ 3. De los Registros Nacionales de Criadores de Mascotas o Animales de Compañía y de Animales Potencialmente Peligrosos.”.

- La Comisión recomienda aprobar el reemplazo propuesto por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.
Artículo 17 (16 de la Cámara)
El artículo 17 aprobado por el Senado está constituido por dos incisos.
El primero de ellos dispone que los dueños de criaderos y los vendedores de mascotas o animales de compañía de la especie canina que pertenezcan a razas calificadas como potencialmente peligrosas, o de cruces o híbridos de ellas, deberán inscribirse en el Registro Nacional de Criaderos de Razas Potencialmente Peligrosas, en la forma y plazo que determine el reglamento señalado en el artículo 4°.

El segundo, por su parte, establece que, además, corresponderá a esos dueños de criaderos y vendedores de mascotas o animales de compañía calificados como potencialmente peligrosos, esterilizarlos antes de su transferencia o entrega a cualquier título, a menos que el adquirente o receptor sea otro criadero que se encuentre debidamente inscrito en el Registro Nacional; esté último podrá destinarlos a la reproducción.

En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados lo aprobó como artículo 16, modificado de la manera que se indicará. El estudio y decisión fueron divididos por incisos.

Inciso primero

- Se reemplazó por el siguiente:

“Artículo 16.- Los dueños, administradores o gestores de criaderos y los vendedores de animales de los que trata esta ley deberán inscribirse en el registro respectivo, en la forma y plazo que determine el reglamento a que se refiere el artículo 4°.”.
- La Comisión recomienda aprobar el reemplazo propuesto por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.
Inciso segundo

- Se intercaló, entre las palabras “peligrosos” y “esterilizarlos”, las frase entre comas “según lo establece esta ley y el respectivo reglamento”.

El señor Pavletic manifestó dudas ante la posibilidad de que existan criaderos de perros potencialmente peligrosos, puesto que tal calificación sólo se efectuará de acuerdo a los episodios de agresión en que los animales se vean involucrados.

El Honorable Senador señor Chahuán explicó que dicha calificación no sólo estará relacionada con episodios de agresión, sino que también se considerará para tal efecto ciertas características físicas del animal, su masa corporal o su conducta agresiva, de acuerdo a la información científica disponible y se recurrirá a la evaluación de expertos en conducta animal. 
El señor Pavletic acotó que los requisitos para calificar como potencialmente peligroso a un ejemplar de la especie canina, de acuerdo con el artículo 4° del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados, deben tener el carácter de copulativos, ya que, de otra forma, una gran cantidad de perros entraría inmediatamente en esa categoría. Además, la referencia a razas peligrosas ha sido excluida y la calificación se debe hacer caso a caso.
El doctor Pizarro estimó redundante establecer la obligatoriedad de esterilizar a los perros potencialmente peligrosos, debido a que esa exigencia está contemplada para la totalidad de los ejemplares de la especie canina.

- La Comisión recomienda aprobar la intercalación propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi.

Artículo 18 (17 de la Cámara)
El en primer trámite constitucional, el Senado aprobó el siguiente artículo 18:

“Artículo 18.- El Registro indicado en el artículo precedente contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:

1. El nombre completo, cédula de identidad y domicilio del dueño del criadero o del representante legal de la persona jurídica propietaria del establecimiento. En este último caso, además, se deberá indicar el nombre o razón social, rol único tributario y domicilio de la entidad propietaria.
2. La indicación de las razas de canes potencialmente peligrosos, o los cruces o híbridos derivados de las mismas, que el criadero reproduzca.

3. Las demás que determine el reglamento.”.

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite, lo consignó como artículo 17, con las enmiendas que se transcriben a continuación:

Encabezado

- Sustituyó la frase “El registro indicado en el artículo precedente contendrá” por la expresión “Estos registros contendrán”.

Número 1

- Agregó, a continuación del punto aparte, que pasa a ser coma, la siguiente oración: “y proporcionar un certificado de vigencia de la misma.”.

Número 2

- Suprimió la expresión “potencialmente peligrosos”.

- Incorporó los siguientes números 3 y 4, nuevos, pasando el actual número 3 a ser 5:

“3. La indicación del número total de ejemplares caninos considerados como potencialmente peligrosos, señalando sexo y edad. Además, deberá informar sobre la cantidad de crías producidas por año y su sexo.

4. La indicación del número total de mascotas y animales de compañía, señalando sexo y edad. Además, deberá informar sobre la cantidad de crías producidas por año y su sexo.”.
- La Comisión recomienda aprobar todas las enmiendas propuestas al artículo 18 del texto del Senado por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.
Artículo 19




El artículo 19 aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional establece, en su primer inciso, la exigencia de que los locales de venta y crianza de mascotas o animales de compañía lleven un registro en que consten los datos que determine el reglamento que se dicte al efecto, así como los controles periódicos a que deban someterse los animales. 



Luego, el segundo inciso dispone que corresponderá al vendedor entregar los animales esterilizados, a menos que el adquirente o receptor sea otro criador que se encuentre debidamente inscrito en el Registro Nacional de Criaderos de Razas Potencialmente Peligrosas, el que podrá destinarlos a la reproducción. Además, el vendedor deberá asegurar que los animales cuenten con las vacunas y tratamientos antiparasitarios correspondientes a la edad y especie de que se trate.




Finalmente, se impone la obligación  de entregar por escrito al comprador completa información sobre la tenencia responsable del animal, el manejo sanitario y la alimentación requerida por la especie, así como de las disposiciones de esta ley.

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite, suprimió dicha disposición.

Dado que la regulación de los locales de venta y crianza de mascotas y animales de compañía fue consignada por la Cámara de Diputados como artículo 21, la Comisión convino en recomendar la aprobación de la eliminación propuesta.


- Acordado por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi.
TÍTULO V




El TÍTULO V aprobado en el primer trámite constitucional por el Senado, denominado “Del Consejo Nacional de Protección Animal y la Estrategia Nacional de Protección de Población Animal”, está compuesto por los artículos 20 y 21, que tratan las siguientes materias:
El primero de ellos se encarga de la creación del Consejo Nacional de Protección Animal, instancia multisectorial responsable de la elaboración de la Estrategia Nacional de Protección de Población Animal. 

Dispone que estará integra por las siguientes autoridades: el Subsecretario del Interior, quien lo presidirá; un Subsecretario del Ministerio de Salud; el Subsecretario de Educación; el Subsecretario de Agricultura, y el  Subsecretario de Hacienda.

En último término, consigna que las modalidades de operación y el funcionamiento del referido Consejo serán establecidos por un reglamento dictado a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, suscrito también por los Ministros de las otras Secretarías de Estado que componen el Consejo.

Por su parte, el artículo 21 prescribe que la Estrategia Nacional de Protección de Población Animal establecerá los lineamientos de política pública en materia de control y protección de la población animal, especialmente canina, teniendo en consideración lo señalado en esta ley y en la ley N° 20.380, sobre protección de animales. Igualmente, se indican las tareas que deberá comprender  dicha Estrategia:

1°. Campañas de educación en tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, para toda la población.

2°. Herramientas que permitan y faciliten a la población una adecuada tenencia responsable de mascotas o animales de compañía.

3°. Programas para fomentar el cuidado de la salud animal y el control sanitario de mascotas o animales de compañía, y para prevenir su abandono e incentivar la adopción de los mismos.

4°. Programas de esterilización masiva y obligatoria de mascotas o animales de compañía.

5°. Sistemas de registro e identificación de mascotas o animales de compañía.

6°. Mecanismos para desincentivar la crianza y reproducción indiscriminada de mascotas o animales de compañía. 

7°. Asociaciones estratégicas con organizaciones no gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, con el objeto de generar asociatividad y colaboración para el diseño e implementación de las distintas materias vinculadas con la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía.

El inciso segundo del artículo 21 señala que dentro de los treinta días siguientes a la dictación del acto administrativo que establezca la Estrategia Nacional, los Subsecretarios del Interior y el de Salud respectivo deberán presentarla ante la Comisión permanente de la Cámara de Diputados que dicha Corporación acuerde en sesión de Sala.

En el siguiente inciso se establece que la Estrategia Nacional se revisará cada cinco años, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para modificarla o actualizarla en cualquier momento y de las proposiciones que en tal sentido formulen los Ministerios responsables. 

Finalmente, se impone la exigencia de que las modificaciones o actualizaciones que se realicen a la Estrategia Nacional deberán ser informadas a la Comisión permanente de la Cámara de Diputados ante la que se presentó la original, dentro del plazo de treinta días, contado desde su aprobación.

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, suprimió el TÍTULO V, y por ende los artículos 20 y 21 que lo integran.
El Honorable Senador señor Rossi consideró de relevancia la contar con un organismo como el Consejo Nacional de Protección Animal que fue aprobado por el Senado, que permita coordinar intersectorialmente la política pública en esta materia y darle continuidad en el tiempo.

En el mismo orden de ideas, el Honorable Senador señor Girardi recordó que en votaciones anteriores la Comisión se ha pronunciado uniformemente por el rechazo de las normas que asignan al Ministerio de Salud la responsabilidad exclusiva de implementar la iniciativa legal en debate, debiendo participar también el Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Por ello, solicitó recomendar el rechazo de la eliminación propuesta por la Cámara de Diputados.

Los demás miembros de la Comisión presentes concordaron con esa propuesta.

- Acordado con el voto unánime de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi.
- - - - - - -
TÍTULOS V, VI y VII, nuevos





La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, incorporó los TÍTULOS V, VI y VII, nuevos, que se consignan a continuación, lo mismo que el debate y proposiciones de la Comisión de Salud.

“TÍTULO V

De los centros de mantención temporal de mascotas o animales de compañía

Artículo 18.- Todo centro de mantención temporal de mascotas o animales de compañía deberá llevar un registro con los datos de cada uno de los animales que ingresen en el recinto y egresen de él, y estará obligado a mantener condiciones de bienestar animal, higiénicas y sanitarias adecuadas al tipo y cantidad de animales que albergue, para asegurar la salud pública, el bienestar de la comunidad, de los animales y la sanidad del ambiente.

Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud establecerá las normas para dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso primero de este artículo.

Respecto de las condiciones de bienestar de los animales y de seguridad de las personas, estos recintos deberán, entre otras obligaciones, contar con espacios suficientes para cubrir las necesidades fisiológicas y etológicas de los animales y proveerles alimento y agua en cantidades necesarias. 

Asimismo, deberán contar con un número suficiente de caniles, jaulas y corrales, según sea el caso. Éstos deberán tener una superficie que permita el movimiento de los animales y evite su sufrimiento.

Las especificaciones referidas en los incisos tercero  y  cuarto  se  incorporarán  en los  reglamentos  respectivos  de la ley 
N° 20.380. Las contravenciones de dichos incisos se sancionarán de acuerdo a lo establecido en el artículo 13 de la ley N° 20.380, para lo cual se podrá imponer además la clausura temporal, hasta por tres meses, o la clausura definitiva del establecimiento.
Artículo 19.- Los centros de mantención temporal de mascotas o animales de compañía estarán a cargo de un médico veterinario y deberán obtener permiso de funcionamiento de la municipalidad respectiva, previo pago del mismo, además de contar con el informe favorable de la autoridad sanitaria.

Artículo 20.- En caso de cierre o abandono de un centro de mantención temporal de mascotas o animales de compañía, sus responsables estarán obligados a entregar a quien asuma su tenencia responsable los animales que alberguen o, en su defecto, a trasladarlos a otro de dichos centros. En cualquier caso, junto con los animales deberán entregar todos sus antecedentes sanitarios.”.


El doctor Accorsi explicó que en la actualidad no hay una regulación específica para los caniles temporales, por lo que la disposición viene a llenar ese vacío normativo.

Seguidamente, el doctor Pizarro agregó que la reglamentación propuesta también debería hacerse extensiva a criaderos y clínicas veterinarias, cuestión que podría resolverse en la Comisión Mixta

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe reparó en la frase “estarán a cargo” contenida en el inciso primero y que hace referencia a que el médico veterinario será el profesional responsable de los centros de mantención temporal de mascotas o animales de compañía. En esa línea, sugirió sustituir dicha frase por “contarán con los servicios”, lo que, en su parecer, evita que se interprete la norma en el sentido de que un veterinario deba estar permanentemente en el respectivo local.

Sobre ese punto, el doctor Pizarro expresó que el objetivo de la referida exigencia es que un médico veterinario se haga responsable del funcionamiento de los centros de mantención, sin que ello implique que deba estar presente de forma continua.

En conclusión, la Comisión convino en recomendar el rechazo del inciso segundo del artículo 18 y el artículo 19, con la finalidad de que en el trámite de Comisión Mixta se complete la regulación de los criaderos y las clínicas veterinarias y, por otro lado, se rectifique lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 18 propuesto, toda vez que otorgar al Ministerio de Salud la facultad de dictar un reglamento contrariaría las normas constitucionales que regulan la potestad reglamentaria, que corresponde exclusivamente al Presidente de la República. Coincidentemente, propone, aprobar el resto del artículo 18 y el artículo 20.

- Acordado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi.
“TÍTULO VI

De la venta, crianza y exposición

de mascotas o animales de compañía

Artículo 21.- Los locales de venta y crianza de mascotas o animales de compañía estarán a cargo de un médico veterinario.

Estos locales tendrán la obligación de llevar un registro en que consten los datos que determine un reglamento del Ministerio de Salud, así como los controles periódicos a que deban someterse los animales.

Los dueños de criaderos y los vendedores de mascotas o animales de compañía de la especie canina que sean considerados como potencialmente peligrosos,  deberán inscribirse en un registro nacional de criaderos y vendedores de animales potencialmente peligrosos que administrará e implementará el Ministerio de Salud.

Corresponderá al médico veterinario a cargo de estos locales asegurar que los animales que salgan del establecimiento cuenten con las vacunas y tratamientos antiparasitarios correspondientes a la edad y especie de que se trate.

Corresponderá a los dueños de criaderos y a los vendedores de mascotas o animales de compañía esterilizarlos antes de su entrega a cualquier título, a menos que el adquiriente sea otro criadero debidamente establecido e inscrito en el registro nacional de criaderos y vendedores de animales potencialmente peligrosos. 

Se deberá entregar por escrito al comprador completa información sobre la tenencia responsable del animal, el manejo sanitario y la alimentación requerida por la especie, así como de las disposiciones de esta ley.
Artículo 22.- Los establecimientos que mantengan mascotas o animales de compañía deberán contar con sistemas de extracción de aire o cualquier otro que impida que las personas que concurren a ellos, y las que residen en predios colindantes, sean afectadas por aerosoles o secreciones de cualquier tipo generadas por los animales.

Artículo 23.- El organizador de espectáculos o exhibición de animales y, en subsidio, el propietario del recinto donde se desarrollen tales actividades, deberá tomar las medidas necesarias para acopiar y eliminar sanitariamente las excretas y desechos de los animales. Deberá adoptar también las previsiones suficientes para evitar accidentes provocados por los animales, así como disponer de las instalaciones necesarias para un adecuado manejo de los mismos, cumpliendo las condiciones de bienestar animal necesarias, evitando entre otras las condiciones que puedan generar maltrato o sufrimiento para los animales o el deterioro de la salud animal. 

Además, será responsable de los daños que causen dichos animales a las personas, a la propiedad o al medio ambiente, conforme a las reglas señaladas en el artículo 9º.

El incumplimiento de las condiciones de bienestar de los animales y seguridad de las personas mencionadas en este título será sancionado de acuerdo a lo establecido en el artículo 13 de la ley N° 20.380. Además de ello, se podrá imponer la clausura temporal, hasta por tres meses, o la clausura definitiva del establecimiento.”.
Al igual que en el debate del artículo 19, y por los mismos argumentos, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe manifestó sus aprensiones sobre la frase que dispone que los locales “estarán a cargo” de un médico veterinario, del inciso primero del artículo 21 propuesto por la Cámara de Diputados, en relación con los locales de venta y crianza de mascotas y animales de compañía. 

Por otro lado, reiteró su disconformidad con la exigencia de que los referidos locales esterilicen a los animales antes de su entrega a cualquier título, en el entendido de que debería dejarse la alternativa de que una persona, asumiendo todas las obligaciones que le imponen las normas sobre tenencia responsable, pueda reproducir a su mascota, sin necesidad de constituirse como un criadero. Asimismo, postuló que es difícil que alguien que ha pagado un precio alto por la compra de un animal luego abandone a sus crías. 

Sobre este punto, el Honorable Senador señor Girardi afirmó que entre los principios fundamentales que pretende instaurar el proyecto de ley está la prohibición del sacrificio de animales como medida de control poblacional y, en ese contexto, si bien pueden existir personas que den un trato responsable a las mascotas y sus eventuales crías, la experiencia ha demostrado que el abandono es la medida que prima entre quienes reproducen indiscriminadamente a sus animales de compañía.

El doctor Pizarro, por su parte, no obstante admitir que quizás podrían revisarse los requisitos para quienes deseen reproducir mascotas –lo que podría hacerse en el reglamento que debe dictarse una vez aprobada la ley-, sostuvo que, actualmente, la venta de animales no es la regla general, sino que la entrega a título gratuito, sin que estén esterilizados. Ello justificaría la imposición de normas tan restrictivas como las que propone la iniciativa legal en materia de esterilización y que la crianza sólo se permita a los criadores establecidos como tales.

En otro asunto, se mostró contrario a que se contemple un registro de criadores de animales potencialmente peligrosos, ya que, en su opinión, sólo debiese contemplarse uno para la generalidad de los criadores de mascotas y animales de compañía, en que se detallen los ejemplares que puedan tener aquella calificación. Añadió que disiente de la idea de que puedan constituirse criaderos de perros potencialmente peligrosos.

A su turno, el Honorable Senador señor Rossi hizo notar su postura favorable a la esterilización de los animales que provengan de locales de venta o crianza de mascotas, toda vez que dicha acción es primordial si se pretende atacar de forma decisiva el problema de los perros callejeros. Incluso, acotó, esa medida favorecerá a los locales de expendio de animales, debido a que tendrán la exclusividad de la reproducción.

En resumen, si bien asumió que muchas de las políticas que se adoptan en materias de salud pueden tener algunas externalidades negativas, en aras de un bien superior y ante la falta de otras alternativas viables, exhortó a los demás miembros de la Comisión a mantener la esterilización como forma de controlar la población animal.

La Comisión acordó recomendar la aprobación del artículo 21, salvo en lo que respecta a su inciso tercero, en el entendido de que no se consideró apropiada la existencia de criaderos que se dediquen a la reproducción de perros potencialmente peligrosos.


- En base a los argumentos antedichos, la Comisión recomienda rechazar lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 21 propuesto por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi.

-  Con la misma votación, la Comisión recomienda aprobar el resto del precepto, así como los artículos 22 y 23 que forman parte del nuevo Título VI. 

“Título VII

Sobre estrategia de protección

y control de población animal

Artículo 24.- La autoridad sanitaria dará prioridad a la educación para la tenencia responsable de animales, a fin de controlar especialmente la población canina y felina, procurando, además, que para este efecto se apliquen otras medidas integrales de prevención, como el control sistemático de fertilidad canina y felina y de factores ambientales relacionados, y el registro e identificación de estos animales domésticos.

Corresponderá al Ministerio de Salud regular a través de un reglamento la tenencia responsable de las mascotas o animales de compañía a que se refiere el artículo 2°. Este reglamento deberá establecer:

1) Requisitos de las campañas de educación en tenencia responsable de animales, para toda la comunidad.

2) Condiciones para el desarrollo de programas para prevenir el abandono de animales e incentivar su adopción.

3) Condiciones para el desarrollo de programas de esterilización masiva y obligatoria de animales, con el objeto de promover su bienestar y salud y evitar consecuencias dañinas para la salud y seguridad de las personas y el medio ambiente.

4) Sistemas de registro e identificación de animales.

5) Sistemas para desincentivar la crianza y reproducción indiscriminada de animales. 

Los órganos de la Administración del Estado con competencias sobre la promoción de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía podrán celebrar convenios con personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, que realicen actividades de protección animal, sean de carácter académico, gremial, científico u otras.

Artículo 25.- Al mismo tiempo, las municipalidades dictarán una ordenanza sobre la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía a que se refiere el artículo 2°, que deberá seguir los parámetros establecidos en un reglamento dictado por el Ministerio de Salud, y que tendrá como contenidos mínimos los indicados en los números 1 al 5 del artículo anterior.

Artículo 26.- Para estos fines, las personas jurídicas sin fines de lucro entre cuyos objetos estén la protección de los animales y la promoción de la tenencia responsable, podrán concursar a fondos fiscales concursables que se dispongan, entre otros,  para fines de seguridad u orden público.”.
De conformidad con los argumentos de expuestos en el análisis de los artículos 20 y 21 aprobados por el Senado en el primer trámite constitucional, cuya supresión fue rechazada, la Comisión acordó igualmente el rechazo de las disposiciones contenidas en el Título VII propuesto por la Cámara de Diputados, con el propósito de buscar una solución en la Comisión Mixta.


- Acordado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi.
- - - - - - - -

TÍTULO VI

El Título VI del proyecto aprobado por el Senado, denominado “De las infracciones y sanciones”, está compuesto por siete preceptos, que abarcan desde el artículo 22 hasta el 28.

El artículo 22 sanciona el incumplimiento de la obligación establecida en el artículo 13 con una multa de hasta quince unidades tributarias mensuales.

Seguidamente, el artículo 23 dispone que el dueño o poseedor de un animal potencialmente peligroso que incumpliere las obligaciones que se le hayan impuesto conforme al artículo 4° será sancionado con una multa de cinco a veinte unidades tributarias mensuales
.

El artículo 24 se ocupa de las sanciones que se aplicarán al criadero o al vendedor de mascotas o animales de compañía potencialmente peligrosos que incumpliere las obligaciones establecidas en la presente ley y sus reglamentos, imponiendo una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales
. 
La norma agrega que, en caso de reincidencia, será sancionado con el doble de la multa. En tanto, si el criadero incurriere por tercera vez en la misma conducta, se establece una multa de treinta a noventa
 unidades tributarias mensuales y la posibilidad de que la autoridad fiscalizadora proceda a la clausura.

Por su parte, el artículo 25 consigna que toda otra contravención a la normativa se sancionará con multa de una a treinta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 291 bis y 491, inciso segundo, del Código Penal.

Asimismo, dispone que en caso de reincidencia en las infracciones establecidas en este Título, salvo las contenidas en el artículo anterior, podrá imponerse hasta el doble de la multa, quedando además el juez de policía local facultado para disponer el comiso del animal y determinar su destino. Las entidades inscritas en el registro establecido en el artículo 15 podrán recibir a los animales decomisados hasta encontrar un nuevo tenedor. Serán de cargo del infractor los gastos por los cuidados, alimentación y tratamientos médico veterinarios del animal.

El artículo 26 se ocupa del destino de los recursos provenientes de las multas que se recauden por aplicación de la preceptiva legal, disponiendo su ingreso íntegro al patrimonio de la municipalidad respectiva.

Acto seguido, el artículo 27 establece que la fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de esta ley y de sus reglamentos corresponderá a las municipalidades, y a la autoridad sanitaria en las materias de su competencia, sin perjuicio de las facultades y atribuciones del Ministerio Público y de Carabineros de Chile.

Además,  consigna que las infracciones al Código Sanitario y sus normas complementarias serán sancionadas de acuerdo con lo establecido en el artículo 174 de dicho Código.

Finalmente, el artículo 28 prescribe que el juez competente en materia penal deberá autorizar la incautación de los perros declarados potencialmente peligrosos que hayan causado lesiones graves o la muerte de una persona, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales del dueño, poseedor o cuidador del animal. El perro incautado será puesto a disposición de las organizaciones no gubernamentales de protección animal registradas de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, las que se harán cargo de él para efectos de que sea rehabilitado, si fuere posible, y para sanitizarlo, esterilizarlo y, si finalmente se decreta su comiso, reubicarlo en un hogar apto, previo examen de expertos, de forma que no constituya un peligro para las personas. Los costos derivados de la resolución judicial serán de cargo del dueño o poseedor del animal.

Se exceptúa de lo señalado precedentemente la situación del ejemplar canino que diere muerte o causare lesiones graves al que se encontrare en la circunstancia prevista y sancionada por el artículo 144 del Código Penal
, así como al que se introdujere a un domicilio, residencia o morada sin autorización de los moradores ni justificación alguna o con el propósito de cometer delito.

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo reemplazó por otro, que pasó a ser TÍTULO VIII, denominado “De las infracciones y sanciones”, y que contiene los siguientes preceptos:
“Artículo 27.- Sin perjuicio de las facultades y atribuciones del Ministerio Público y de Carabineros de Chile, la fiscalización y el cumplimiento de las disposiciones de esta ley y sus reglamentos corresponderá a las municipalidades en las materias de su competencia, y a la autoridad sanitaria que las ejercerá de conformidad con lo establecido en el Código Sanitario, en especial su Libro Décimo.

Las infracciones de los reglamentos del Ministerio de Salud, mencionados en esta ley, serán sancionadas de acuerdo a lo establecido en el artículo 174 del Código Sanitario.
Entiéndense incluidos en el concepto de animales feroces del Nº 18 del artículo 494 del Código Penal, aquellos catalogados como animales potencialmente peligrosos de acuerdo a los artículos 2º y 4º de esta ley.
Artículo 28.- Toda otra contravención de esta ley se sancionará con multa de una a treinta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en el Código Penal sobre maltrato animal y en otras normas relacionadas.

En caso de reincidencia, podrá imponerse hasta el doble de la multa, quedando además el juez de policía local facultado para disponer el comiso del animal y su ingreso a un refugio de animales o a un centro de mantención temporal o su entrega a la persona que designe para tal efecto y que acepte el encargo, por el plazo que determine. Serán de cargo del infractor los gastos por los cuidados, alimentación y tratamientos médico veterinarios, si los hubiere.

Las multas que se recauden por la aplicación de esta ley ingresarán íntegramente al patrimonio de la municipalidad respectiva, según corresponda, y deberán ser destinadas exclusivamente a fines que permitan cumplir las disposiciones de esta ley.
Artículo 29.- En los casos en que las infracciones se cometan por centros de mantención temporal que persigan fines de lucro, podrán aplicarse multas de hasta cincuenta unidades tributarias mensuales; en caso de reincidencia se aplicará el doble de la multa. Además de ello, se podrá imponer la clausura temporal, hasta por tres meses, o la clausura definitiva del establecimiento.”.

El Honorable Senador señor Rossi reparó en el hecho de que las multas del artículo 29  se apliquen sólo en el caso de que la infracción respectiva sea cometida por un centro de mantención temporal que persiga fines de lucro. Aseveró que no existe razón para hacer esa distinción, debiendo aplicarse la sanción con independencia de los fines que pretenda la entidad.

En definitiva, lo relativo a tipificación y sanciones deberá ser resuelto de modo armónico y coherente en la Comisión Mixta.

- La Comisión recomienda aprobar el epígrafe y los  artículos 27 y 28 propuestos por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi.

- En conformidad con lo expuesto precedentemente, la Comisión recomienda rechazar el artículo 29 propuesto por la Cámara revisora, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi.
TÍTULO VII




El Senado, en el primer trámite constitucional, aprobó el siguiente TÍTULO VII, denominado “Disposiciones Generales”, el cual consta de siete preceptos. 

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite, lo consignó como TÍTULO IX e introdujo enmiendas en los artículos 31, 33 y 34 del texto del Senado. Además, insertó artículos nuevos, signados con los números 33, 35 y 37. 
Artículo 31

La Cámara de Diputados suprimió el artículo 31, cuyo tenor es el siguiente:

“Artículo 31.- Toda persona que sea amenazada o perturbada en su vida, su salud o su integridad por acción de un animal de los que trata esta ley podrá denunciar el hecho, sin mayor formalidad, ante el juez de policía local competente, a fin de que éste, en el más breve plazo, adopte las medidas que estime necesarias para eliminar dicha amenaza o perturbación.

El juez podrá decretar la inspección personal del tribunal o requerir de la autoridad sanitaria, profesionales u organismos que estime pertinentes, los informes que sean necesarios para determinar las medidas a adoptar en relación con la mascota o animal de compañía.”.
Hubo consenso en la Comisión en cuanto a que el recurso que se crea en dicho artículo es innecesario, porque los jueces de policía local cuentan con atribuciones suficientes, y porque contribuiría a generar confusión por su semejanza con el de protección que instituye la Constitución Política de la República.

- Por las razones expuestas, la Comisión propone aprobar la supresión del artículo 31, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi.

- - - - - - -

Enseguida, la Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional,  ha incorporado en este Título el siguiente artículo 33, nuevo:

“Artículo 33.- Todo producto alimenticio para mascotas o animales de compañía que se comercialice en el país deberá contener en su envase un espacio en el que se informará al público lo que se entiende por tenencia responsable de los mismos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2°, así como disponer de los espacios para campañas de educación sobre tenencia responsable que el Ministerio de Salud implemente, según el respectivo reglamento.

Un reglamento expedido por el Ministerio de Salud establecerá los requisitos que deberá contener el referido envase, entre los que se encontrará el tamaño de la letra, la dimensión o porcentaje del envase a utilizar para la difusión de campañas que disponga dicho Ministerio, y las direcciones o vínculos a redes sociales en internet relativas a la educación para la tenencia responsable.”.




Se juzgó apropiado el hecho de que la autoridad sanitaria tenga la potestad de regular la información que, en materia de tenencia responsable, deben contener los productos alimenticios para mascotas o animales de compañía, por lo que se propone aprobar el primer inciso del nuevo artículo 33.
Debido a que la disposición del inciso segundo del nuevo artículo 33 importaría afectar el ámbito de la potestad reglamentaria que la Constitución Política de la República reserva de forma exclusiva al Presidente de la República, la Comisión acordó recomendar su rechazo, para adecuar la redacción en la Comisión Mixta.

  - Acordado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi.
- - - - - - - -

Artículo 33 (34 de la Cámara)
El Senado, en el primer trámite constitucional, aprobó un precepto que introduce modificaciones al Código Penal, concebido en los siguientes términos:

“Artículo 33.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:

a) Agréganse, en el artículo 291 bis, los siguientes incisos segundo y tercero: 

“Se impondrá, además, la pena accesoria de prohibición absoluta perpetua para la tenencia de cualquier tipo de animales, al que sea condenado por el delito sancionado en el inciso anterior y al que infrinja lo dispuesto en el artículo 7° de la ley sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos. Esta pena accesoria no podrá ser sustituida ni rebajada y se aplicará en todo caso.

Podrán querellarse en los procesos por los delitos de este artículo las organizaciones con personalidad jurídica que tengan por finalidad la protección de los animales y que se hallen inscritas en el Registro a que se refiere el artículo 15 de la ley indicada en el inciso precedente.”.

b) Incorpórase, en el número 18 del artículo 494, la siguiente oración final: “En el caso de los animales de la especie canina considerados potencialmente peligrosos, se aplicará lo dispuesto por la legislación especial sobre la materia.”.

En el segundo trámite, la Cámara de Diputados lo sustituyó por el siguiente:




“Artículo 34.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:

1) Agrégase en el artículo 21, en la ESCALA GENERAL, Penas de simples delitos, al final del listado, la siguiente pena: “Inhabilidad absoluta perpetua para la tenencia de animales.”.

2) Intercálase, en el número 5 del artículo 90, entre el vocablo “edad” y la coma que le sigue, la expresión “o para la tenencia de animales”.

3) Agréganse, en el artículo 291 bis, los siguientes incisos segundo y tercero:

“Se impondrá, además, la pena accesoria de inhabilidad absoluta perpetua para la tenencia de cualquier tipo de animales, al que sea condenado por el delito sancionado en el inciso anterior, y al que infrinja lo dispuesto en el artículo 7° de la ley sobre Tenencia Responsable de Mascotas o Animales de Compañía. Esta pena accesoria no podrá ser sustituida ni rebajada y se aplicará en todo caso.

Podrán querellarse en los procesos por los delitos de este artículo las organizaciones con personalidad jurídica, incluidas las que tengan por finalidad la protección de los animales y que se hallen inscritas en el registro a que se refiere el artículo 15 de la ley indicada en el inciso precedente.”.

4) Agrégase, en el número 18 del artículo 494, el siguiente párrafo segundo:

“Para estos efectos, se comprenderán como feroces los animales potencialmente peligrosos.”.”.
Los cambios propuestos en el Código Penal quedan de esta manera mejor sistematizados, por cuanto la pena de inhabilidad se inserta en la escala general del artículo 21 y en el catálogo de sanciones aplicables, del artículo 90. Además, se adecua la norma a la nueva denominación de esta ley sobre tenencia responsable de mascotas o animales de compañía. 

Se hace presente que la intercalación de la palabra “incluidas”, en el inciso que se inserta como tercero en el artículo 291 bis del citado Código, legitima activamente a toda organización con personalidad jurídica y no sólo a aquellas que tengan por finalidad la protección de los animales y que se hallen inscritas en el Registro del artículo 15 (artículo 14 del texto del Senado).

Por último, se precisa de mejor manera la redacción de la norma que proponía agregar el Senado al numeral 18 del artículo 494, reiterando que los animales calificados como potencialmente peligrosos son animales feroces, de aquellos que su dueño no debe dejar sueltos o en disposición de causar mal, falta que es penada con multa.
- La Comisión recomienda aprobar las enmiendas propuestas por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi.
- - - - - - - -
Artículo 35, nuevo





La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, incorporó el siguiente artículo 35, nuevo:

“Artículo 35.- Modifícase el inciso segundo del artículo 111 del Código Procesal Penal en el siguiente sentido:

1) Elimínase, en su inciso segundo, la conjunción disyuntiva “o” que antecede a la palabra “delitos”.
2) Sustitúyese el punto seguido por la conjunción copulativa “y”, e incorpórase a continuación la siguiente oración: “por el delito contemplado en el artículo 291 bis del Código Penal, entendiéndose, para estos efectos, incluidas las organizaciones de protección animal con personalidad jurídica.”.

El artículo 111 en cuestión determina quienes pueden ser querellantes, esto es, quienes están legitimados activamente para el ejercicio de la acción penal. 

La regla del inciso primero otorga tal derecho a la víctima, su representante legal o su heredero testamentario. Por otra parte, el artículo 83 de la Constitución Política de la República dispone que la acción penal pública será ejercida por el Ministerio Público.

El inciso segundo del artículo 111 del Código Procesal Penal permite también querellarse a cualquier persona capaz de parecer en juicio domiciliada en la provincia, respecto de hechos punibles cometidos en la misma que constituyeren delitos terroristas, o delitos cometidos por un funcionario público que afectaren derechos de las personas garantizados por la Constitución o contra la probidad pública.
La inserción propuesta por la Cámara de Diputados, entonces, agrega el delito de maltrato animal entre aquellos que abren el espectro de la titularidad de la acción y especifica que, en ese caso, podrán también querellarse las organizaciones de protección animal con personalidad jurídica.
- Puestos en votación el encabezado y el numeral 1) del nuevo artículo 35 incorporado por la Cámara de Diputados, la Comisión recomienda aprobarlos, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi.
Debido a que en el numeral 2) es preciso sustituir la referencia al “punto seguido” por otra al “punto aparte” y, por otro lado, a que se aspira a dar a las organizaciones de protección animal la posibilidad de querellarse en causas incoadas por el delito contemplado en el artículo 291 bis del Código Penal, independientemente de la ubicación de su domicilio, la Comisión acordó proponer su rechazo, a fin de buscar un acuerdo en la Comisión Mixta.
- Acordado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi.

- - - - - - -

Artículo 34 (36 de la Cámara)
En el primer trámite constitucional, el Senado aprobó  el siguiente artículo 34:
“Artículo 34.- Agrégase, en el artículo 13 de la ley N° 20.380, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“Además de las sanciones señaladas en el inciso precedente, podrá imponerse la clausura temporal del establecimiento hasta por tres meses. En caso de reincidencia en alguna de esas conductas, procederá la clausura definitiva.”.”.

En el segundo trámite constitucional, dicha disposición pasó a ser artículo 36, con la siguiente redacción:
“Artículo 36.- Intercálase, en el artículo 13 de la ley N° 20.380, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“Sin perjuicio de lo anterior, en las infracciones de los artículos 5º y 11 podrá imponerse la clausura temporal, hasta por tres meses, o la clausura definitiva del establecimiento, aplicándose el procedimiento señalado en el inciso anterior.”.”.
- La Comisión recomienda aprobar la sustitución propuesta por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi.
- - - - - - -

Artículo 37, nuevo

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, incorporó el siguiente artículo 37, nuevo:

“Artículo 37.- La Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior y Seguridad Pública incorporará en sus protocolos de rescate instrucciones dirigidas a rescatar mascotas o animales de compañía, y realizará campañas preventivas para educar a la población en el manejo de mascotas o animales de compañía en situaciones de catástrofe.”.

- La Comisión recomienda aprobar la incorporación propuesta por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi.
- - - - - - - -

Disposiciones transitorias

Artículo primero

El Senado, en el primer trámite constitucional, estableció el siguiente artículo primero transitorio:

“Artículo primero.- Los reglamentos contemplados en la presente ley deberán ser dictados dentro del plazo de ciento ochenta días, contado desde su publicación.”.




La Cámara de Diputados, en el segundo trámite, agregó un inciso segundo, del siguiente tenor:

“No obstante el plazo para la dictación de los reglamentos señalados en el inciso anterior, la obligación que establece el artículo 33 de esta ley entrará en vigencia en el plazo de un año desde su publicación.”.

- La Comisión recomienda aprobar la incorporación propuesta por la Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi.
Artículo tercero

El Senado, en el primer trámite constitucional, consignó en el artículo tercero transitorio que las municipalidades, dentro del plazo de sesenta días contado desde la publicación del reglamento establecido en el artículo 4°, deberán dictar la ordenanza municipal contemplada en el artículo 5°. 

De igual manera, en el inciso segundo dispuso que aquellas municipalidades que a la fecha de publicación de esta ley ya hubieren dictado ordenanzas referidas a esta materia deberán adaptarlas al reglamento, dentro del mismo plazo contemplado en el inciso precedente.

En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó dicho precepto por otro cuyo texto se transcribe a continuación:
“Artículo tercero.- Las municipalidades, dentro del plazo máximo de siete meses contado desde la publicación de esta ley, deberán dictar la ordenanza contemplada en el artículo 25. 

Aquellas municipalidades que a la fecha de publicación de esta ley ya hubieren dictado ordenanzas referidas a esta materia deberán adaptarlas a ésta, dentro del mismo plazo contemplado en el inciso anterior.”.

Como se aprecia, además de elevar el plazo, se prescribe que la adecuación se haga a la ley, en lugar del reglamento.
- La Comisión recomienda aprobar la sustitución propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi.
 - - - - - - -





En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Salud tiene el honor de proponeros, respecto de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados al proyecto aprobado por el Senado, que adoptéis los acuerdos que se indica más adelante.





Se deja constancia de que todos estos acuerdos fueron adoptados por unanimidad en la Comisión, salvo la aprobación del primer inciso del artículo 9° sustitutivo propuesto por la Cámara de Diputados, que fue aprobado con la abstención de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe.

TÍTULO I

Artículo 1°

Aprobar su reemplazo. (4 x 0)
Artículo 2°
Aprobar la sustitución, salvo los numerales 9) y 10). (4 x 0)
TÍTULO II

Artículo 3°

Rechazar su reemplazo. (4 x 0)
Artículo 4°

Rechazar la sustitución, salvo los incisos tercero, quinto y séptimo. (4 x 0)
Artículo 5°
Inciso primero
Rechazar la sustitución. (4 x 0)
Inciso segundo

Aprobar la agregación. (4 x 0)
TÍTULO III

Artículo 6°

Inciso segundo
Aprobar la supresión de la expresión propuesta. (4 x 0)
Aprobar la intercalación del inciso tercero y rechazar la del cuarto. (4 x 0)
Artículo 7°
Aprobar la sustitución. (3 x 0)
Artículo 8°
Rechazar el reemplazo. (3 x 0)
Artículo 9°
Aprobar la sustitución del primer inciso (2 x 1 abstención) y rechazar la del segundo (4 x 0).
Artículo 10
Aprobar la supresión. (3 x 0)
Artículo 11
Rechazar la agregación. (3 x 0)
TÍTULO IV

Artículo 12
Inciso primero

Aprobar las enmiendas, salvo la sustitución en el encabezado. (3 x 0)
Inciso segundo

Rechazar la primera modificación y aprobar las otras dos. (3 x 0)
Párrafo 1.
Epígrafe
Aprobar el reemplazo. (3 x 0)
Artículo 13
Aprobar la sustitución. (3 x 0)
Artículo 14
Aprobar las enmiendas al encabezado y rechazar el reemplazo 
del numeral 2. (3 x 0)
Párrafo 2.
Epígrafe
Aprobar la sustitución. (3 x 0)
Artículo 15
Aprobar los cambios, salvo la primera sustitución en el inciso primero. (3 x 0)
Artículo 16
Aprobar las modificaciones. (3 x 0)
Párrafo 3

Epígrafe

Aprobar el reemplazo. (3 x 0)
Artículo 17
Aprobar las modificaciones. (3 x 0)
Artículo 18
Aprobar las enmiendas y las adiciones. (3 x 0)
Artículo 19
Aprobar la eliminación propuesta. (3 x 0)
TÍTULO V
Rechazar la supresión del Título y de los artículos 20 y 21. (3 x 0)
- - - - - - -

TÍTULOS V, VI y VII, nuevos
Artículo 18 nuevo

Aprobarlo, salvo el  inciso segundo. (3 x 0)
Artículo 19 nuevo
Rechazarlo. (3 x 0)
Artículo 20 nuevo

Aprobarlo. (3 x 0)
Artículo 21 nuevo
Aprobarlo, salvo el inciso tercero. (3 x 0)
Artículos 22 y 23 nuevos
Aprobarlos. (3 x 0)
Artículos 24, 25 y 26 nuevos
Rechazarlos. (3 x 0)
- - - - - - - -

TÍTULO VI
Aprobar el reemplazo del epígrafe y los artículos 27 y 28. (3 x 0)
Rechazar el artículo 29. (3 x 0)
TÍTULO VII

Artículo 31

Aprobar la supresión. (3 x 0)
- - - - - - - -

Artículo 33 nuevo

Aprobar el primer inciso y rechazar el segundo. (3 x 0)
- - - - - - -

Artículo 33

Aprobar la sustitución. (3 x 0)
- - - - - - -

Artículo 35 nuevo

Aprobar el encabezado y el número 1) y rechazar el número 2). (3 x 0)
- - - - - - - -

Artículo 34
Aprobar la sustitución. (3 x 0)
- - - - - -

Artículo 37 nuevo

Aprobarlo. (3 x 0)
Disposiciones transitorias
Artículo primero
Aprobar la agregación del segundo inciso. (3 x 0)
Artículo tercero

Aprobar la sustitución. (3 x 0)
- - - - - - -





Acordado en sesiones de fecha 12 de agosto; 2, 9 y 30 de septiembre, y 7 y 14 de octubre, todas de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señor Guido Girardi Lavín (Presidente), señoras Carolina Goic Boroevic y Jacqueline Van Rysselberghe Herrera y señores Francisco Chahuán Chahuán y Fulvio Rossi Ciocca.





Valparaíso, a 24 de octubre de 2014.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras, Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE FIJA PORCENTAJES MÍNIMOS DE EMISIÓN DE MÚSICA NACIONAL Y MÚSICA DE RAÍZ FOLKLÓRICA ORAL A LA RADIODIFUSIÓN CHILENA

(5.491-24)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señora Marisol Turres Figueroa y señores Javier Hernández Hernández e Ignacio Urrutia Bonilla y de los ex Diputados señora María Angélica Cristi Marfil y señores Enrique Estay Peñaloza, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Juan Masferrer Pellizzari, Manuel Rojas Molina y Gastón Von Mühlenbrock Zamora.

A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi Chelech, Francisco Chahuán Chahuán y Carlos Montes Cisternas.

Asimismo, concurrieron:

Del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes: la señora Ministra de Cultura, señora Claudia Barattini y las asesoras del Gabinete, señoras Vitalia Puga y Karen Soto; el Secretario Ejecutivo del Fondo de Fomento a la Música, señor Ricardo Lira; el Asesor del Gabinete, señor Leonardo Garetto y el Periodista, señor Hugo Provoste.
De Ibero Americana Radio Chile, IARC: el Abogado, señor Nicolás Yuraszeck.
De la Asociación de Radiodifusores de Chile, ARCHI: su Presidente, señor Luis Pardo, el Secretario General, señor Jaime Ahumada y Vicepresidente V Región, señor David Dahma

De la Sociedad del Derecho de Autor, SCD: su presidente, señor Alvaro Guarello; el Vicepresidente, señor Mario Rojas, el 2do. Vicepresidente, señor Nano Acevedo; la Gerente Socios y Afiliados, señora Ximena Artaza; el Director General, señor Juan Antonio Durán; el Secretario general, señor Valentín Trujillo y el Consejero, señor Álvaro Scaramelli.

Del Instituto Igualdad: la Directora del Programa Asesoría Legal, señora Viviana Betancourt, y el Asesor, señor Sebastián Bastías.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor señor Ítalo Jaque.
De la Biblioteca del Congreso Nacional: el Analista, señor Mauricio Holz.
De la Dirección de Presupuestos, DIPRES: la Abogado, señorita María Soledad Torrents.
De la oficina de la Honorable Senadora señora Von Baer: el Asesor, señor Agustín Briceño.
De la Oficina del Honorable Senador señor Allamand: el Asesor, señor Sebastián Bozzo.
De la oficina del Honorable Senador señor Bianchi: el Asesor, señor Manuel José Benítez.
De la Bancada DC: la Asesora Legislativa, señorita Francisca Martínez.
De la oficina de la Honorable Senadora señora Goic: el Asesor señor Gerardo Bascuñán.
Del Comité UDI: el Asesor, señor Giovanni Calderón.
De la Oficina del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio: los Asesores, señorita Constanza González y señor José Luis Batlle.

De la Bancada Partido Socialista: el Coordinador, señor David Henríquez.
De la Unión Nacional de Artistas: la Directora Ejecutiva, señora Bárbara Negrón.
De la oficina del Honorable Senador señor Rossi: la Asesora, señorita Laura Quintana.
Del Centro Latinoamericano de Periodismo, CELAP: el Asesor Legislativo, señor Juan Pablo Briones.

- - -

Cabe consignar que en esta iniciativa de ley, por acuerdo de los Comités adoptado en su oportunidad, se reabrió el plazo para presentar indicaciones directamente en la Secretaría de la Comisión, lapso en el cual se formularon las indicaciones que más adelante se consignan. Ahora bien, con el objeto de no variar la numeración que ya tenían las indicaciones contenidas en el Boletín correspondiente, se ha procedido a asignar a las nuevas una numeración que las intercala en el orden correlativo del articulado del proyecto.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1.- Numerales que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: ninguno.



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 12a), 12b), 12e), 13), 14), 14a), 14b), 14c), 17), 18), 18a), 18b) y 18c)(inciso primero propuesto), 19), 20), 20a), 20b), 20c), 29), 34c), 38) y 40).



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 9, 9c), 12c), 21, 22, 22a) y 22b).



4.- Indicaciones rechazadas: números 6, 7, 17), 18), 18a), 18b) y 18c) (inciso segundo propuesto), 24, 24b), 25, 26, 26a), 26b), 27, 28, 28a), 28b), 30, 30a), 30b), 30c), 31), 32), 32 a), 32b), 32c), 32e), 33), 34), 34a), 34b), 35, 36), 36a), 36b) y 39).



5.- Indicaciones retiradas: números 9a), 9b), 10, 11, 12, 30d) y 32d). 



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: 1), 2), 3), 4), 5), 8), 12d), 15), 16), 16a), 16b), 16c), 23), 28c), 28d), 34d), 37)

- - -
Dando inicio a la discusión en particular de la iniciativa de ley y antes de comenzar el análisis de las indicaciones formuladas a ella, la Comisión recibió en audiencia a los representantes de la Asociación de Radiodifusores de Chile, de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor y de Ibero Americana Radio Chile, quienes, además de reiterar los planteamientos realizados durante la discusión en general del proyecto de ley, se refirieron a las indicaciones presentadas a él.

El Presidente de la Asociación de Radiodifusores de Chile, señor Luis Pardo, hizo presente que un grupo de las indicaciones presentadas permite abordar de manera integral los inconvenientes a los que se encuentra expuesta la música chilena. En efecto, puntualizó que, por una parte, hay indicaciones que permitirán compatibilizar el fomento de la música nacional con la diversidad programática que debe reinar en las radioemisoras del país, toda vez que el formato programático de algunas de ellas les impediría cumplir con la exigencia de emitir, al menos, un 20% de música nacional sin afectar su desempeño y audiencia. En este contexto, celebró las indicaciones que posibilitan mecanismos alternativos de cumplimiento los que, aseguró, resultan valiosos para los músicos del país y, especialmente, para los emergentes. Asimismo, alabó que la supervisión de ello se encomendara al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, por medio del Consejo de Fomento de la Música Nacional, instancia que, estimó, cuenta con los mecanismos idóneos. 

Por otro lado, puso de relieve que hay indicaciones que, introduciendo mecanismos efectivos, permitirán incrementar los ingresos de los músicos nacionales por concepto de derechos de autor, objetivo este último que, sentenció, constituye una de las ideas matrices de la propuesta de ley en estudio. 

En otro orden de consideraciones, manifestó que, durante el tiempo que ha demorado la tramitación de esta propuesta de ley, la asociación que encabeza ha tenido el anhelo de alcanzar un acuerdo sobre el particular con la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, cuestión que no ha sido posible. Con todo, afirmó que, cualquiera que sea el resultado de esta tramitación legal, debiera crearse en ella un instrumento que facilite la colaboración futura entre estas dos industrias tan relevantes para el país.

Deteniéndose en la indicación número 9c, del Honorable Senador señor Horvath, que permite a aquellos controladores que tengan más de una concesión prorratear los porcentajes dentro de su holding, subrayó que si bien ello constituía una buena iniciativa, debía extenderse a toda la industria radial y no sólo a las radioemisoras que pertenezcan a un controlador común. Advirtió que de lo contrario se favorecería a los grandes grupos económicos del país y se perjudicaría a quienes son independientes.

Por su parte, el Director General de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, señor Juan Antonio Durán, hizo hincapié que el Senado, por una amplia mayoría (16 votos a favor, 6 en contra, 5 abstenciones y 4 pareos)
, aprobó la idea de legislar respecto de este proyecto de ley que fomenta la emisión de música chilena. Apuntó que a partir de esa realidad debiera avanzarse en la discusión en particular, descartando, en consecuencia, aquellas indicaciones que se apartan del referido espíritu. 

Por otra parte, notó que las radioemisoras chilenas, especialmente las existentes en la Región Metropolitana, son una de las más segmentadas a nivel mundial. En efecto, detalló que en la ciudad de Santiago hay dieciséis radios orientadas a un pequeño segmento de socioeconómico. Aseguró que ello responde al grado de desigualdad existente en nuestro país e indicó que dicha realidad también debiera ser objeto de revisión.

Refiriéndose a las indicaciones propuestas al texto del proyecto aprobado en general, notó que existen algunas, como las presentadas por el Honorable Senador señor Guillier, que buscan mejorar la condición de los músicos regionales y emergentes. Destacó que si bien ellas no se relacionan estrechamente con el objeto de la iniciativa de ley en estudio, lo hacen de manera indirecta, razón por la cual sería positivo que la Comisión las aprobara.

Deteniéndose en la aseveración del Presidente de la Asociación de Radiodifusores de Chile en orden a que uno de los objetivos del proyecto de ley en estudio consiste en incrementar los ingresos de los músicos nacionales, discrepó de tal afirmación. A mayor abundamiento, sostuvo que si se quisiera legislar en tal sentido, existen numerosas alternativas más eficaces y eficientes que apuntan en esa dirección. Agregó que si bien esa consecuencia podría generarse indirectamente, ella es mínima, dado que actualmente la emisión de música nacional rodea el 13% y sólo se plantea llegar al 20%.

En otra línea argumental, estimó que algunas de las indicaciones propuestas desnaturalizan la propuesta en estudio, impidiéndole alcanzar el objetivo originalmente pensado. En este sentido, discrepando una vez más del señor Pardo, precisó que los mecanismos alternativos de cumplimiento sugeridos no equivalen a emitir un 20% de música nacional.

A reglón seguido, consideró que otro grupo de indicaciones parecieran legislar con el objeto de buscar algún tipo de “revancha”. Aseguró que manifestación de ello son las indicaciones que buscan desmantelar la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, que corresponde a un modelo de gestión de intereses colectivos que tiene 25 años de vida. En este punto, comentó que dicha agrupación es una de las pocas organizaciones exitosas existentes en el país, en la cual los artistas, por su propia cuenta, sin apoyo del Estado y sin subsidio de ningún tipo, logran formar modelos de gestión exitosos. Agregó que si esta instancia no existiera, los músicos chilenos de más de 70 años no tendrían acceso a una jubilación ni a alguno de los bonos que ella les entrega. Por último, en este punto, fue enfático en sostener que las indicaciones que pretenden afectarla nada tienen que ver con el objeto perseguido por el proyecto de ley y, por lo tanto, debieran ser declaradas inadmisibles.

En relación con la idea de alcanzar un acuerdo con la Asociación de Radiodifusores de Chile, consignó que la organización que representa ha hecho todos los esfuerzos posibles en tal sentido, y que reflejo de ello es el alcanzado con Ibero Americana Radio Chile, grupo radial que representa cerca del 50% del mercado. Adentrándose en el convenio logrado con este grupo radial, detalló que el referido acuerdo propone un modelo que permite flexibilizar la exigencia aprobada en general por esta rama del Congreso Nacional, aumentando el porcentaje de emisión de música nacional de 20 a 25%, pero posibilitando, al mismo tiempo, que las radios pertenecientes a un mismo grupo controlador puedan emitir porcentajes distintos de música. Al respecto, afirmó que otros grupos radiales han considerado adecuado el sistema propuesto, y anheló que se sumara a él la Asociación de Radiodifusores de Chile y que la Comisión la acogiera. Indicó que si bien aquella organización planteó una propuesta similar a la recientemente descrita, extendiéndola a la totalidad de las radioemisoras del país, no propuso un modelo controlable que contara con un responsable de su cumplimiento.

En sintonía con el punto anterior, puso de relieve que el modelo sugerido no podrá ampliarse a todas las radioemisoras del país, toda vez que no existe un organismo que pueda fiscalizar que los posibles convenios que se puedan suscribir entre radios independientes se cumplan y, en consecuencia, si no se da cumplimiento a la obligación de emitir un 25% de música chilena en esos casos, nadie será responsable. Así, continuó, no existen mecanismos para aplicar dicha flexibilización en todas las radioemisoras del país, a menos que se cree un responsable de su aplicación. 

Finalmente, hizo presente que si el acuerdo recientemente descrito no es posible de recoger, sería preferible mantener la exigencia aprobada por la Sala del Senado.

En seguida, el Abogado de Ibero Americana Radio Chile, señor Nicolás Yuraszeck, en términos similares a los expresados por el Director General de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, resaltó que existen dos grandes grupos de indicaciones, uno que desnaturaliza el espíritu de la normativa aprobada en general, como el que propone que en caso de no cumplirse la exigencia impuesta, se caduque la concesión otorgada por la Asociación de Radiodifusores de Chile, y otro que va en la dirección correcta, consistente en fomentar la emisión de la música chilena. Agregó que de aprobarse las primeras impedirán al radioyente distinguir las emisoras.

Aseguró que el grupo controlador que integra, que representa el 50% del consumo radial, nunca ha olvidado la importancia de incentivar y apoyar la música nacional. 

Finalmente, respecto del acuerdo alcanzado con la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, apuntó que él responde a la necesidad adaptar la exigencia contenida en el proyecto de ley a la realidad de su conglomerado.

El Presidente de la Asociación de Radiodifusores de Chile, señor Luis Pardo, puso de relieve que el acuerdo alcanzado entre la Sociedad Chilena del Derecho de Autor e Ibero Americana Radio Chile es el mismo que fue propuesto hace unos meses por la industria que representa a la referida asociación, y apuntó que testigo de ello fue el Ministerio Secretaría General de Gobierno. Adicionalmente, remarcó que existen los mecanismos necesarios para que la referida flexibilización se extienda a la totalidad de la industria radial y no sólo a los grandes conglomerados. 

El Secretario General de la Asociación de Radiodifusores de Chile, señor Jaime Ahumada, complementando la intervención anterior, sostuvo que los mecanismos para fiscalizar que cada radio dé cumplimiento a la exigencia mínima de música nacional era objeto de análisis cuando la Sociedad Chilena del Derecho de Autor quebró la mesa de conversación. No obstante, se mostró dispuesto a reestablecer una mesa de trabajo con la referida industria.

En relación con los planteamientos anteriores, la Honorable Senadora señora Von Baer puso de relieve que muchas de las indicaciones formuladas al proyecto aprobado en general dicen relación con el funcionamiento de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor. Al respecto, consultó a los representantes de ella su opinión sobre el particular.

El Director General de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, abocándose a la interrogante formulada por la Honorable Senadora señora Von Baer, aseguró que dichas indicaciones no regulan sólo a la sociedad que encabeza, sino a todas las sociedades de gestión colectiva de derechos de autor.

Precisado lo anterior, dejó de manifiesto que si existe interés legislativo por mejorar el funcionamiento de dichas sociedades, la corporación que encabeza está dispuesta a colaborar en ello. Asimismo, agregó que aquellas indicaciones que buscan dotarla de mayor transparencia son positivas. No obstante, vio algunas dificultades en la adopción de las medidas propuestas, y añadió que las demás asociaciones de gestión colectiva de derechos de autor, como la de los pintores, escritores y artistas plásticos, verían seriamente comprometido su funcionamiento si ellas se aprobaran en los términos propuestos.

A su vez, el Honorable Senador señor Allamand anheló que la Sociedad Chilena del Derecho de Autor y la Asociación de Radiodifusores de Chile alcanzaran un acuerdo en relación con la materia objeto de estudio.

En otro orden de consideraciones, consultó a los representantes de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor qué opinión le merecía la posibilidad de contemplar un cumplimiento alternativo de la exigencia de emitir, a lo menos, un 20% de música nacional, más allá de las medidas propuestas.

En otro orden de consideraciones, solicitó que se entregaran más detalles respecto de la aplicación del acuerdo alcanzado entre la Sociedad Chilena del Derecho de Autor e Ibero Americana Radio Chile. Asimismo, preguntó a la Asociación de Radiodifusores de Chile cómo operaría ello en el caso de las radioemisoras que pertenecen a un mismo controlador y qué ocurriría con aquellas radios independientes.

Finalmente, solicitó a la Sociedad Chilena del Derecho de Autor que hicieran llegar por escrito a esta instancia su opinión respecto de las indicaciones que inciden en su funcionamiento.

La Honorable Senadora señora Von Baer, insistiendo en la consulta formulada anteriormente, pidió que se proporcionaran más detalles por parte Director General de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor respecto a por qué algunas de las indicaciones que dicen relación con su funcionamiento no les parecían adecuadas. 

Por otra parte, deteniéndose en el acuerdo alcanzado entre la referida sociedad e Ibero Americana Radio Chile, consideró que su materialización resultaría discriminatoria para las radioemisoras independientes, que no tienen un controlador común, toda vez que ellas no tendrían la posibilidad de asociarse con otras para dar cumplimiento a la nueva exigencia legal. A mayor abundamiento, consultó si era posible brindar alguna solución a estas últimas.

A su turno, el Honorable Senador señor Rossi notó que a la hora de legislar sobre el particular era importante tener en consideración el raiting de las radioemisoras.

El Presidente de la Asociación de Radiodifusores de Chile hizo presente que el Consejo de Fomento de la Música Nacional cuenta con un software que mide alrededor de 150 radioemisoras en línea, pudiendo, en consecuencia, conocer, con certeza, el porcentaje de música chilena emitida por cada una de ellas, como también por el conjunto. Aseveró que dicho instrumento podría medir la totalidad de las señales existentes a nivel nacional y, de esta manera, la propuesta de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor e Ibero Americana Radio Chile podría extenderse a la totalidad de las radios del país.

En el mismo orden de ideas, explicó que la propuesta originalmente formulada por la asociación que encabeza consistía en que todas las radios, incluidas aquellas que actualmente emiten porcentajes muy bajos de música nacional porque sus formatos les impiden alcanzar niveles mayores, difundan, al menos, un 5% de música chilena y que el conjunto del universo radial llegue en un determinado plazo a emitir, al menos, un 25%. 

Agregó que ello podría medirse con el referido software y con mecanismos de control más adecuado que el aprobado en general, en donde son las asociaciones de artistas quienes puedan llevar el asunto a los tribunales. De esta manera, precisó, será el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes quien, utilizando dicho software y a la luz de los convenios que suscriban las radios en forma voluntaria, controlará, generándose un mayor impacto en la difusión de la música nacional que el propuesto por la Sociedad Chilena del Derecho de Autor.

Por último, respecto de la propuesta de la Honorable Senadora señora Von Baer en orden a que las radioemisoras independientes se puedan agrupar para alcanzar el porcentaje de música nacional señalado, descartó dicha opción, toda vez que dichas agrupaciones serían febles y, por lo tanto, no viables. 

El Director General de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, abocándose en la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Allamand en relación con el cumplimiento alternativo de la exigencia de emitir, al menos, un 20% de música nacional, juzgó que su implementación dependía del contexto en el que se pretendiera insertar. Al respecto, detalló que si la exigencia fuera de un 40%, ello podría tener lugar, pero en una realidad como la sugerida no, especialmente si las medidas propuestas pudieran conducir a absurdos. Ejemplificando su aseveración, puso de manifiesto que, de conformidad a las indicaciones números 6) y 7), de los Honorables Senadores señores Chahuán y Larraín, respectivamente, una entrevista semanal a artistas nacionales, con el propósito de difundir su obra, transmitida a las 03.00 de la madrugada, podría representar un 5% de la programación musical de la respectiva radioemisora, para efectos del cálculo del 20% de música nacional.

Continuando con la exposición de sus planteamientos, reiteró que el objetivo perseguido por medio de la normativa en estudio consiste en fomentar la emisión de música chilena, y añadió que, a menos que exista algún tipo de compensación, las medidas de cumplimiento alternativo sólo lo desnaturalizarían.

Respecto de las modificaciones propuestas en las indicaciones a las sociedades de gestión colectiva, reiteró que si se estimaba que ello era necesario, debía hacerse. Sin embargo, insistió en que, de ser así, era conveniente invitar a las sociedades afectadas para conocer su parecer. 

Analizando nuevamente las indicaciones que afectan las sociedades de gestión de derechos colectivos, remarcó que algunas limitan los gastos de administración de dichas sociedades, lo que coartaría su funcionamiento. Adujo que la aprobación de una norma tal se traduciría, en el caso de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, en el cierre de salas de música, en restricciones para libros sobre el particular y en la disminución de los montos de jubilación de los artistas.

Asimismo, criticó la indicación que propone publicar los ingresos que reciben cada uno de los artistas por concepto de derechos de autor, dado que estos serían los únicos privados sujetos a una obligación tal.

Centrando su atención en el acuerdo alcanzado entre la sociedad que representa e Ibero Americana Radio Chile, que brinda una nueva posibilidad a las radioemisoras con un controlador común, sentenció que su organización preferiría mantener el texto aprobado en general por la Sala del Senado, toda vez que evitaría discriminaciones hacia las radios unitarias. Con todo, manifestó que el acuerdo suscrito da cuenta de la voluntad de alcanzar un consenso, y de que el cumplimiento de la exigencia de emitir, al menos, un 20% de música nacional sólo es patrimonio de 16 radios presentes en Santiago, puesto que las existentes en regiones no tendrían problemas para cumplirla.

El Honorable Senador señor Quintana agradeció la posibilidad brindada por el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Rossi, de poder escuchar el parecer de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, la Asociación de Radiodifusores de Chile y de Ibero Americana Radio Chile respecto de las indicaciones formuladas, durante la discusión en general, al proyecto de ley.

Por otro lado, puso de relieve que las indicaciones propuestas, las observaciones de las organizaciones sobre el particular y la falta de acuerdo entre las asociaciones nombradas dan cuenta de que la materia no es sencilla de resolver como se pensó originalmente.

Enfatizó que uno de los principales obstáculos que tiene la normativa sugerida radica en los mecanismos de fiscalización para asegurar el cumplimiento de una emisión mínima de música nacional. Al respecto, preguntó a los representantes de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor cómo pretendían las asociaciones de artistas fiscalizar su cumplimiento. 

Finalmente, respecto del acuerdo alcanzado entre Ibero Americana Radio Chile y la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, consultó qué ocurriría en el caso de las radioemisoras independientes.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Goic resaltó que muchas de las indicaciones propuestas se alejan del objetivo de la propuesta en estudio que, notó, consiste en asegurar un porcentaje mínimo de emisión de música chilena. En consecuencia, juzgó que de lograrse un acuerdo entre la Asociación de Radiodifusores de Chile y la Sociedad Chilena del Derecho de Autor éste debiera apuntar en esa dirección y no constituir un retroceso.

Por otro lado, coincidiendo con las inquietudes planteadas por el Honorable Senador señor Quintana, consideró esencial que la normativa contara con un adecuado sistema de fiscalización. Sobre el particular, estimó que una entidad pública debiera ser la encargada de tal función. Al respecto, consultó a los invitados sus opiniones respecto de su propuesta.
El Director General de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, centrando su atención en las interrogantes planteadas por los Senadores señora Goic y señor Quintana respecto a la fiscalización de la exigencia de emitir un mínimo de música nacional, hizo presente que no era necesario crear en la iniciativa de ley un ente fiscalizador y que bastaba con crear acciones públicas, ya que con ello podrían fiscalizar, además de las organizaciones de autores e intérpretes con personalidad jurídica, el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, los productores de fonogramas y cualquier oyente.

En línea con el punto anterior, notó que el texto aprobado en general por la Sala del Senado indica que son las asociaciones de autores e intérpretes con personalidad jurídica quienes tendrán legitimación activa para demandar el cumplimiento de la referida exigencia. Así, ejemplificó, el sindicato de músicos de artistas de Valparaíso podrá recurrir a los tribunales de justicia para exigir la observancia de la norma y la radioemisora recurrida deberá acreditar el cumplimiento del mínimo legal, para lo cual acompañará la planilla de ejecución musical que exige la ley de propiedad intelectual. 

En otro orden de ideas, recordó que la ley de propiedad intelectual impone a todas las radioemisoras la obligación de entregar sus planillas de ejecución. Con todo, consignó que el citado cuerpo legal no impone sanciones para aquellas que no cumplan, lo que se traduce en que sólo lo hacen 160 de las 1.200 radios existentes a nivel nacional, perjudicando los ingresos de los músicos nacionales por concepto de derechos de autor. En consecuencia, resaltó la necesidad de imponer multas a aquellas radioemisoras que no cumplan el aludido deber.

Continuando con la exposición de sus planteamientos, informó que la asociación que representa firmó, recientemente, un convenio con las radioemisoras comunitarias en virtud del cual estas últimas se comprometieron a tocar un mínimo de 40% de música nacional y la Sociedad Chilena del Derecho de Autor a otorgarles acceso a una base de datos de música chilena para que ellas puedan descargar y programar. Adicionalmente, comunicó que han distribuido programas de radio envasados en las radios de regiones para que ellas puedan tocar música chilena gratuitamente. Apuntó que con las medidas anteriores las radios pequeñas comenzarán a pagar a los músicos chilenos sus derechos de autor y se transformarán en un aliado más que en un obstáculo a los fines perseguidos.

La Honorable Senadora señora Von Baer, a la luz de la propuesta del Director General de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, consultó quién podría demandar judicialmente el cumplimiento de la obligación de emitir al menos un 20% de música chilena.

El Presidente de la Asociación de Radiodifusores de Chile, respondiendo la interrogante formulada por la Honorable Senadora señora Von Baer, subrayó que existe un software que, en un espacio de tres años, tendrá la capacidad de medir el porcentaje de música nacional que emiten las radios nacionales con señal on line. Agregó que dicho instrumento lo tiene el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, la Sociedad Chilena del Derecho de Autor y los productores de fonogramas. Precisó que como el consejo citado es un organismo público, cualquiera podrá solicitar la información y, de estimarlo necesario, recurrir a los tribunales de justicia.
En relación con otra de las interrogantes planteadas por la señora Senadora, indicó que la propuesta de la agrupación que encabeza fue que el Consejo de Fomento de la Música Nacional, instancia alojada en el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, fuera quien tuviera el control de esta política pública, porque no estimó razonable que fueran las asociaciones ni los sindicatos quienes asuman dicha labor. A mayor abundamiento, remarcó que esta solución es la adecuada para favorecer las relaciones entre la industria de la música y la de la radio.

En relación con la propuesta de imponer sanciones a aquellas radioemisoras que no cumplan la obligación de emitir un porcentaje mínimo de música nacional, se mostró conforme con ello. No obstante, consideró esencial establecer mecanismos compensatorios para aquellas radios que, por su formato, no puedan alcanzarlo.

Asimismo, en el caso de las radios menores, estimó que la entrega de música nacional debía ser una obligación de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor si se pretendía imponerles un mínimo de emisión.

En tanto, el abogado de Ibero Americana Radio Chile, señor Yuraszeck sentenció que el objetivo del proyecto de ley es el fomento de la música nacional y que las alternativas que aumentan el mínimo legal debieran aceptarse porque van en la dirección correcta. 

Deteniéndose en el caso de la agrupación que representa, destacó que Ibero Americana Radio Chile es un referente en la industria de la radiodifusión, ya que siempre ha estado comprometida con la emisión de música chilena, superando, muchas veces, el 20%. Acotó que de las once estaciones que congrega, hay algunas concentradas exclusivamente a la emisión de ella.

Por último, dejó ver la disposición de su agrupación en orden a alcanzar acuerdos con el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes que permitan cumplimientos alternativos de la obligación objeto de análisis. 

Finalmente, el Consejero de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, señor Álvaro Scaramelli, notó que el aumento de emisión de música nacional de 14 a 20% permitirá dar a conocer un mayor número de producciones de artistas chilenos. Sobre el particular, informó que ellas llegan a 900 anualmente y que tan sólo 40 son difundidas, porque no hay más espacio en las estaciones chilenas. 
Respecto de los comentarios realizados por el abogado de Ibero Americana Radio Chile, puntualizó que si bien dicho grupo radial tiene una estación que emite sólo música nacional, lamentó que ella se escuchara sólo en Santiago y no se extendiera a regiones. En este punto, destacó que las radioemisoras que, especialmente, le interesa a la Sociedad Chilena del Derecho de Autor que transmitan, al menos, un 20% de música chilena, son aquellas que se escuchan a lo largo del país, ya que, finalmente, son ellas quienes imponen la música que más tarde difundirán las radios de provincia.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR
A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, que se describen o se transcriben, y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.
Artículo único
Introduce modificaciones en la ley N° 19.928, de 2004, sobre Fomento de la Música Chilena.

El Honorable Senador señor Guillier propuso, por medio de la indicación número 1), consultar un nuevo numeral al artículo único del proyecto de ley, a fin de intercalar los números 14), 15), 16), 17) y 18), nuevos, en el artículo 3° del cuerpo legal citado, precepto encargado de crear y determinar las funciones y atribuciones del Consejo de Fomento de la Música Nacional. Los numerales sugeridos por el legislador mencionado son los siguientes:

“14) Desarrollar programas que permitan la inclusión en circuitos de difusión nacional e internacional de los músicos nacionales, incluyendo la provisión de espacios públicos y privados para efectuar presentaciones, conciertos y otros eventos análogos.

15) Mantener una base de datos accesible al público a través de un portal de Internet y otros medios tecnológicos análogos las composiciones, interpretaciones, grabaciones, vídeos y material gráfico asociado de obras de artistas nacionales, salvaguardando sus derechos de autor, con la finalidad de promocionarlos a nivel nacional e internacional.

16) Otorgar subvenciones a organismos públicos y privados, especialmente a asociaciones de la sociedad civil para la contratación de espectáculos musicales de artistas nacionales.

17) Dotar en conjunto con la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos a los establecimientos de enseñanza prebásica, básica, media y de educación superior, como asimismo a la red de bibliotecas públicas del Estado de discotecas y videotecas que contengan las obras de los músicos nacionales.

18) Estudiar y proponer a las autoridades competentes una política de mejoramiento de las condiciones laborales y de previsión social de los músicos y en general de todos los trabajadores vinculados directamente  a la creación artística musical y a sus industrias asociadas.”
- La indicación número 1) fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, senador Rossi, por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, conforme a lo dispuesto en el inciso cuarto, número 2°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -

Asimismo, el Honorable Senador señor Guillier presentó la indicación número 2), para incorporar un nuevo numeral que agrega un párrafo final al inciso primero del artículo 5° de la ley sobre fomento de la música chilena. Al respecto, es necesario precisar que la parte del precepto objeto de indicación crea el Fondo para el Fomento de la Música Nacional, determina su finalidad y su patrimonio y detalla que las donaciones en él contempladas estarán exentas del trámite de insinuación a que se refiere el artículo 1.401 del Código Civil. 

El párrafo propuesto por el Honorable Senador señor Guillier persigue que los productores, promotores u organizadores de eventos musicales en que participen artistas extranjeros aporten el 3% de lo recaudado a título de venta de entradas, dinero que ingresará al mencionado Fondo. 
- La indicación número 2), por el mismo fundamento expuesto respecto de la anterior, fue declarada inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, conforme lo dispone el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República y por ser ajena a las ideas matrices del proyecto de ley.
- - -

En seguida, el Honorable Senador señor Guillier formuló la indicación número 3), para agregar un numeral nuevo al artículo único de la iniciativa de ley, intercalando, así, un inciso tercero, nuevo, en el artículo 5° de la ley N° 19.928. El aludido inciso es del siguiente tenor:

“Los concursos para acceder a recursos del Fondo, se dividirán en al menos las siguientes categorías:

a) Concursos nacional y regional para artistas jóvenes, emergentes o inéditos.

b) Concurso nacional y regional para artistas consagrados, entendiéndose por tal a aquellos que tienen una obra musical consolidada y debidamente editada, con inserción en el mercado y circuitos nacional y/o internacional.

c) Concurso nacional y regional para difusores de la música nacional chilena. En él podrán participar todos los medios de radiodifusión en base a proyectos que incluyan la difusión de artistas jóvenes, emergentes e inéditos.”

- La indicación número 3) fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión por regular una materia ajena a las ideas matrices del proyecto de ley
.
- - -
Adicionalmente, por medio de la indicación número 4), el Honorable Senador señor Guillier propuso introducir un nuevo numeral en el artículo único del proyecto de ley para agregar, en el artículo 13, una oración final. 

La aludida disposición establece que los órganos y servicios del Estado y las Municipalidades cuando utilicen música en sus dependencias o en actos oficiales deberán disponer que ella sea chilena.

La indicación objeto de análisis precisa que en aquellos casos en que la música sea ejecutada en vivo por artistas nacionales, ellos deberán ser remunerados.

- La indicación número 4) fue declarada inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, conforme lo dispone el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -

A continuación, la Comisión analizó la indicación número 5), del Honorable Senador señor Guillier, que introduce un nuevo numeral en el artículo único de la iniciativa de ley, a fin de agregar un inciso segundo al artículo 14 de la ley Nº 19.928. El precepto aludido dispone que las representaciones diplomáticas chilenas acreditadas en el exterior deberán promover en sus actividades la difusión de la música nacional en sus distintos géneros. 
La indicación del legislador citado, por su parte, busca que los artistas chilenos, que participen en programas de difusión de la música chilena que lleve a cabo el Ministerio de Relaciones Exteriores, a través de sus misiones diplomáticas en el exterior, sean remunerados.

- Al igual que la anterior, la indicación número 5) fue declarada inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, conforme a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -

Número 1)

Agrega tres nuevos incisos al artículo 15 de la ley N° 19.228. 

El primero de ellos obliga a las radioemisoras, en su programación fonográfica diaria, a emitir, al menos, un 20% de música nacional. 
Añade que dicho porcentaje deberá distribuirse a lo largo de la jornada, con la limitación que no se podrá acumular más del 50% en el horario que va entre las 22:00 y las 06:00 horas.

El segundo, en tanto, precisa que, al menos, un 25% de la música chilena que deberán emitir las radioemisoras en su programación diaria deberá corresponder a composiciones e interpretaciones musicales emergentes, entendiendo por ellas aquellas grabadas en fonogramas en los en los últimos tres años, contados desde la fecha de la emisión radial.

El tercero, por su parte, puntualiza que el porcentaje mínimo a que se refieren los incisos anteriores se contará del total de canciones u obras musicales emitidas y que constaren en la planilla de ejecución diaria de cada radiodifusora.

Sobre este numeral recayeron las indicaciones números 6) y 7), de los Honorables Senadores señores Chahuán y Larraín, respectivamente, para sustituirlo por uno que consulta siete nuevos incisos para el artículo 15 de la ley N° 19.928. 

El primero de ellos, en un sentido similar al inciso primero del numeral 1) aprobado en general, propone que las radioemisoras que en su programación fonográfica diaria deberán emitir al menos un 20% de música nacional, porcentaje que se distribuirá durante la jornada diaria de transmisión de cada emisora, con la limitación que no podrá acumularse más de la mitad del total de la emisión de la música en horario nocturno, esto es de 22.00 a 06.00.

El segundo, por su parte, brinda modalidades alternativas de cumplimiento de la exigencia de emitir al menos un 20% de música nacional a las radioemisoras que en virtud las características de su formato o estilo programático no puedan alcanzar el porcentaje neto de canciones emitidas. Quienes se encuentren en la situación descrita podrán acogerse, indistintamente, a una o más de las siguientes modalidades de aporte a la difusión de la música nacional:

a) contribuir con 36 promociones mensuales para la difusión de certámenes, festivales y eventos en vivo de música nacional.

b) contribuir con 1 entrevista semanal a artistas nacionales, a efectos de difundir su obra.

c) desarrollar 4 microprogramas semanales de promoción de la música nacional.

d) crear un canal de musical nacional on-line en el sitio web institucional de la radioemisora, con promoción permanente en la señal abierta y en las redes sociales.

El inciso tercero, en tanto, señala que cada uno de los aportes señalados en los numerales anteriores, equivaldrán a un 5% de la programación musical de la respectiva radioemisora, para efectos del cálculo del 20% de música nacional.

El inciso cuarto agrega que en el caso de los aportes que se refieran a música emergente, folclórica, étnica o regional, la puntuación se multiplicará por dos.

El inciso quinto dispone que para dar cumplimiento a estas nuevas obligaciones, las emisoras que ofrezcan aportes complementarios suscribirán un convenio con el Consejo de Fomento de la Música Nacional, de acuerdo al artículo 15 de la ley N° 19,228, detallando los aportes sustitutivos o complementarios de que se valdrá.
El inciso sexto consagra que el Consejo de Fomento de la Música deberá fundamentar su negativa a suscribir un convenio con una radioemisora y que de no pronunciarse en un plazo de 15 días de ingresada la solicitud de convenio, ella se entenderá como aprobada.
Finalmente, el inciso séptimo establece un incentivo a emitir más de un 20% de música nacional. En efecto, sostiene que las radioemisoras que se encuentren en dicha situación tendrán preferencia -a igualdad de condiciones respecto de otros oferentes- en las licitaciones y compras públicas de publicidad, por parte de los organismos del Estado.
El Honorable Senador señor Rossi se mostró dubitativo respecto de la admisibilidad del inciso sexto de la indicación analizada, dado que impondría una nueva obligación al Consejo de Fomento de la Música Nacional. 

Sin perjuicio de lo anterior, expresó su convicción en cuanto a que el último inciso propuesto sí adolecía del referido vicio de admisibilidad, toda vez que era ajeno a las ideas matrices del proyecto, por lo que así lo declararía.

Sobre el particular, la Abogada del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Karen Soto, aseveró que el Consejo de Fomento de la Música Nacional carecía de facultades para suscribir convenios y puntualizó que ellos eran suscritos por el Ministro. Agregó que lo anterior obedecía a que el citado Consejo no tenía existencia administrativa.

Al respecto, el Honorable Senador señor Allamand consideró que el inciso sexto era admisible toda vez que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 15 de la ley N° 19.928, el Consejo de Fomento de la Música Nacional puede celebrar convenios con entidades de radiodifusión, televisión u otras, con el objetivo que incluyan en su programación determinados porcentajes de música nacional.

En otro orden de consideraciones, el Honorable Senador señor Rossi estimó que el objetivo de la iniciativa de ley descansaba en fomentar la música chilena a través de la exigencia del 20%, tantas veces referida, y, en consecuencia, fue enfático en sostener que la indicación, al proponer medidas alternativas de cumplimiento de la referida obligación, se apartaba de él y contradecía su esencia. 

El Honorable Senador señor Bianchi, discrepando de los planteamientos del Presidente de la Comisión, hizo ver que existen radioemisoras que, para diferenciarse de las demás, tienen una programación especial y consideró que imponerles la emisión de al menos un 20% de música nacional implicaría alterar su identidad. A la luz de la realidad recientemente descrita, celebró las indicaciones de los Honorables Senadores señores Larraín y Chahuán por cuanto, sin afectar la diversidad programática que existe en las radios de nuestro país, incentivaba la promoción de los músicos nacionales, especialmente de los emergentes. 

Adicionalmente, remarcó que la indicación objeto de análisis propendía a mejorar los ingresos de los artistas nacionales, dimensión que, aseguró, es uno de los objetivos perseguidos por el proyecto de ley.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer notó que el objetivo de la propuesta de ley consistía en fomentar la música chilena y no en exigir la emisión de un porcentaje mínimo de la misma. 

Precisado lo anterior, resaltó que el proyecto de ley aprobado en general por el Senado conllevaba la afectación de la programación de las radios, abriendo la puerta a la vulneración de la libertad de expresión.

Teniendo en consideración las dimensiones anteriormente consignadas, estimó adecuado que la legislación ofreciera medidas alternativas para cumplir la exigencia de difundir una cantidad mínima de música nacional y, en consecuencia, valoró las indicaciones analizadas. Con todo, se mostró abierta a perfeccionar las alternativas en ellas propuestas.

En relación con el mismo punto, el Honorable Senador señor Rossi reiteró que el objetivo de la normativa propuesta radicaba en fomentar la música chilena, sugiriendo una fórmula para alcanzar dicho anhelo que consiste en que todas las radiodifusoras del país deberán emitir al menos un 20% de música nacional. Añadió que la obligación de transmitir una cuota mínima de ella es un mecanismo de discriminación positiva que apunta a impulsar nuestra música.

Asimismo, estimó que si bien en nuestro país las radioemisoras se caracterizan por su diversidad programática, imponerles un porcentaje tan bajo de emisión de música chilena no atentaría en contra de ello ni afectaría la libertad de expresión.

Por su lado, el Honorable Senador señor Quintana recordó que la iniciativa de ley en estudio nació para fomentar la música nacional. Con todo, descartó que la fórmula aprobada en general por la Sala del Senado, esto es que las radiodifusoras emitan al menos un 20% de ella, fuera la única para alcanzar dicho objetivo.

Continuando con la exposición de sus argumentos, valoró las indicaciones de los Honorables Senadores señores Chahuán y Larraín, toda vez que permitiría conseguir el fin originalmente pensado sin afectar la parrilla programática de las radioemisoras. Adicionalmente, puso de manifiesto que la imposición de una cuota mínima de música chilena podría no cumplir el objetivo anhelado, habida consideración de que las radios, para no ver alterado su raiting, podría emitir sólo a los artistas consagrados, quedando los artistas emergentes postergados una vez más.

El Honorable Senador señor Bianchi, en relación con la intervención del Honorable Senador señor Rossi, destacó que las indicaciones números 6) y 7) no eliminaban la obligación de emitir al menos un 20% de música chilena y, en consecuencia, no se apartaban del objetivo del proyecto. 

En otro orden de ideas, subrayó que la fórmula propuesta garantizaba una mayor difusión de la música emergente, folklórica, étnica y regional, las que son escasamente difundidas.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sentenció que aprobar las indicaciones analizadas equivalía a votar en contra de la normativa en estudio. Justificando su aseveración, recordó que el Título de la misma es el que sigue “proyecto de ley que fija porcentajes mínimos de emisión de música nacional y música de raíz folklórica oral a la radiodifusión chilena.” A mayor abundamiento, arguyó que la redacción aprobada en general por esta rama del Congreso Nacional dispone que las radioemisoras deberán emitir al menos una quinta parte de música nacional.

Por último, notó que las indicaciones de los Honorables Senadores señores Chahuán y Larraín eliminaban los incisos segundo y tercero del numeral primero.

El Honorable Senador señor Allamand, en alusión a las intervenciones de los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio, y Rossi, discrepó de la idea que el objetivo de una propuesta de ley pudiera ser cumplido sólo de una manera. Agregó que de lo contrario una indicación de aumentar a 25% la emisión de música chilena debiera ser rechazada por alterar el objetivo del proyecto.

Consignado lo anterior, juzgó necesario analizar si era posible contemplar un cumplimiento alternativo a la fórmula originalmente aprobada. Sobre el particular, se mostró dispuesto a ello habida consideración de la diversidad programática reinante en las radiodifusoras del país. Además, aseguró que el cumplimiento alternativo aseguraba la difusión de todas las expresiones de la música nacional. Así, comentó, lo ha hecho ver la agrupación Creativa, que reúne a jazzistas chilenos.

La representante del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Vitalia Puga, estimó necesario, antes de votar las indicaciones, definir qué se entendía por formato y estilo programático.

- A continuación, el señor Presidente de la Comisión declaró cerrado el debate de estas indicaciones, y las puso en votación, con excepción del inciso final propuesto que lo declaró inadmisible. 

Producida la votación, de acuerdo a lo señalado, éstas resultaron aprobadas por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Quintana, y dos en contra, de los Honorables Senadores señores Matta y Rossi.

Posteriormente, como consecuencia del análisis de la indicación número 12e), como se señala más adelante en este informe, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 125 del Reglamento de esta Corporación, y por acuerdo unánime de sus miembros, la Comisión acordó reabrir el debate respecto de estas indicaciones, toda vez que su contenido es opuesto al de la indicación señalada.
- Puestas en votación nuevamente las indicaciones números 6) y 7), estas fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Von Baer y Goic y señores Allamand, Quintana y Rossi.
Respecto del numeral mencionado se presentó también la indicación número 8), del Honorable Senador señor Guillier, para precisar, en el segundo de los incisos propuestos, que la condición de emergente deberá ser determinada por medio de una nómina confeccionada y publicada por el Consejo de Fomento de la Música Nacional. Asimismo, añade que un reglamento dictado por el Ministerio de Educación determinará las condiciones para tal reconocimiento, su duración en el tiempo y los mecanismos de reclamación ante tal calificación.

- Fue declarada inadmisible por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, conforme a lo dispuesto en el inciso cuarto, número 2°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Asimismo, el Honorable Senador señor Quinteros propuso, por medio de la indicación número 9), reemplazar el último de los incisos propuestos por uno que dispone que de la parte de música chilena a que se refiere el inciso anterior, un 25% deberá destinarse a alguna de estas dos categorías:

a) Composiciones o interpretaciones musicales emergentes, entendiéndose por tales aquellas grabadas en fonogramas en los últimos tres años contados desde la fecha de la emisión radial, y/o

b) Composiciones o interpretaciones de identificación regional o local, de acuerdo al área de concesión.
El Honorable Senador señor Rossi valoró la indicación en estudio, por cuanto mantenía la exigencia de emitir al menos un 20% de música nacional e imponía que de ese porcentaje una cuarta parte se destinara a composiciones o interpretaciones emergentes y/o a aquellas de identificación regional o local, asegurando la presencia de ellas en las radiodifusoras. Además, estimó que la redacción en ella propuesta dejaba claramente establecido qué debía entenderse por composiciones e interpretaciones musicales emergentes.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer lamentó que el Ejecutivo no se involucrara en el proyecto de ley asumiendo la fiscalización del cumplimiento de la exigencia de emitir una cuota mínima de música nacional. Indicó que lo anterior hará difícil la aplicación de la nueva normativa y se traducirá en que serán las asociaciones de autores e intérpretes quienes deberán velar por su cumplimiento. Agregó que la inobservancia de la misma acarreará la judicialización de los problemas y que en ese escenario las más perjudicadas serán las pequeñas radioemisoras.

Por otro lado, aseguró que la aprobación de la indicación del Honorable Senador señor Quinteros, lejos de contribuir a solucionar el escenario anterior, conllevará mayores inconvenientes, toda vez que contiene conceptos difíciles de definir.

El Honorable Senador señor Allamand, centrando su atención en el literal b) de la indicación propuesta, consultó qué se entendía por la locución “de acuerdo al área de concesión”.

El Honorable Senador señor Bianchi, explicó que para obtener una concesión radial debían cumplirse ciertas exigencias. Observó que entre las existentes en la actualidad no se encuentra la obligación de incentivar la difusión de los compositores y artistas del área de concesión y, por lo tanto, el literal b) sugerido podría transformarse en una nueva exigencia.

- Puesta en votación la indicación número 9), ésta contó con dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Matta y Rossi, un voto en contra, de la Honorable Senadora señora Von Baer, y dos abstenciones, de los Honorables Senadores Allamand y Quintana.
- Producido el resultado anterior, y conforme lo dispone el artículo 178 del Reglamento del Senado, se procedió a repetir la votación, manteniéndose las abstenciones. En consecuencia, y según lo prevé dicha disposición reglamentaria, las abstenciones se sumaron a la mayoría, resultando aprobada la indicación por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señores Allamand, Matta, Quintana y Rossi, y uno en contra, de la Honorable Senadora señora Von Baer.
Asimismo, los Honorables Senadores señores Horvath y Rossi formularon las indicaciones números 9 a) y 9 b), respectivamente, para reemplazar en el primero de los incisos propuestos “al menos una quinta (20%) parte de música nacional,” por “al menos un cuarenta por ciento (40%) de música nacional,”.

- Fueron retiradas por sus autores. 
En seguida, la indicación número 9 c), del Honorable Senador señor Horvath, intercala, a continuación del primero de los incisos propuestos, uno en el que se consagra la posibilidad que las radioemisoras que pertenecen a un controlador común, para efectos del cálculo del porcentaje señalado en el inciso anterior, puedan considerar el exceso en que incurra una o más de sus señales como abono a la obligación de las demás, cuestión que deberá acreditarse mediante las planillas de ejecución diaria. Con todo, para que ello opere, la indicación dispone que el porcentaje de transmisión de música nacional prorrateado entre todas las radioemisoras que pertenecen a un controlador común deberá ser de al menos un 25% y cada una de las radiodifusoras involucradas deberá emitir al menos un 5% de música chilena. Finalmente, sostiene que para el cálculo del 25% sólo se considerarán las radioemisoras que originan señales que están ubicadas en la misma o en similar zona de cobertura.

La Honorable Senadora señora Von Baer celebró el cumplimiento alternativo ofrecido en la indicación analizada. No obstante, criticó que él sólo operara para los grandes conglomerados y no se ofreciera una solución similar a las pequeñas radiodifusoras. Habida consideración de lo anterior y con el objeto de superar la discriminación descrita, propuso extender la medida en estudio a las radios regionales y locales siempre que ellas se agrupen geográficamente y designen un representante legal común. Para ello, sugirió agregar, en la primera oración, a continuación de la expresión “controlador común”, la siguiente locución “o aquellas que se agrupen geográficamente por regiones o localidades, siempre que designen un representante legal común,”.

En una línea similar, el Honorable Senador señor Bianchi lamentó que la medida propuesta por el Honorable Senador señor Horvath sólo pudiera aplicarse a los grandes conglomerados y abogó por ofrecer una solución similar a las pequeñas radioemisoras. A mayor abundamiento, hizo ver que ninguno de los parlamentarios presentes querría favorecer sólo a aquéllas.

El Honorable Senador señor Rossi discrepó de la idea que la indicación en estudio fuera un cumplimiento alternativo de la exigencia de emitir al menos un 20% de música chilena y, tal como lo planteó precedentemente, sentenció que ella llamaba a incumplirla. 

Continuando con la exposición de sus observaciones, estimó que el objetivo de la iniciativa de ley consistía en promover la música nacional para todos los radioescuchas y todos los mercados y no sólo para algunos, y notó que sólo si ello se cumplía sería posible fomentar el interés por ella.

El Honorable Senador señor Bianchi compartió la necesidad de incentivar la música chilena, pero no la idea de otorgar un tratamiento especial a los grandes conglomerados en desmedro de las pequeñas radioemisoras.

El Honorable Senador señor Allamand recordó que la indicación presentada por el Honorable Senador señor Horvath surgió de un acuerdo entre la Sociedad Chilena del Derecho de Autor e Ibero Americana Radio Chile y, en consecuencia, en referencia a la intervención del Honorable Senador señor Rossi, descartó que ella desnaturalizara el objetivo perseguido por el proyecto. Con todo, reprochó que sólo favoreciera a los grandes conglomerados y, por lo tanto, solicitó que de aprobarse, se recogiera la demanda formulada por la Honorable Senadora señora Von Baer, de manera de ofrecer una solución similar a las pequeñas radioemisoras.

La Ministra de Cultura, señora Claudia Barattini, aseguró que la indicación en estudio desnaturaliza el proyecto y, en consecuencia, hizo un llamado a rechazarla.

La Honorable Senadora señora Goic estimó que la indicación objeto de análisis se alejaba de la idea de asegurar la emisión de un porcentaje mínimo de música nacional. Sin perjuicio de lo anterior, solicitó poner en votación la indicación 9c), poniendo fin al debate sobre el particular.

A su vez, el Honorable Senador señor Allamand hizo ver que habiéndose aprobado las indicaciones números 6) y 7), la Comisión se declaró partidaria de permitir el cumplimiento alternativo para la obligación de emitir al menos un 20% de música chilena y, por lo tanto, la aprobación de la indicación en estudio no se opondría a ello. Con todo, no se mostró dispuesto a aprobarla en los términos propuestos, toda vez que aseguró que ello implicaría beneficiar a los grandes grupos económicos. Con el objeto de solucionar el reparo anterior, consideró adecuado recoger la propuesta de la Senadora señora Von Baer que brindaría igual posibilidad a las radios pequeñas en la medida que se asocien y designe un representante legal en común.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Rossi estimó que todas las medidas de cumplimiento alternativo presentes en las indicaciones presentadas, incluida la analizada, atentaban en contra de la idea matriz del proyecto aprobado en general.

El Honorable Senador señor Quintana, en tanto, puso de manifiesto que la indicación en estudio recogió un acuerdo entre la Sociedad Chilena del Derecho de Autor e Ibero Americana Radio Chile, razón por la cual no debía descartarse su aprobación. No obstante, al igual que otros integrantes de la Comisión, lamentó que ella se extendiera sólo a los grandes conglomerados y no diera igual posibilidad a las pequeñas radioemisoras. 

En otro orden de consideraciones, se mostró interesado en conocer el parecer del Consejo de Fomento de la Música Nacional al respecto.

Enseguida, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en relación con la indicación analizada y coincidiendo con los planteamientos de los Honorables Senadores señora Goic y señor Rossi, consideró que ella desnaturalizaba el objetivo perseguido por la iniciativa de ley.

En otra línea argumental, recordó que la propuesta de ley había iniciado su tramitación legislativa el año 2007 y, en consecuencia, llamó a no dilatarla más aún. 

- Puesta en votación la indicación número 9c), con la modificación propuesta por la Honorable Senadora señora Von Baer, resultó aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Quintana, y dos en contra de los Honorables Senadores señora Goic y señor Rossi.

A continuación, el Honorable Senador señor Bianchi, propuso la indicación número 10), para consultar un nuevo inciso del siguiente tenor:

“No obstante, para los efectos del cálculo del porcentaje señalado en el inciso anterior, entre las radioemisoras que pertenezcan a un controlador común o que pertenezcan a una agrupación local, se podrá considerar el exceso sobre el 20% en que incurra una o unas, como abono a la obligación de las otras radioemisoras, lo que deberá acreditarse mediante las planillas de ejecución diaria.”.

- Fue retirada por su autor.

Asimismo, el legislador autor de la indicación anterior formuló la indicación número 11), para agregar el siguiente inciso:

“No obstante, para los efectos del cálculo del porcentaje señalado en el inciso anterior, entre las radioemisoras que pertenezcan a un controlador común, se podrá considerar el exceso sobre el 20% en que incurra una o unas, como abono a la obligación de las otras radioemisoras, lo que deberá acreditarse mediante las planillas de ejecución diaria.”.

- Al igual que la anterior, ésta fue retirada por su autor.
Adicionalmente, el Honorable Senador señor Bianchi presentó la indicación número 12), para incorporar un inciso del tenor que se indica:

“Esta obligación de transmisión del 20% de música nacional, podrá darse por cumplida, mediante el cumplimiento alternativo de los mecanismos que establezca, para estos efectos el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.”.

- Fue retirada por su autor.

Por otro lado, el mismo señor Senador propuso la indicación número 12 a), para añadir un inciso que impone a las entidades de gestión colectiva que administren los derechos de autor correspondientes a músicos chilenos la obligación de poner a disposición de las radioemisoras las grabaciones de las obras e interpretaciones a fin de que aquellas puedan dar cumplimiento a la emisión de un porcentaje mínimo de música nacional. Agrega que en cumplimiento de esta obligación deberán disponer de una base de datos en línea de acceso gratuito.

La Ministra de Cultura si bien consideró interesante la propuesta contenida en la indicación analizada, estimó indispensable consultar la opinión a las entidades de gestión colectiva, de manera de saber si están en condiciones de cumplir la obligación que se les impone.

- Puesta en votación la indicación número 12 a), ésta contó con dos votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, y tres abstenciones, de los Honorables Senadores señora Goic y señores Quintana y Rossi.

- Producido el resultado anterior, y conforme lo dispone el artículo 178 del Reglamento del Senado, se procedió a repetir la votación, manteniéndose las abstenciones. En consecuencia, y según lo prevé dicha disposición reglamentaria, las abstenciones se sumaron a la mayoría, siendo la indicación aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Quintana y Rossi.
La indicación número 12 b), del Honorable Senador señor Horvath, en tanto, sugiere agregar un inciso final en el que se posibilite el cumplimiento alternativo de la obligación de transmisión del 20% de música chilena. Al respecto, señala que para ello el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes deberá establecer mecanismos de tal carácter.

El Honorable Senador señor Rossi consideró que la indicación analizada era inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, conforme a lo dispuesto en el inciso cuarto, número 2°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
El Honorable Senador señor Allamand, discrepando de los planteamientos del Presidente de la Comisión, hizo ver que la indicación del Honorable Senador señor Horvath no estaba redactada en términos imperativos, razón por la cual no imponía una obligación al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.

El Honorable Senador señor Rossi insistió en su postura y sometió a votación su declaración de inadmisibilidad.

- Puesta en votación la declaración de inadmisibilidad de la indicación número 12 b), ella contó con el respaldo de los Honorables Senadores señora Goic y señor Rossi y con el voto en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Quintana.
Habiéndose descartado la inadmisibilidad de la indicación, ésta fue puesta en votación.

- La Comisión por la mayoría de sus miembros aprobó la indicación número 12b). Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Quintana y en contra los Honorables Senadores señora Goic y señor Rossi. 
La indicación número 12 c), de los Honorables Senadores señores Guillier, Quintana y Tuma, incorpora un inciso final que permite que las radioemisoras, en cumplimiento de la obligación de emitir al menos un 20% de música nacional, puedan incluir los programas de difusión de música u otras expresiones culturales de compositores, artistas o creadores indígenas, según lo dispuesto en los artículos 1° y 6° de la ley N° 19.253, 
que establece normas sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI). Añade que las radiodifusoras que incorporen estas expresiones culturales sólo podrán incluirlas en el porcentaje referido cuando destinen a ellas, al menos, 5 horas semanales de su programación y sean emitidas entre las 08:00 y las 21:00 horas.

Al respecto, la Honorable Senadora señora Goic aseguró que la indicación era redundante por cuanto la música de compositores, artistas y creadores indígenas es considerada música chilena y, en consecuencia, quedaba comprendida en la obligación de emitir al menos un 20% de música nacional. 

El Honorable Senador señor Quintana no compartió la observación de la Honorable Senadora señora que le precedió en el uso de la palabra, toda vez que recordó que el pueblo mapuche era una nación distinta a la chilena. En atención a lo anterior solicitó aprobar la indicación de su autoría.

La Honorable Senadora señora Goic acogió la demanda del Honorable Senador señor Quintana. Con todo, solicitó eliminar de la indicación su última oración, ya que estimó que dificultaba su cumplimiento.

Por su lado, el Honorable Senador señor Allamand recordó que de conformidad a las indicaciones aprobadas hasta el momento, el proyecto admitía el cumplimiento alternativo de la obligación de emitir al menos un 20% de música nacional. A la luz de lo anterior, propuso sustituir la frase “En el cumplimiento del 20% de música nacional”, por “En cumplimiento de la obligación dispuesta en los incisos anteriores”.

- La Comisión por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Quintana y Rossi, aprobó la indicación número 12c), con las modificaciones recientemente consignadas.
El Honorable Senador señor Bianchi, por medio de la indicación número 12 d), sugirió incorporar un inciso nuevo que otorga beneficios a las radiodifusoras que transmitan más de un 20% de música chilena. En efecto, el inciso propuesto dispone que quienes se encuentren en dicha situación se beneficiarán con una rebaja de un 10% en la tarifa que paguen a la entidad de gestión colectiva a título de licencias, por derechos de autor y conexos. Añade que si la referida transmisión superare el 30%, el descuento será de 20% y si fuere superior al 40%, de 30%.

- La indicación número 12 d) fue declarada inadmisible por ser ajena a las ideas matrices del proyecto, conforme lo establece el artículo 24 de la LOC del Congreso Nacional.
Por su parte, los Honorables Senadores señores Espina y Prokurica, por medio de la indicación número 12 e), y en términos similares a los propuestos por los Honorables Senadores señores Chahuán y Larraín en las indicaciones números 6) y 7), sugirieron incorporar dos nuevos incisos al artículo 15 de la ley N° 19.928.

El primero de ellos reitera la norma ya aprobada en general disponiendo que, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, las radioemisoras que operen concesiones de radiodifusión sonora, en su programación diaria, deberán emitir al menos una quinta parte (20%) de música nacional, medida sobre el total de canciones emitidas, distribuida durante la jornada diaria de transmisión de cada emisora, sin que pueda acumularse más de la mitad del total de la emisión de la música en horario nocturno, esto es de 22:00 a 06:00. 

El segundo de los incisos que considera la indicación, en tanto, permite que las radioemisoras con formatos específicos o especializados, puedan aportar a la difusión de música chilena con un mínimo de 36 (treinta y seis) spots radiales mensuales para la difusión de certámenes, festivales y eventos en vivo de música nacional y al menos 8 entrevistas mensuales a artistas nacionales, a efectos de difundir su obra. En este caso, el porcentaje de emisión de música nacional indicado en el inciso anterior será de un 10% en las mismas condiciones y términos señalados.
Sobre el particular, el Honorable Senador señor Allamand hizo presente que si bien la indicación en estudio proponía un cumplimiento alternativo, al igual que las indicaciones números 6) y 7), sugería una fórmula más flexible que éstas e imponía la emisión de al menos un 10% de música nacional.

El Honorable Senador señor Rossi, deteniéndose en los comentarios del parlamentario que le antecedió en el uso de la palabra, consideró que la indicación de los Honorables Senadores señores Espina y Prokurica debilitaban aún más el espíritu del proyecto. En efecto, notó que duplicaba el número de entrevistas a artistas nacionales a efecto de difundir sus obras.

Asimismo, requirió el acuerdo de la Comisión para reabrir el debate de las indicaciones citadas precedentemente, ya que las tres propuestas se referían a mecanismos de cumplimiento alternativo del señalado 20% de emisión mínimo, debiendo esta instancia optar por uno de ellos.


La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Quintana y Rossi así lo acordó.

El Honorable Senador señor Chahuán se mostró dispuesto a preferir esta indicación en lugar de la indicación número 6), de su autoría. Con todo, explicó que la determinación pormenorizada del cumplimiento alternativo y la ponderación de cada una de las alternativas buscaba evitar que se recurriera exclusivamente a ellas y se dejara a un lado la emisión de música nacional.

Por su parte, el Honorable Senador señor Quintana, centrando su atención en la figura del cumplimiento alternativo, puso de relieve que tanto éste como la obligación de emitir al menos un 20% de música nacional comparten el mismo objetivo, esto es, difundir la música chilena.

En relación con las diferencias presentes entre las indicaciones números 6) y 7) y la indicación en análisis, lamentó que esta última no tuviera un inciso referido a los artistas regionales y locales, de manera de asegurar la difusión de sus obras.

A su vez, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sentenció que las indicaciones que proponían cumplimientos alternativos de la obligación aprobada por la Sala del Senado sólo buscaban apartarse de ella, desnaturalizando así la propuesta de ley en estudio cuya idea matriz consiste en fomentar la música chilena a través de la emisión de un porcentaje mínimo de 20%.

Por otro lado, aspiró a revertir los resultados de las votaciones recaídas en las medidas de cumplimiento alternativo cuando se efectué la discusión en particular en la Sala del Senado.

La Honorable Senadora señora Goic, a su turno, hizo ver que la indicación de los Honorables Senadores Espina y Prokurica era aún más flexible que aquellas de los Honorables Senadores Chahuán y Larraín (indicaciones números 6) y 7), respectivamente), por cuanto permitía el cumplimiento alternativo de la obligación a todas las radioemisoras con formatos específicos o especializados y no sólo a aquellas que por su formato o estilo programático no puedan alcanzar el porcentaje impuesto.

Por otro lado, reiteró su llamado a apegarse a la idea matriz del proyecto de ley que impone la emisión de, al menos, un 20% de música nacional.

El Honorable Senador señor Allamand destacó que la fórmula de cumplimiento alternativo contaba con el respaldo de la mayoría de los miembros de la Comisión, razón por la cual estimó innecesario criticarla en cada intervención.

En el mismo orden de consideraciones, consideró que ella se enmarcaba dentro de la idea matriz de la iniciativa de ley por cuanto aseguraba la difusión y fomento de la música nacional.

Con relación al tiempo que ha tardado la tramitación de la normativa propuesta, sostuvo que la demora obedecía a que se trataba de un proyecto defectuoso, razón por la cual llamó a perfeccionarlo. Para ello, anheló que los actores involucrados llegaran a un acuerdo de manera de asegurar una adecuada solución y descartar la judicialización de los problemas.

El Honorable Senador señor Rossi puso de manifiesto que el objetivo de la propuesta de ley consistía en fomentar la música nacional para lo cual establecía el mecanismo de cuotas, medida de discriminación positiva que, al igual como ocurre en el caso de las cuotas de géneros, es respaldado por la comunidad.

La Ministra de Cultura declaró su preocupación respecto de la aprobación de la indicación 12 e), así como también acerca de las indicaciones números 6) y 7) por cuanto iban en una dirección contraria a la del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados y en general por la Sala del Senado.

Por otro lado, aseguró que el Consejo de Fomento de la Música Nacional, órgano dependiente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, había creado una comisión encargada de acercar las posiciones de los actores involucrados. Puntualizó que si bien el anhelado acuerdo no se ha alcanzado, el Consejo de Fomento sesionaría de manera extraordinaria la tercera semana de octubre del año en curso para conocer los avances de la aludida comisión.

El Honorable Senador señor Quintana consideró oportuno detener la discusión de la normativa en estudio en tanto no sesionara el Consejo de Fomento de la Música Nacional. Adicionalmente, solicitó que en la sesión anunciada se abordara el tema referido a la fiscalización de la nueva obligación, de manera de determinar si habrá un organismo público encargado de ella.

- El señor Presidente, declaró cerrado el debate respecto de esta indicación y la sometió a votación, haciendo presente que la aprobación o rechazo de la misma, supondría el rechazo o aprobación de la indicaciones número 6) y 7), ya que ambas regulaban de manera distinta el denominado cumplimiento alternativo de la obligación de emitir, al menos, un 20% de música nacional.

- Puesta en votación la indicación número 12 e), resultó aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Quintana, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Goic y señor Rossi. 
En seguida, se presentaron las indicaciones números 13, 14, 14 a), 14 b) y 14 c), de los Honorable Senador señores Chahuán, Larraín, García-Huidobro, Van Rysselberghe y Quintana, respectivamente, para incorporar un nuevo numeral que agrega un artículo 15 A a la ley N° 19.928. 

El precepto propuesto señala que las entidades de gestión colectiva no podrán cobrar a los artistas que administren o representen, a título de costos de administración, más del 15% de lo recaudado por concepto de radiodifusión de música nacional o por la comunicación al público de la misma. En el caso de los artistas emergentes, dicho monto no podrá ser superior al 5%.

El Honorable Senador señor Rossi consideró que las indicaciones citadas debían ser declaradas inadmisibles por ser ajenas a las ideas matrices del proyecto.

Al respecto, el Honorable Senador señor Allamand hizo presente que la Moción que dio inicio a este proyecto de ley señala, entre sus fundamentos, que el aumento de la presencia de la música nacional en las emisiones radiales implicaría, además, acrecer la recaudación que por el concepto señalado correspondería a sus autores y/o ejecutores, sin significar un mayor gasto para los radio difusores, por cuanto sólo se reemplazaría pagos hechos a extranjeros por otros hechos a nacionales. Por las razones anteriores, afirmó que las indicaciones analizadas eran compatibles con las ideas matrices del proyecto.

El Honorable Senador señor Rossi discrepó de los planteamientos del Honorable Senador señor Allamand toda vez que el fundamento al cual se ha referido, sólo hace referencia a uno de los posibles efectos que implicaría establecer un porcentaje mínimo de difusión de la música nacional, pero en caso alguno señala que uno de sus objetivos sería el aumento de la recaudación y, menos, a partir de lo anterior, entrar a regular el funcionamiento de las entidades de gestión colectiva, por ejemplo, en lo referido al cobro de derechos o administración de los mismos.

Respecto de este punto, el Honorable Senador señor Quintana expresó su coincidencia con las reflexiones expuestas por el Honorable Senador señor Allamand y, sin perjuicio de ello, pidió que el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes se pronunciara respecto de estas indicaciones.

- En virtud de lo expuesto, el señor Presidente sometió a votación la declaración de inadmisibilidad efectuada, la cual resultó rechazada con los votos en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Quintana y los votos a favor de los Honorables Senadores señora Goic y Rossi.
- A consecuencia de lo anterior, el señor Presidente puso en votación las indicaciones números 13), 14), 14 a), 14 b) y 14 c), las que resultaron aprobadas por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Quintana, y dos en contra los Honorables Senadores señora Goic y señor Rossi.
Posteriormente, los mismos parlamentarios precedentemente señalados, formularon las indicaciones números 15), 16), 16 a), 16 b) y 16 c). Ellas persiguen incorporar un nuevo numeral que agregue un artículo 15 B a la ley sobre Fomento de la Música Nacional. El referido precepto es del siguiente tenor:

“Artículo 15 B.- Los montos recaudados por las entidades de gestión colectiva que correspondan a titulares que estas no puedan identificar o estos no las reclamen dentro de 3 años desde su percepción, así como los intereses u otras sumas que los incrementen, deberán ser destinados exclusivamente al pago de cotizaciones previsionales y de salud de los artistas que produzcan, interpreten o ejecuten música nacional mientras sean socios o administrados por la respectiva entidad, en los términos que señale el Reglamento de esta ley.”

La Honorable Senadora señora Goic recalcó que las proposiciones en análisis resultaban inadmisibles no sólo por el mismo argumento que expuso con ocasión de la discusión del anterior grupo de indicaciones, es decir, ser ajenas a las ideas matrices del proyecto, sino que, además, por el hecho que ellas abordaban materias propias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, al referirse las cotizaciones previsionales. 

- Estas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por el Presidente de la Comisión al corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, conforme lo dispone el número 6°, del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Seguidamente, los Honorables Senadores señores Chahuán, Larraín, García-Huidobro, Van Rysselberghe y Quintana propusieron las indicaciones números 17, 18, 18 a), 18 b) y 18 c), para consultar un numeral nuevo que agregue un artículo 15 C en la ley 19.928. 

El precepto propuesto dispone, en su primer inciso, que las entidades de gestión colectiva que administren derechos de música nacional deberán mantener un registro digital con indicación de cada una de las obras, interpretaciones y otras materias que representen nacionales o extranjeras, disponible para su consulta en el sitio web de la entidad. 

En el segundo, en tanto, añade que al término de cada año, además, deberán poner a disposición, a lo menos de los artistas de música nacional o radiodifusores que lo requieran y al Consejo Nacional de Cultura y las Artes, un listado digital con la identificación de cada uno de los titulares a los que pagaron derechos de autor o conexos, según corresponda, así como los montos respectivos y los antecedentes que lo justifiquen.
Al igual como lo planteó con ocasión de anteriores indicaciones, el Honorable Senador señor Rossi, en su calidad de Presidente de la Comisión, consideró que las indicaciones citadas debían ser declaradas inadmisibles por ser ajenas a las ideas matrices del proyecto, y así lo resolvería, salvo que la Comisión fuera del criterio contrario.

- Sometida a votación la declaración de inadmisibilidad efectuada por el Presidente de la Comisión, votaron a favor los Honorables Senadores señora Goic y Rossi y en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Quintana, declarándose admisible.

El Honorable Senador señor Chahuán adujo que el inciso primero de la disposición sugerida permitiría facilitar la fiscalización del cumplimiento de la nueva obligación y, por lo tanto, solicitó aprobarlo. En lo que dice relación con el inciso segundo de la proposición, y coincidiendo en este punto la Comisión, expresó que debía ser rechazado toda vez que su contenido podría resultar contrario a lo dispuesto en el número 4° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, que asegura a toda persona y a su familia, el respeto y protección de la vida privada.

- Puesto en votación el inciso primero del artículo 15 C propuesto en las indicaciones números 17), 18), 18 a), 18 b) y 18 c), éste fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Quintana, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Goic y señor Rossi.

Por su parte, el inciso segundo propuesto en las indicaciones, resultó rechazado por la unanimidad de los miembros de la instancia, Honorables Senadores señora Goic y Von Baer y señores Allamand, Quinta y Rossi.

A continuación, los Honorables Senadores señores Chahuán, Larraín, García-Huidobro, Van Rysselberghe y Quintana formularon las indicaciones números 19, 20, 20 a), 20 b) y 20 c), respectivamente, para incorporar un numeral nuevo del siguiente tenor:

“…) Agrégase el siguiente artículo 15 D:
“Artículo 15 D.- Las entidades de gestión colectiva no podrán negar la afiliación en calidad de socios activos y plenos en derechos de votación y participación en las asambleas generales y en todos los órganos de la entidad, así como ser elegidos en los cargos de los mismos, a los artistas emergentes a los que se refiere esta ley, ni a los demás  artistas que creen, interpreten o ejecuten música nacional, en atención a las sumas que hayan generado por concepto de derechos intelectuales, número de grabaciones, la duración de sus carreras o tiempo de afiliación a la entidad.”.”.

El Honorable Senador señor Rossi consideró que las indicaciones citadas debían ser declaradas inadmisibles por ser ajenas a las ideas matrices.

- Sometida a votación la declaración de inadmisibilidad efectuada por el Presidente de la Comisión, votaron a favor los Honorables Senadores señora Goic y Rossi y en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Quintana.

- En virtud de lo anterior, el señor Presidente puso en votación las indicaciones números 19, 20, 20 a), 20 b) y 20 c), siendo aprobadas por tres votos a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Quintana y dos en contra de los Honorables Senadores señora Goic y señor Rossi.
Seguidamente, los Honorables Senadores Chahuán, Larraín, García-Huidobro y Van Rysselberghe propusieron las indicaciones números 21), 22), 22 a) y 22 b), respectivamente, para consultar un nuevo numeral, agregando, así, el artículo 15 E en la Ley de Fomento de la Música Nacional. 

La norma sugerida establece que las entidades de gestión colectiva no podrán cobrar remuneraciones a los artistas por el uso de sus propias obras o producciones, como tampoco limitar la posibilidad que estos las licencien de manera gratuita o abierta, bajo licencias tipo creative commons o análogas a terceros, aunque correspondan a obras u otras materias administradas por dichas entidades.

Al igual como lo señaló respecto de anteriores proposiciones de la misma señora y mismos señores Senadores, el Honorable Senador señor Rossi consideró que estas indicaciones resultaban inadmisibles por ser ajenas a las ideas matrices del proyecto de ley en informe.
- Sin perjuicio de lo anterior, y conforme lo dispone el artículo 25 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, sometió a votación la referida declaración de inadmisibilidad, resultando rechazada por tres votos en contra, de los Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Quintana, y dos a favor, de los Senadores señora Goic y Rossi.
En cuanto al contenido de la indicación, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Quintana consideraron necesario sustituir la expresión “remuneraciones” por “derechos”.

- Puestas en votación las indicaciones números 21), 22), 22 a) y 22 b), con la modificación recientemente consignada, fueron aprobadas por tres votos a favor de  los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Quintana y dos en contra los Honorables Senadores señora Goic y señor Rossi. 
Número 2)

Intercala un artículo 15 bis a la ley N° 19.928 el que consta de tres incisos. El primero de ellos sanciona con multa de 5 a 50 unidades tributarias mensuales, la que se duplicará en caso de reincidencia, a las radioemisoras que incumplieren la obligación de emitir el porcentaje mínimo de música nacional a que se refiere el artículo 15. El segundo, en tanto, dispone que los juicios que se originaren con motivo de lo dispuesto en el inciso anterior se sustanciarán de conformidad a las normas del procedimiento sumario, establecidas en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil. Finalmente, el inciso tercero otorga a las organizaciones de autores e intérpretes con personalidad jurídica legitimación activa para demandar el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 15.

Sobre este numeral recayó la indicación número 23), del Honorable Senador señor Guillier, para intercalar un inciso segundo, nuevo, en el que se precisa que las personas naturales y jurídicas que presten servicios comunitarios y ciudadanos de radiodifusión de libre recepción, de conformidad a la ley N° 20.433, y que infrinjan la obligación de emitir un porcentaje mínimo de música nacional serán sancionadas con multa de una unidad tributaria mensual y en caso de reincidencia de hasta tres unidades tributarias mensuales.

- Fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por ser ajena a las ideas matrices del proyecto.

Respecto de este numeral se presentaron también las indicaciones números 24) y 24 b), de los Honorables Senadores señores Bianchi y Horvath, para consultar los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos:

“El pago de derecho de autor que deriva de las obligaciones que señala el artículo anterior, deberá ser siempre distribuido por los representantes de los derechos de autor a sus representados, con pleno cumplimiento al efectivo cobro que se efectúe por el uso de sus derechos.

Asimismo por el cumplimiento de la obligación establecida en el artículo anterior no se devengarán nuevos cobros por derechos autor a las radioemisoras, debiendo las entidades de gestión colectiva solventar los pagos que correspondan a sus representados en virtud de la obligación impuesta.”.

Al igual como lo señaló respecto de anteriores proposiciones, el Honorable Senador señor Rossi consideró que estas indicaciones resultaban inadmisibles por ser ajenas a las ideas matrices del proyecto de ley en informe.
- Sin perjuicio de lo anterior, y conforme lo dispone el artículo 25 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el señor Presidente sometió a votación la referida declaración de inadmisibilidad, resultando rechazada por tres votos en contra, de los Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Quintana, y dos a favor, de los Senadores señora Goic y Rossi.
- Seguidamente, fueron puestas en votación las indicaciones números 24) y 24b), resultando rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Quintana y Rossi.

Posteriormente, los Honorables Senadores señores Chahuán, Larraín, García-Huidobro y Van Rysselberghe propusieron las indicaciones números 25), 26), 26 a) y 26 b), para agregar un inciso final en el que se señala que las entidades de gestión colectiva que faltaren a las normas estatuidas en esta ley serán sancionadas de conformidad a este artículo, sin perjuicio de las demás que correspondan por aplicación de la Ley sobre Propiedad Intelectual.

El Honorable Senador señor Rossi reiteró su planteamiento, ya expuesto, en cuando a que las indicaciones citadas debían ser declaradas inadmisibles por ser ajenas a las ideas matrices del proyecto.
- Sometida a votación la declaración de inadmisibilidad efectuada por el Presidente de la Comisión, votaron a favor los Honorables Senadores señora Goic y Rossi y en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Quintana.

La Honorable Senadora señora Von Baer notó que en el proyecto aprobado en general por la Sala del Senado no se contemplaba un organismo público encargado de la fiscalización del cumplimiento de la obligación de emitir al menos un 20% de música nacional. Explicó que lo anterior obedecía a que el Ejecutivo no se ha pronunciado respecto a la normativa propuesta. Sobre el particular, subrayó que serán las entidades de gestión colectiva las encargadas de velar por su cumplimiento, lo que conducirá a la judicialización de los problemas suscitados entre los actores, cuestión que afectará principalmente a las pequeñas radioemisoras.

- Puestas en votación las indicaciones números 25), 26), 26 a) y 26 b), fueron rechazadas por cuatro votos en contra, de los Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand y Rossi, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.
Asimismo, los mismos legisladores anteriormente mencionados formularon las indicaciones números 27), 28), 28 a) y 28 b) para incorporar dos incisos finales. 

Por medio del primero de ellos se establece que si las sumas recaudadas por una sociedad de gestión colectiva cuyos titulares no hayan sido identificados durante un año calendario superan el 22% de la recaudación dentro del mismo periodo, ello se considerará incumplimiento grave de sus obligaciones y dará origen a la revocación de la autorización de funcionamiento. 

Mediante el segundo se dispone que si se supera el 15% durante dos años consecutivos, cesarán en sus cargos los directores y se llamará a elecciones de un nuevo directorio. Adicionalmente, se consagra que si se supera el 15% durante un año se amonestará al Director General y al Directorio.

Como se ha expuesto precedentemente en este informe, el Honorable Senador señor Rossi consideró que las indicaciones citadas debían ser declaradas inadmisibles por ser ajenas a las ideas matrices de la iniciativa de ley en discusión.
- Sometida a votación la declaración de inadmisibilidad efectuada por el Presidente de la Comisión, votaron a favor los Honorables Senadores señora Goic y Rossi y en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Quintana.

- Seguidamente, la Comisión por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Quintana y Rossi rechazó estas indicaciones.
Las indicaciones números 28 c) y 28 d), de los Honorables Senadores  Horvath y Rossi, respectivamente, sugieren agregar dos nuevos incisos. 

El primero de ellos obliga al Ministro de Transportes y Telecomunicaciones a declarar, por decreto supremo, la caducidad de la concesión aquellas radioemisoras que durante la vigencia de su concesión hubiere sido sancionada dos o más veces por infracción al artículo 15 bis de la presente ley. Agrega que la misma medida deberá aplicar al concesionario de radiodifusión que hubiese sido condenado dos o más veces por infracciones a las leyes Nº17.336, Nº20.243, o al Capítulo IV del Título II del Libro I del Código del Trabajo.
El inciso segundo, en tanto, precisa que para la aplicación de lo señalado en el inciso anterior, los jueces de letras comunicarán al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, dentro de los primeros cinco días de cada mes, los nombres de las concesionarias de servicios de radiodifusión que hubieren sido sancionadas por sentencia ejecutoriada en el mes anterior por algunas de las infracciones a que se refiere el inciso precedente, indicando los antecedentes necesarios para su cabal identificación.
- Las indicaciones números 28c) y 28d) fueron declaradas inadmisibles por referirse a una materia de la iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, conforme a lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Por otro lado, el Honorable Senador señor Guillier formuló la indicación número 29) para incorporar una disposición mediante la cual se instaura el día 4 de octubre de cada año como el día nacional de la música y de los músicos chilenos. La referida indicación agrega que durante él, las radioemisoras sólo emitirán música nacional chilena.

El Honorable Senador señor Allamand si bien compartió la propuesta de crear el día nacional de la música nacional, consideró muy extrema la idea que durante aquel las radiodifusoras sólo pudieran emitir música chilena. Además, estimó que su aprobación podría vulnerar preceptos constitucionales. En atención a lo anterior, solicitó dividir la votación de la indicación en estudio.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, acogió la demanda del Honorable Senador señor Allamand, razón por la cual las dos oraciones que comprende el artículo propuesto fueron votadas de manera separada.

- Puesta en votación la primera de las oraciones del artículo propuesto en la indicación número 29), ésta contó con el respaldo de la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Quintana y Rossi.

- Puesta en votación la segunda oración del artículo propuesto en la indicación número 29), ésta fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Goic y señores Quintana y Rossi, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Adicionalmente, el Honorable Senador señor Guillier presentó la indicación número 30) a fin de incorporar un nuevo numeral, permitiendo con ello agregar un nuevo precepto en la Ley de Fomento de la Música Nacional.

La disposición propuesta imposibilita que las entidades de gestión colectiva impidan o limiten la representación de los intereses de los artistas emergentes en el cobro de sus derechos intelectuales o los condicionen a una determinada antigüedad como socios.

Adicionalmente, agrega que las mencionadas entidades no podrán cobrar más del 15% de los derechos a los músicos chilenos por concepto de recaudación y de derechos de propiedad intelectual. Además, puntualiza que en el caso de los artistas emergentes, este porcentaje no podrá ser superior al 10 por ciento.

Finalmente, dispone el traspaso de los recursos recaudados por las entidades de gestión colectiva que no hayan sido reclamados por sus titulares en un plazo de tres años o que sean de titulares no identificables al Fondo Nacional de la Música Chilena.
Como se ha expuesto precedentemente en este informe, el Honorable Senador señor Rossi consideró que la indicación citada debía ser declarada inadmisible por ser ajena a las ideas matrices de la iniciativa de ley en discusión.
- Sometida a votación la declaración de inadmisibilidad efectuada por el Presidente de la Comisión, fue rechazada por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Quintana, y dos a favor de los Honorables Senadores señora Goic y Rossi.
- Al ser puesta en votación la indicación número 30, fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Quintana y Rossi.
Por su lado, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe y el Honorable Senador señor Coloma propusieron las indicaciones números 30 a) y 30b) con el objeto de agregar un nuevo artículo a la ley N° 19.928 que permita el cumplimiento alternativo de la obligación de emitir al menos un 20% de música nacional en el caso de las radioemisoras que producto de su formato programático no puedan alcanzarlo. Sobre el particular, proponen que dichas radiodifusoras queden eximidas de la nueva obligación en la medida que cumplan los siguientes requisitos:

1.-Poseer un 40% mínimo de producción nacional, entendida como aquellos programas o tramos horarios cuyos libretistas, productores, programadores, locutores, periodistas radio-controladores, directores y demás intervinientes, sean en un noventa por ciento chilenos.

2.-Destinar a lo menos 4 horas semanales a programación cultural de carácter nacional, en especial de apoyo a la lectura y difusión de escritores nacionales, de artistas plásticos, músicos nacionales, cultores de las artes escénicas, u otras expresiones artístico-culturales. Al respecto, precisa que se considerarán de carácter cultural aquellos programas o segmentos horarios que incluyan en forma regular comentarios, menciones, promociones o entrevistas referidas a la cultura y las artes.

Agrega que aquellas radioemisoras que se acojan a este régimen especial deberán suscribir un convenio con el Consejo de Fomento de la Música Nacional, especificando la modalidad de cumplimiento de los requisitos antes señalados. Además, consagra que si el Consejo de Fomento de la Música se niega a suscribir un convenio con una radioemisora bajo esta modalidad deberá hacerlo fundadamente y que la ausencia de respuesta de dicho órgano en un plazo de 15 días de ingresada la solicitud se considerará como una aprobación a la solicitud de convenio.
Por último, apunta que la falta de uno o ambos requisitos descritos se entenderá, para todos los efectos, como un incumplimiento por parte de la radioemisora, del porcentaje mínimo de música nacional establecido en esta ley.
- La Comisión por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand, Quintana y Rossi, rechazó las indicaciones números 30a) y 30b), toda vez que el cumplimiento alternativo estaba resuelto con la aprobación de la indicación número 12e).
Enseguida, los Honorables Senadores señores Horvath y Rossi, por medio de las indicaciones números 30 c) y 30d) sugirieron incorporar el siguiente numeral nuevo:

“…) Agrégase el siguiente artículo 15 ter a la ley Nº 19.928:

“Artículo 15 ter.- En toda renovación de una concesión de radiodifusión, la concesionaria que hubiese sido condenada por infracción al artículo 15 de esta ley, o por infracción a las leyes Nº17.336, Nº20.243, o al Capítulo IV del Título II del Libro I del Código del Trabajo, durante los cinco últimos años calendarios inmediatamente anterior a la presentación de la solicitud de renovación, no gozará de derecho preferente a que se refiere el artículo 8° de la ley N° 18.168.”.

El Honorable Senador señor Allamand estimó que las indicaciones en estudio debían ser declaradas inadmisibles, toda vez que el otorgamiento de las concesiones de radiodifusión son materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

- La indicación número 30 c) fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Goic y Von Baer y señores Allamand, Quintana y Rossi.

- La indicación número 30d), en tanto, fue retirada por su autor.





Seguidamente, los Honorables Senadores Chahuán, Larraín, García Huidobro, Van Rysselberghe y Quintana presentaron las indicaciones números 31), 32), 32a) y 32b) y 32e) para consultar un nuevo numeral, agregando así una nueva disposición en la Ley de Fomento de la Música Nacional. 





Dicho precepto apunta a imponer a las entidades de gestión colectiva la obligación de crear procedimientos e instrumentos de medición del uso efectivo de las obras, interpretaciones, ejecuciones o fonogramas, por parte de sus licenciatarios de música nacional, que sean precisos, eficientes, verificables y transparentes, respecto de cada modalidad o medio de uso, que garanticen una adecuada distribución conforme al uso efectivo de la música nacional.

Asimismo, agrega que los resultados de las mediciones que realicen las entidades de gestión colectiva deberán publicarse a lo menos bimensualmente y ponerse a disposición en el sitio web de la respectiva entidad, así como los antecedentes que las justifican.

Por último, precisa que los costos de confección de las planillas de ejecución en que incurran las radiodifusoras, se deducirán de lo que deba pagarse a la entidad de gestión colectiva correspondiente por concepto de licencias 
El Honorable Senador señor Rossi consideró que las indicaciones citadas debían ser declaradas inadmisibles por ser ajenas a las ideas matrices.

- Sometida a votación la declaración de inadmisibilidad efectuada por el Presidente de la Comisión, votaron a favor los Honorables Senadores señora Goic y Rossi y en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand y Quintana.

Con ocasión de la citada votación, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, reiteró sus juicios emitidos anteriormente durante la discusión en particular de la iniciativa, lamentando el vuelco que había tenido la propuesta de ley en estudio, que tiene por objeto fomentar la música chilena, para lo cual obliga a las radioemisoras a emitir a lo menos un 20% de ella. Hizo presente que no obstante ello, la mayoría de Comisión, como se ha expuesto precedentemente en este informa, aprobó la indicación número 12e), que, bajo el nombre de cumplimiento alternativo de la referida obligación, permite su inobservancia. 

Resaltó que a la realidad anterior, se suma la aprobación de indicaciones como la analizada, las que, además de alejarse profundamente de las ideas matrices del proyecto, atentan en contra de las entidades de gestión colectiva y, especialmente, de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, sobre regulándola, asfixiándola y tendiendo un manto de sospechas respecto de su rol.

En relación con la crítica formulada por la Honorable Senadora señora Von Baer en orden a que el proyecto no contiene normas respecto de la fiscalización, explicó que la fiscalización por parte del Estado no era necesaria porque en la era digital en la cual se encuentra la sociedad es fácil corroborar si las radioemisoras cumplen o no su obligación. En efecto, precisó que toda radiodifusora tiene un registro digital y que en caso de advertirse un incumplimiento, las organizaciones de autores o intérpretes con personalidad jurídica pueden exigir su observancia judicialmente.
Respecto de la afirmación relativa a que el principal inconveniente lo tendrán las radios pequeñas, aseguró que ello no era efectivo. En este punto, resaltó que en su circunscripción senatorial ninguna de ellas toca menos de 50% música chilena.

Por último, fue enfático en sostener que la aprobación de estas indicaciones supondrá un grave daño a la cultura, a las artes y a la cultura chilena.
El Honorable Senador señor Rossi compartió íntegramente las observaciones del Senador señor Walker, don Ignacio, por cuanto las indicaciones aprobadas, además de apartarse del espíritu del proyecto, atentaban en contra del funcionamiento de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor.

El Honorable Senador señor Allamand, deteniéndose en las intervenciones de los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio, y Rossi, estimó impropio que se construyeran argumentos a partir de la descalificación de los dichos de quienes piensan distinto. En este sentido, estimó que todas las opiniones vertidas debían ser respetadas y no podían ser descalificadas a partir de un falso argumento de autoridad, como el que asegura que el objetivo de la propuesta en estudio sólo puede encaminarse en un determinado sentido. 

Deteniéndose en las críticas volcadas hacia el cumplimiento alternativo de la obligación de emitir al menos un 20% de música nacional, recordó que dicho mecanismo no tiene objeciones en el ámbito del derecho penal. Adicionalmente, hizo presente que existen razones fundadas que permitirían su aplicación en esta materia y que la Sociedad Chilena del Derecho de Autor se ha abierto a alguna de ellas, como daba cuenta la indicación número 9c), la que, como se explicó en su oportunidad, había sido consensuada entre dicha organización y la Asociación de Radiodifusores de Chile.

Haciéndose cargo de los comentarios relativos a que muchas de las indicaciones presentadas buscan asfixiar y tender un manto de dudas respecto del rol de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, aseguró no tener ninguna animosidad en contra de ella. Al respecto, subrayó que las indicaciones que interfieren en la adecuada organización de la aludida entidad han sido rechazadas, mientras que aquellas que permiten dotarla de mayor transparencia han sido acogidas.

El Honorable Senador señor Navarro criticó la decisión de la mayoría de la Comisión en orden a apartarse del espíritu original del proyecto, permitiendo sustituir la exigencia de emitir un porcentaje mínimo de música chilena por un determinado número de entrevistas y de publicidad. 

Centrando su atención en las indicaciones referidas a las entidades de gestión colectiva, destacó que aquellas aprobadas violentan el quehacer de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor. Sin perjuicio de lo anterior, juzgó incorrecto que una entidad privada fuera la encargada de fiscalizar el cumplimiento de la obligación impuesta, en circunstancia que ello debía ser una facultad privativa del Consejo de Fomento de la Música Nacional. A mayor abundamiento, hizo ver que de lo contrario la sociedad referida se transformaría en juez y parte.
Por su parte, el Honorable Senador señor Quintana acotó que la propuesta legal despachada por la Cámara de Diputados adolecía de grandes deficiencias, razón por la cual se presentaron indicaciones para perfeccionarla. Agregó que una de ellas es aquella que permite el cumplimiento alternativo de la obligación, mecanismo que consideró válido para llevar a cabo el cumplimiento del objetivo perseguido.

En línea con lo anterior, puso de manifiesto que en los tiempos actuales no existen en el derecho comparado imposiciones a las radiodifusoras como la propuesta. Además, notó que la exigencia sólo se impone a las radios, en circunstancias que existen otros medios de comunicación por medio de los cuales la música chilena se podría difundir.

En otro orden de consideraciones, reiteró su llamado al Ejecutivo a intervenir en la iniciativa de ley, de manera que no sea la Sociedad Chilena del Derecho de Autor la encargada de asegurar el cumplimiento del gravamen impuesto.

Finalmente, descartó la afirmación respecto a que indicaciones como la analizada atentaran en contra de la sociedad que representa a gran parte de los músicos nacionales.

La Honorable Senadora señora Von Baer, ahondando en los planteamientos del Honorable Senador señor Allamand referidos al cumplimiento alternativo y específicamente al apoyo de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor al mecanismo contemplado en la indicación 9c), recordó que, en sesión celebrada el día 2 de septiembre del año en curso, el Director General de la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, señor Juan Antonio Durán, aseguró que la indicación referida nació de un acuerdo alcanzado entre esta organización e Ibero Americana Radio Chile. Añadió que el aludido apoyo ha servido de base para permitir el cumplimiento alternativo de la imposición de emitir al menos un 20% de música nacional y que ello se ha hecho así para no beneficiar sólo a un grupo controlador.

Por último, requirió una declaración oficial del Ministerio de Relaciones para asegurar que las disposiciones del proyecto no colisionaran con tratados internacionales ratificados por Chile y que encuentren vigentes, especialmente con países latinoamericanos como Colombia y México.

- A continuación, el señor Presidente declaró cerrado el debate y puso en votación las indicaciones números 31), 32), 32a) y 32b) y 32e), las que resultaron rechazadas por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand y Rossi.

Las indicaciones números 32c) y 32 d) de los Honorables Senadores señores Horvath y Rossi, respectivamente, proponen agregar un nuevo precepto a la ley N° 19.928, del siguiente tenor:


“Artículo 15 quater.- Declárase que el espectro radioeléctrico utilizado por las radioemisoras es un bien nacional, cuyo dominio pertenece a la Nación toda y en consecuencia, su uso y goce está orientado a satisfacer necesidades públicas y colectivas de toda la sociedad.

Para velar por lo dispuesto en el inciso anterior y por el correcto funcionamiento de este servicio, las empresas concesionarias de permisos de radiodifusión sonora quedarán sometidas, en cuanto al contenido de las emisiones, además de las obligaciones dispuesta en la presente ley, a las establecidas en la ley 18.838, en cuanto les sean aplicables, y sujetas a la supervigilancia y fiscalización, del Consejo Nacional creado por esa misma ley.”.


- La indicación número 32 d) fue retirada por su autor.


- Puesta en votación la indicación número 32 c) fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand y Rossi.

A continuación, las indicaciones números 33), 34), 34 a) y 34 b) de los Honorables Senadores señores Chahuán, Larraín, García-Huidobro y señora Van Rysselberghe, respectivamente, proponen agregar, del mismo modo que las anteriores, un nuevo artículo a la Ley sobre Propiedad Intelectual, con el objeto de regular la distribución entre los artistas de las sumas que cobran las entidades de gestión colectivas por la reproducción de la sobras musicales. 


La disposición es del siguiente tenor: 




“Artículo 15 quinquies.- Los montos recaudados por las entidades de gestión colectiva por concepto de la radiodifusión de las interpretaciones o ejecuciones artísticas, de conformidad con la ley N° 17.336, independiente de la proporción en que estos hayan sido utilizados, se distribuirán a lo menos en un 60 por ciento para los artistas intérpretes o ejecutantes de música nacional y un 40% a los artistas intérpretes o ejecutantes que no califiquen como música nacional.”

- Puestas en votación estas indicaciones, fueron rechazadas por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand y Rossi.



Seguidamente, la indicación número 34 c), del Honorable Senador señor Bianchi, agrega un nuevo artículo a este proyecto de ley, con el objeto de sustituir el inciso final del artículo 69 de la ley N° 17.336.





Dicho precepto dispone que los organismos de radiodifusión o televisión podrán realizar fijaciones efímeras de interpretaciones o ejecuciones de un artista con el único fin de utilizarlas en emisión, por el número de veces acordado, quedando obligados a destruirlas inmediatamente después de la última transmisión autorizada.





La indicación, sin perjuicio de proponer la sustitución integral del inciso, lo que hace es eliminar la obligación de destrucción señalada para permitir a dichos organismos que puedan mantener en sus archivos dichas interpretaciones solo para fines de preservación histórica o del patrimonio cultural.

El Honorable Senador señor Allamand señaló que la propuesta resulta razonable, ya que permite mantener las obras, no para su difusión, sino que para efectos de su preservación.


- Puesta en votación la indicación número 34 c) votaron a favor de ella los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand y se abstuvieron, los Honorables Senadores señora Goic y Rossi.

Repetida la votación, conforme lo establece el artículo 178 del Reglamento del Senado, se mantuvo inalterado el resultado de la misma, por lo que los votos de abstención se sumaron a los enunciados por aprobar la indicación, quedando ésta aprobada, reglamentariamente, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand y Rossi.

La indicación número 34 d) del Honorable Senador señor Bianchi, al igual que la anterior, también propone agregar un nuevo artículo al proyecto para agregar una letra “t”, nueva,  al artículo 71 de la ley N° 17.336, con el objeto de establecer que las orquestas, bandas y grupos musicales juveniles que dependan o sean organizados por entidades sin fines de lucro o entidades gubernamentales, no estarán sujetas al pago de derechos de autor por las interpretaciones o ejecuciones y comunicaciones al público en general u otras utilizaciones necesarias para sus ensayos o presentaciones que realicen de obras musicales de cualquier clase, mientras no cobren entrada u otro pago directo por la respectiva actividad.

El Honorable Senador señor Allamand se mostró partidario de esta indicación, ya que apunta a la difusión de dichos grupos u orquestas ya que han tenido un importante desarrollo en el país y constituyen un importante aporte a la cultura nacional, salvo en lo que respecta a la última frase de la misma, que impide cobrar entrada u otro pago por dicha actividad.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Goic consultó a los representantes del Ejecutivo respecto del funcionamiento de las orquestas, bandas y grupos musicales juveniles que dependan o sean organizados por entidades sin fines de lucro o entidades gubernamentales, ya que en el caso de ensayos u otros no hay ningún pago.


Asimismo, hizo notar, como lo señaló precedentemente, que la indicación se refiere a una materia que no tiene relación alguna con las regulaciones que propone esta iniciativa de ley.


La señora Ministra de la Cultura expresó que una regulación como la que plantea la indicación es inadecuada, ya que podría haber, eventualmente violación a los derechos de autor, y además, no es adecuado contraponer el desarrollo y fomento de este tipo de orquestas y bandas con aquella prerrogativa.


En un sentido similar se expresó el Honorable Senador señor Rossi, en cuanto a que una norma de esta naturaleza va en contra de los derechos de autor, y puede ser entendido como algo similar a la piratería. En ese sentido, hizo ver que deben buscarse otras formas para promover el desarrollo de estas bandas, pero distintos al planteado.


Sin perjuicio de lo anterior, compartió el criterio formulado por la Honorable Senadora señora Goic en cuanto al defecto formal que tiene esta indicación, ya que se aleja de las ideas fundamentales del proyecto en informe.


- En razón de lo anterior, el señor Presidente declaró inadmisible la indicación por ser contraria a las ideas matrices del proyecto.

Las indicaciones 35), 36) 36 a) y 36 b), de los Honorables Senadores señores Chahuán, Larraín, García-Huidobro y señora Van Rysselberghe, añaden un nuevo precepto a la iniciativa de ley en informe, en cuya virtud agregan dos siguientes nuevos al artículo 92 de la ley N° 17.336:





Con el primero, se establece que las entidades de gestión colectiva en ningún caso podrán participar en la propiedad, dirección o control, de manera directa o indirecta de entidades que presten servicios, comerciales o no, que requieran contratar licencias respecto de las obras u otras materias protegidas cuyos derechos gestionen, ni celebrar contratos con personas que cumplan funciones como director general,  directores u otros cargos de gobierno o dentro de la supervisión de la misma entidad de gestión colectiva, o las personas relacionadas con dichos funcionarios o directivos, por vínculos de matrimonio, o de consanguinidad o afinidad hasta el 4° grado inclusive.




A través del segundo se dispone que los directivos y administradores de las entidades de gestión colectiva deberán realizar una declaración de intereses y patrimonio al inicio y término de sus funciones o ejercicio de su cargo en la respectiva entidad de gestión colectiva, en los términos que señalará el Reglamento.





La Honorable Senadora señora Goic manifestó que esta proposición va en contra del normal funcionamiento y desarrollo de la Sociedad Chilena del Derecho autor, y que en caso de aprobarse dicha entidad debería cerrar sus salas de música, el incentivo a los artistas emergentes, conciertos, etc, que se aparta absolutamente del objetivo del proyecto.





- Puestas en votación estas indicaciones, fueron rechazadas por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand y Rossi.





La indicación número 37), del Honorable Senador señor  Bianchi, mediante un nuevo artículo que se agrega a la iniciativa, sustituye la letra b) del artículo 93 de la ley N°17.336 por la siguiente, referido al el régimen de votación que opera para las entidades de gestión colectiva, agregando otras materias para el sistema de voto igualitario. Así también, dispone que todos los miembros de la entidad de gestión colectiva tendrán derecho a participar y a votar en la asamblea general de los miembros, y enumera las cuestiones que serán objeto de dicho tipo de asamblea. 


- El señor Presidente declaró inadmisible la indicación por ser contraria a las ideas matrices del proyecto.

A continuación, la indicación número 38) del Honorable Senador señor Bianchi, de la misma manera de las anteriores de su autoría, consulta un nuevo numeral a esta iniciativa, que agrega los siguientes incisos al artículo 100 de la ley N° 17.336:





“Las entidades de gestión colectiva deberán informar a los organismos de radiodifusión y hacer la devolución o descuento proporcional por los derechos de autor o conexos pagados, en el caso que las planillas de ejecución que éstos les proporcionen, incluyan obras, interpretaciones o ejecuciones que no formen parte del repertorio representado por la entidad de gestión colectiva a quien se realizó dicho pago, o que se encuentren en el dominio público o correspondan a titulares no identificados.





Las entidades de gestión deberán realizar las reliquidaciones en los casos que señala el inciso anterior, a más tardar dentro de los 3 meses de recibida la planilla de ejecución respectiva.  La omisión de informar al organismo de radiodifusión de la falta de representatividad respecto de un material incluido en la planilla, será considerado un incumplimiento grave de las obligaciones societarias.”


El Honorable Senador señor Allamand estuvo de acuerdo con esta proposición, ya que permite que el pago de los derechos de un autor que no esté registrado en las nóminas de las entidades de gestión sea efectuado directamente a él.


Asimismo, agregó que en la actualidad, según lo que se le ha informado, existe un procedimiento similar para aquellas autores o intérpretes, que no están en los registros de las entidades de gestión, y que luego de un proceso de identificación, pueden recibir directamente el pago de los derechos respectivos.


Por su parte la Honorable Senadora señora Von Baer también expresó sus juicios favorables a esta indicación, ya que a diferencia de anteriores propuestas, que las rechazó, esta apunta hacia el objetivo perseguido por el proyecto, que es propender a la difusión de la música nacional y la forma en que se estructura para el cumplimiento de tal finalidad las entidades de gestión colectiva.



El Honorable Senador señor Rossi, discrepó de los planteamientos anteriores, y señaló que en su concepto la indicación era inadmisible, y que, al igual que en casos anteriores, sometería a votación de la Comisión la referida declaración. Fundamentando su aseveración, señaló que en los fundamentos de la Moción no se indica que ella tenga por objeto regular el cobro de los derechos por parte de la entidades de gestión, sino que la aplicación de la normativa que se propone, la cuota mínima del 20%, podría significar el incremento los derechos de autor a cobrar.

- Sometida a votación la declaración de inadmisibilidad efectuada por el Presidente de la Comisión, votaron a favor los Honorables Senadores señora Goic y Rossi y en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.


Repetida la votación, conforme lo dispone el artículo 182 del Reglamento, se mantuvo sin alteración el resultado precedentemente consignado.


Posteriormente, la unanimidad de la Comisión acordó reabrir el debate de esta indicación, y al proceder a su votación ella resultó aprobada por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand y la abstención del Honorable Senador señor Rossi.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Rossi señaló que su voto de abstención tenía solo por finalidad resolver el resultado de esta indicación y permitir el despacho del proyecto para su discusión en la Sala, ya que, como lo declaró con anterioridad, en su concepto la proposición era inadmisible.


Finalmente, la Comisión revisó las dos últimas indicaciones del proyecto que establecen, mediante normas transitorias, el régimen de vigencia de esta iniciativa de ley.


La indicación número 39), del Honorable Senador señor Quintana, establece que los plazos con los que contarán las radioemisoras para dar cumplimiento a la obligación de difusión del 20%, variarán de acuerdo al porcentaje de música nacional transmitida en su programación fonográfica diaria, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, según den cuenta sus planillas de ejecución diaria, de acuerdo a lo siguiente: 1) tratándose de radioemisoras que transmitan entre un 0% y un 5% de música nacional en su programación fonográfica diaria, el plazo será de 36 meses contados desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley; 2) si transmiten entre un 5,01% y hasta un 10% de música nacional en su programación fonográfica diaria, el plazo será de 24 meses contados desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley; 3) si es entre un 10,01% y hasta un 15% de música nacional en su programación fonográfica diaria, el plazo será de 18 meses contados desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley; 4) entre un 15,01% y menos del 20% de música nacional en su programación fonográfica diaria, el plazo será de 12 meses contados desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley y 5) si se trata de radioemisoras que deseen cumplir con un promedio de 25% de música nacional en la programación fonográfica diaria de sus emisoras, el plazo será de 24 meses contados desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley.”





Por su parte la indicación número 40), de los Honorables Senadores señores Espina y Prokurica, establece que las radioemisoras tendrán un plazo de dos años, contados desde la fecha de promulgación de la presente ley, para ajustar sus programaciones a las exigencias de porcentaje de música nacional.





- Primeramente se puso en votación la indicación número 39) la que resultó rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand y Rossi.


- Luego, se procedió a votar la indicación número 40), produciéndose un empate, al votar por su aprobación los Honorables Senadores señora Von Baer y Allamand y por su rechazo los Honorables Senadores señora Goic y señor Rossi.


Conforme lo dispone el artículo 182 del Reglamento del Senado, se procedió a repetir la votación para resolver el empate producido, manifestándose por la aprobación los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, en tanto que se abstuvieron los Honorables Senadores señora Goic y señor Rossi.


De acuerdo al artículo 178 del Reglamento del Senado, y al influir las abstenciones en el resultado de la votación, se procedió a votar nuevamente la indicación, manteniéndose el mismo resultado, por lo que las abstenciones se sumaron a los votos emitidos por aprobar la indicación, quedando ella aprobada, reglamentariamente, por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Allamand y Rossi.


Los Honorables Senadores señora Goic y señor Rossi dejaron constancia que su abstención había sido emitida con el único propósito de permitir el despacho de esta iniciativa de ley al aplicarse la norma reglamentaria citada, ya que ambos son partidarios de establecer un plazo de vacancia legal de un año contado desde la publicación de esta normativa.

- - -


Terminada la discusión de las indicaciones, la Honorable Senadora señora Von Baer recordó que el objetivo de la normativa en informe es aumentar la difusión de la música nacional, lo cual puede lograrse a través de distintos mecanismos, no siendo sólo la única forma el establecimiento de una cuota de un 20%. Sobre el particular, recordó que la Sociedad Chilena del Derecho de Autor, en una anterior sesión de la Comisión, estuvo de acuerdo con establecer mecanismos alternativos de cumplimiento de dicho porcentaje, lo cual fue contradicho por algunos señores Senadores.


En ese orden de ideas, recordó que la referida organización planteó su acuerdo con la idea de alcanzar alguna forma de cumplimiento alternativo del referido porcentaje, de lo que da cuenta el acuerdo alcanzado entre la referida agrupación e Ibero Americana Radio Chile, IARC. Por lo tanto, agregó, las indicaciones aprobadas para establecer una fórmula alternativa va en la línea que se ha señalado. 


Finalmente, hizo presente que el planteamiento que se formuló en su ocasión era que no era adecuado llegar  a un convenio sólo con un controlador, ya que ello produciría efectos negativos respecto de las radioemisoras más pequeñas, y de ello da cuenta la norma aprobada para la indicación 9 c).


Por su parte, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio lamentó el contenido aprobado por la Comisión para esta iniciativa, ya que va en contra de la cultura, de la música y del resguardo de los derechos de autor, y porque, además, se ha atentado en contra de la autonomía de los cuerpos intermedios que se consagra constitucionalmente con una de las bases de la institucionalidad.
 Es decir, la regulación aprobada atenta en contra de las bases de una sociedad libre en lo que respecta a la expresión del pensamiento y de la cultura.


A su turno, el Honorable Senador señor Rossi expresó su concordancia con los juicios emitidos por el señor Senador que le antecedió, y, del mismo modo, manifestó su convicción de que la regulación aprobada por la Comisión será enmendada durante la discusión en la Sala del Senado, rectificando lo obrado.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

ARTÍCULO ÚNICO




Pasa a ser artículo 1°, con las enmiendas que se indican a continuación:
Número 1)




Reemplazar el primero de los incisos propuestos por el siguiente:





"Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, las radioemisoras que operen concesiones de radiodifusión sonora, en su programación diaria deberán emitir al menos una quinta parte (20%) de música nacional, medida sobre el total de canciones emitidas, distribuida durante la jornada diaria de transmisión de cada emisora, sin que pueda acumularse más de la mitad del total de la emisión de la música en horario nocturno, esto es de 22:00 a 06:00.”.

[Mayoría 3x2.Senadora Von Baer y Senadores Allamand y Quintana /Senadora Goic y Senador Rossi. Indicación 12 e)]
- - -

Intercalar, a continuación del primer inciso propuesto, los siguientes:

“Esta obligación de transmisión del 20% de música nacional podrá darse por realizada mediante el cumplimiento alternativo de los mecanismos que establezca para estos efectos el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.”
[Mayoría 3x2. Senadora Von Baer y Senadores Allamand y Quintana /Senadora Goic y Senador Rossi. Indicación número 12b)]
“En el caso de aquellas radioemisoras con formatos específicos o especializados, podrán aportar a la difusión de música chilena con un mínimo de treinta y seis spots radiales mensuales para la difusión de certámenes, festivales y eventos en vivo de música nacional y al menos ocho entrevistas mensuales a artistas nacionales, a efectos de difundir su obra. En este caso, el porcentaje de emisión de música nacional indicado en los incisos anteriores será de un diez por ciento en las mismas condiciones y términos señalados.”

[Mayoría 3x2. Senadora Von Baer y Senadores Allamand y Quintana /Senadora Goic y Senador Rossi. Indicación número 12e)]

“Para los efectos del cálculo del porcentaje señalado en los incisos anteriores, entre las radioemisoras que pertenezcan a un controlador común o aquellas que se agrupen geográficamente por regiones o localidades, siempre que designen un representante legal común, se podrá considerar el exceso sobre dicho porcentaje en que incurra una o unas de sus señales, como abono a la obligación de las otras radioemisoras del mismo controlador o agrupadas, lo que deberá acreditarse mediante las planillas de ejecución diaria. Lo anterior, sujeto a que el porcentaje de transmisión de música nacional prorrateado entre todas las radioemisoras que pertenecen a ese controlador común o que se agrupen geográficamente, sea a lo menos un 5% superior al mínimo legal exigido en los incisos anteriores. Para los efectos de dicho cálculo, sólo se considerarán las radioemisoras que originan las señales que estén ubicadas en la misma o similar zona de cobertura y sólo cuando la emisión de música nacional en cada una de ellas no sea inferior a un 5%."
[Mayoría 3x2. Senadora Von Baer y Senadores Allamand y Quintana /Senadora Goic y Senador Rossi. Indicación número 9c)]
“En cumplimiento de la obligación dispuesta en los incisos anteriores, las emisoras podrán incluir los programas de difusión de música u otras expresiones culturales, de compositores, artistas o creadores indígenas según lo establecido en los artículos 1° y 6° la ley N° 19.253.”
[Unanimidad 5x0. Senadoras Goic y Von Baer y Senadores Allamand, Quintana y Rossi. Indicación número 12c)]
- - -

Reemplazar el segundo inciso propuesto por el siguiente:

"Del porcentaje de música nacional a que se refieren los incisos anteriores, un veinticinco por ciento deberá estar destinada o a:

a) Composiciones o interpretaciones musicales emergentes, entendiéndose por tales aquellas grabadas en fonogramas en los últimos tres años contados desde la fecha de la emisión radial, o

b) Composiciones o interpretaciones de identificación regional o local, de acuerdo al área de concesión.".

[Mayoría 4x1en contra. Senadores Allamand, Matta, Quintana y Rossi / Senadora Von Baer. Indicación número 9)]

- - -

Incorporar el siguiente inciso final, nuevo:

"Las entidades de gestión colectiva que administren los derechos de autor o conexos correspondientes a músicos chilenos, pondrán a disposición de los organismos de radiodifusión, para el solo efecto que éstos puedan cumplir con sus obligaciones de difusión de la música nacional, las grabaciones de las obras e interpretaciones o ejecuciones de su repertorio que califiquen en esta categoría, para que puedan incluirlas en sus transmisiones. Para esto, dispondrán de una base de datos en línea de acceso gratuito para los organismos de radiodifusión."

[Unanimidad 5x0. Senadoras Goic y Von Baer y Senadores Allamand, Quintana y Rossi. Indicación número 12a)]

- - -

Número 2)

Agregar los siguientes artículos 15 ter, 15 quater, 15 quinquies, 15 sexies y 15 septies, nuevos:

“Artículo 15 ter.- Las entidades de gestión colectiva no podrán cobrar a los artistas que administren o representen, por concepto de costos de administración, más del quince por ciento de lo recaudado por concepto de radiodifusión de música nacional, o por la comunicación al público de la misma. Dicho monto no podrá ser superior al cinco por ciento en el caso de los artistas emergentes.”.

[Mayoría 3x2. Senadora Von Baer y Senadores Allamand y Quintana /Senadora Goic y Senador Rossi. Indicaciones números 13, 14, 14a), 14b), 14c)]
“Artículo 15 quáter.- Las entidades de gestión colectiva que administren derechos por concepto de música nacional deberán mantener un registro digital con indicación de cada una de las obras, interpretaciones y otras materias que representen, nacionales o extranjeras, disponible para su consulta en el sitio web de la entidad.”.
[Mayoría 3x2. Senadora Von Baer y Senadores Allamand y Quintana /Senadora Goic y Senador Rossi. Indicaciones números 17, 18, 18a), 18b) y 18c)]
“Artículo 15 quinquies.- Las entidades de gestión colectiva no podrán negar la afiliación en calidad de socios activos y plenos en derechos de votación y participación en las asambleas generales y en todos los órganos de la entidad, así como ser elegidos en los cargos de los mismos, a los artistas emergentes a los que se refiere esta ley, ni a los demás artistas que creen, interpreten o ejecuten música nacional, en consideración a las sumas que hayan generado por concepto de derechos intelectuales, número de grabaciones, la duración de sus carreras o tiempo de afiliación a la entidad.”.

[Mayoría 3x2. Senadora Von Baer y Senadores Allamand y Quintana /Senadora Goic y Senador Rossi. Indicaciones números 19, 20, 20a), 20b) y 20c)]
“Artículo 15 sexies.- En ningún caso las entidades de gestión colectiva podrán cobrar derechos a los artistas por el uso de sus propias obras o producciones de las que sea titular, ni limitar la posibilidad que estos las licencien de manera gratuita o abierta, bajo licencias tipo creative commons o análogas a terceros, aunque corresponda a obras u otras materias administradas por dichas entidades.”.

[Mayoría 3x2. Senadora Von Baer y Senadores Allamand y Quintana /Senadora Goic y Senador Rossi. Indicaciones números 21, 22, 22a) y 22b)]
“Artículo 15 septies.- Instáurase el día 4 de octubre de cada año como el Día de la Música y de los Músicos Chilenos. Durante él las radioemisoras sólo podrán difundir música nacional chilena.”.”.

[Primera oración propuesta: unanimidad 5x0. Senadoras Goic y Von Baer y Senadores Allamand, Quintana y Rossi. Segunda oración propuesta: mayoría 3x2. Senadora Goic y Senadores Rossi y Quintana /Senadora Von Baer y Senador Allamand. Indicación número 29)]

- - -





Agregar el siguiente artículo 2°, nuevo:




“Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual:
1) Sustitúyese el inciso final del artículo 69 por el siguiente:
"Los organismos de radiodifusión o televisión podrán realizar fijaciones efímeras de interpretaciones o ejecuciones de un artista con el único fin de utilizarlas en emisión, por el número de veces acordado, las que podrán mantener en sus archivos solo para fines de preservación histórica o del patrimonio cultural." 
[Unanimidad 4x0. Senadoras Goic y Von Baer y Senadores Allamand y Rossi. Indicación 34c)]




2) Agréganse al artículo 100 los siguientes incisos finales, nuevos: 





“Las entidades de gestión colectiva deberán informar a los organismos de radiodifusión y hacer la devolución o descuento proporcional por los derechos de autor o conexos pagados, en el caso que las planillas de ejecución que éstos les proporcionen, incluyan obras, interpretaciones o ejecuciones que no formen parte del repertorio representado por la entidad de gestión colectiva a quien se realizó dicho pago, o que se encuentren en el dominio público o correspondan a titulares no identificados. 
Asimismo, dichas organizaciones deberán realizar las reliquidaciones en los casos que señala el inciso anterior, a más tardar dentro de los 3 meses de recibida la planilla de ejecución respectiva.  La omisión de informar al organismo de radiodifusión de la falta de representatividad respecto de un material incluido en la planilla, será considerado un incumplimiento grave de las obligaciones societarias.”.”
[Mayoría 2x1 abstención. Senadora Von Baer y Senador Allamand/ Senador Rossi. Indicación 38)]
- - -
Añadir el siguiente artículo transitorio, nuevo:
“Artículo transitorio.- Las radioemisoras tendrán un plazo de dos años, contados desde la fecha de promulgación de la presente ley, para ajustar sus programaciones a las exigencias de porcentaje de música nacional establecidas en el artículo 15 de la ley N° 19.928.” 
[Unanimidad 4x0. Senadoras Goic y Von Baer y Senadores Allamand y Rossi. Indicación 40)] 
- - -

TEXTO DEL PROYECTO:

En virtud de las modificaciones consignadas anteriormente, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.928, sobre Fomento de la Música Chilena:

1) Agréganse, en el artículo 15, los siguientes incisos:


"Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, las radioemisoras que operen concesiones de radiodifusión sonora, en su programación diaria deberán emitir al menos una quinta parte (20%) de música nacional, medida sobre el total de canciones emitidas, distribuida durante la jornada diaria de transmisión de cada emisora, sin que pueda acumularse más de la mitad del total de la emisión de la música en horario nocturno, esto es de 22:00 a 06:00. 


Esta obligación de transmisión del 20% de música nacional podrá darse por realizada mediante el cumplimiento alternativo de los mecanismos que establezca para estos efectos el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. 


En el caso de aquellas radioemisoras con formatos específicos o especializados, podrán aportar a la difusión de música chilena con un mínimo de treinta y seis spots radiales mensuales para la difusión de certámenes, festivales y eventos en vivo de música nacional y al menos ocho entrevistas mensuales a artistas nacionales, a efectos de difundir su obra. En este caso, el porcentaje de emisión de música nacional indicado en los incisos anteriores será de un diez por ciento en las mismas condiciones y términos señalados.


Para los efectos del cálculo del porcentaje señalado en los incisos anteriores, entre las radioemisoras que pertenezcan a un controlador común o aquellas que se agrupen geográficamente por regiones o localidades, siempre que designen un representante legal común, se podrá considerar el exceso sobre dicho porcentaje en que incurra una o unas de sus señales, como abono a la obligación de las otras radioemisoras del mismo controlador o agrupadas, lo que deberá acreditarse mediante las planillas de ejecución diaria. Lo anterior, sujeto a que el porcentaje de transmisión de música nacional prorrateado entre todas las radioemisoras que pertenecen a ese controlador común o que se agrupen geográficamente, sea a lo menos un 5% superior al mínimo legal exigido en los incisos anteriores. Para los efectos de dicho cálculo, sólo se considerarán las radioemisoras que originan las señales que estén ubicadas en la misma o similar zona de cobertura y sólo cuando la emisión de música nacional en cada una de ellas no sea inferior a un 5%. 


En cumplimiento de la obligación dispuesta en los incisos anteriores, las emisoras podrán incluir los programas de difusión de música u otras expresiones culturales, de compositores, artistas o creadores indígenas según lo establecido en los artículos 1° y 6° de la ley N° 19.253. 

Del porcentaje de música nacional a que se refieren los incisos anteriores, un veinticinco por ciento deberá estar destinada o a:


a) Composiciones o interpretaciones musicales emergentes, entendiéndose por tales aquellas grabadas en fonogramas en los últimos tres años contados desde la fecha de la emisión radial, o


b) Composiciones o interpretaciones de identificación regional o local, de acuerdo al área de concesión. 

El porcentaje mínimo a que se refieren los incisos precedentes se contará del total de las canciones u obras musicales emitidas que constaren en la planilla de ejecución diaria elaborada por cada radiodifusora.


Las entidades de gestión colectiva que administren los derechos de autor o conexos correspondientes a músicos chilenos, pondrán a disposición de los organismos de radiodifusión, para el solo efecto que éstos puedan cumplir con sus obligaciones de difusión de la música nacional, las grabaciones de las obras e interpretaciones o ejecuciones de su repertorio que califiquen en esta categoría, para que puedan incluirlas en sus transmisiones. Para esto dispondrán de una base de datos en línea de acceso gratuito para los organismos de radiodifusión.”.

2) Intercálanse los siguientes artículos 15 bis, 15 ter, 15 quáter, 15 quinquies, 15 sexies y 15 septies, nuevos:

"Artículo 15 bis.- La radioemisora que faltare a las normas sobre porcentajes mínimos de emisión de música nacional, estatuidas en el artículo anterior, será sancionada con multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, la que se duplicará en caso de reincidencia.

El juicio que procediere en aplicación del inciso precedente se tramitará según las reglas del Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil.

Las organizaciones de autores e intérpretes con personalidad jurídica tendrán legitimación activa para demandar el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 15".


“Artículo 15 ter.- Las entidades de gestión colectiva no podrán cobrar a los artistas que administren o representen, por concepto de costos de administración, más del quince por ciento de lo recaudado por concepto de radiodifusión de música nacional, o por la comunicación al público de la misma. Dicho monto no podrá ser superior al cinco por ciento en el caso de los artistas emergentes.

Artículo 15 quáter.- Las entidades de gestión colectiva que administren derechos por concepto de música nacional deberán mantener un registro digital con indicación de cada una de las obras, interpretaciones y otras materias que representen, nacionales o extranjeras, disponible para su consulta en el sitio web de la entidad.

Artículo 15 quinquies.- Las entidades de gestión colectiva no podrán negar la afiliación en calidad de socios activos y plenos en derechos de votación y participación en las asambleas generales y en todos los órganos de la entidad, así como ser elegidos en los cargos de los mismos, a los artistas emergentes a los que se refiere esta ley, ni a los demás artistas que creen, interpreten o ejecuten música nacional, en consideración a las sumas que hayan generado por concepto de derechos intelectuales, número de grabaciones, la duración de sus carreras o tiempo de afiliación a la entidad.

Artículo 15 sexies.- En ningún caso las entidades de gestión colectiva podrán cobrar derechos a los artistas por el uso de sus propias obras o producciones de las que sea titular, ni limitar la posibilidad que estos las licencien de manera gratuita o abierta, bajo licencias tipo creative commons o análogas a terceros, aunque corresponda a obras u otras materias administradas por dichas entidades.

Artículo 15 septies- Instáurase el día 4 de octubre de cada año como el Día de la Música y de los Músicos Chilenos. Durante él las radioemisoras sólo podrán difundir música nacional chilena.”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual:


1) Sustitúyese el inciso final del artículo 69 por el siguiente:


"Los organismos de radiodifusión o televisión podrán realizar fijaciones efímeras de interpretaciones o ejecuciones de un artista con el único fin de utilizarlas en emisión, por el número de veces acordado, las que podrán mantener en sus archivos solo para fines de preservación histórica o del patrimonio cultural.".


2) Agréganse al artículo 100 los siguientes incisos finales, nuevos: 



“Las entidades de gestión colectiva deberán informar a los organismos de radiodifusión y hacer la devolución o descuento proporcional por los derechos de autor o conexos pagados, en el caso que las planillas de ejecución que éstos les proporcionen, incluyan obras, interpretaciones o ejecuciones que no formen parte del repertorio representado por la entidad de gestión colectiva a quien se realizó dicho pago, o que se encuentren en el dominio público o correspondan a titulares no identificados. 


Asimismo, dichas organizaciones deberán realizar las reliquidaciones en los casos que señala el inciso anterior, a más tardar dentro de los 3 meses de recibida la planilla de ejecución respectiva.  La omisión de informar al organismo de radiodifusión de la falta de representatividad respecto de un material incluido en la planilla, será considerado un incumplimiento grave de las obligaciones societarias.”.

Artículo transitorio.- Las radioemisoras tendrán un plazo de dos años, contados desde la fecha de promulgación de la presente ley, para ajustar sus programaciones a las exigencias de porcentaje de música nacional establecidas en el artículo 15 de la ley N° 19.928.”.
- - -


Tratado y acordado en sesiones celebradas los días 2 de septiembre, 8, 15 y 22 de octubre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señor Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala, Jaime Quintana Leal y señora Carolina Goic Boroevic (Manuel Antonio Matta Aragay).



Sala de la Comisión, a 28 de octubre de 2014.

(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN ESPECIAL DE RECURSOS HÍDRICOS, DESERTIFICACIÓN Y SEQUÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE LA CONMEMORACIÓN DEL DÍA MUNDIAL DEL AGUA EL 22 DE MARZO DE CADA AÑO

(9.622-09)

HONORABLE SENADO:

La Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción del Senador señor Francisco Chahuán Chahuán, de las Senadoras señoras Isabel Allende Bussi y Adriana Muñoz D´Albora y de los Senadores señores Víctor Pérez Varela y Jorge Pizarro Soto.
Se hace presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único, y acordó, unánimemente, proponer a la Excelentísima señora Presidenta que en la Sala sea considerado del mismo modo. 
Asimismo, cabe recordar que en sesión celebrada el 8 de octubre de 2014 se dispuso el estudio de la iniciativa por la Comisión de Obras Públicas. Posteriormente, el 15 de octubre de 2014, la Sala del Senado acordó que el proyecto fuera conocido solamente por la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía.

-------

OBJETIVO DEL PROYECTO

 



Conmemorar en Chile el Día Mundial del Agua el 22 de marzo de cada año, celebración así declarada para cada país miembro por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante Resolución del año 1992.

ANTECEDENTES





Para el debido estudio de este proyecto de ley se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS
-La Resolución A/RES/47/193 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, de 22 de diciembre de 1992, que declaró el 22 de marzo como el Día Mundial del Agua.
-El numeral 8° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, que establece el deber del Estado de velar por la no afectación del derecho fundamental a vivir en un medio ambiente libre de contaminación y tutelar la preservación de la naturaleza.
-El artículo 4° de la ley N°19.300, sobre bases generales del Medio Ambiente, de 1994, que establece el deber del Estado de facilitar la participación ciudadana, permitir el acceso a la información ambiental y promover campañas educativas destinadas a la protección del medio ambiente.
II. ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción que da origen a este proyecto de ley, entre sus fundamentos señala que la Resolución A/RES/47/193 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, de 22 de diciembre de 1992, declaró el 22 de marzo de cada año como el Día Mundial del Agua, acogiendo la propuesta surgida en la Conferencia de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente y el Desarrollo efectuada en Río de Janeiro, de ese mismo año.
En ese contexto, la iniciativa sostiene que, desde ese momento, los Secretarios Generales de la Organización de Naciones Unidas, y los Directores de sus organismos especializados, han hecho fervientes llamados a los países que la integran para que tomen conciencia sobre la importancia del agua para la supervivencia y desarrollo de los pueblos.

En efecto, añade que, tal como afirmó el ex Director General de la FAO, Jacques Diouf, la escasez del agua será el problema del siglo XXI, considerando que el agua es un elemento esencial para la vida y que existe mucha escasez de ella en gran parte del orbe, fenómeno del cual no está exento nuestro país a raíz de las transformaciones provocadas por los cambios climáticos y el calentamiento global del planeta.

Asimismo, señala que, durante la celebración del “Día Mundial del Agua”, en el año 2003, el entonces Secretario General de Naciones Unidas, Kofi Annan, expuso las problemáticas derivadas de la escasez de agua, entre las que se encuentran la persistencia y expansión de enfermedades mortales, mayor daño para el medio ambiente global y amenazas a la seguridad alimentaria, las que afectan a los países en desarrollo y desarrollados. Dicha situación requiere un mejoramiento del manejo de los recursos hídricos mediante un sistema de irrigación mucho más eficiente, una agricultura e industria mucho menos tóxica y nuevas inversiones en servicios e infraestructura del agua.
En consecuencia, la Moción enfatiza que resulta indispensable que los integrantes de nuestra comunidad, desde su educación preescolar, tomen conciencia de la importancia que reviste el agua para la supervivencia de los seres humanos y la agricultura, la biodiversidad, la minería y la energía. Con dicha finalidad, añade que la comunidad debe adoptar un compromiso para ordenar y racionalizar los recursos hídricos, asumiendo su importancia para un desarrollo sustentable.

De ese modo, la iniciativa destaca que la conmemoración del Día Mundial del Agua constituirá una oportunidad para que los organismos sectoriales del Estado adopten medidas de difusión respecto de la importancia de los recursos hídricos en todas las actividades cotidianas y los procesos productivos, con la finalidad de abordar y resolver las problemáticas derivadas de la escasez de dicho elemento.

-------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR
El texto del proyecto de ley en informe consta de un artículo único, cuya finalidad es que se conmemore en Chile el Día Mundial del Agua, el 22 de marzo de cada año.

La unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Especial reiteraron los fundamentos contenidos en la Moción, principalmente en lo que atañe a considerar el agua como un elemento esencial para la vida y la supervivencia y desarrollo de los pueblos, conciencia que deben adquirir los habitantes de nuestro país desde su educación pre-escolar y mantenerla en las diversas etapas de su existencia, adoptando un compromiso para ordenar y racionalizar el uso de los recursos hídricos.

Por ello, dejaron constancia de la importancia de conmemorar la declaración efectuada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, de establecer el 22 de marzo de cada año como el Día Mundial del Agua, fecha en que tanto los organismos del Estado como las organizaciones de la ciudadanía podrán difundir la importancia de contar con un manejo adecuado y equilibrado de los recursos hídricos.

Finalmente, la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Especial acordó efectuar una enmienda formal al texto de la iniciativa en discusión.

- Puesto en votación en general y en particular el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Allende y Muñoz y Senadores señores Chahuán y Pizarro.
-------

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía propone aprobar el proyecto de ley en informe en los siguientes términos:
PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Conmemórase el 22 de marzo de cada año como el Día Mundial del Agua.”.

-------





Acordado en sesión celebrada el día 4 de noviembre de 2014, con asistencia de las Senadoras señoras Isabel Allende Bussi y Adriana Muñoz D´Albora y de los Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán y Jorge Pizarro Soto.





Sala de la Comisión, a 4 de noviembre de 2014.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA ALLENDE, CON LA QUE SE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE INSTAURA PARA LA REGIÓN DE ATACAMA UN FERIADO EL DÍA 26 DE OCTUBRE DE CADA AÑO COMO RECONOCIMIENTO DE SU MEMORIA E IDENTIDAD

(9.697-06)

Considerandos:

1) El acuerdo N° 8 del Consejo Regional de Atacama, de fecha 17 de octubre del año 2000, que señaló lo siguiente: "... se aprobó por unanimidad la iniciativa del Grupo de Estudios de Atacama GEA, que dice relación con la instauración del 26 de octubre de cada año como el día de la región de Atacama".

2) El día 26 de octubre de 1540, se produjo la Toma de Posesión de Chile, dando origen a la sociedad mestiza y a la historia moderna de Chile. Este día, el Teniente de Gobernador don Pedro de Valdivia, realizó en el valle de Copiapó (Chamonate), el acto jurídico e histórico de toma de posesión de Chile, dejando un acta notarial sobre el particular que fue redactada y firmada por don Luis de Cartagena.
3) El día 26 de octubre de 1833, el Puerto de Chañaral es declarado oficialmente como ciudad, desde aquel momento se comenzó a delinear de forma más concluyente la frontera Norte de Chile, y es precisamente, desde esta Ciudad, desde donde se gesta la exploración del desierto del norte.

4) Asimismo, el día 26 de octubre, se produce la Fundación de la Universidad de Atacama, primera Universidad Regional de Chile, heredera de las tradiciones en educación superior de antaño, a saber: 1857 Escuela de Minas, 1905, Escuela Normal.
5) La Fundación del Municipio de Alto del Carmen, el día 26 de octubre de 1979, localidad que tiene el orgullo de ser donde ha renacido la Etnia Diaguita, hecho que fue duramente criticado, y hoy la etnia Diaguita está reconocida como tal.
Afortunadamente en la actualidad, los Diaguitas no solo existen, sino que son reconocidos y respetados en su especificidad y su aporte a la historia de Atacama.
6) La refundación de Vallenar, se produce el día el 26 de octubre. Asimismo, el día 26 de octubre de 1979, mediante el D.L. 2868 de fecha 26/10/1979, modifica los limites Regionales, Provinciales y Comunales, que son los que permanecen en la actualidad en la Región.
Por consiguiente, en razón de lo anterior, vengo en presentar y en proponer a ustedes el siguiente:

PROYECTO DE LEY

"ARTÍCULO ÚNICO: Instáurese el día 26 de octubre de cada año, como feriado en la Región de Atacama, para el fomento, rescate y reconocimiento, tanto de la memoria e identidad regional, como de los pueblos originarios, y de los hombres y mujeres que constituyen su historia, presente y futuro".
(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.
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PROYECTO DE ACUERDO, DE LOS SENADORES SEÑORES OSSANDÓN, GARCÍA-HUIDOBRO Y GUILLIER, CON EL QUE PIDEN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE EVALÚE DESTINAR RECURSOS PARA IMPLEMENTAR BEBEDEROS PÚBLICOS DE AGUA POTABLE EN COLEGIOS, UNIVERSIDADES, BIBLIOTECAS, CONSULTORIOS, HOSPITALES, PLAZAS, PARQUES Y, EN GENERAL, LAS OFICINAS DE LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO, CON EL OBJETO DE FOMENTAR ALTERNATIVAS AL CONSUMO DE BEBIDAS AZUCARADAS SIN ALCOHOL

(S 1.747-12)

Considerando:
1) Que Chile tiene uno de los índices de obesidad y sobrepeso más altos del mundo. Los últimos informes de la Organización Mundial de la Salud (OMS) muestran que, entre los mayores de 15 años al año 2010, el 73,3% de las mujeres y el 64,4% de los hombres de nuestro país presentan sobrepeso o son obesos. Otras cifras de la OMS, recopiladas por visual.ly en forma de gráficos comparados, sitúan a Chile entre los 10 países con más sobrepeso del planeta, con un índice de masa corporal (IMC) promedio de 27,1 para los hombres y 28,5 para las mujeres, siendo la media nacional de 27,8. 

2) Que dicho fenómeno es transversal en la población, según da cuenta una investigación de la Universidad de Washington. Aquel estudio establece que en Chile el 34,2% de las personas pertenecientes al rango etario de 2 a 19 años tiene sobrepeso, lo que nos sitúa entre los 10 países del globo con más sobrepeso en menores de 20 años. 

3) Que cabe destacar entre los factores detonantes del sobrepeso el elevado consumo de azúcar en la población chilena. Según un estudio de Wiggins, S. & Keats, S. que revisa estadísticas de la FAO, Chile se ubica en la posición 15 en el consumo de esta materia, ingiriendo diariamente 60g por persona, lo que duplica los estándares recomendados por la OMS. 
4) Que un factor que explica este exceso de consumo son los altos índices en ingesta per cápita de bebidas azucaradas en el país.  En efecto, Chile es uno de los países donde se consume más bebidas a nivel mundial, y el segundo en Latinoamérica, con un consumo de 121 litros por persona al año. Esta situación requiere urgentemente de políticas públicas de salud para enfrentar este fenómeno por las consecuencias negativas que este exceso de consumo tiene en la salud de la población. 
5) Que si bien hay iniciativas que buscan revertir esta situación por medio de alzas impositivas a la compra de bebidas azucaradas sin alcohol, es fundamental impulsar políticas complementarias que contribuyan a disminuir los obstáculos para acceder a hábitos y estilos de vida saludables de las personas más vulnerables. Esto va en coherencia con los principios rectores de la Ley N° 20.670, que crea el sistema Elige Vivir Sano.
6) Que frente a este panorama y estado de la salud pública en la materia, resulta fundamental potenciar el consumo de agua potable por sobre otras sustancias, como las bebidas azucaradas. Cabe mencionar que el consumo de agua potable es una herramienta de prevención privilegiada de “enfermedades crónicas no transmisibles” (ECNT), tales como la obesidad y la diabetes, cuando remplaza el consumo de otros líquidos nocivos para la salud. 
7) Que, en ese sentido, el Estado debe adquirir un rol fundamental en la promoción del consumo de agua ordinaria, facilitando no solo su acceso sino su promoción como una sustancia fundamental para la salud del ser humano. Con este objeto, parece una medida razonable solicitar a S.E. la Presidenta de la República que, en conjunto con el Ministerio de Hacienda, evalúen destinar una parte de la recaudación tributaria, que se incrementará, entre otras variables, por el impuesto a las bebidas azucaradas analcóholicas, para financiar bebederos públicos de agua ordinaria o filtrada en instituciones tales como colegios, universidades, bibliotecas, consultorios, hospitales, plazas, parques y, en general, en las oficinas de organismos dependientes de la Administración del Estado, en especial en aquellas zonas vulnerables donde el agua potable ordinaria es de más difícil acceso.
Por las razones antes expuestas, 
EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA
Solicitar a S.E. la Presidenta de la República que evalúe destinar los recursos necesarios para implementar bebederos públicos de agua potable en colegios, universidades, bibliotecas, consultorios, hospitales, plazas, parques y, en general, las oficinas de la Administración del Estado, con el objeto de fomentar alternativas al consumo de bebidas azucaradas sin alcohol.

(Fdo.): Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.

8

PROYECTO DE ACUERDO, DE LOS SENADORES SEÑOR GIRARDI, SEÑORAS ALLENDE, GOIC Y MUÑOZ Y SEÑORES ARAYA, BIANCHI, DE URRESTI, GUILLIER, HORVATH, LETELIER, MATTA, MONTES, NAVARRO, OSSANDÓN, PROKURICA, QUINTANA, QUINTEROS, ROSSI, TUMA, WALKER, DON PATRICIO Y ZALDÍVAR, CON EL QUE EXPRESAN SU SATISFACCIÓN POR EL TRABAJO DESARROLLADO POR LAS AUTORIDADES SUPERIORES DEL MINISTERIO DE SALUD CON EL FIN DE GENERAR UNA PROPUESTA DE REGLAMENTO DE LA LEY N° 20.606, SOBRE COMPOSICIÓN NUTRICIONAL DE LOS ALIMENTOS Y SU PUBLICIDAD, Y EL COMPROMISO DE LA CORPORACIÓN DE RESPALDAR LAS ACCIONES DIRIGIDAS CLARAMENTE A SALVAGUARDAR LA SALUD DE LA POBLACIÓN NACIONAL, Y EN ESPECIAL LA DE LOS NIÑOS GRAVEMENTE AFECTADOS POR LA OBESIDAD Y LAS ENFERMEDADES ASOCIADAS A ESTA

(S 1.748-12)
CONSIDERANDO:

1° Que a nivel global, la transición demográfica en el último siglo, ha generado radicales transformaciones a la estructura poblacional de los países que, a pesar de sus ritmos particulares de desarrollo, apuntan a un aumento de la esperanza de vida. Debido al cambio en el patrón epidemiológico de las enfermedades, lo cual, sumado a los cambios en el estilo de vida ha generado que las enfermedades crónicas no transmisibles (ECNT) sean el nuevo desafío sanitario del siglo XXI.
2° Que las referidas Enfermedades Crónicas No Transmisibles agrupan a un conjunto de patologías como la obesidad, hipertensión, diabetes, dislipidemias, tabaquismo y sedentarismo. Según datos de la Organización Mundial de la Salud (OMS) existe un alta prevalencia de ECNT que en la actualidad explican el 43% de la carga mundial de morbilidad poblacional.
3° Que la obesidad como consecuencia, genera las enfermedades cardiovasculares, que en nuestro país son responsables de alrededor de un 30% de la mortalidad general, seguido por las neoplasias (cáncer) en un 24%. En Chile, lamentablemente 25% de nuestros niños de 6 años son obesos y cerca del 30% de la población adulta. Por lo tanto en un futuro cercano, cerca de la mitad de nuestra población sufrirá alguna ECNT.
4° Que las estrategias para combatir la pandemia de la obesidad son mixtas y requieren un acuerdo intersectorial, pues las autoridades del sector salud no es el único responsable de velar por el bienestar biopsicosocial de nuestra población.
5° Que los patrones alimentarios de la población juegan un rol muy importante en el sobrepeso y obesidad. Las personas al momento de elegir sus alimentos no tienen la información suficiente o esta es incomprensible respecto a la composición de nutrientes. Siendo en consecuencia un deber del Estado establecer marcos regulatorios idóneos para superar esa situación de asimetría de información entre los fabricantes proveedores y las familias consumidoras.
6° Que diversos acuerdos y pactos internacionales instan a los Estados a que los alimentos contengan una información nutricional comprensible, hecho que no sucede en nuestro país.
Especial importancia tienen las resoluciones de la Organización de las naciones unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO) que demandan de los gobiernos el aseguramiento del derecho de todas las personas y en especial de los niños a una alimentación adecuada, entendiendo por ella una alimentación que siendo suficiente no cause daños a la salud.
7° Que es deber del Congreso Nacional, el hacernos responsables de proteger la salud y el bienestar de las chilenas y chilenos, generando las normas más claras, transparentes y efectivas que permitan a los consumidores obtener una información clara y comprensible sobre los componentes nutricionales de los alimentos, lo cual sólo se logra con un etiquetado claro y comprensible, que permita que todos tomemos una decisión consciente e informada a la hora de la adquisición de los alimentos.
Esta responsabilidad ya el Congreso Nacional la cumplió al aprobar la Ley N° 20.606 del año 2012 "Sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad", la cual se encuentra en estos momentos en proceso de facilitación de su aplicación mediante la generación del correspondiente Reglamento de ejecución.
8° El actual proyecto del reglamento de etiquetado, que hasta hace unos días se encontraba en consulta pública, cumple este rol. Él se orienta a Informar a la población en forma clara y sencilla, facilitando una decisión de compra saludable. Las señales han sido diseñadas para que toda la población lo entienda y de esa forma el mensaje llegue claro a todos.
En abono del mismo debemos decir que ha sido elaborado con la concurrencia de los máximos expertos de la academia chilena, con representantes de la Academia Chilena de Ciencias, del Instituto tecnológico de los Alimentos de la Universidad de Chile y por el Instituto de Salud de la misma casa de estudios superiores, lo que es garantía de independencia, seriedad y objetividad técnica.
POR TANTO,
Los senadores que suscribimos venimos en proponer el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

El Senado acuerda:
1° Oficiar a S. E. La Presidenta de la República con la finalidad de expresar su satisfacción por el trabajo desarrollado por la señora Ministra de salud, doña Helia Molina y el Subsecretario de Salud señor Jaime Burrows, en orden a generar una propuesta de normativa reglamentaria a la Ley N° 20.606 del año 2012 "Sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad", que busca hacer realmente efectiva y eficiente la legislación sobre etiquetado de los alimentos.
2° Expresar públicamente el compromiso de este Senado por apoyar la labor del Ejecutivo, cuando ésta vaya en dirección clara a salvaguardar la salud de la población en general y de los niños de Chile en particular, hoy gravemente afectados por la obesidad y las enfermedades asociadas a ella.

(Fdo.): Guido Girardi Lavín, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Manuel Antonio Matta Aragay, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
� Plan Nacional de Tenencia Responsable de Mascotas. � HYPERLINK "http://www.incondicionales.cl" �www.incondicionales.cl� 


� Se refiere a la numeración de la Cámara de Diputados; en el texto del Senado la norma lleva el número 15.


� Artículo 22 letra g) del decreto N° 405, del Ministerio de Salud, de 1983.


� Ley N° 19.473, de Caza.


� Roles 153, de 25 de enero de 1993 y 591, de 2 de enero de 2007.


� Presidio menor en sus grados mínimo a medio (61 días a 3 años) y multa de dos a treinta�  unidades tributarias mensuales ($ 84.862 a $ 1.272.930, a octubre 2014), o sólo la multa.


� $ 84.862 a $ 848.620, a octubre 2014.


� Artículo 28.- El juez competente en materia penal deberá autorizar la incautación de los perros declarados potencialmente peligrosos que hayan causado lesiones graves o la muerte de una persona, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales del dueño, poseedor o cuidador del animal. El perro incautado será puesto a disposición de las organizaciones no gubernamentales de protección animal registradas de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, las que se harán cargo de él para efectos de que sea rehabilitado, si fuere posible, y para sanitizarlo, esterilizarlo y, si finalmente se decreta su comiso, reubicarlo en un hogar apto, previo examen de expertos, de forma que no constituya un peligro para las personas. Los costos derivados de la resolución judicial serán de cargo del dueño o poseedor del animal.





No se aplicará lo dispuesto en el inciso anterior al ejemplar canino que diere muerte o causare lesiones graves al que se encontrare en la situación prevista y sancionada por el artículo 144 del Código Penal, así como al que se introdujere a un domicilio, residencia o morada sin autorización de los moradores ni justificación alguna o con el propósito de cometer delito.





� Artículo 23 del proyecto de ley de la Cámara de Diputados.


� $ 636.465 a la fecha del presente informe.


� $ 424.310 a $ 1.272.930.


� $ 1.272.930 a $ 3.818.790.


� El inciso primero de dicho precepto sanciona al que entrare en morada ajena contra la 


voluntad de su morador. 


� Se refiere a la votación en general de la iniciativa, ocurrida en la sesión de Sala del día 17 de junio del año en curso.


� Artículos 24 y 25 de la LOC del Congreso Nacional.


� Artículo 24 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


� De conformidad a lo dispuesto en el número 1) del artículo 2º de la ley N° 19.928, y para los efectos de la ley, música nacional es toda expresión del género musical, clásica o selecta, popular, de raíz folclórica y de tradición oral, con o sin texto, ya sea creada, interpretada o ejecutada por chilenos.





� El primero de dichos preceptos dispone que “El Estado reconoce que los indígenas de Chile son los descendientes de las agrupaciones humanas que existen en el territorio nacional desde tiempos precolombinos, que conservan manifestaciones étnicas y culturales propias siendo para ellos la tierra el fundamento principal de su existencia y cultura. Agrega que reconoce como principales etnias indígenas de Chile a: la Mapuche, Aimara, Rapa Nui o Pascuenses, la de las comunidades Atacameñas, Quechuas y Collas del norte del país, las comunidades Kawashkar o Alacalufe y Yámana o Yagán de los canales australes, y que valora su existencia por ser parte esencial de las raíces de la Nación chilena, así como su integridad y desarrollo, de acuerdo a sus costumbres y valores. Asimismo, precisa que es deber de la sociedad en general y del Estado en particular, a través de sus instituciones respetar, proteger y promover el desarrollo de los indígenas, sus culturas, familias y comunidades, adoptando las medidas adecuadas para tales fines y proteger las tierras indígenas, velar por su adecuada explotación, por su equilibrio ecológico y propender a su ampliación. Por su parte, el artículo 6° establece que “los censos de población nacional deberán determinar la población indígena existente en el país.”.


� El Senador señor Allamand hace referencia al considerando 8° de los fundamentos de la Moción que señala literalmente “8.	Que por ende, aumentar la presencia de la música nacional en las emisiones radiales implicaría además acrecer la recaudación que por el concepto señalado correspondería a sus autores y/o ejecutores, sin implicar un mayor gasto para los radio difusores, por cuanto sólo se reemplazaría pagos hechos a extranjeros por otros hechos a nacionales.”





� Artículo 65, inciso cuarto, numeral 6° de la Constitución Política de la República.


� Estas son las siguientes: 1) la política general y aprobación del reparto de los importes que deben abonarse a los titulares de derechos.2) Las políticas generales para la fijación de tarifas de la entidad.3) la política general de inversión de los ingresos de derechos y de cualquier otro rendimiento derivado de la inversión de los ingresos de derechos.4) la política general y la aprobación de remuneraciones y otras compensaciones de los directivos y funcionarios de la entidad de gestión.5) la política general de deducciones practicadas sobre los ingresos de derechos y sobre cualquier otro rendimiento derivado de la inversión de los ingresos de derechos.6) la utilización de los importes que no puedan ser objeto de reparto.7) la política de gestión de riesgos.8) la aprobación de cualquier adquisición, venta o hipoteca de bienes inmuebles.9) la aprobación de fusiones y alianzas, la creación de filiales, y la adquisición de otras entidades, participaciones o derechos en otras entidades.10) La aprobación de propuestas de operaciones de empréstito y de préstamo o de constitución de avales o garantías de préstamos.”.”.








� Artículo 1° de la Constitución Política de la República.





_1476878770.xls
Gráfico1

		Ministerios		Ministerios

		Subsecretarias		Subsecretarias

		Intendencias		Intendencias

		Gobernaciones		Gobernaciones



Hombres

Mujeres

0.6086956522

0.3913043478

0.6875

0.3125

0.8

0.2

0.6037735849

0.3962264151



Ministros

		Nombre		Ministerio		Sexo

		Rodrigo Peñailillo		Ministro del Interior y Seguridad Pública		H				Hombres		14		60.8695652174

		Heraldo Muñoz		Ministro de Relaciones Exteriores		H				Mujeres		9		39.1304347826

		Jorge Burgos		Ministro de Defensa Nacional		H				Total		23

		Alberto Arenas		Ministro de Hacienda		H

		Ximena Rincón		Ministra Secretaria General de la Presidencia		M

		Álvaro Elizalde		Ministro Secretario General de Gobierno		H

		Luis Felipe Céspedes		Ministro de Economía, Fomento y Turismo		H

		Fernanda Villegas		Ministra de Desarrollo Social		M

		Nicolás Eyzaguirre		Ministro de Educación		H

		José Antonio Gómez		Ministro de Justicia		H

		Javiera Blanco		Ministra del Trabajo y Previsión Social		M

		Alberto Undurraga		Ministro de Obras Públicas		H

		Helia Molina		Ministra de Salud		M

		Paulina Saball		Ministra de Vivienda y Urbanismo		M

		Carlos Furche		Ministro de Agricultura		H

		Aurora Williams		Ministra de Minería		M

		Andrés Gómez-Lobo		Ministro de Transporte y Telecomunicaciones		H

		Victor Osorio		Ministro de Bienes Nacionales		H

		Máximo Pacheco		Ministro de Energía		H

		Pablo Badenier		Ministro del Medio Ambiente		H

		Natalia Riffo		Ministra del Deporte		M

		Claudia Pascual		Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer		M

		Claudia Barattini		Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes		M





Subsecretarios

		Nombre		Subsecretaria		Ministerio		Sexo

		Mahmud Aleuy		Subsecretario del Interior		Ministerio del Interior		H				Hombres		22		68.75

		Ricardo Cifuentes		Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo		Ministerio del Interior		H				Mujeres		10		31.25

		Antonio Frey		Subsecretario de Prevención del Delito		Ministerio del Interior		H				Total		32

		Edgardo Riveros		Subsecretario de Relaciones Exteriores		Ministerio de Relaciones Exteriores		H

		Marcos Robledo		Subsecretario de Defensa		Ministerio de Defensa Nacional		H

		Gabriel Gaspar		Subsecretario de las Fuerzas Armadas		Ministerio de Defensa Nacional		H

		Alejandro Micco		Subsecretario de Hacienda		Ministerio de Hacienda		H

		Patricia Silva		Subsecretaria General de la Presidencia		Ministerio Secretaría General de la Presidencia		M

		Rodolfo Baier		Subsecretario General de Gobierno		Ministerio Secretaría General de Gobierno		H

		Katia Trusich		Subsecretaria de Economía y Empresas de Menor Tamaño		Ministerio de Economía, Fomento y Turismo		M

		Javiera Montes		Subsecretaria de Turismo		Ministerio de Economía, Fomento y Turismo		M

		Raúl Súnico		Subsecretario de Pesca		Ministerio de Economía, Fomento y Turismo		H

		Heidi Berner		Subsecretaria de Evaluación Social		Ministerio del Desarrollo Social		M

		Juan Eduardo Faúndez		Subsecretario de Servicios Sociales		Ministerio del Desarrollo Social		H

		Valentina Quiroga		Subsecretaria de Educación		Ministerio de Educación		M

		Marcelo Albornoz		Subsecretario de Justicia		Ministerio de Justicia		H

		Francisco Díaz		Subsecretario del Trabajo		Ministerio del Trabajo y Previsión Social		H

		Marcos Barraza		Subsecretario de Previsión Social		Ministerio del Trabajo y Previsión Social		H

		Sergio Galilea		Subsecretario de Obras Públicas		Ministerio de Obras Públicas		H

		Jaime Burrows		Subsecretario de Salud Pública		Ministerio de Salud		H

		Angélica Verdugo		Subsecretaria de Redes Asistenciales		Ministerio de Salud		M

		Jaime Romero		Subsecretario de Vivienda y Urbanismo		Ministerio de Vivienda y Urbanismo		H

		Claudio Ternicier		Subsecretario de Agricultura		Ministerio de Agricultura		H

		Ignacio Moreno		Subsecretario de Minería		Ministerio de Minería		H

		Cristián Bowen		Subsecretario de Transportes		Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones		H

		Pedro Huichalaf		Subsecretario de Telecomunicaciones		Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones		H

		Jorge Maldonado		Subsecretario de Bienes Nacionales		Ministerio de Bienes Nacionales		H

		Jimena Jara		Subsecretaria de Energía		Ministerio de Energía		M

		Marcelo Mena		Subsecretario de Medio Ambiente		Ministerio del Medio Ambiente		H

		Nicole Sáez		Subsecretaria del Deporte		Ministerio del Deporte		M

		Gloria Maira		Sub Directora del Sernam		Servicio Nacional de la Mujer		M

		Lilia Concha		Sub Directora del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes		Consejo Nacional de la Cultura y las Artes		M





Intendentes

		Región		Nombre		Sexo

		XV		Emilio Rodríguez		H				Hombres		12		80

		I		Mitchel Cartes		H				Mujeres		3		20

		II		Valentín Volta		H				Total		15		100

		III		Miguel Vargas		H

		IV		Hanne Utreras		M

		V		Ricardo Bravo		H

		RM		Claudio Orrego		H

		VI		Morin Contreras		M

		VII		Hugo Veloso		H

		VIII		Rodrigo Díaz		H

		IX		Francisco Huenchumilla		H

		XIV		Egon Montecinos		H

		X		Nofal Abud Maeztu		H

		XI		Ximena Órdenes		M

		XII		Jorge Flies		H





Gobernadores

		Nombre		Gobernación		Sexo

		Andrea Murillo Neumann		Gobernación de Arica		M

		Roberto Mauricio Lau Suarez		Gobernación de Parinacota		H				Hombres		32		60.3773584906

		Gonzalo Prieto Navarrete		Gobernación de Iquique		H				Mujeres		21		39.6226415094

		Claudio Ernesto Vila Bustillos		Gobernación de Tamarugal		H				Total		53

		Fabiola Rivero Rojas		Gobernación de Antofagasta		M

		Claudio Andrés Lagos Gutiérrez		Gobernación de Loa		H

		Sergio Carvajal Salas		Gobernación de Tocopilla		H

		Mario Francisco Rivas Silva		Gobernación de Copiapó		H

		Alexandra Laura Lucia Yamila Núñez Sorich		Gobernación de Huasco		M

		Alonso Yerko Guerra Rivera		Gobernación de Chañaral		H

		Américo Giovine Oyarzún		Gobernación de Elqui		H

		Cristián Daniel Herrera Peña		Gobernación de Limarí		H

		Alex Patricio Trigo Rocco		Gobernación de Choapa		H

		Gustavo Antonio Marcos Escobar		Gobernación de Maipo		H

		Carlos Becerra Carvajal		Gobernación de Cordillera		H

		Graciela Patricia Arochas Felber		Gobernación de Talagante		M

		Cristina Soto Messina		Gobernación de Melipilla		M

		Adela Bahamondes Fuentealba		Gobernación de Chacabuco		M

		Omar Leonel Jara Aravena		Gobernación de Valparaíso		H

		Cesar Antonio Barra Rozas		Gobernación de Quillota		H

		Graciela Lilian Salazar Espinoza		Gobernación de San Antonio		M

		Eduardo León Lazcano		Gobernación de San Felipe		H

		María Victoria Rodriguez Herrera		Gobernación de Los Andes		M

		Mario Luis Fuentes Romero		Gobernación de Petorca		H

		Marta Hotus Tuki		Gobernación de Isla de Pascua		M

		Giani Mauricio Rivera Foo		Gobernación de Marga Marga		H

		Mirenchu Beitia Navarrete		Gobernación de Cachapoal		M

		Carolina Elsa Icela Cucumides Calderón		Gobernación de Colchagua		M

		Teresa Mercedes del Carmen Nuñez Cornejo		Gobernación de Cardenal Caro		M

		Oscar Antonio Vega Gutiérrez		Gobernación de Talca		H

		Cristina Andrea Bravo Castro		Gobernación de Curicó		M

		Claudia Loreto Aravena Lagos		Gobernación de Linares		M

		Gerardo Villagra Morales		Gobernación de Cauquenes		H

		María Andrea Muñoz Araya		Gobernación de Concepción		M

		Lorena Vera Arragada		Gobernación de Ñuble		M

		Luis Ramon Barceló Amado		Gobernación del Bío Bío		H

		Humberto Toro Vega		Gobernación de Arauco		H

		José Francisco Montalva Feuerhake		Gobernación de Cautín		H

		Irle Andrea Parra Sauterel		Gobernación de Malleco		M

		Patricia Eugenia Morano Büchner		Gobernación de Valdivia		M

		Luis Sergio Gallardo Salazar		Gobernación del Ranco		H

		Juan Carlos Gallardo Gallardo		Gobernación de Llanquihue		H

		Gustavo Salvo Pereira		Gobernación de Osorno		H

		Pedro Bahamondez Barría		Gobernación de Chiloé		H

		Miguel Angel Mardones Segovia		Gobernación de Palena		H

		Cristián Mario López Montecinos		Gobernación de Coyhaique		H

		Marisol del Carmen Martínez Sánchez		Gobernación de Puerto Aysén		M

		María Betsabé Rivera Yañez		Gobernación del General Carrera		M

		Jorge Calderon Nuñez		Gobernación del Capitán Prat		H

		Paola Andrea Fernández Gálvez		Gobernación de Magallanes		M

		José Raúl Ruiz Santana		Gobernación de Última Esperanza		H

		Alfredo Miranda Mancilla		Gobernación de Tierra del Fuego		H

		Patricio Oyarzo Gaez		Gobernación de la Antártica Chilena		H
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